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PROLOGO 


La enseñanza y la investigación de la economía al 
nivel universitario comienzan en Venezuela en 1938. 
Hasta ese momento sólo existían cátedras de Economía 
Política y de Finanzas Públicas en las Facultades de 
Derecho. En el terreno de la investigación, numerosos 
e ilustres autores, desde la época colonial, habían dejado 
descripciones de la economía e incluso análisis de la 
realidad del país en obras, folletos o documentos pú- 
blicos, que en su época constituyeron aportes valiosos 
al conocimiento de nuestra realidad y hoy som testimo- 
nio de incalculable valor para los estudios del proceso 
bistórico y económico de Venezuela. Pero tales esfuerzos 
aislados mo podían considerarse como una investigación 
sistemática sino como el producto de esfuerzos indi- 
viduales, tanto más admirables si se toma en considera- 
ción la estrechez del medio ambiente. 


Pocos años después de la muerte de Gómez, un pe- 
queño grupo de estudiosos de los temas económicos, 
algunos de los cuales habían regresado del exterior con 
títulos de especialización en esas materias, inician en la 


Universidad Central, con carácter libre, la Escuela de 
Ciencias Económicas y Sociales. Un año después dicha 
Escuela recibió el reconocimiento oficial de las auto- 
ridades universitarias y un año más tarde obtuvo la cate- 
goría de Facultad que boy ostenta. 


Los primeros años de esa actividad som gratos de re- 
cordar. Un reducido grupo de profesores de distintas 
formaciones y desigual competencia, pero animados to- 
dos por la obra que empezaban a forjar, y un alumnado 
también pequeño en número, pero lleno de vocación y 
de ansias de saber, constituían de hecho una comunidad 
donde no había más diferencias de jerarquía y rango que 
las naturales entre catedráticos y estudiantes, pero don- 
de se discutían problemas, se debatían doctrinas y teo- 
rías, se reformaban los programas de enseñanza y se 
realizaban las primeras investigaciones sistemáticas so- 
bre algunos de los múltiples problemas de la economía 
nacional. Volviendo la mirada hacia atrás, en aquella 
Caracas de los cuarenta que comenzaba a sacudir su 
condición de gratísima aldea, y en aquellos claustros de 
San Francisco tan propicios a los grupos de conversa- 
ción y a la reflexión, ocurre pensar que la Universidad 
de entonces, y en particular la naciente Escuela de 
Ciencias Económicas y Sociales, mantenía aún ese ele- 
mento de comunidad espiritual tan ligado al origen 
mismo de la institución en la Europa medioeval, y cuya 
desaparición sea tal vez una de las causas que están en 
la raíz de la crisis universitaria presente. 


Entre ese grupo de distinguidos profesores estaba 
Carlos Alberto D'Ascoli. Al final de la dictadura había 


regresado, después de amplios estudios de Economía 
y Finanzas en la Universidad de Columbia, de haberse 
doctorado en Derecho en la Universidad de París y 
obtenido allí mismo el Diploma de la Escuela Libre 
de Ciencias Políticas y, en fin, de haber actuado como 
Profesor en otros países latinoamericanos en sus últimos 
años de exilio, en particular en los otros tres que, con 
Venezuela, babían integrado la Gran Colombia. Tan 
pronto puso pié en su patria dividió su actividad incan- 
sable entre las labores políticas en las filas de los lu- 
chadores por el avance democrático, y el estudio y aná- 
lisis de los problemas económicos nacionales. En el 
diario “Abora”, su columna cotidiana llegó a constituir 
una de las secciones de lectura obligada y de respeto 
general, por la seriedad y profundidad de sus enfoques 
y por la honestidad —virtud esencial de D'Ascoli— en 
las conclusiones y en los intentos de solución que pro- 
ponía. 


La cátedra que le tocó desempeñar en la Escuela fue 
la de Historia de la Economía Venezolana. Más que 
una cátedra, aquella disciplina adquirió desde el pri- 
mer día características de seminario y de laboratorio, 
en el mejor sentido de esas palabras. No existía un tex- 
to donde pudiera leerse la materia, como sucedía en la 
mayoría de las otras asignaturas, sino que las informa- 
ciones se encontraban dispersas en gran cantidad de 
obras y documentos, algunos de los cuales habían des- 
aparecido de la circulación o estaban escondidos en 
bibliotecas o archivos públicos o particulares. En rea- 
lidad, D'Ascoli se convirtió en un investigador a tiempo 
completo y en el guía de un grupo, constituído por to- 


dos sus alumnos, que se dieron a la laboriosa tarea de 
indagar y recopilar primero de analizar y sistematizar 
después, los diseminados elementos de trabajo. La lec- 
ción magistral fue casi reemplazada por la obra colecti- 
va, y la discusión y los textos escritos del Profesor eran 
producto, primero, de su labor personal incansable ya 
que él más que ninguno llevaba a cabo la labor inves- 
tigadora, y luego, del aporte que estudiantes interesados 
agregaban bajo su guía. Con la modestia y generosidad 
que son otras de sus características personales, en las 
versiones escritas cita varias veces a algunos de sus 
alumnos por trabajos realizados en la cátedra. 


El presente volumen es el producto de unos pocos 
años de esa actividad del Doctor D'Ascolí en la Escuela 
de Economía de los años cuarenta. Su lectura propor- 
ciona un análisis histórico sistemático de las raíces eco- 
nómicas nacionales. Suscintos por fuerza, ya que eran 
textos para la enseñanza, en sus páginas se aprovecha- 
ron, se expandieron y se analizaron con espíritu mo- 
derno, las valiosisimas informaciones contenidas en nu- 
merosos autores antiguos y contemporáneos. Sólo es 
de lamentar que, por razón de la agitada vida social 
venezolana que arrancó al Doctor D'Ascoli de la cá- 
tedra, no se hubiera podido pasar del período de la 
República Conservadora. Ciertamente, todavía está por 
escribirse la bistoria económica de ese período final de 


la Venezuela pre-petrolera que va desde la Guerra Fe- 
deral a la Tercera década del siglo XX. 


La principal obra de un maestro es que sus discípulos 
continúen su camino. La sistematización de los estu- 
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dios de la bistoria económica de Venezuela ba sido se- 
guida, por suerte, por otros investigadores que en los 
últimos años han contribuido con obras de singular im- 
portancia al conocimiento de nuestra formación nacio- 
nal. Algunos de esos autores —a quienes no quiero 
nombrar por no berir su modestia y por el peligro de 
alguna omisión involuntaria— fueron alumnos del 
Doctor D'Ascoli. A todos ellos, y en general a los 
compatriotas que se interesan por la historia y la eco- 
nomía, estoy seguro que les causará honda satisfacción 
que el Banco Central de Venezuela baya patrocinado 
la edición de este trabajo pionero de la investigación 
universitaria en nuestro país. 


JosÉ Antronio MAYOBRE 
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PARTE Il 


La Transición de la Economía 
Natural Indígena a la Economía 
Agro-Esclavista de la Colonia 


CAPITULO 1 


SIGNIFICADO ECONOMICO DE LA CONQUISTA 
Y DE LA COLONIZACION 


El esencial significado económico de la Conquista 
consistió en que por medio de ella y de la colonización 
de los territorios descubiertos, América se incorpora a 
la economía mundial. Á una economía mundial rudi- 
mentaria y desarticulada en comparación con la actual, 
pero dentro de la cual se estableció desde entonces, 
así fuere inconsciente y automáticamente por parte de 
los agentes humanos del fenómeno, una división de 
trabajo o, por mejor decir, de funciones económicas 
entre economías rudimentarias, proveedoras de me- 
tales preciosos, materias primas y frutos tropicales, por 
una parte, y, por la otra, países necesitados de esos 
productos y a la vez interesados en colocar sus manu- 
facturas en los países coloniales. 


Por demasiado conocidos, no precisa insistir sobre 
los móviles de los viajes de exploración que dieron 
margen al descubrimiento de América y que conduje- 
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ron luego a la conquista y colonización de las nuevas 
tierras. Sea suficiente recordar que el europeo solicita- 
ba con afán una comunicación rápida con Oriente, no 
sólo para obtener los ricos tapices y brocados de esos 
lejanos países, sino además para procurarse las espe- 
cias que le permitirían conservar en el invierno las 
viandas y le ayudarían así a evitar las hambrunas a 
que tan frecuentemente se vio sometida Europa en el 
transcurso del Medio Evo. Procurarse una vía más cor- 
ta hacia los países productores de las ansiadas mercan- 
cías (oro, tejidos finos, especias) fue, como se sabe, el 
objetivo inmediato de los grandes viajes de exploración 
y descubrimiento, y en esa intención va implícito el papel 
de proveedora de productos exóticos que tocará desem- 
peñar a América, y sobre todo a la América tropical, 
dentro de la economía mundial. 

Al objetivo primordial del Descubrimiento y de la 
Conquista, la solicitud de fuentes de aprovisionamien- 
tos de determinados artículos que no se encontraban 
en Europa, se añadió pronto otro propósito que vino 
a complementarlo: colonizar para asegurar una salida 
a los productos de la Metrópoli. Nació de allí el ex- 
clusivismo en el comercio colonial, particularmente es- 
tricto en el caso de España, que hizo decir a Montesquieu 
(“Espíritu de las Leyes”), en expresiones certeramente 
citadas por un autor nacional, * lo siguiente acerca del 
sistema colonial: 


1. José Sucre Reyes. Algunos datos sobre ciertas consecuen- 
cias del Descubrimiento de las Indias Occidentales. Bole- 
tín de la Cámara de Comercio de Caracas. Año XXX Ne 
330. 
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“El objeto de estas colonias es el de hacer el comer- 
cio en mejores condiciones que el que se hace con los 
pueblos vecinos con los cuales todas las ventajas son 
recíprocas. Se ha establecido que la metrópoli puede ella 
sola negociar con las colonias y eso con gran razón 
puesto que el fin propuesto por dicha regla fue la ex- 
tensión del comercio y no la fundación de una ciudad 
o de un nuevo imperio”, 


La colonización española ha sido muy discutida. Se 
ha debatido particularmente si cabe aplicarle el ante- 
dicho juicio de Montesquieu o si más bien debería ad- 
mitirse como cierta, en sentido contrario, la afirmación 
de Humboldt cuando afirma que “los reyes de España, 
tomando el título de Rey de las Indias, han considera- 
do esas posesiones lejanas más bien como parte inte- 
grante de su monarquía, como provincias de la Corona 
de Castilla, que como colonias en la acepción dada a ese 
vocablo desle el Siglo XVI por los pueblos comerciantes 
de Europa”. ? 


La realidad parece ser que el magnífico esfuerzo cum- 
plido por España al sembrar ciudades y esparcir universi- 
dades desde las faldas de las Rocallosas hasta los hielos 
polares del Sur, no impidió que la colonización españo- 
la, considerada desde el punto de vista económico, ado- 
leciese de una cantidad de fallas y defectos que por 
fuerza habían de reflejarse en la organización social 
de la Colonia y proyectarse en sentido desfavorable so- 
bre el futuro de las Repúblicas hispanoamericanas. 


2. Essat politique sur la Nouvelle Espagne. Tomo II. p. 
5, 
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La incorporación de América a la economía mundial 
suponía, como queda dicho, el establecimiento de co- 
rrientes de comercio mutuas. Al nuevo mundo corres- 
pondía desempeñar en ese intercambio el papel de 
proveedor de productos exóticos para Europa, y era 
misión de ésta abastecer con sus manufacturas a las 
tierras recién descubiertas. Solamente así podía estable- 
cerse relaciones económicas que siquiera relativamente 
se compensasen o que, estuviesen acordes, por lo menos 
en principio, con la noción de aportes equivalentes o 
equilibrables que está en el fondo del moderno concep- 
to de las balanzas comercial y de pagos. 

Ahora bien, los datos de que se dispone inclinan a 
creer que España no estaba en capacidad, o lo estuvo 
por muy poco tiempo, de desempeñar la función que 
por virtud del Descubrimiento y la Colonización le 
correspondía, de proveedora de manufacturas a las tie- 
rras por élla descubiertas y colonizadas. Por razones 
que tenían que ver con su estructura económica de 
país insuficientemente liberado de las trabas feudales 
y por el carácter mismo de los peninsulares, no poseía 
una industria tan desarrollada como la de sus vecinos 
septentrionales y tenía que acudir a éstos pata adquirir 
de éllos las mercancías de que había menester América. 
Haring atribuye esta insuficiencia industrial hispana a 
“la falta de trabajadores, al asunto de las gabelas y al 
prejuicio contra las artes riuecánicas”. * Y Sucre Reyes 
en su trabajo citado, si bien discute la opinión de Ha- 


3. C. H. Haring. Los Bucaneros de las Indias Occidentales 
en el Siglo XVII. p. 18. París-Brujas-Desclée De Brou- 
wer, 1939, 
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ring y se complace en imaginar que “... una potencia 
industrial como era la España de Carlos V, podía apro- 
visionar sin dificultad las nacientes naciones de Amé.- 
rica, y que...” “sus manufacturas reputadas trabajando 
el lino, la lana y la seda, podrían exportar el excedente 
de la producción sobre el consumo interior...” no por 
ello deja de admitir de seguidas, así sea con reservas, 
el punto de vista de Robertson, quien observa que el 
“enriquecimiento demasiado rápido de la metrópoli en 
vez de estimular esta actividad la agotó, sobre todo des- 
pués del advenimiento de Felipe 11 al trono de España”. 


Baralt en el volumen de su historia de Venezuela 
relativo a la Colonia confirma el criterio de Robertson. 
Nos dice, primero, que España, desde la época de los 
Reyes Católicos hasta los comienzos del reinado de 
Felipe II “era uno de los más ricos e industriosos paí- 
ses del antiguo mundo” y acompaña una extensa re- 
lación de “sus fábricas de excelentes paños, de las de 
su rica seda, la de curtidos y sus derivados de todas 
clases, con otros varios ramos de industria fabril y 
agraria...” Agrega respecto a Sevilla que ésta, “donde 
estaba concentrado el comercio de América, ocupaba 
no menos de dieciséis mil talleres y ciento treinta mil 
obreros en la fabricación de telas de seda y lana...” 
y recuerda, en fin, siempre en referencia a la España 
de principios del Siglo xvI, que “sus famosas ferias de 
Medina del Campo, la Llana de Burgos, la Costanilla de 
Valladolid, atraían por sus riquezas asombrosas a los 
mercaderes de todas las naciones y eran admiración del 
mundo antiguo”. 
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Esta productividad, y con ella la prosperidad que la 
acompañaba, se extinguieron durante el Siglo xvi, y la 
decadencia de la economía hispana se acentuó profun- 
damente bajo el reinado del “imbécil, disipado y pere- 
zoso Felipe III”, * 


Multitud de sociólogos e historiadores han abundado 
en el criterio de que la decadencia de España fue pre- 
cipitada por la miope política de fanatismo que condujo 
a las expulsiones de moriscos y judíos, grupos étnicos 
que ocupaban puesto importantísimo en la producción 
y el comercio. Baralt por su parte, se inclina más a 
achacarla a las infinitas trabas a que sometía la regla- 
mentación mercantilista a la industria y al comercio. 
Su punto de vista al respecto está explícitamente ex- 
puesto en las siguientes palabras: “Ni podía suceder 
de otro modo, viéndose la industria atacada en el pre- 
cio del trabajo, agravado el mal con las trabas y res- 
tricciones a la salida del oro y de la plata, y oprimidas 
todas las labores productivas con multitud de regla- 
mentos a cual más disparatados y ruinosos”.3 


La reglamentación mercantillista española, o sea, el 
llamado por Haring ““Monopolio Español” del comercio 
exterior merece un estudio especial $ que permita con- 
templarlo en su aplicación en América y medir con 


4. Rafael María Baralt. Resumen de la Historia de Venezuela 
desde el descubrimiento de su territorio por los caste- 
llanos en el Siglo XV, hasta el año 1797. Edición Desclée, 
de Brouwer. París, 1939. p. 390 y siguientes. 

Op. cit., p. 390. 


Ver Capítulo VII y siguientes. 


NN 
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detenimiento no sólo las consecuencias que tuvo sobre 
el desenvolvimiento económico de la Venezuela colonial 
sino que también su decantada influencia sobre el es- 
tallido del movimiento emancipador. Pero una de las 
observaciones de Baralt sobre el particular es acreedora 
a que se la destaque y comente desde ahora. Insinúa el 
historiador hispano-venezolano al imputar el decaimien- 
to de la economía española al exceso de reglamentación 
mencionado, que entre las medidas más condenables y 
fatales era lógico contar las continuas y severas regla- 
mentaciones de los precios encaminadas a dar satisfac- 
ción al consumidor contra los legítimos dictados y na- 
turales tendencias de la economía. 


Andarían, empero, un poco apresurados quienes qui- 
sieran extraer de allí, de buenas a primeras, analogías 
adversas a las regulaciones de precios contemporáneas. 


Baralt, observémoslo ante todo, poseía arraigadas con- 
vicciones de liberalismo económico, como era lógico y 
razonable en todo hombre estudioso e inteligente de 
los albores de la Revolución Industrial. Natural era, 
por lo tanto, que califique sagazmente de absurdo y de 
contraproducente el intento de conservar los precios a 
un nivel invariable cuando, paralelamente, el descubri- 
miento y colonización de América tenían como conse- 
cuencia un aumento enorme de la existencia y circu- 
lación de metales preciosos en la península y en toda 
Europa. Adelantándose a Irving Fisher, creador de la 
Teoría Cuantitativa de la Moneda, dice así el historia- 
dor maracaibero: “Queriendo juntar dos cosas incom- 
patibles cuales son la redundancia de plata y la dismi- 
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nución de precios, se clamaba a un tiempo por baratura 
y abundancia, sin reflexionar que las leyes prohibitivas 
y suntuarias, las tasas y restricciones son impotentes 
para quebrantar el orden natural de las cosas y romper 
la proporción establecida entre los objetivos comercia- 
les y los metales amonedados. Á pesar de estos princi- 
pios tan sencillos de la economía política, los ejes prin- 
cipales sobre que estribó la legislación fiscal de Carlos 
V y sus sucesores, fueron los errores opuestos, sin 
acertar a concebir que la extraordinaria subida de los 
precios no significaba sino que en España había más 
oro y plata que antes”. 7 La enseñanza que de allí po- 
demos extraer es, pues, concreta y simple: cuando las 
circunstancias hagan necesaria una política de regula- 
ción de precios, precisa atender, al mismo tiempo, más 
que nunca al desarrollo del circulante y ponerle de 
algún modo coto a su expansión excesiva porque es 
de todo punto incongruente, como bien lo indica Baralt, 
querer frenar los precios en presencia de una infla- 
ción incontrolada. 


En cuanto al otro aspecto de la cuestión que nos 
ocupa, ésto es, los obstáculos, derivados de su propia 
estructura, que había de encontrar una sociedad como 
la española del Siglo xvi para crear y realizar en la 
América conquistada el tipo de “factoría colonial”, de 
economía complementaria de la suya a que aspiran los 
países colonizadores, es este un problema en extremo 


7. Op. cit., p. 392. Es posible que Baralt estuviese en cono- 
cimiento de los puntos de vista de economistas del Siglo 
XVIII como Cantillón a los cuales puede considerarse 
precursores de Fisher. 
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complejo y acreedor a que se le consagre todo o buena 
parte de un curso de economía histórica, en el cual, 
como intentaremos hacerlo, se establezca, con la exac- 
titud que permite la escasa documentación concreta 
que sobre el particular existe, el verdadero grado de 
desarrollo que alcanzó la economía colonial. 


Por el momento nos contentaremos, pues, con citar, 
no a guisa de juicio definitivo, sino como mero plantea- 
miento de cuestión tan interesante y tan debatida, la 
opinión de dos escritores pertenecientes a corrientes 
de pensamientos perfectamente antagónicas: el materia- 
lista José Mariátegui y el idealista José Vasconcelos. 


Dice el malogrado sociólogo revolucionario peruano 
refiriéndose a las consecuencias de orden económico 
de la colonización española en un país como el suyo 
donde encontró el conquistador, no hay que olvidarlo, 
una economía socialista rudimentaria dotada de cierto 
grado de organización: 


“El Virreinato señala el comienzo del difícil y com- 
plejo proceso de formación de una nueva economía. En 
este período, España se esforzó por dar una organiza- 
ción política y económica a su inmensa colonia. Los 
españoles empezaron a cultivar el suelo y a explotar las 
minas de oro y plata. Sobre las ruinas y los residuos 
de una economía socialista, echaron las bases de una 
economía feudal”. 


“Pero no envió España al Perú, como del resto no 
envió tampoco a sus Otras posesiones, una densa masa 
colonizadora. La debilidad del imperio español residió 
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precisamente en su carácter de empresa militar y ecle- 
siástica más que política y económica. En las colonias 
españolas no desembarcaron como en las costas de 
Nueva Inglaterra, grandes bandadas de “pioneers”. 
A la América Española no vinieron casi sino virreyes, 
cortesanos, aventureros, cléricos, doctores y soldados. 
No se formó, por ésto, en el Perú una verdadera fuerza 
de colonización. La población de Lima estaba compues- 
ta por una pequeña corte, una burocracia, algunos con- 
ventos, inquisidores, mercaderes, criados y esclavos. El 
“pioneer” español carecía, además, de actitud para crear 
núcleos de trabajo. En lugar de la utilización del indio 
parecía perseguir su exterminio. Y los colonizadores no 
se bastaban a sí mismos para crear una economía sólida 
y orgánica. La organización colonial fallaba por la base. 
Le faltaba cimiento demográfico. Los españoles y los 
mestizos eran demasiado pocos para explotar, en vasta 
escala, las riquezas del territorio. Y, como para el tra- 
bajo de las haciendas de la costa se recurrió a la im- 
portación de esclavos negros, a los elementos y carac- 
terísticas de una sociedad feudal se mezclaron elementos 
y características de una sociedad esclavista”. 


“Solo los jesuítas, con su orgánico positivismo, mos- 
traron acaso en el Perú como en otras tierras de Amé- 
rica, aptitud de creación económica. Los latifundios 
que les fueron asignados prosperaron. Los vestigios de 
su Organización restan como una huella duradera...” ?* 


8. Siete Ensayos de Interpretación de la Realidad Peruana. 
José C. Mariátegui. p. 8. Edt. Librería Peruana, Lima. 
Segunda Edición. 1934. 
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Mariátegui contempla así a grandes rasgos las insu- 
ficiencias de que en lo económico y lo social adoleció 
la colonización española y las causas que las motivaron; 
y no disminuye la certeza general de sus observaciones 
el que en casos como el del pretenso exterminio de los 
indígenas a que hace referencia, deje de ver que, en rea- 
lidad, la conquista española de América fue a este res- 
pecto en su conjunto, mucho más suave y humana que 
la anglo-sajona. 


La consideración de tan interesante tema la cerra- 
remos con la prometida cita de Vasconcelos que, por 
su carácter y contenido, hace recalcar al citado autor 
peruano que se trata de un juicio que tiene el valor 
de venir de un pensador ““a quien no se puede atribuir 
ni mucho marxismo ni poco hispanismo”. Exprésase 
así el filósofo mejicano, en su conocida obra “Indolo- 
gía”: 

“Si no hubiera tantas otras causas de orden moral y 
de orden físico que explican perfectamente el espec- 
táculo aparentemente desesperado del enorme progreso 
de los sajones en el Norte y el lento paso desorientado 
de los latinos del Sur, solo la comparación de los dos 
sistemas, de los regímenes de propiedad, bastaría para 
explicar las razones del contraste. En el Norte no hubo 
reyes que estuviesen disponiendo de la tierra ajena co- 
mo de cosa propia. Sin mayor gracia de parte de sus 
monarcas y más bien en cierto estado de rebelión moral 
contra el monarca inglés, los colonizadores del norte 
fueron desarrollando un sistema de propiedad privada 
en el cual cada quien pagaba el precio de su tierra y 
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no ocupaba sino la la extensión que podía cultivar. Así 
fue que en lugar de encomiendas hubo cultivos. Y en 
vez de una aristocracia guerrera y agrícola, con timbres 
de turbio abolengo real, abolengo cortesano de abyec- 
ción y homicidio, se desarrolló una aristocracia de la 
aptitud que es lo que se llama democracia, una demo- 
cracia que en sus comienzos no renonoció más precep- 
tos que los del lema francés: libertad, igualdad, frater- 
nidad. Los hombres del Norte fueron conquistando la 
selva vírgen, pero no permitían que el general victorioso 
en la lucha contra los indios se apoderase, a la manera 
antigua nuestra, “hasta donde alcanza la vista”. Las 
tierras recién conquistadas no quedaban tampoco a mer- 
ced del soberano para que las repartiese a su arbitrio 
y crease nobleza de doble consideración moral; laca- 
yuna ante el soberano e insolente y opresora del más 
débil. En el Norte la República coincidió con el gran 
movimiento de expansión y la República apartó una 
buena cantidad de las tierras buenas, creó grandes reser- 
vas sustraídas al comercio privado, pero no las empleó 
en crear ducados ni en premiar servicios patrióticos, 
sino que las destinó al fomento de la instrucción popu- 
lar. Y así, a medida que una población crecía, el aumen- 
to de valor de las tierras bastaba para asegurar el ser- 
vicio de la enseñanza. Y cada vez que se levantaba una 
nueva ciudad en medio del desierto no era el régimen 
de concesión, el régimen de favor el que privaba, sino 
el remate público de los lotes en que previamente se 
sub-dividía el plano de la futura urbe. Y con la limita- 
ción de que una sola persona no pudiera adquirir mu- 
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chos lotes a la vez. De este sabio, de este justiciero 
régimen social procede el gran poderío norteamericano. 
Por no haber procedido en forma semejante, nosotros 
hemos ido caminando tantas veces para atrás”. 
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CAPITULO Il 


LA ECONOMIA INDIGENA VENEZOLANA 


No existe acuerdo acerca del grado de desarrollo eco- 
nómico en que encontró el Conquistador a la Venezuela 
pre-colombina. Al paso que se ha pretendido que pre- 
dominaba el tipo más primitivo de economía, o sea, 
aquel en que el hombre atiende por sí mismo a sus 
necesidades y que para muchos economistas no merece 
el nombre de economía porque no hay intercambio, 
otras opiniones se apoyan en descubrimientos arqueo- 
lógicos y en datos varios acerca de la vida económica 
indígena para tratar de demostrar que ésta había alcan- 
zado la etapa del trueque y que incluso en algunas re- 
giones del país se encuentran indicios ciertos de que 
llegaron a existir piezas de moneda, 


La verdad parece estar a mitad de camino entre estos 
criterios opuestos. Los datos de alguna precisión que 
se poseen indican que si bien en la mayor parte del 
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territorio predominaba la vida salvaje, * en otros puntos 
de Venezuela el indígena había pasado del nomadismo 
a una vida relativamente sedentaria basada en una 
agricultura de lo más primitiva, en la confección de 
labores manuales elementalísimas, y efectuaba, con las 
tribus vecinas, un intercambio directo por medio del 
trueque. La existencia de piezas de moneda más o me- 
nos elaboradas, encontradas, según se pretende, en re- 
giones de Occidente y la famosa calzada de los llanos 
de Barinas, sirven a lo sumo, en nuestra opinión, para 
demostrar que existieron antiguas civilizaciones o semi- 
civilizaciones destruídas por los Caribes u otros con- 
quistadores anteriores o por las fuerzas de la naturaleza. 

Existía pues, con predominio de la vida salvaje, un 
grado variable de desarrollo económico en las dife- 
rentes regiones del país, y, por ende de civilización, 
determinados naturalmente por las mayores o menores 
facilidades de vida ofrecidas por el medio físico. En 
cuanto a ese punto, acerca del cual se puede llegar a 


9. “Es bien notorio que la variedad de naciones que se 
conquistan en la multitud de caños, ríos, montes y llanos 
en el territorio de esta vasta provincia, son todos aunque 
muy diferentes en el lenguaje y sitios de cada nación, de 
iguales propiedades en bárbaras inclinaciones y costum- 
bres; viven siempre desnudos, sin pudor ni religión ni 
tienen ni casa, ni formalidad alguna de pueblo; jamás 
siempre vagando de unas a otras partes, por lo que no 
se han ejercitado en labrar la tierra, toda su manutención 
la fían a la fruta, miles raíces silvestres, y lo poco que 
pescah con arpones y cazan con flechas..... ”- Fray 
Froilán de Río Negro. Misiones Capuchinas, Exposición 
del Prefecto de las Misiones de Caracas, Capuchino Fray 
Pedro de Ubrique, p. 104 (cita reproducida por Carlos 
Siso, “La formación del pueblo venezolano”. Estudio So- 
ciológico Horizon House Nueva York. 1941. 
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conclusiones más por deducciones que por otro medio, 
han expresado opiniones como las que acabamos de 
asentar algunos investigadores que nos han precedido 
en el tratamiento de la materia, pero los cuales, infortu- 
nadamente, no son específicos respecto a sus fuentes. 
Lo último es particularmente cierto del Profesor Moll 
que dice: “Eran las tribus de las regiones montañosas 
las más pobres, que vivían de la caza, de la pesca y de 
vegetales diversos que les ofrecía el territorio. No te- 
nían comunicación con los territorios adyacentes. Las 
tribus de las llanuras, más ricas y mejor provistas, eran 
más pacíficas y tenían un comienzo de comercio. Com- 
praban por trueque lo que les faltaba, sobre todo ali- 
mentos, sal y objetos de ornamentación...” 1 Expresa, 
en tanto, por su parte, Vandellós: “No eran muchas las 
actividades económicas que desarrollaban las tribus in- 
dias debido, en unos casos, a sus necesidades mínimas 
de vida y en otros a que con la caza y la pesca subvenían 
por entero a sus necesidades. Solo en las tierras menos 
dotadas por la naturaleza, necesitaban dedicarse forzo- 
samente a la agricultura ya que desconocían el pastoreo. 
Además la gran extensión de territorio y su escasa po- 
blación dificultaba el intercambio comercial. No por 
ello dejaba éste de existir por completo, sino que tene- 
mos ejemplos que nos han dejado los primeros histo- 
riadores. Unas tribus eran más aptas para la fabricación 
de ciertas armas, otras tenían el monopolio de la fabri- 
cación del curare y los otomacos construían ollas de 


19. Moll. Lecciones de Economía Venezolana. Rev. de Fo- 
mento N? 49 p. 75. 
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barro, platos y vasijas y objetos tejidos de palma para 
vender a las demás tribus; los onotos en el lago de 
Maracaibo no sembraban sino que con el producto de 
la pesca que vendían en sus mercados obtenían maíz, 
yuca y otros artículos; los cocinas eran los mejores 
fabricantes de rayas envenenadas de las que tenían una 
especie de monopolio; los guanaos cambiaban sal por 
oro que trabajaban en anillos o en forma de aves; los 
pemones compraban sal a cambio de frutos y pescado 
y tantos otros casos que podríamos ir extrayendo de 
las distintas obras que se han escrito sobre sus costum- 
bres. Según Gumilla los Caribes hacían tejer mantas y 
hamacas a la tribu de los quiriripas que dominaban a 
este fin. Además, muchas tribus enterraban sus muer- 
tos dentro de vasijas de barro o de canastos. De modo 
que existía una agricultura reducida y un inicio de 
manufactura, sobre todo en lo que se refería a la cerá- 
mica, a las telas y a las armas. En la relación del viaje 
de Féderman se habla de tribus que poseían cultivos 
bastante adelantados y de grandes mercados de pescado, 
posiblemente a orillas del lago de Maracaibo. Figura 
también en las relaciones históricas, que el Cacique de 
las Adjuntas no quiso unirse con Guaicaipuro por te- 
mor de que fueran destruídas las grandes plantaciones 
que tenía en dicho lugar”. 1 


No es tarea fácil determinar en forma concluyente, a 
través de las citas anteriores o de otras que podrían 
verificarse, los rudimentos de vida económica que exis- 


11. Vandellós. Tema 1 de su Curso mimeografiado. pág. 3. 
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tían en la Venezuela pre-colombina para el momento 
del Descubrimiento. Porque no es posible perder de 
vista que los cronistas de la época, en sus relatos, 
suelen ser imprecisos y, otras veces, pecan por la ten- 
dencia a establecer generalizaciones partiendo de un he- 
cho aislado que les tocó contemplar o del cual oyeron 
vagamente hablar; por otra parte, en cuanto a los auto- 
res citados, cabe señalar que, al igual de Moll, Vande- 
llós es parco en revelar la fuente de sus informaciones, 
lo que impide en muchas ocasiones tratar de investigar 
más a fondo, por vía de comparación entre las aseve- 
raciones de diversos comentaristas originales, la exac- 
titud de lo afirmado por el uno y el otro. 


De las informaciones disponibles se desprende de 
todas maneras, la impresión de que, si bien, como que- 
da dicho, existía una gran variedad de condiciones, 
según las distintas regiones, en el modo de vivir de 
los indígenas, la mayoría de las tribus, se encontraban 
en el período superior del salvajismo en que son ya 
empleados el arco y la flecha y en que como lo dice 
Engels resumiendo a Morgan: “*... hallamos un esbozo 
de aldeas, un cierto dominio de la producción de los 
medios de existencia: vasijas y utensilios de madera, 
el tejido hecho a mano (sin telar), con fibras de cor- 
tezas, armas de piedras pulimentadas (neolíticas) y ces- 
tos de junco. El fuego y el hacha de piedra sirvieron 
para hacer piraguas vaciando el tronco del árbol, y 
también tablones para la construcción de viviendas. 
Todos estos progresos se encuentran, por ejemplo, en- 
tre los indios del Noroeste de América que conocen 
el arco y la flecha, pero no alfarería. El arco y la flecha 
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fueron, para el período salvaje, lo que la espada de 


hierro para la barbarie y el cañón para la civilización”. Y 


Que la etapa primitiva de civilización descrita en las 
líneas anteriores fuera aquella en que se encontraba la 
generalidad de nuestros indígenas al acaecer el Des- 
cubrimiento, no quita en todo caso, que en algunas re- 
giones hubieran podido pasar a la que el mismo autor 
califica de estado o estadio inferior de la barbarie en que 
aparece la alfarería, se inicia la cría y doma de los 
animales y el cultivo de las plantas. La ausencia de 
animales domesticables ha debido contribuir en gran 
parte a que en Venezuela las tribus que llegaron al 
estado inferior de la barbarie no pudieran cumplirla 
debidamente ni superarla y no pasaron de algunos cul. 
tivos desarrollados en la forma más elemental y de 
ciertas actividades cerámicas y textiles. La economía de 
trueque que existía en ciertas regiones se asentaba en 
el intercambio de los escasos productos indicados y las 
ya nombradas pretensiones de algunos indigenistas en 
el sentido de que en partes del país se empleaban sig- 
nos monetarios para el intercambio desde luego que 
se han encontrado trocitos de metal con inscripciones, 
tiene, a nuestro ver, tres explicaciones distintas entre 
las cuales no es posible escoger sin una investigación 
muy detenida y profunda. La primera, naturalmente, 
es que se trata de una simple mixtificación como es 
corriente en estos casos: las supuestas monedas son 


12. Friederich Engels. Origen de la Familia, de la propiedad 
privada y del Estado. p. 16. Colección Cultura y Política, 
Larra 6 Madrid 1932. 
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imaginarias o han sido fabricadas “ad hoc” recientemen- 
te; la segunda explicación, igualmente plausible en lo 
teórico, vendría a parecer como la más segura en la 
práctica, si se comprobase la existencia y la autenticidad 
de las susodichas piezas de metal: la conquista caribe, 
o, todavía mejor otra anterior o quizás más bien una 
catástrofe natural, puede haber soterrado alguna anti- 
gua civilización que llegó a la etapa económica del uso 
de la moneda metálica siquiera en su forma más ele- 
mental, 13 Hay, en fin, la idea, menos aceptable porque 
de ser la cierta habría más detalles al respecto, de que 
el hecho mismo de que esas piezas hayan aparecido, 
según se dice, en la región occidental, es un índice de 
que la influencia de las civilizaciones o semi-civilizacio- 
nes indígenas de la gran vértebra pacífica de la cordillera 
andina meridional (el Tahuantinsuyo peruano; los chib- 
chas de la altiplanicie colombiana, todavía más próxima 
a Venezuela) determinó un grado superior de avance eco- 
nómico y de vida social en partes de los que hoy llama- 
mos Estados Andinos. Lo cierto al último respecto es 
que, si bien no hay duda de que esa influencia existió y 


13. “Nuestros indios, o los indios que vivían en el actual 
territorio macional, podríamos catalogarlos como pertene- 
cientes a las tribus más atrasadas de América. Los restos 

— arqueológicos hallados en huacas y sepulcros que indican 
un verdadero desarrollo cultural, mo corresponden a la 
población hallada por los conquistadores; unos pertenecen 
a pueblos por entonces desaparecidos, otros a tribus ya 
en estado de decadencia; y los más sólo sirven para de 
mostrar el radio de las migraciones culturales que, par- 
tiendo de las regjones realmente avanzadas, se expan- 
dieron por territorio americano”. Mario Briceño Tragorri. 
Tapices de Historia Patria p. 19. Tipografía Garrido, 
Caracas, 1942. 
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obró y se ha notado en relación con otros particulares 
(p/e, mayor desarrollo de la alfarería y de las labores 
textiles en la región nombrada), nada justifica la afirma- 
ción de que pudieran servir de ejemplo a nuestros indí- 
genas para el uso de la moneda pueblos que no la em- 
bleaban.?* 

De muy diversos modos se ha intentado explicar por 
qué la Venezuela pre-colombina se encontrara en ese 
estado de atraso, al paso que se habían desarrollado 
civilizaciones en otras regiones del continente y que par- 
ticularmente en la propia Sud-América existía en la mis- 
ma época una tan interesante como la de los Incas. Casi 
todas las diferentes explicaciones concuerdan, sin embar- 
go, en que, de un modo u otro, atribuyen a factores 
derivados del medio físico el estado de primitivismo de 
la vida indígena venezolana. Algunos autores naciona- 
les, particularmente Carlos Siso, han achacado dicho 
atraso a la conquista Caribe. '* Ya el hombre primitivo, 


14. Louis Baudín (El Imperio Socialista de los Incas p. 291 
de la traducción comentada de José Antonio Árze, Editorial 
Zig-Zag, Santiago de Chile, 1943) cita numerosos autores 
en apoyo de la afirmación de que en el Perú incaico se 
desconocía la moneda metálica y se empleaba el trueque 
y también la moneda mercancía que estaba constituída 
por pimiento, pescado seco, cobre, algodón, maíz, plumas 
de ave, chuño, sal y coca. Llegóse cuando más, según 
Baudín, a la moneda signo bajo la forma de conchas. 

15. “La guerra, la conquista y la piratería —rasgos sobresa- 
lientes del carácter caribe— ocasionaron la destrucción 
y despoblación de las naciones pacíficas, antiguas habi- 
tantes de la región, cuyos progresos se iniciaban ya armó- 
nicos con los de otros grupos indígenas habitantes de la 
Cordillera de los Andes, impidiéndoles su evolución so- 
cial, y obligándolos a retroceder progresivamente al estado 
salvaje en que los encontraron los conquistadores”. Carlos 
Siso. Op. cit. p. 50. 
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tal como sucede con el de ahora, prefería habitar, no 
en las vastas y extensas llanuras interioranas y en las 
grandes selvas del Sur, en donde es más fuerte la ac- 
ción de la naturaleza tropical, sino en los valles al pié 
de las montañas del Norte, situados precisamente en la 
región más accesible a las invasiones marítimas de los 
Caribes que procedían de las Antillas. El propio autor 
antedicho insiste además en el individualismo propio 
de la raza caribe y hace intervenir la topografía del 
país para explicar por qué los Caribes mantuvieron su 
aislamiento y no llegaron a producir una civilización. 
Cabe sin embargo observar que, si, como bien dice, la 
llanura fue un factor de aislamiento y los grandes ríos 
eran así mismo un medio excelente de comunicación —el 
único, fuera del pié humano, verdaderamente práctico 
y accesible para hombres sin bestias de monta y carga—. 
con todo, las grandes arterias fluviales no alcanzaron 
a romper la psicología caribe del aislamiento que auto- 
res como el nombrado dan por un hecho pero que pre- 
cisaría dejar netamente esclarecida e investigada en 
cuanto a sus orígenes si se quiere indagar a fondo las 
razones del atraso de la Venezuela pre-colombina. 


El factor topográfico ha debido pesar poderosamente, 
de todos modos, sobre los naturales impidiendo inter- 
relaciones entre las tribus que habrían podido ser fuen- 
te de comercio e impulsar el desarrollo de formas 
de civilización. Las tribus estaban generalmente asen- 
tadas, como queda dicho, en los grandes valles y en 
las laderas de suave inclinación y separadas unas de 
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otras por dicíciles sistemas montañosos o por la vasta 
soledad llanera. 

Se ha insistido así mismo en que una de las razones 
de la persistencia del nomadismo de las tribus que en- 
conttó el español fue el régimen de las lluvias. En la 
caprichosa irregularidad de éstas y en su acción, también 
irregular de por sí, que hacía cambiar a menudo al in- 
dio de sitio, huyendo éste del río a la montaña en la 
época de la creciente y de las inundaciones, y volviendo 
cerca de él al sobrevenir la sequía. Obligatorios aban- 
donos periódicos del lugar de residencia, que, como lo 
indica muy bien el autor últimamente nombrado, im. 
pedían la existencia de una vida sedentaria que diera 
margen al desarrollo de una civilización. * 

Faltaría todavía considerar la cuestión de la propie- 
dad entre los indígenas. Pero obviamente resulta más 
conveniente referirse a ese punto más adelante, precisa- 
mente antes de estudiar las formas de propiedad intro- 
ducidas por el Conquistador en el medio americano. 
Baste por ahora observar que parece inexacta la supo- 
sición de que predominara entre los indígenas la pro- 
piedad colectiva. Existía lógicamente en las tribus que 
habían pasado de la vida nómada a la sedentaria y que 
desarrollaban un comienzo de agricultura. Un ejemplo 
son los Otomacos del Orinoco citados al respecto por 
Rómulo Betancourt en uno de sus folletos polémicos pu- 
blicados en el extranjero hacia 1931. En las tribus nó- 
madas no existía, probablemente, concepto de propiedad 
de ninguna especie, 


16. Op. cit. p. 40 y siguientes. 
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CAPITULO II 


LOS PRIMEROS MOVILES DE LA ACTIVIDAD 
ECONOMICA COLONIAL 


A. La agricultura de los tiempos iniciales de la Colonia. 


Idea esencial que precisa poner de relive al analizar 
la transformación económica operada en el medio indí- 
gena por el peninsular, es que éste ni se dedicó en un 
principio al establecimiento de una economía agrícola 
para la exportación ni tuvo intenciones de hacerlo. Su 
preocupación fundamental, casi diremos exclusiva, lo 
mismo en Venezuela que en las otra colonias americanas, 
era la búsqueda de metales preciosos y de perlas. Y 
en consecuencia, la primera economía agrícola de la 
Colonia no vino lógicamente a existir sino en función 
de la necesidad de abastecer a los reciénvenidos y a sus 
siervos o esclavos, indios o negros, dedicados, al lado 
y bajo el comando del Español, a la exploración y ex- 
plotación mineras. 1” 


17. Cf. Baralt. Op. cit., p. 363. Moll. Op cif, Revista de 
Fomento N* 49 p. 77. 
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Fue, pues, el abastecimiento de los buscadores de 
oro, y , en general, de la escasa población de la Colonia, 
el móvil, inicial de la actividad agrícola de comienzos 
del Siglo XVI. Para atender a tal consumo interno se 
comenzó a cultivar sistemáticamente y con los métodos 
europeos entonces conocidos, la yuca y el maíz; el al. 
godón que crecía natural, también fue objeto de culti- 
vo; * se introdujeron la cebada, el arroz, el centeno, 
diferentes especies de habas y habichuelas, garbanzos, 
lentejas, hortalizas, unas cuantas frutas europeas, el 
lino, el alpiste. ** El adelanto en el modo de cultivar, 
en comparación con la agricultura realizada por las tribus 
sedentarias, consistió particularmente en un mayor cui- 
dado en los modos de preparar los terrenos, de apor- 
carlos, de cuidar de los árboles y de efectuar las cose- 
chas. El español tenía para entonces, y trajo a América, 
una serie de útiles de hierro que desconocía el indí- 
gena, y entre los cuales se contaban, según datos se- 
guros existentes, machetes, chícuras, escardillas, sin pen- 
sar en algunos instrumentos pequeños, tan elementales 
como útiles, (tijeras para podar, por ejemplo) que in- 
dudablemente también vinieran en los bajeles de la Con- 
quista. 

Entre los otros cultivos que desde un principio intro- 
dujo y desarrolló el colonizador cuéntanse el trigo, plan- 


18. Sobre desarrollo de los cultivos de algodón, ver Arcila 
Farías. Revista de Fomento N? 16, quien se refiere tam- 
bién al establecimiento de telares. 

Vandellós (curso citado) opina por el contrario, que el 
algodón no comenzó a cultivarse en gran escala sino 
hacia 1782. 


19. Carlos Siso. Op cif., p. 154. 
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tado en los valles del Tuy, en las provincias de Barqui- 
simeto y Mérida y cuyo cultivo se extendió, en fecha 
que no hemos podido precisar, a los valles de Aragua, 
para desaparecer luego en todo el país, salvo en algunos 
distritos de los Estados Mérida y Táchira donde se man- 
tiene actualmente como un tipo de agricultura parasi- 
taria que no subsiste penosamente sino gracias a la 
protección arancelaria de que disfruta. “Trajo asimismo 
el español y plantó en Venezuela la caña de azúcar, 
proveniente de las regiones tropicales del Viejo Con- 
tinente, que dio lugar primero a la fabricación del 
papelón y del aguardiente, y más tarde a la de azúcar. 


No es sino mucho más luego que se desarrollará la 
agricultura para la exportación como bien lo indican 
no solo expresiones concretas de Baralt y de otros au- 
tores sino el hecho de que los propios intentos que se 
han efectuado para demostrar, o al menos pará insinuar, 
la existencia de una agricultura de exportación en el 
curso del Siglo xv1I, han alcanzado, por medio de los 
datos publicados, a probar justamente lo contrario. Así, 
por ejemplo, Arcila Faría en su trabajo citado, revela 
que, según datos de la Real Hacienda, toda la exporta- 
ción efectuada en el año 1599 consistió en lo siguiente: 


45 quintales de zarzaparrilla, 50 quintales de gua- 
yacán; dos quintales de bizcocho, tres mil doscientas 
arrobas de harina; doce arrobas de queso; cuatro arro- 
bas de cocuiza; cinco arrobas de cebo; trescientos die- 
ciocho cueros; cincuenta varas de lienzo, cuatro botijue- 
las de manteca; diez riendas de caballo; dos asientos 
de sillas. 
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De donde se desprende que un siglo después del 
descubrimiento de Venezuela, la Colonia, después de 
abastecer, en grado de suficiencia seguramente no muy 
grande, las necesidades de una población escasísima, 
compuesta en su mayor parte de indios y de negros 
esclavos que no consumían sino productos de orígen 
americano (yuca, casabe, maíz etc.) apenas alcanzaba 
a exportar insignificantes cantidades de unos cuantos 
artículos. Baste recordar, en comparación con las ci- 
fras anteriores, que la Guipuzcoana, sin contar con los 
cultivos nuevos que implantó y que dieron margen a 
una cifra de exportación respetable para la época (Siglo 
xXv111), exportaba alrededor de 15.000 cueros anualmen- 
te; que para el comienzo de la actual República de 
Venezuela (1830-1831) se exportaron en un año Ks. 
1.651.950 de maderas en lugar de las 9.500 libras de 
productos forestales (zarzaparrilla y guayacán) del año 
1599 y, finalmente, que la decantada exportación de 
harina del fin del primer siglo de colonización, montante 
en realidad a poco menos de treinta y siete mil kilos, 
no es como para convencer a nadie de que el país, que 
ahora (1944) importa más de cuarenta millones de kilos 
de harina para su consumo interno y apenas produce 
para él mismo unos cuatro millones de kilos, fue, en la 
época colonial, un gran exportador de harina... 


Sería insensato exigir maravillas de la colonización 
de un continente nuevo y perfectamente salvaje al cabo 
de solo un siglo de iniciada esa colonización. No es ése, 
pues, nuestro intento al establecer las comparaciones 
anteriores. Sino únicamente dejar sentado que no es 
cierto, como lo pretenden algunos autores, mejores lite- 
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ratos que economistas, que tal milagro se verificara. La 
Colonia, en realidad, como lo dejan demostrado a sa- 
tisfacción las cifras que reproduce Arcila Farías de los 
Libros de la Real Hacienda, exportaba una variedad de 
cosas, pero esa exportación era tan insignificante que 
su monto confirma la impresión de que al principio sólo 
se producía para atender a la necesidad de los buscado- 
res de oro y en general de los pobladores y que sólo 
más tarde, y más particularmente después del adveni- 
miento de la Guipuzcoana, será posible hablar de una 
“factoría colonial” encaminada a abastecer con produc- 
tos tropicales a Europa. 


Baralt confirma el punto de vista antedicho cuando 
describe en frases inequívocas la penuria de la agricul- 
tura colonial venezolana del Siglo xvi: “Cuán pobre 
fuese la cultura del suelo venezolano en los primeros 
años de la conquista, lo hemos visto ya en el lugar 
donde dijimos cómo entregados en manos de los rudos 
y perezosos indígenas bastaba apenas para el sustento 
de los colonos. Ninguna producción de útil comercio 
se pidió a la tierra, que el afán era saber del oro, y 
única industria buscarlo. Á este anhelo se unió la pes- 
quería de perlas donde a millares perecieron los in- 
dios...”. % Y el joven autor de quien reproducimos 
las cifras de exportación para 1599 que arriba se con- 
templan, no difiere, con todo, mucho de esa posición 
que compartimos. Pues si bien insinúa que la exporta- 
ción de productos venezolanos, indicada a mediados del 
Siglo xvI, era variada y seguía a diversos destinos, ad- 


20. Baralt. Op. cit., p. 363. 
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mite que “estas exportaciones no alcanzaron un volu- 
men de consideración sino ya entrado el Siglo xvrl 
cuando comenzó a exportarse el tabaco en gruesas can- 
tidades y más tarde los cueros”. 4 


En cuanto a otra actividad íntimamente ligada a la 
tierra, la ganadería, tampoco llegó a adquirir importan- 
cia sino más tarde, no obstante que los españoles intro- 
dujeron de España, a través de la Española, desde los 
primeros años de la colonización, el ganado vacuno, el 
caballar y los demás aclimatables a nuestro suelo. 2 


B. La explotación minera y la pesca de perlas. 


Durante gran parte del Siglo xv1 la búsqueda de oro 
constituyó la actividad económica esencial desarrollada 
en la Colonia. Afirma Gil Fortoul y lo confirman otros 
autores serios, que esa fue “la urgente preocupación 
de los Conquistadores”. No será sino mucho más luego 
que el español se interesará en arrancar de la tierra, 
por medio de la agricultura, a más de lo necesario para 
el sustento de la propia colonia, un excedente de pro- 
ductos para la exportación. 


A la minería, que llegó a incluir otros metales ade- 
más del oro, precisa agregar la pesca de perlas, que 
fue una de las primeras actividades europeas en Vene- 
zuela, pues a ella se debió la efímera prosperidad de 
Cubagua, primer establecimiento español en jurisdición 


21. Revista de Hacienda N? 16. p. 25. 


22. Carlos Siso. Op. cit., p. 165 Arcila. Revista de Hacien- 
da citada p.p. 33. 


de la actual Venezuela. De la misma nos ocuparemos 
posteriormente. 


¿Dónde estaban situadas las minas explotadas por los 
peninsulares y cual grado de desarrollo alcanzó la ex- 
plotación minera? Son esas las preguntas esenciales que 
debe responder, hasta donde sea posible, una investiga- 
ción económica, dejando de lado como insustancial en 
relación con el caso concreto las innumerables idas y 
venidas de audaces aventureros a que dió lugar el mito 
de “El Dorado” y que, sin lugar a dudas, influyeron 
de modo considerable en la creación de nuevos estable- 
cimientos y en la marcha general de la colonización. 


Exprésase en las siguientes palabras con mucha pro- 
piedad sobre el particular el Profesor Vandellós en su 
curso aludido: 


“No es nuestra misión tratar de las vicisitudes de la 
conquista de Tierra Firme por los españoles ......... 


II A 


o pero no podemos prescindir de las mo- 
tivaciones que movieron el ánimo de muchos expedicio- 
narios. Las primeras incursiones obedecían al deseo de 
encontrar oro y como fallaron en su búsqueda, puesto 
que Venezuela tenía pocas minas en las partes accesi- 
bles, surgió el mito de “El Dorado” y de la misteriosa 
ciudad de “Manoa” posiblemente inventada por los 
indios para alejar a los conquistadores. Tan sólo se en- 
contraron cuatro minas de oro, una en el Valle de 
Nirgua y otra en San Sebastián y dos en Apa y Carapa 
a orillas del Tuy. Sea por los ataques de los indios, 
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como se ha dicho, o por la pobreza de dichas minas, cesó 
su explotación y todavía afirmaba Depons a comienzos 
del siglo pasado que “la mayor ventaja de que gozan 
las provincias de Caracas es no tener minas en explo- 
tación”. Profundísima observación de Depons la última 
que, dicho sea de paso, trae inevitablemente a la mente, 
con todo su hondo significado, la imprecación: “¡Mise- 
ricordia, Petróleo!” tan certeramente utilizada en re- 
cientes artículos por Rómulo Betancourt y por Piñerúa 
Ordaz y relacionada así mismo con el criterio de Enri- 
que Bernardo Núñez, expuesto en tantos escritos del 
mejor cronista nacional, acerca de los aspectos negativos 
de la explotación petrolera y de la influencia perniciosa 
sobre la vida nacional que en ciertos respectos ha ejer- 
cido dicha explotación. 


El profesor Moll, basándose en las funciones men- 
cionadas en los libros de la Real Hacienda, trata de 
otorgar un radio más amplio a la explotación aurífera 
de los primeros tiempos de la Colonia. Asiéntase ade- 
más, en la cronología de López de Velasco para conec- 
tar íntimamente con la explotación al puerto de Borbu- 
rata y a las ciudades de Nueva Segovia (Barquisimeto), 
Coro, Tocuyo, Trujillo y Nueva Valencia. Y asevera en- 
seguida: “Más tarde, Santiago de León, Caraballeda, 
Zamora de Maracaibo y la ciudad de Portillo de Caro- 
ra... parecen ser los centros de extracción de oro”. 


Las referencias a explotación minera colonial que 
hace el volumen sobre “Minería Nacional” publicado 
por la Asociación Minera Venezolana con motivo de 
su convención de 1939, se aproximan más al punto de 
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vista restrictivo de Vandellós que al más amplio de 
Moll, Dicho volumen menciona únicamente las siguien- 
tes minas en explotación en la época colonial: 1) las de 
Apa y Carapa (Valles del Tuy) productoras de oro, 
cuya explotación según afirma, se inició en 1564; 2) las 
de Buria, también de oro, en la provincia de Barquisi- 
meto, que llegaron a ser intensamente explotadas por 
los colonizadores “a juzgar por las amplias galerías que 
todavía se conservan intactas”. 3) en fin, en materia de 
cobre —mineral que no se comenzó a explotar sino 
mucho más después— las famosas minas de Ároa, a 
las cuales se refiere extensamente la obra citada.% 


En cuanto al resultado de las explotaciones, podrían 
añadirse muchas otras a la impresión derivada por Van- 
dellós de los cronistas de la época, de que no fue hala- 
gador. También Moll indica que ya para fines del Siglo 
xvi se consideraba insignificante la producción de las 
minas venezolanas; y Arcila Faría confirma este punto 
de vista al referirse al problema de la moneda y señalar 
un retroceso hacia el trueque a fines del Siglo xvi, mo- 
tivado por la escasez de metales preciosos y de las pro- 


pias perlas que eran a menudo utilizadas como mo- 
neda.* 


23. Asociación Minera Venezolana. Minería Nacional. (Áctivi- 
dades de la Convención Mineralógica. Caracas. Agosto 
de 1939. Impresores Unidos) Dicha obra nos indica que 
las minas de Ároa fueron descubiertas en 16053 por Alon- 


so de Oviedo pero que su explotación no comenzó hasta 
1632. 


24. Moll, Revista de Fomento, N? 49., p. 83. Arcila Farías, 
Revista de Hacienda N” 16, p. 30. Baralt. Op. cit., p. 377. 
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La insuficiencia de la explotación de metales precio- 
sos en Venezuela en el primer siglo de la colonia —<l 
único en que realmente tuvo importancia esa activi- 
dad-— quedaría, por otra parte, ampliamente demostra- 
da por medio de una comparación entre los envíos a 
España de oro, plata, etc., para la época en que, sin 
haber cesado la explotación en Venezuela, se había ya 
intensificado suficientemente en algunas de las otras 
colonias americanas de la Corona Española. Pero tal 
comparación es difícil efectuarla con exactitud no sólo 
por lo impreciso de los datos de que se dispone, sino, 
además, porque las demarcaciones políticas de entonces 
no correspondían a las actuales e incluso a veces el dato 
no se refiere a una circunscripción política concreta sino 
a cosa tan indeterminada como fue el espacio de costa 
y de interior del continente llamado Tierra Firme en el 
Siglo xvI. Con esas reservas, reproducimos el siguiente 
cuadro que trae Haring en los apéndices de su obra 
tantas veces citada. No debe olvidarse insistimos, en 
que la denominación “Tierra Firme” comprendía, no 
solamente toda la parte costanera y explorada de la 
actual Venezuela sino, además, lo que es hoy costa 
atlántica colombiana y su interior inmediato y, en fin, 
el actual territorio panameño por lo menos hasta Por- 
tobelo. 
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6b 


APENDICE VII”! 


AVALUO EN MARAVEDIES DE LOS TESOROS REALES CONDUCIDOS EN LAS 
PRINCIPALES FLOTAS QUE REGRESARON DE INDIAS ENTRE 1538 Y 1556 


Flota de Blasco Núñez de Vela Martin Alonso de Pedro de la 
1538 los Ríos 1543 Gasca 1550 
Oro Plata Oro Plata Oro Plata 
Nueva España 38.832 25.282.272 93.570.946 
Perú 90.709.562 125.345.027 41.962.771 50.260.330 
Tierra Firme 4.782 541% 13.085.297 
Guatemala 5.542.010 


Nueva Granada 29.865.023 
Indias Indico- 


occidentales 8.476.669 4.950 
Perlas 78.000 3.454.108 
Varlos 1.983.202 375.000 


Metales de propiedad 
privada secuestra- 
dos para uso del 


Rey 87.284.888 
Totales 366.909.18519 214.910.377 567.372.527 
maravedíes maravedíes maravedíes 


1. Haring. Op. cif., p. 383. 


El cuadro anterior merece los siguientes comenta- 
rios: 1) como bien se ve, era escasa la cantidad de 
oro que iba de Tierra Firme, en comparación incluso 
con la enviada por la Nueva Granada. 2) La plata que 
aparece como enviada de Tierra Firme en 1583 no 
debía provenir de Venezuela pues no se sabe de ex- 
plotaciones de ese mineral aquí. 3) Las demás colo- 
nias, además de producir más oro, producían, algunas, 
una cantidad considerable de plata. 4) La proporción 
en que Tierra Firme en general, y en particular la 
actual Venezuela, participaban en el rubro “Metales de 
propiedad privada secuestrados para uso del Rey” de- 
bía de ser tan baja como su participación en las cifras 
de exportación por separado. 


Sirve a confirmar la escasa productividad alcanzada 
por las minas venezolanas el siguiente dato: uno de 
los años de más fuerte recaudación de derechos por 
fundición de oro, de que se tiene noticia, según su 
autor, fue el de 1591. Produjo ese año 1.603 pesos 
fuertes el “quinto real de minas”. De donde se dedu- 
ce que el valor del oro fundido habría sido de 13.015 
pesos fuertes, o sea, de 4.425.100 maravedíes, si aco- 
gemos la opinión del profesor Moll según la cual había 
en el peso, para esa época, diez reales y en el real 
34 maravedíes. O bien, de 3.540.080 maravedíes si 
preferimos atenernos a la afirmación del doctor José 
Antonio Mayobre en trabajo efectuado el año pasa- 
do (1943) para el curso de Economía Venezolana, 
según el cual no contenía el peso fuerte sino 272 ma- 
ravedíes. En todo caso, trátese de tres millones y me- 
dio o de cuatro millones y medio de maravedíes, es 
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un hecho que no era muy alta la producción de oro 
de Venezuela para 1591 en relación con los fuertes 
envíos de metales preciosos de colonias como cl Perú, 
México y la Nueva Granada. Baste observar que el 
propio año de 1591 Potosí dio plata por valor de 
4.557.533, cifra igual o mayor que la de toda la pro- 
ducción de oro de Venezuela,% 


Si del examen de los resultados de la explotación 
minera pasamos a una rápida revisión de la forma en 
que se la efectuaba y del impuesto que había que sa- 
tisfacer por llevarla a cabo, encontramos que, de acuer- 
do con tradicionales principios de Derecho Español en 
materia minera, reforzados por los derechos que se 
atribuía el Rey sobre las tierras americanas de acuerdo 
con las bulas papales, las minerías pertenecían al Mo- 
narca, y éste, al conceder su explotación a cambio de 
una participación —el famoso impuesto del “quinto 
real”— no abandonaba la propiedad de ellas. Salazar 
Maza nos dice que, a más del pago de esa cuota del 
20% de la producción representada por el impuesto 
de Quintos Reales, debían satisfacer los explotadores 
un derecho por la fundición y contramarca del oro 
extraído, 


El primer impuesto que se estableció en Venezuela 
fue el ya mencionado Quinto Real de Minas, consti- 


25. Haring, Apéndice VI de la obra citada. 


26. Conferencia en la Universidad Central bajo los auspicios 
de la Sociedad de Estudios Económicos y Sociales. Está 
publicada en la Revista de Hacienda N* 15 y la contiene 
además el volumen en que la S.E.E.S. ha reproducido 
una serie de conferencias de las de su primer ciclo. 
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tuido por el veinte por ciento de la producción minera 
que correspondía al rey. Entre nosotros, este tributo, 
nunca produjo cantidades apreciables al fisco. El suelo 
venezolano era aparentemente pobre en metales pre- 
ciosos. Como quedó señalado, las minas de oro de 
Buria, en la región de Barquisimeto, y las de Apa y 
Carapa en las cercanías de Caracas, entonces las prin- 
cipales, resultaron ser tan poco importantes que pron- 
to quedaron exhaustas. Los exploradores de oro esta- 
ban en la obligación de presentar a los Oficiales Rea- 
les el metal obtenido para “ser fundido, enyesado y 
estampado de Ley”. Además del Quinto Real los fun- 
cionarios fiscales cobraban un “derecho de fundición”. 


Respecto al Quinto Real cabe observar, además, que 
autores como Haring? aseguran que en distintas co- 
marcas de América la Corona bajó el impuesto en 
ocasiones a un décimo y hasta un duodécimo, tomando 
en consideración, bien lo costoso del laboreo, bien el 
paulatino agotamiento de las vetas y lavaderos. En to- 
dos esos casos, curiosamente, el impuesto conservó 
siempre su nombre tradicional de Quinto Real. Deben 
tenerse así mismo en cuenta las siguientes expresiones 
del Profesor Moll% pues, por lo menos en sentido ge- 
neral y bajo reserva de investigaciones más minucio- 
sas que sobre el particular deben efectuar los intere- 
sados especialmente en la materia, orientan hacia los 
orígenes del actual sistema de propiedad minera y de 
las reservas que, en forma de parcelas intermedias, 


27. Haring. Op. cit., p. 178 y 179. 
28. Moll. Revista de Fomento N* 49, p. 83. 
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guarda para sí el Estado venezolano al otorgar una 
concesión: “...Con el desarrollo de la industria ex- 
tractiva, la administración metropolitana vendrá a es- 
tablecer una distinción entre las minas descubiertas 
por los colonos. Los yacimientos más ricos quedarán 
reservados al Fisco bajo el nombre de minas del Rey 
o minas de la Nación.% “...No se podrán explotar 
sino por privilegio especial del Monarca y por una 
duración de tiempo limitada a uno o dos años; sólo 
los otros yacimientos ordinarios podrán explotarse li- 
bremente, pagando el quinto”. 


“Prácticamente, todo descubridor, se obligó, des- 
pués de descubrir alguna nueva mina, a poner aparte 
como perteneciente al Monarca la parcela más rica del 
terreno aurífero que denunciaba”. 


“Ahora, como el Monarca no podía explotar direc- 
tamente la parcela reservada, él la arrendaba o la ven- 
día (?) al propietario de la mina”. (Nota: interroga- 
ción nuestra). 


“En las legislaciones posteriores, que se pueden estu- 
diar detenidamente en las obras de los juristas Solór- 
zano Pereira (Política Indiana), Pinelo (Tratado de 
las Confirmaciones Reales) y Matienzo, el descubridor 
no tendrá el derecho de recibir sino dos minas en el 
yacimiento que ha descubierto, la segunda no podrá 


29. Sería interesante que el Profesor Moll hubiera escla- 
recido el origen de la expresión. Pues generalmente 
se estima que el concepto de nación no vino a usarse 
en su sentido moderno y a tener el contenido que le 
conocemos sino a raíz de la Revolución Francesa. 
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ser vecina de la primera, entre las dos deberá haber 
lo menos dos minas pertenecientes a otros mineros”. 

La explotación de perlas dio lugar, como es sabido, 
al primer establecimiento colonial de los españoles en 
Venezuela, el de Cubagua. Las pesquerías se extendie- 
ron posteriormente a Coche y más luego a las costas 
de Paraguaná.% 

La prosperidad de las pesquerías orientales en el 
Siglo xv parece haber sido de escasa duración. Moll 
indica que para 1542 el Consejo de Indias fue infor- 
mado del traslado de los pescadores hacia los nuevos 
criaderos en explotación que iban del Cabo de la Vela 
a Río Hacha. 

Resulta difícil medir el grado de desarrollo alcan- 
zado por la exploración perlífera desde la llegada de 
los conquistadores hasta la fecha en que la producción 
de nuestras pesquerías orientales e incluso la de las 
costas corianas fue superada por las del Pacífico. 

De acuerdo con Gil Fortoul la situación de tal in- 
dustria fue positivamente próspera en los primeros 
años del Siglo xvr. Así, refiriéndose a Cubagua nos 
habla el historiador larense de “abundancia de perlas, 
tanta, que el quinto correspondiente al Rey no bajaba 
de quince mil ducados”, o sea, que el valor de la pro- 
ducción que rendía tal impuesto era de 75.000 duca- 
dos, equivalentes a 28.000.000 de maravedíes. l 


30. Gil Fortoul. Historia Constitucional de Venezuela Tomo 
1 Editorial Las Novedades, Caracas, MCMXLII. 
Moll, Revista de Fomento N? 49. p. 84; ver también Ba- 
ralt, p. 154. 


31. Gil Fortoul. Ibid. Op. cit., p. 20. 
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En esto, como en otras cosas, no es posible, empero, 
conceder sino un valor muy relativo a la exactitud y a 
la autenticidad de los datos disponibles. 

Moll, por ejemplo, asegura que la industria perlera 
de Cubagua, todavía floreciente para 1527, dio ese 
año como quinto una renta de 20.000 ducados y no 
tiene dificultad en añadir que, efectuado hacia la Na- 
vidad de 1526 el descubrimiento de los criaderos de 
Coche, “desde entonces se estimaba la producción en 
12.000 marcos”. 

Ahora bien, si colocamos a un lado dichas cifras y 
algunas de las que trae Haring en su Apéndice IV? 
intitulado “Ingresos de la Tesorería de la Casa de 
Contratación, 1503-1590”, encontraremos lo siguiente: 
la producción de nuestras pesquerías, de acuerdo con 
lo indicado por Moll, habría sido de un valor de 
100.000 ducados o de alrededor de 37.500.000 mara- 
vedís en 1527 e igualmente muy exagerado parece el 
de 12000 marcos que da para de 1528 en adelante. 
Obsérvese que los datos reproducidos por Haring de 
los archivos sevillanos indican que los ingresos perci- 
bidos por la Tesorería de la Casa de Contratación 
de todo el imperio colonial español ascendieron tan 
sólo a 27.723.190 yy medio maravedís en 1527 y a 


32. C. H. Haring. El Comercio y la Navegación entre España 
y las Indias en la época de los Hapsburgos. París-Brujas 
Desclée de Brouwer 1939. Para los cálculos de la 
moneda de la época seguiremos utilizando el citado tra- 
bajo de Mayobre, según el cual el marco tenía 63 ducados 
y un tercio y el ducado 375 maravedís. En el marco dice 
el mismo autor, había 24.498 maravedís. Sus observacio- 
nes se refieren a la época de los Reyes Católicos y a la 
inmediatamente posterior. 
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38.693.961 y medio maravedís en 1528; y, en cuan- 
to a perlas se refiere, si bien el autor norteamericano 
no ofrece un dato particular respecto a la extracción 
en aguas de la futura Venezuela, es suficientemente 
significativa su indicación en el Apéndice referido de 
que por concepto de “Perlas, etc.” percibió la Teso- 
rería de la Casa de Contratación, de 1526 a mediados 
de 1530, ciento ochenta y cinco marcos, cuatro on- 
zas, cero ochavas, un tomín y siete gramos. O sea, 
que en cuatro años y medio, entre los cuales estaba 
el 1528 al cual atribuye Moll la producción extraordi- 
naria que sabemos, las perlas que pasaron por la Casa 
de Contratación y que provenían de todas las colonias 
españolas no produjeron a la citada Tesorería sino poco 
más de doce mil ducados. 

No debe sorprendernos, repetimos, la disparidad de 
esas cifras, pues, según el mismo Haring, en los Siglos 
inmediatamente posteriores al de la conquista circula 
ron las versiones más diversas acerca de la productivi 
dad o, para hablar como exclusivamente se decía en 
tonces, de la riqueza del imperio colonial español. 
Pedro Mártir afirmó a mediados del Siglo xvI que sóla 
de la Española llevan a España todos los años, única- 
mente por concepto de quintos, por valor de 400 o 


33. No hay que olvidar que la Casa de Contratación, tras de 
reacaudar a través de los funcionarios coloniales el quinto 
real y los derechos de entrada (almojarifazgo etc.) estaba 
encargada de asegurar el respeto al monopolio del co- 
mercio exterior en beneficio de los intereses de la Coro- 
na y del respeto de las regulaciones de ésta. Ver sobre 
el punto el Capítulo 11 de la citada obra de Haring. La 
Casa de Contratación. Así como más adelante nuestro 
Capítulo VIT. 
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500.000 ducados, cifra a todas luces fantástica. El em- 
bajador veneciano Contarini, con mayor discreción, 
calculaba en 1533 en 100.000 ducados anuales los in- 
gresos de la Corona provenientes de Indias, en tanto 
que otro veneciano, pariente del famoso pintor Ni 
colás Tiepolo, los estimaba para la misma fecha en 
100.000 en unos años y en 50.000 en otros. En cam 
bio, siempre de acuerdo con Haring, Mocénigo otor- 
gaba a dichas entradas 350.000 ducados anuales para 
1548, Marino Cavalli las estimaba en 400.000 tres 
años después, Andrés Badoero creía que se acercaban 
al medio millón, y, finalmente el historiador hispano 
Gomara pretendía que sólo en oro y plata producían 
las Indias alrededor de un millón de ducados anuales, 
puesto que, para él, sesenta millones de ducados por 
valor de esos metales preciosos había recibido España 
al cabo de sesenta años del descubrimiento. 


Es imposible hacerse una idea concreta y aproxima- 
damente exacta de la realidad en medio de ese fárrago 
de cifras y opiniones casi todas hijas de la imagina- 
ción antes que de cálculos basados en hechos concre- 
tos. Pero es no sólo elocuente el dato del historiador 
alemán Ranke** de que el ingreso efectivo en 1533 no 
debía pasar de 75.000 ducados sino que ,además, el 
mismo autor moderno indica que los ingresos de la 
Casa de Contratación excedieron poco de 108.000 du- 
cados en 1543 y que el promedio anual para esa década 
fue de 148.000 ducados. 


34. Ranke: Die Osmanen un die spaniche Monarcbie. Citado 
por Haring. 
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En cuanto al punto preciso de que hemos partido, 
o sea la producción, en el Siglo xv, de las pesquerías 
de perlas de los mares venezolanos, será prudente 
atenerse a la opinión de Gil Fortoul en el sentido de 
la prosperidad de esas pesquerías para comienzos del 
siglo, y tener muy en cuenta la opinión de Moll, si no 
para las cifras que expone en relación con 1527 y 
1528, por lo menos en cuanto corresponde a su afir- 
mación de que ya para 1535 el resultado de la extrac- 
ción “fue tan estéril que los moradores no podían traer 
víveres a falta de perlas para pagarlos”. 


Otros aspectos de esta actividad económica en el 
primer siglo de la Colonia, como, por ejemplo, el uso 
de las perlas como moneda o la cuestión de la mano 
de obra empleada en las pesquerías, constituyen pro- 
blemas que merecen, o bien ser tratados como un tema 
en sí, o, de otro modo, considerarlos en el lugar que 
mejor les correspondería: la moneda en la colonia, el 
trabajo en los primeros tiempos de la colonización. 
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CAPITULO IV 


FORMAS DE EXPLOTACION Y DE PROPIEDAD 
DE LA TIERRA EN LA ECONOMIA COLONIAL 


A. Razones a que puede atribuirse la aparición en el 
medio americano de la forma primitiva de propie- 
dad y explotación de la tierra, representada por 
la encomienda. 


Con la presencia del colonizador español en la tierra 
americana la explotación de ésta se va a llevar a cabo 
en forma completamente distinta a la que se había 
venido realizando antes. Concretándonos al caso de 
las regiones ocupadas por la actual Venezuela, recor- 
daremos de nuevo que al lado del aprovechamiento 
libre de productos silvestres por tribus más o menos 
nómadas que controlaban ciertas regiones, existía a la 
llegada del conquistador una agricultura rudimentaria 
efectuada en ciertas porciones del territorio por tribus 
más adelantadas que poseían en común las tierras así 
explotadas y distribuían entre sus miembros el pro- 
ducto de la explotación. 
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Dicho estado de cosas correspondiente en unos casos 
a la etapa del salvajismo y en otros a un período o 
estadio más evolucionado perteneciente a la etapa de 
la barbarie, fue trastornado y modificado radicalmente 
por el colonizador que vino a imponer sistemas distin- 
tos acordes con sus concepciones a la vez individua- 
listas y feudales, con su espíritu religioso y, sobre to- 
do, con la necesidad de proveerse de mano de obra 
para la explotación de las minas y de la tierra. 


De esas diferentes motivaciones, que revisaremos 
enseguida, surge en el medio colonial la coexistencia 
de la propiedad privada de los fundos agrícolas con 
una forma nueva de explotación de la tierra: la enco- 
mienda.* . 


Era natural que los españoles quisieran trasplantar 
a América las instituciones de la península y por eso 
no ha de extrañarnos que, apenas llegados, por medio 
de la “data”, confirieran tierras, en propiedad privada, 
a cada uno de los pobladores. La adopción de una 
forma especial de explotación de la tierra, como la en- 
comienda, que llegó a ser típicamente americana, obe- 
deció, precisa insistir en ello, a causas muy particulares. 


Obraba en primer lugar, si no de modo preponde- 
rante por lo menos con mucha fuerza, el factor reli- 
gioso. Los Reyes de España, imbuidos de su misión 


35. “Con las carabelas llegaron a este Continente dos con- 
ceptos sobre la propiedad representados por dos sistemas 
de explotar la tierra: la propiedad particular, tal como 
se encuentra determinada en el derecho. romano, y la 
encomienda”. Julio Febrés Cordero. Indigenismo e Indi. 
genistas, Bitácora N? 6-7 p. 95, Caracas. 
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de propagadores y defensores de la fe católica, otor- 
garon desvelada atención a crear instituciones a su jul- 
cio adecuadas para catequizar a los indígenas y civili- 
zarlos. La encomienda fue en sus orígenes, y siguió 
siendo por lo menos en la forma, una recomendación 
de cristianizar indígenas, de enseñarlos a trabajar, de 
acostumbrarlos a la vida civilizada. Ese era, en todo 
caso, un propósito fundamental de la creación del sis- 
tema de encomiendas y es justamente a él que han que- 
rido exclusivamente concretarse los historiadores y co- 
mentaristas que se empeñan en no contemplar las en- 
comiendas tal como en realidad existieron y evolucio- 
naron en el medio americano sino a través del risueño 
prisma de las Leyes Indias. 


Actuaba en segundo término el factor material que 
ejercía seguramente influencia aún más decisiva. Era 
preciso, para el desarrollo de la colonización, utilizar 
al indio para el trabajo y se demostró pronto imposi- 
ble someterlo a un sistema de esclavitud directa in- 
compatible con su naturaleza y sus costumbres. El 
mismo motivo que dictó la traída del negro, impuso el 
establecimiento de un modo especial de explotar la 
mano de obra indígena que dejase a los aborígenes 
relativa libertad de movimientos al menos parte del 
tiempo y que, a la vez, les permitiese la vida en co- 
mún, en contacto con la naturaleza. 


La encomienda estaba en principio sabiamente ot- 
ganizada en cuanto respondía a la vez a la primera y 
a la segunda de las razones que la motivaron. Permi- 
tía atraer al indio paulatinamente a la fe cristiana y a 
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la vida civilizada y de trabajo, y al propio tiempo faci- 
litaba su utilización por los españoles para la” obra de 
colonización y desarrollo de los nuevos países sin al. 
terar completamente o de un solo golpe las maneras 
de vivir de los naturales. 


Ejerció por último, como era de esperarse, una gran 
influencia en la forma que tomó la encomienda el 
hecho de que los colonizadores provinieran de un país 
que apenas emergía del feudalismo y que ha sido uno 
de los de Europa que más penosa e incompletamente 
ha logrado superarlo. Las costumbres y tradiciones feu- 
dales sobrevivían en la encomienda que en sus linea- 
mientos, en las fórmulas de que se le rodea al otor- 
garla y, sobre todo, en su evolución, hace recordar 
fuertemente al vasallaje y la servidumbre feudales. 
Baste rememorar la serie de prestaciones que debe el 
encomendado al encomendero y que semejan tanto a 
las “ayudas” feudales, y la fórmula más o menos ritual 
de “en señal de posesión les cubrió las cavesas a los 
dhos con un sombrero y les mandó mudar una silla de 
asentar de una parte a otra llamándose posehedor y 


no hubo contradisión de persona alguna”.% 


La diferencia entre la prestación feudal de trabajo 
personal y la obligatoria para el encomendado consis- 
tiría, teóricamente, en que el último, como lo veremos, 
no debía trabajar para beneficio personal del enco- 


36. Folio 11. Tomo 33: Encomiendas. (Archivo Nacional). En- 
comienda dada, en la ciudad del Tocuyo, al Capitán Gutié- 
rre de Peña Langayo como tutor y curador de Doña 
Lucía de la Peña. 
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mendero sino en ciertas obras que hoy llamaríamos 
de utilidad pública (puentes, caminos, calzadas) pero 
la verdad es, como también tendremos ocasión de con- 
templarlo, que en ésto como en muchas otras cosas 
hubo amplia divergencia entre las prescripciones de 
las Leyes de Indias y la realidad; y que todo indica 
que a la postre se veía como natural, siempre que el 
encomendero no abusase demasiado, que los indios 
efectuasen trabajos personales ciertos días en las la- 
branzas del encomendero y también, por ejemplo, que 
las indias le hilasen determinada cantidad de libras 
de algodón. 


B. Carácter y evolución de la Encomienda 


Antes de librarnos a un estudio más detenido de la 
Encomienda que deje comprobado cuanto acabamos de 
asentar y haga además resaltar otros de sus rasgos so- 
bresalientes, bueno será recalcar que, si tal estudio re- 
viste singular importancia para el investigador de nues- 
tra historia económica, es porque da margen para ave- 
riguar hasta qué punto es admisible el aserto de que 
la Encomienda constituye una causa original muy po- 
derosa del latifundio en América. 


Los encontrados puntos de vista a este respecto es- 
tán muy bien representados en las citas siguientes, 
proveniente de la ya citada obra de Mario Briceño Ira- 
gorry y extraída la otra, a través del libro de Mariáte- 
gui, del Bosquejo de la Historia Económica del Perú por 
César Antonio Ugarte. Dice el escritor trujillano, al 
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final del Cuarto Tapiz “Aquí se pinta cómo entraron 
los indios a la vida civil”, lo siguiente: 


“A pesar de ser ésta que explicamos la evolución 
del antiguo régimen de encomiendas, muchos por des- 
conocimiento de las Leyes de Indias, han querido ver 
en ellas el origen de los latifundios coloniales y repu- 
blicanos, sin darse cuenta de que los grandes propie- 
tarios de entonces obtuvieron su primer título legal en 
la compra de tierras vacas o realengas, es decir, de 
tierras que por no estar ocupadas por indios, pertene- 
cían al real patrimonio, al modo como las tierras bal- 
días pertenecen hoy a los Estados de la Unión”. Y ex- 
présase así por su parte el historiador peruano en la 
página 34 de su referida historia: “Ni las medidas 
previsoras de Toledo, ni las que en diferentes oportu- 
nidades trataron de ponerse en práctica, impidieron 
que una gran parte de la propiedad indígena pasara 
legal o ilegalmente a manos de los españoles o crio- 
llos. Una de las instituciones que facilitó ese despojo 
disimulado fue la de las “Encomiendas”. Conforme al 
concepto legal de la institución, el encomendero era 
un encargado del cobro de los tributos y de la organi- 
zación y cristianización de los tributarios. Pero en la 
realidad de las cosas era un señor feudal, dueño de 
sus vidas y haciendas, pues disponía de los indios, 
como si fueran árboles del bosque y muertos ellos o 
ausentes, se apoderaba por uno u otro medio de sus 
tierras. En resumen, el régimen agrario colonial deter- 
minó la sustitución de una gran parte de las comuni- 
dades agrarias indígenas por latifundios de propiedad 
individual cultivados por los indios bajo una organiza- 
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ción feudal. Estos grandes feudos, lejos de dividirse 
con el transcurso del tiempo, se concentraron y conso- 
lidaron en pocas manos a causa de que la propiedad 
inmueble estaba sujeta a innumerables trabas y gravá- 
menes perpetuos que la inmovilizaron tales como los 
mayorazgos, las capellanías, las fundaciones y demás 
vinculaciones de la propiedad”. 

Expuestos en lo esencial los dos criterios contrarios 
sobre influencia de la Encomienda en la creación y 
desarrollo del sistema latifundista, precisa revisar el 
nacimiento de la institución misma y su evolución pa- 
ra tratar de hacernos una idea respecto a la exactitud 
del uno o del otro punto de vista. 


Comenzaremos por observar que ha existido y con- 
tinúa existiendo, incluso entre los historiadores, cierto 
grado de confusión o por lo menos de duda respecto 
a la cuestión de si encomienda y repartimiento eran 
una misma cosa O si más bien, como lo han sostenido 
algunos, la última expresión se refería al reparto de 
tierra en propiedad a los españoles por medio de la 
“data” y era por lo tanto enteramente distinta de la 
Encomienda en que se “encomendaba” —esto es, se 
recomendaba— tantos indios “en tal caciqué” a un 
español a fin de que éste los hiciera instruir en la fe 
cristiana y los civilizara y recabase de ellos el tributo 
y determinadas prestaciones de servicio personal, sin 
que legalmente pasase la tierra a ser propiedad del en- 
comendero, quien, por el contrario, se comprometía 
legalmente a defender el derecho que en virtud de la 
encomienda, el Monarca reconocía a los indios sobre 
ella. 
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Sobre este punto es difícil llegar a conclusiones con- 
cretas por razón de la imprecisión con que a menudo 
se empleaban los términos en la época y de la ambi- 
giiedad de allí emanada. Gil Fortoul nos dice que “el 
sistema de “repartimientos” y “encomiendas” lo inició 
Cristóbal Colón, y añade que el propio Descubridor, 
quien había puesto tributo a los indios vencidos, des- 
pués sustituyó el tributo con la obligación de trabajar 
en las labranzas de los castellanos y de este modo, los 
“repartimientos” que se refirieron al principio a la 
tierra señalada a cada conquistador para ocuparla y 
conquistarla, se trocaron en “encomiendas” de indios.?*” 
Y así mismo el hecho de que en los otorgamientos de 
encomiendas aparezca a veces que la concesión se hace 
o se renueva “en título de... encomienda y reparti- 
miento...” confirma que dichas expresiones se emplea- 
ban indistintamente o que carece de suficiente justifi- 
cación la pretensión de algunos autores hispanos de que, 
a diferencia de la encomienda que conservaba la tierra 
para los indios, debe entenderse por repartimiento la 
distribución de tierras en virtud de la “data” que con- 
fería la propiedad de la tierra al español poblador. Pre- 
ferible será, pues, para entenderse mejor prescindir de 
la ambigua expresión de “repartimiento” que llegó a 
designar más tarde incluso a los recintos y lugares re- 
servados para los negros esclavos de determinado pro- 
pietario, llamar por su legítimo nombre de encomienda 
a los repartos de indios encomendados con sus tierras; 


37. Gil Fortoul Op. cit., Tomo I. p. 53. Edición “Las No- 
vedades”, 
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y que recibieron Jos conquistadores en virtud o no de 
““datas”, o a la par, y todavía más luego, de mercedes y 
hasta compra a la Corona y que, sobre todo, crecieron en 
extensión y se convirtieron a menudo en latifundios a 
través de las “composiciones” en que el Rey, por medio 
de dinero contante y sonante, saneaba el desborde de 
dichas propiedades tanto hacia la tierra vaca como hacia 
la encomendada. La última fue así paulatinamente arre- 
batada al indio, a quien en principio la reservaba el sis- 
tema de encomiendas. 


En las anteriores palabras estaba implícito el ca- 
rácter de la institución y la evolución a raíz de la cual 
vino a dar resultados completamente opuestos a los que 
tuvieron en mente los monarcas cuando la organizaron 
por medio de diferentes regulaciones en el Siglo xv1. 
Es, sin embargo, indispensable abordar la cuestión en 
más detalle para que resalte con toda su fuerza la in- 
contrastable conclusión de que si bien la encomienda, 
tal como la implantaron y reformaron a menudo las 
Leyes de Indias, fue establecida en beneficio del indio 
y para que conservara la propiedad de la tierra, es lo 
cierto que en realidad fue más bien aplicada para los 
fines que la había ideado Colón ——someter los indios a 
servidumbre como medio de utilizar sus servicios y ex- 
traer tributo de las tierras conquistadas— y que culmi- 
nó en una desposesión de tierras en perjuicio del indio 
y beneficio del español, rotundamente comprobada por 
el texto de las Reales Cédulas de composición en que, 
a cambio de dinero, la Corona otorga legitimidad a esas 
apropiaciones de las tierras de encomienda por parte del 
encomendero. 
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Tras de señalar las causas a que puede adjudicarse 
la aparición de la Encomienda y plantear la debatida 
cuestión de su influencia en la constitución del latifun- 
dio en América, conviene formular una breve síntesis 
histórica del desenvolvimiento de la institución que des- 
taque los rasgos característicos de esta forma peculiar 
de propiedad y explotación de la tierra utilizada por los 
españoles en su empresa colonizadora y que permita 
examinar más a fondo su influencia sobre la evolución 
de la propiedad en el medio americano y confirmar o 
desvirtuar el juicio que se acaba de establecer. 


La encomienda a todas luces tiene su origen inme- 
diato en el propósito colombino de sustituir por un sis- 
tema de esclavitud organizada la ilimitada y devasta- 
dora persecución de aborígenes a que se libraban los 
compañeros del Almirante en la Española, afanosos de 
arrebatarle oro a los naturales y de que éstos le revela- 
sen los lugares de la isla ricos en el codiciado metal. 


El sistema ideado por el Almirante inicióse con ras- 
gos de servidumbre —los indios debían pagar un sim- 
ple tributo en oro y algodón— pero bien pronto, por 
obra del mismo Colón, evolucionó en esta primera eta- 
pa hacia la esclavitud. Indios y tierras se daban enton- 
ces juntos en propiedad al español.* 


38. Capitant et Lorin. Le travail en Amerique avant et 
aprés Colombe p.p. 314. Quintana. “Fray Bartolomé de 
las Casas” p. 17. 

39. El Almirante “daba en tal cacique tantas matas o 'mon- 
tones que todo es uno, y que aquel cacique o sus gentes 
las labrase, para quien las daba, aquellas tierras”. Quin- 


68 


Bobadilla, sucesor de Colón, reparte indiscriminada- 
mente indios en esclavitud entre los españoles y esta 
práctica se acentúa bajo Nicolás de Ovando, tercer Go- 
bernador de la Española. Bajo éste, sin embargo, la insti- 
tución comienza a transformarse en su aspecto legal y en 
sus presuntas intenciones. La Reina Isabel confirmó el 
sistema de reparto de indios y de tierras (Carta Patente 
de 23 de Julio de 1497) pero no con el propósito de 
que constituyera una forma de esclavitud sino un medio 
de proteger, civilizar y evangelizar al indígena, como ya 
claramente lo expresó en la Carta Patente dictada poco 
antes de su muerte en Medina del Campo el 20 de Di- 
ciembre de 1503,% 


La transformación legal referida puede deducirse del 
cambio en la fórmula. Las cédulas de Encomiendas emi- 
tidas por Ovando ya no implican concesión de la pro- 
piedad de indios y tierras. Ya no se dan en tal cacique 
tantas matas o montones y se manda al cacique y a sus 


tana agrega en nota: “Estos montones o matas son las que 
daban el pan; como si dijéramos acá tantas cepas de viña, 
con la diferencia que aquellos duran pocos años”. 


40. Quintana, al recalcar expresiones de la Reina, más luego 
reproducidas también por Gil Fortoul, tras de observar 
que “Ella había mandado desde un principio que los in- 
dios fuesen bien tratados y con dádivas y buenas obras 
atraídos a la religión, castigándose severamente a los 
castellanos que los tratasen mal”, agrega: “Ella, en las 
primeras instrucciones que se dieron a Ovando antes de 
pasar al Nuevo Mundo, hizo poner expresamente la cláu- 
sula de que todos los indios de los españoles fuesen 
líbres de servidumbre y que no fuesen molestados de al- 
guno, sino que viviesen como vasallos libres, gobernados 
y conservados en justicia, como lo eran los vasallos de 
los Reinos de Castilla”. 
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gentes que los labren sino que se dice: “A vos, Fulano, 
se os encomiendan tantos indios en tal cacique, y ense- 
ñaadles las cosas de nuestra fe católica”. De donde, in- 
dica Quintana, “vino a darse el nombre de encomiendas 
a los repartimientos y de encomenderos a los agra- 
ciados”. 


Esta evolución jurídica de la encomienda, como otras 
igualmente favorables al indio, que sobrevendrán más 
adelante, tiene escasas consecuencias prácticas, en el 
sentido de aliviar la condición de los indígenas. Acae- 
cida la muerte de la Reina, el reparto de encomiendas 
es objeto de un escandaloso tráfico en la Corte en que 
interviene el Obispo Fonseca, Lope de Conchillos y 
otros favoritos del Rey viudo.* 


Contradicción existente desde ese período inicial en- 
tre la letra de las leyes y la realidad que se hace más 
evidente al recordar que incluso antes de las Leyes de 
Burgos de 1512 y de los esfuerzos de Fray Antón de 


41. A más de Quintana (Op. cit., p. 20) puede consultarse 
con provecho sobre el particular Capitant y Lorin 
(Op. cit., pp. 317). Según dichos autores franceses 
“ .. Fernando atribuyó indios a favoritos suyos que 
apenas habían pasado por América, o que no habían 
jamás salido de España; así Fonseca recibió un lote de 
800 cabezas; Lope de Conchillos poseía 1.100; estos 
concesionarios enviaban a las islas mandatarios que alqui 
laban a los colonos la mano de obra de sus indígenas; 
eran empresarios privilegiados de un trabajo servil. Tal 
sistema no hubiera sido digno de excusa aún cuando los 
naturales hubieren sido adjudicados a maestros encarga- 
dos de educarlos, como lo deseaban quizás los Reyes 
Católicos pero de hecho el repartimiento entregaba sim» 
plemente esos desgraciados a un sistema de arbitrariedad 
duro e imprevisor”. 
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Montesinos que originaron las prescripciones favorables 
al indio en ellas contenidas, el Rey había dictado las 
Reales Cédulas de 14 de agosto y 12 de noviembre de 
1509, las cuales, según Mora,% estaban netamente en- 
caminadas a la protección del indígena. 


Las leyes de Burgos de 27 de septiembre de 1512 y 
de Valladolid de 28 de julio de 1513 dotan a la Enco- 
mienda de la fisonomía jurídica bajo la cual es general. 
mente: conocida. Desde entonces adquiere su carácter 
aparente de institución destinada a proteger, civilizar y 
cristianizar el indio a cambio de que éste pague al en- 
comendero un tributo en dinero que al principio fue 
legalmente sustituíble por servicios personales y que 
más luego continúa siéndolo en la práctica a pesar de 
las expresas y reiteradas prohibiciones. 


La evolución jurídica posterior de la encomienda la 
define muy bien en sus líneas generales Baralt: 


“Varias alteraciones recibió de los Reyes esta lamen- 
table institución. En 1538 se mandaron conceder enco- 
miendas solamente a las personas que residiesen en las 
provincias conquistadas; único modo de conseguir que 
los indígenas obtuviesen los beneficios que la ley les 
prometía. Pero siete años después se hicieron ilusorios 
estos beneficios permitiendo el repartimiento entre per- 
sonas de mérito; como los cortesanos, por ejemplo, los 
cuales recobraron de este modo el derecho de tener en- 


42. Alfonso María Mora. La Conquista Española juzgada ¡ju- 
ridica y sociológicamente, p. 52. Editorial Americalee; 
Buenos Aires 1943, 
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comiendas, que vendían o administraban desde la me- 
trópoli del modo que puede imaginarse. En los últimos 
años del Siglo xvI no se permitió dar encomiendas sino 
a los que habían contribuido a conquistar, pacificar o 
poblar en las Indias, a los antiguos habitantes del país 
y a los descendientes de unos y otros. Los empleados 
principales en las colonias en lo político, militar, religio- 
so o de rentas; los hospitales, conventos y hermandades 
fueron privados de obtenerlas. Los indios no serían al. 
quilados ni dados en prenda so pena de perdimiento de 
la encomienda. Por último en un reglamento para la 
población de Indias se dispuso, que despojadas éstas del 
carácter de hereditarias que hasta entonces habían teni- 
do, se concediesen solamente por dos vidas, es decir, 
para pasar del padre al hijo; después de lo cual queda- 
rían reunidas en la corona, y los indios entrando a go- 
zar de los derechos sociales, serían vasallos directos del 


monarca” .* 


En 1687, según lo recuerda Briceño Iragorry, se de- 
claró que en lo adelante no se proveyesen las encomien- 
das que fueren vacando y así, según la expresión de 
Bello, las encomiendas murieron de muerte natural a 
fines del Siglo xv1rr.** 

El juicio más veraz y certero sobre el valor que tu- 
vieron en la práctica las normas de las leyes de Indias 
sobre encomienda establecidas con el fin de amparar y 
proteger al indígena, lo deja sentado el mismo Baralt 
en seguida de sus expresiones antedichas: 


43. Op. cit., p. 217. 
44. Mario Briceño Iragorry. Op. cit., p. 76. 
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“Estas disposiciones, más o menos bien encaminadas 
a mejorar la condición de los indígenas, fueron inútiles 
por lo común. El mal estaba en la esencia misma de la 
institución, y ésta, aunque dispuesta del mejor modo 
posible por la ley, era usada por los agraciados según 
sus pasiones o caprichos. Ninguna disposición favora. 
ble a los indios podía ser ejecutada por la fuerza pública 
a tan larga distancia del gobierno metropolitano, y en 
un país donde el único apoyo de la autoridad eran esos 
mismos conquistadores y encomenderos, interesados en 
perpetuar los abusos y las más intolerables vejacio- 
nes”,S 


Las observaciones de Baralt sobre la diferencia entre 
la norma legal y la realidad existente en América nos 
será de mucha utilidad tenerlas en cuenta a medida que 
avanzamos en terreno tan escabroso como el esclareci- 
miento de la condición jurídica de la tierra encomenda- 
da y el carácter y el alcance de las prestaciones que el 
indio encomendado debía rendir al encomendero. 


¿Cuál era la condición jurídica de la tierra encomen- 
dada? De la letra y el sentido de las leyes de Indias, 
lo mismo que de los títulos de encomienda y de los liti- 
gios habidos más tarde sobre el particular se deduce cla- 
ramente que el Rey, soberano señor de las tierras de 
América lo mismo de acuerdo con las tradiciones feudales 
que con la donación papal, conservaba el dominio emi- 
nente de la tierra habitada por los indios encomendados 
e incluida en la encomienda. 


45. Baralt. Op. cif., p. 218. 


Mayor dificultad presenta escudriñar, a quién corres- 
pondía, de derecho, la posesión de la tierra encomenda- 
da. Porque las expresiones comúnmente empleadas en 
los títulos hablan de conferimientos de “Posesión de 
Encomienda” a los concesionarios y a menudo, como en 
el caso de la otorgación a Pedro Amigo de Oviedo por 
el Gobernador Alberro el 12 de mayo de 1692 en el 
pueblo de Duaca, se dan “todos los yndios e yndias, 
sus hijos y demás descendientes... con el principal ca- 
pitanes, y demás sujetos a la dicha encomienda con sus 
tierras, ancones, quebradas, montañas, bertientes, aguas, 
pesqueros, cazaderos y abrebaderos que les toca y per- 
tenece... para que el dicho encomendero... los tenga 
y posea por su vida y la de un heredero conforme a la 
ley de subcesión”.*% En tanto que, en la opinión más 
generalizada, y como veremos la más justa, si bien las 
expresiones indicadas debieron dar lugar y lo dieron 
a muchos abusos en que se fincó la usurpación por el 
encomendero, la tierra encomendada, la posesión de és- 
ta, en derecho, correspondía a los indios de acuerdo con 
el propio espíritu y propósito de las disposiciones de 
Indias sobre el particular. 


En realidad, como lo comprueban las mismas fórmu- 
las de vasallaje cumplidas al entrar el encomendero en 
posesión de la encomienda, la posesión otorgada al 


46. Encomiendas. Tomo XXXIII. Folio 88. (Archivo Nacto- 
nal). 

47. “...y en señal de posesión les cubrió las cavesas a los 
dos indios con un sombrero y les mandó mudar una 
silla de asentar de una parte a otra llamándose posehedor 
y no hubo contradicción de persona alguna”... Folio 11 
del Tomo XXXIII. Encomiendas. (Archivo Nacional). 
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encomendero era de los indios y no de la tierra. El 
indio caía, con su haber, bajo el vasallaje y tutela del 
encomendero, pero esto no daba al último la posesión 
de la tierra encomendada. Por el contrario, netas dis- 
posiciones reales le prohibían ejercer sobre ellas los de- 
rechos más elementales del posesor. Así Reales Orde- 
nanzás de Felipe 11 y de Felipe 111 le mandaban que 
ni él, ni su mujer, hijos, criados esclavos, entrasen en 
los pueblos de las encomiendas (Ley XIX, Título IX, 
Libro VI de la Recopilación de Indias); y también se 
prohibió a los encomenderos que tuviesen “estancias ni 
obrajes dentro de las tierras de encomienda de los in- 
dios y estaban obligados a pagarles los daños que se 
les hubiesen irrogado”. (Leyes XVII, XVIII y XX, Tí- 
tulo TX, Libro VI).* 


En pro de la solución que ve en el indígena al legí- 
timo posesor de la tierra encomendada hay, en fin, nu- 
merosos expedientes de litigios que tuvieron lugar en 
el Siglo xv111 en los cuales, como en uno que habremos 
de citar más adelante, los indígenas aparecen recla- 
mando la posesión y goce de que han sido despojados y, 
o bien se les restituye y confirma el derecho reclamado 
o, cuando la usurpación del encomendero es saneada a 
base de una “composición” en dinero para las arcas 
reales, se les compensa otorgándoles la posesión de tie- 
rras vacas o realengas. 


48. Mora. Op. cif., p. 52 y 53. 
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C. Las prestaciones del encomendado 


¿A cuáles prestaciones obligaba al indio la situación 
de vasallaje a que lo reducía la encomienda? 


La obligación esencial del indio, como es bien sabido, 
consistía en el pago de un tributo en dinero o en espe- 
cies, de un monto variable fijado en cada encomienda 
ora de acuerdo con la tasa general de la provincia o con 
la productividad de la tierra respectiva.* 


El tributo de los indios, debemos recordarlo, no era 
una obligación exclusiva de los indios de encomienda. 
Su objetivo era, en principio, acopiar recursos para su- 
fragar los gastos de las Misiones y debíanlo todos los 
indios varones entre los 18 y los 60 años de edad, y 
sólo quedaban exceptuados de él los indígenas confiados 
a los misioneros.% 


49. En los títulos de encomienda a veces se les fija en la tasa 
general de la provincia o región, en otras, como en una 
que tenemos a la vista en “en no más de los doce pesos 
y medio que se a tasado y a de pagar cada indio en cada 
año que an de ser todos los que pasaren de los catorse 
años y no llegaren a los sesenta...” en otras, en fin, se 
admite de una vez que el pago regularmente ha de ser 
en especies, al decir “llevando de los dhos yndios e yn- 
dias de la dicha encomienda los frutos demoras y apro- 
vechamientos que buenamente pudieren darle conforme 
a la tasa general de esta dha provincia”. Hay que notar 
que en el último título hay, como muy a menudo en ellos, 
violación de las disposiciones reales que prohibían some- 
ter. 2 las indias a tributo ni a género alguno de pres- 
tación. 


50. T. C. Salazar Maza. Conferencia citada. 


En el caso de indios de encomienda lo recaudaba el 
encomendero, aparentemente para atender a las obli. 
gaciones de catequización de indígenas derivadas de la 
propia encomienda, y no debía entregar a las cajas rea- 
les sino una parteól que regularmente satisfacía con 
idéntica irregularidad a la que, según Depons y Baralt, 
ponían los indígenas en verificar el pago a que estaban 
obligados. 


La cuestión que nos interesa particularmente no es 
sin embargo el monto y repartición del tributo ni saber 
si efectivamente ingresaba o no a las arcas reales sino 
conocer si, en defecto de su pago, era convertible en 
servicios personales, distintos de aquellos a que podía 
obligar la encomienda al indio encomendado (construc- 
ción de puentes, caminos y otras obras de las que hoy 
llamaríamos de utilidad pública) y los cuales constituían 
un directo beneficio para el encomendero como lo era 
el trabajo en sus fundos. 


Trataríase de investigar, en suma, si del incumpli- 
miento eventual del indígena en materia del pago del 
tributo, pudo derivar una obligación a prestar servicios 
en las tierras propias del encomendero, con la conse- 
cuencia de que éste llegase a ver de más en más una 
cosa suya tanto en el indígena como en sus pertenen- 


51. Algunos autores, Sucre Reyes entre ellos, fijan en un 
sexto la parte que podía apropiarse el encomendero. El 
propio Sucre observa que “por ser difícilmente posible 
el llevar a cabo una percepción completa de semejante 
derecho, no era éste muy productivo”. “Sistema tributario 
durante el período colonial”. Boletín de la Cámara de Co- 


mercio de Caracas. Año XXII, N? 356, p. 8885, 
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clas, y se acelerase así la absorción por el encomendero 
de la tierra encomendada gracias a una transformación 
paulatina del nexo personal indirecto que el último te- 
nía sobre ella en un dominio real directo respaldado 
por la costumbre. 


Ántes de seguir adelante precisa recordar, para no 
dar lugar a confusiones, que en virtud del servicio que 
se llamó de “mitas” en muchas partes de América, los 
indios eran reclutados para el trabajo en minas y la- 
branzas. Esa conscripción, que se llevaba a cabo por me- 
dio de los Corregidores y demás oficiales reales, nada 
tenía que ver con la Encomienda. Pero es menester te- 
ner desde ahora en mente que existía; porque, de otra 
manera, el investigador corre el peligro de tomar como 
relativas a prohibición de servicio personal de indios en 
encomiendas, disposiciones que en realidad suspendían 
el reclutamiento que se llevaba a cabo para las mitas. 


En cuanto se refiere concretamente al sistema de en- 
comiendas todo parece indicar que el trabajo personal, 
en sustitución del tributo, no sólo fue visto al princi- 
pio como cosa natural sino que en veces expresamente 
se le permitió como una obligación directa de la enco- 
mienda. Así, con fecha 3 de febrero de 1536, el mar- 
qués gobernador del Perú y capitán general, Don Fran- 
cisco de Pizarro, al dar, en nombre del Rey, una enco- 
mienda a Juan Roldán, vecino de la villa de Trujillo, 
no sólo lo facultó para que “él personalmente y con los 
caciques utilizaran el trabajo de los indios”, sino que 
agregó “de los cuales indios os habéis de servir en 
vuestras haciendas y labranzas y en sacar oro de las 
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minas con todo lo que seáis obligados a los doctrinar y 
enseñar las cosas de nuestra Santa Fe Católica, les ha- 
cer todo buen tratamiento”.52 


En una etapa subsiguiente, a la cual puede darse por 
punto de partida, prudencialmente, la legislación dicta- 
da por la Corona en 1942 a insinuación de Fray Bartolo- 
mé de las Casas, la conversión del tributo en servicio 
personal de los indios es expresamente prohibida, al me- 
nos en la letra de las leyes. 


Pertenecen a este período legislativo en que ha de 
establecerse el criterio definitivo de la legislación de 
Indias al respecto, disposiciones como la de 1563 en 
que se deja establecido: 


“Y se manda que ésto no se consienta en lo adelan- 
te; sino que así los que estuvieren encomendados a per- 
sonas particulares, como los puestos en la Corona Real, 
cumplan con pagar el dinero en especies en que estu- 
viere basado, y en los demás los dejen obrar, y proce- 
der como libres; y que si algunos sirvieren a los espa- 
ñoles sea de su propia voluntad y no de otra manera 
alguna...” 


““..no se consienta que los Encomenderos tengan 
en su casa indios, de que se sirvan personalmente, ocu- 
pados en traer yerba para sus caballos, agua, leña y en 
la labor de sus huertos y de viñas y heredades y guar- 
dar de su ganado. Y que se provea, como los indios que 
sirviesen a los españoles, les sirvan de su propia volun- 
tad, y no de otra manera alguna, y se ordena que los 


52. Mora. Op. cit., p. 37. 
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indios, que así sirvieren a los españoles y a otras perso- 
nas, se les pague su salario y soldada enteramente...” 


En fin, como lo observa Mora, ordenó Felipe II en 
1568 y lo recalcó Felipe 111 en 1612, para remediar ma- 
les y frecuentes abusos, que “entre las cláusulas que se 
deben expresar en los títulos de encomienda, conforme 
a las leyes 11 y 1, Título XII del Libro VI, se ponga a 
ésta: no haya servicio personal de los indios”.*% 


Es por lo demás significativo que al cabo de cuarenta 
y cuatro años el monarca siguiente al taciturno huésped 
del Escorial, se viese obligado a reiterar en los mismos 
términos, la disposición de su padre. Ello nos demuestra 
a las claras que la situación de hecho en América era 
una de servidumbre para el indio no obstante cuanto 
dispusiese la letra de las Leyes de Indias. 


El estado de cosas reinante aquende el Atlántico lo 
refleja además muy bien un acendrado defensor de 
los indios, Fray Juan Ramírez, quien, en sus Memoria- 
les para Felipe TÍ, presentados en fecha intermedia a 
las dos disposiciones últimamente citadas (1595), se 
expresa en forma que confirma de un todo la aseve- 
ración de Baralt de que, bajo pretexto de reclamo de 
tributo no pagado, los encomendores evadían las dis- 


53. Juan de Solórzano y Pereyra. Política Indiana. Libro 11. 
Capítulo II. Libro XXXVII, Título XII. Libro VI de 
la Recopilación de Leyes de Indias. Citas de un trabajo 
reproducido por la alumna Victoria Luisa Deternoz para el 
Curso «de Economía Venezolana de la Facultad de Cien- 
cias Económicas y Sociales de la Universidad Central. 
Año escolar 1943-1944. 


54. Op. cit., p. 53. 
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posiciones reales y disfrutaban de los servicios perso- 
nales de los indígenas encomendados. Pregúntase Fray 
Juan “si son ilícitos los repartimientos que los Visso- 
reyes de la Nueva España y Perú hazen de los indios, 
compeliéndoles y forzando para que sirvan personal. 
mente a los españoles en todos sus menesteres, en la 
manera y modo como hasta aquí se han hecho de más 
de treinta años a esta parte y se hazen al presente”. 


Y, de acuerdo con el método escolástico, se respon- 
de que el “quid” de “algunos fundamentos que son 
verdades ciertas en buena theología y filosofía moral 
y cristiana, de las cuales se podrá después colegir la 
respuesta de lo que se pregunta” consiste en que; 
Ñ los indios no tienen mayor obligación a acudir 
a las obras públicas, ni al bien temporal de los espa- 
ñoles que los mismos españoles, mestizos, mulatos y 
negros libres; y pues a los españoles, mestizos ni mu- 
latos no se les haze esta fuerza y violencia si no fuese 
en caso de guerra o en otra grande o semejante nece- 
sidad del bien público, tampoco se deve hazer a los 
indios, aún cuando la fuerza se hizziese a los españo- 
les, no se avía de azer a los indios... Y con todo ésto 
solo los indios son tributarios y pagan cada indio doze 
reales y una fanega de mayz, que vale ya de ordinario 
diez y seis y veinte reales y más, no valiendo todo 
cuanto el indio tiene, tanto cuanto monta el tributo 
que paga. Y sobre este tan grande tributo, solo los 
indios son forzados y compelido (s) a servir personal. 
mente como si fueran esclavos, no los dexando gozar 
de la libertad que Dios y el Papa y los Reyes de Es- 
paña les tienen concedida no haziéndose esta fuerza 
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ni compulsión a los meztizos ni mulatos ni negros 
libres ni a españoles, italianos, griegos mi portugueses, 
holgazanes ni bagamundos, de los cuales ay muchos 
en todas las Indias que ni pagan tributo ni se quieren 
aplicar a algún trabajo honesto ni sirven de otra cosa 
sino de arruynar la república con su mucha ociosidad 
y malas obras y exemplos”. * 


Las fuentes de confianza a que puede recurrirse in- 
dican, pues, todas que el indígena continuó en la prác- 
tica, y en virtud del propio modo como interpretaban 
y cumplían las Leyes de Indias los oficiales reales, 
sometidos a una situación de vasallaje y obligado de 
hecho a prestar servicios personales en los fundos del 
encomendero o en sus “obrajes y labranzas”, como 
se decía entonces. Recúrrase a la documentación que 
sobre el particular existe en nuestro Archivo Nacional 
y se encontrará que en las “pesquisas” de los visitado- 
res lo que se trata de reprimir no es que se obligue 
al indio —y hasta a la india— a retribuir con servicios 
el tributo que ha dejado de pagar sino abusos de otra 
índole prohibidos por las Leyes de Indias como el 
trabajo excesivo —muy duro e fuera de hora—, en 
casos el trabajo de las mujeres (que, recordémoslo, 
siempre estaba legalmente prohibido pues éstas no de- 
bían el tributo) y otras violaciones de lo que hoy llama- 


55. Cuerpo de Documentos del Siglo XVI. Sobre los derechos 
de España en las Indias y las Filipinas. Descubiertos y 
anotados por Lewis Hanke, de la Biblioteca del Congreso 
de Washington, Editados por Agustín Millares de el 
ese de México. Fondo de Cultura Económica. México 

E. 1943. 
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ríamos la reglamentación del trabajo, la cual mereció, 
como se sabe, una minuciosa atención por parte de los 
Monarcas.* 


No es, pues, de uno sino de muchos los títulos de 
encomienda y las “visitas”? y “pesquisas” de donde 
cabe deducir que en la Venezuela colonial del Siglo 
XVII no solo era común en la práctica el servicio per- 
sonal de los indios, aún de las indias, en las tierras 
propias del encomendero sino que era visto como cosa 
natural por los oficiales de la Corona pues, pese a 
todas las prohibiciones reales, éstos parece que insis- 
tían en no mirar violación de la Ley sino, sí acaso, 
en el maltrato o en el trabajo excesivo de los indios. 


Resulta en fin, muy significativo observar que la 
encomienda según se deduce de las propias expresiones 
que se emplean en solicitarla, se convierte de más 
en más abiertamente en un favor y un beneficio que 
recibe el encomendero o, lo que es lo mismo, se va 
de más en más abandonando la pretensión en las solici- 


56. A Don Leonardo Reinoso encomendero en el Valle de 
Humocaro, se le reprocha en unos cargos”... aver man- 
dado a los dhos indios le trabaxen en cada semana 
cuatro días no teniéndo obligación a trabajarle más de 
tres”, Se le acusa, además, de que hace hilar a las indias, 
para su provecho una libra de algodón al mes por cabeza 
en vez de cinco al año que es lo fijado como “demora” 
y también de que “deviendo no ocupar los dchos indios 
en trabaxo prohibido y en que tengan riesgo de la vida 
lisíarse y maltratarse los a mandado a moler caña dulce 
en el trapiche trasnochándoles para ello y que saquen 
maderas que sacan cargadas hasta ponerlas a tiro de 
bueyes...”. Enconiendas (Archivo Nacional) Tomo 
XXXIII. folio 72. 
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tudes de que obedece al propósito de proteger al indí- 
gena. Todas las solicitudes se otorgan en virtud de los 
méritos que, real o supuestamente, ha hecho al ser- 
vicio del Rey el peticionario o sus antecesores y se in- 
voca a menudo como argumento en apoyo de la soli- 
citud, la mala situación que se atraviesa. Por ejemplo, 
“en los términos de la ciudad del tocuio” una enco- 
mienda vaca por muerte del titular, la otorga el Go- 
bernador Don Marcos Gerler Calatayud y Toledo al 
capitán Hipólito de León, entre otras razones porque 
“aunque el suso dho tiene una encomienda en el valle 
sanare tterminos de la dha ciud, es tan tenue que 
aun no llegan a ocho los Indios útiles con que ni se 
le han Remunerado sus servicios ni tiene con que 
sustentarse i a su muger y hijos...” * 


Imploraciones éstas que sirven a demostrar los po- 
sitivos provechos y ayuda que los encomenderos ex- 
traían de la conversión del tributo en servicio perso- 
nal de los indígenas. 


Como consecuencia de todo lo que hemos visto, 
hay que tener por correcta la conclusión de que para 
Venezuela, como para la América española en general, 
continuó siendo cierto hasta el fin del régimen de 
encomiendas el análisis que al respecto verificó Fray 
Juan Ramírez en su alegato del 10 de Octubre de 
1595, parte del cual reproducimos por el considerable 
interés que guarda para nuestra investigación: 


57. Encomiendas. Tomo XXXIII. Folio 4 vuelto, (Archivo 
Nacional). 
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“Primeramente que estos repartimientos o guatequil 
o infierno, que así los llaman los indios, se introduxe- 
ron y pusieron en la forma en que están, sin orden y 
sin mandato expreso de los Reyes Católicos que han 
reinado en España y en Fraude a la ley que al Empera- 
dor Carlos V, de gloriosa memoria, hizo cuanto mandó 
que los indios no fuesen esclavos ni sirviesen a los 
españoles como esclavos. En fraude desta tan justa 
ley, los vissoreyes sin tener orden del Rey de España, 
condescendiendo con las importunidades de los espa- 
ñoles, dieron orden y traza de manera, que aunque 
los indios fuesen libres en el nombre no lo fuesen en 
el hecho de verdad, sino que sirviesen como esclavos, 
compeliéndolos y forzándolos y no los dexando gozar 
de su libertad señalándoles algún precio para que así 
tuviesen nombre de jornaleros, apreciando su sudor y 
trabajo como tal y tan poco precio como lo es en 
España un quarto o seys maravedís, porque el precio 
del jornal que se les dio en más de veynte años, no 
fue más que un quartillo por el trabajo de todo un día, 
sin darle de comer ni otra cosa alguna; y ésto no se 
lo davan sino al fin de los ocho días quando acabavan 
de servir; entonces se lo pagavan todo junto, a razón 
de un quartillo por cada día de servicio; y los indios 
tuvieron en tan poco este jornal de quartos y quarti- 
llos, que los echaron todos en la laguna ,para que no 
pareciesen más, y ansí se acabaron; y muchos espa- 
ñoles aún no los davan estos quartillos, y ansí los in- 
dios servían de valde...”. * 


58. Cuerpo de Documentos del Siglo XVI p. 273. 
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Un estado de cosas tal, como ya lo insinuamos, ha- 
bía de influír necesariamente sobre la cuestión de la 
propiedad y de dar en alas a la extensión del latifundio a 
costa de la tierra encomendada. El indio, como reitera- 
damente lo observan Depons y Baralt, huía regular- 
mente a los montes para no pagar ni servir; y el enco- 
mendero, por su parte, había lógicamente de pensar 
que no pecaba al apropiarse entonces de la tierra de 
encomienda, sobre la cual tenía un usufructo indirec- 
to proveniente de los pagos en especie que debía ha- 
cerle el indígena y pretendía una posesión que, si bien 
le negaban terminantes disposiciones reales, parecían 
conferirle confusamente los oscuros títulos de enco- 
mienda extendidos por los funcionarios de la Corona. 


Tenía sin duda en mente esos resultados forzosos 
del sistema encomiendas el ya citado Fray Juan Ramí- 
rez cuando, desde fines del Siglo xvi y en los alegatos 
aludidos, asevera que los más de los europeos —-espa- 
ñoles, franceses é italianos— “no van ni están en las 
Indias por el bien temporal ni espiritual de los indios, 
sino pretendiendo sus propios intereses y su propio 
útil, con mucho agravio y daño de los indios, tomándo- 
les sus tierras con muchos dolos, fraudes y engaños 
y echándoles de sus posesiones y a otra parte por la 
mala vexindad que le hacen los españoles de ordina- 
rjo...”. 


59. Es interesante anotar que el fraile agrega que el tributo 
de indios que acompaña a la encomienda no es nece- 
sario para sostener los misioneros etc., fin con la cual 
se le había establecido. Dice así: “*... y para el sustento 
de los ministros eclesiásticos y ministros de justicia se- 
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D. Encomienda, “composición” y latifundio 


Bueno será ahora, al cabo de la extensa incursión 
verificada por los modos como se desenvolvía la en- 
comienda volver con el acopio de esa experiencia al 
punto de partida y preguntarse si existen datos poste- 
riores a la época estudiada que sustenten la afirmación 
de que el sistema de encomiendas tuvo buena parte 
en el establecimiento y la extensión del latifundio en 
las tierras venezolanas. 


Vamos a dejarle, con mucho gusto, la palabra al 
respecto, al doctor Enrique Arapé, quien en trabajo 
realizado el año universitario anterior para el curso de 
Economía Venezolana de la Facultad de Ciencias Econó- 
micas Sociales, llega sobre el particular, a base de 
investigaciones verificadas en el mismo curso, a con- 
clusiones que merecen ser muy tenidas en cuenta. Va 
a continuación una parte muy sustancial del excelente 
ensayo del doctor Arapé: 


“La encomienda y el repartimiento, origen del lati- 
tundio venezolano: Habíamos adelantado que sin duda 
alguna en Venezuela el orígen del latifundio se remon- 
ta a los repartimientos de tierra y encomiendas colonia- 
les. No obstante se sostiene por algunos, entre ellos 
Briceño Iragorry (Tapices de Historia Patria p.p. 80) 
que los que han visto en la encomienda el orígen de 


glares y otras personas necesarias para la seguridad de la 
tierra y a la conservación de la fé, sobran y superabundan 
las sementeras que los indios hazen de trigo en pueblos y 
las que hazen los españoles con indios que voluntaria- 
mente ye alquilan sin ninguna violencia...” (Op. cit, 
p. 287). 
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los latifundios coloniales y republicanos no se han fi- 
jado en que los grandes propietarios de entonces ob- 
tuvieron su primer título legal en la composición de 
tierras vacas o realengas, o sean de las que por no es- 
tar ocupadas por los indios pertenecían al patrimonio 
de la Corona Real. Pero nosotros queremos que la 
“composición”, como seguidamente lo veremos, tuvo 
principalmente su fundamento en la usurpación de las 
tierras y que se inventó este expediente a objeto de 
sanear las tierras mal habidas. De todos modos, por lo 
que respecta a los repartimientos de tierra, puede dar- 
se por seguro que no existen dificultades para consi- 
derarlas como constituyentes de las grandes propieda- 
des a que se refiere Briceño lragorry y, en efecto, nadie 
puede negar hoy que existen aún en Venezuela exten- 
sas posesiones que traen su orígen de títulos coloniales, 
muchas de las cuales conservan casi íntegramente la 
superficie marcada por sus antiguos linderos. Recorde- 
mos el caso citado por Gil Fortoul de los repartos he- 
chos por los conquistadores de Caracas, de extensos 
lotes de terrenos, que una sola hacienda que trae su 
orígen de esos repartos se extendía desde La Vega has- 
ta la actual plaza del Teatro Municipal. Conocemos en 
el Estado Lara algunas grandes “posesiones” que tienen 
orígen colonial y que hoy son ““comuneras”, sea por- 
que por derecho de sucesión han venido pasando a 
multitud de herederos, sea porque muchos de éstos 
han transferido la propiedad de sus derechos proindi- 
visos. Asimismo conocemos algunas posesiones comu- 
neras que por compras sucesivas han llegado a perte- 
necer al patrimonio de una sola persona”. 
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“Si por lo que a encomienda se refiere, es cierto 
que no podemos llegar a conclusiones definitivas, co- 
mo en el caso de los repartimientos, por lo menos po- 
demos señalar elementos que nos permitan fundamen- 
talmente deducir presunciones más o menos precisas 
de cómo la encomienda también tuvo mucho que ver 
con la génesis del latifundio. Un dato cuya importan- 
cla no es para despreciar, es que los conquistadores 
o pobladores de ciudades y villas o los favorecidos 
con los repartos de tierras, eran generalmente ellos 
mismos encomenderos y gozaban de todas las situa- 
ciones favorables para engrosar sus propios fundos 
a expensas de las tierras que les estaban encomendadas. 
De que hubo usurpaciones de esta naturaleza, es fácil 
colegirlo, ya que de otra manera no se explicaría pot 
qué diversas leyes de los monarcas españoles manda- 
ran a sus Virreyes, Audiencias o Gobernadores que 
interviniesen o subdelegaran sus facultades en otros 
sus oficiales o funcionarios reales para que éstos in- 
terviniesen en los arreglos de tierras usurpadas a su 
real patrimonio, o sea en lo que las mismas leyes die- 
ron en llamar “composición de tierras”. La composi- 
ción no era otra cosa en el fondo que el acto por el 
cual el representante del monarca legalizaba o saneaba 
la tierra usurpada, mediante la paga de una relativa 
pequeña suma de dinero hecha por el usurpador. Por 
las mencionadas leyes se ordenaba también restituir a 
los indios sus terrenos en tal forma usurpados y que 
se le diera a los mismos aquellas tierras de que buena- 
mente hubieren menester para sus labranzas, semente- 
ras y crianzas. Entre esas leyes podemos citar las de 


89 


Felipe 11 de 20 de Noviembre de 1578, 8 de Marzo de 
1589 y 1% de Noviembre de 1591, y finalmente la 
cédula de composición de 1754, que. parece ser una 
refundición de todas las cédulas o leyes dictadas sobre 
venta, composición y repartimientos de tierras, solares 


y aguas”. 


“Por tener relación con este punto de las usurpacio- 
nes de tierras y por la importancia suma que reviste, 
no debemos dejar de mencionar un interesante docu- 
mento existente en el Archivo Nacional, consultado 
por el Profesor de Economía Venezolana en la Escuela 
de Ciencias Económicas y Sociales, doctor Carlos A. 
D'Ascoli, quien en clase nos ha dado noticia de tal 
documento con interesantes comentarios. Ese docu- 
mento lo informa una solicitud del indio José Nicolás 
Balera, en su propio nombre y en el de otros indígenas 
de la Mesa (Trujillo) y pidiendo al Teniente Justicia 
y Corregidor que declare desierta la contradicción he- 
cha por Diego de Rivas y Domingo Briceño, y así en 
efecto lo declara aquel funcionario, poniendo a los in- 
dios en posesión y goce de las tierras en disputa, de 
conformidad con lo previsto en la cédula de composi- 
ción de 1754. En dicho documento no solo se invoca 
también, sino que se inserta íntegramente la Real Cé- 
dula de 1591. Entre los comentarios del Dr. D'Ascoli 
con motivo de las mencionadas cédulas y del documen- 
to de Balera, merecen destacarse las conclusiones de 
“que los desbordes o extensiones indebidas del fundo 
del encomendero hacia la tierra encomendada y tam- 
bién hacia tierras vacas, motivaron la famosa cédula 


90 


de composición de 1591 y otras de la misma índole 
que le siguieron, (la de 1754, por ejemplo) que sir- 
vieron, a cambio de una “composición” en dinero a 
favor de las Arcas Reales, a legitimar las usurpaciones 
y a dar punto de partida al latifundio que se formó 
así, en parte por lo menos, con tierras que fueron de 
“encomienda”, y de las que “se desprende claramente 
que desde la misma emisión de la Real Cédula se 
daba por entendido que no era posible o no se per- 
seguía restablecer las encomiendas en sus límites an- 
teriores y anular las usurpaciones, legitimándolas úni- 
camente cuando se habían efectuado sobre las tierras 
vacas. La idea de colocar los indios en tierras de la 
última índole, se explica tan solo si se iba a legitimar, 
con las “composiciones”, usurpaciones de tierras enco- 
mendadas, como todo lo indica que se hizo. (Dr. Carlos 
A. D'Ascoli, Lecciones escritas de la Cátedra de Econo- 
mía Venezolana, Curso 1943-1944)”. 


“Como dijimos más arriba, y como una conclusión 
general, parece indudable y fuera de discusión, que 
las encomiendas formaron durante la Colonia, al lado 
de las tierras repartidas, los latifundios o sean los 
grandes lotes de terreno integrantes, de una sola ha- 
cienda o una misma propiedad privada, y que en la 
actualidad, trayendo su punto de partida de esas fuen- 
tes, campean aún (1944) en la realidad histórica venezo- 
lana con todas las funmestas consecuencias económicas y 
sociales que les son inherentes, pues como nos lo com- 
prueba a diario la historia misma, donde el latifundio 
enseñorea no pelechan, por lo general, sino la impro- 
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ductividad y la triste cuanto desconcertante condición 
social del peón, que en Venezuela, para no referirnos 
más que a nuestro país, representa la condición feudal 


del siervo de la Edad Media”. 


CAPITULO V 


LA MANO DE OBRA SERVIL Y 
ESCLAVA EN LA COLONIA 


Todos los autores que se han ocupado del problema 
de la mano de obra en la Colonia coinciden en obser- 
var que para el español se hizo muy urgente desde 
su llegada la utilización del indígena como bracero 
porque faltaban por completo los trabajadores entre 
el elemento humano que, a raíz del descubrimiento, 
se desplazaba de España al nuevo continente. Hay 
acuerdo general en que la masa de los recién venidos 
estaba compuesta, como era natural en las circunstan- 
cias, de aventureros a los cuales acompañaban algunos 
clérigos que fueron luego seguidos por un número 
mayor de hombres de iglesia y por cantidad regular 
de burócratas y leguleyos, o de letrados, como se 
decía entonces. 


Recalca este punto el doctor Machado Hernández 
en valiosa conferencia que dictó hace poco en la Uni- 
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versidad Central % y al hacerlo observa sagazmente 
que el tipo de hombre que venía a la gran aventura 
del Descubrimiento y la Conquista era lógicamente 
“totalmente inadecuado para producir en el sentido 
económico de la palabra”. Porque “los hombres de la 
casta guerrera que formaban el núcleo de las expedi- 
ciones ignoraban las labores del campo y las indus- 
trias” no solo por su extracción social sino porque 
además, provenían de una España que, debido a la 
expulsión de moriscos y judíos, atravesaba una crisis 
de sus actividades productivas. Venían, en consecuen- 
cia, pocos trabajadores; y los escasos que llegaban te- 
nían por objetivo ““trocar sus actividades pacíficas por 
las labores guerreras”. 


Muchas otras opiniones podrían citarse en el mis- 
mo sentido, $ pero será suficiente reproducir el crite- 
rio de Lope de Velasco, en su “Geografía y descrip- 
ción Universal de las Indias”: 


“Los españoles en aquellas provincias serían mu- 
chos más de los que son, si se diese licencia para pasar 
a todos los que quisiesen; pero comunmente se han 
inclinado pasar destos reinos a aquéllos los hombres 
enemigos del trabajo, y de ánimos y espíritus levanta- 


60. Alfredo Machado Hernández. “La función económica de 
las razas de color en la formación del Estado Venezola- 
no”. Conferencia dictada bajo los auspicios de la Sociedad 
de Estudios Económicos y Sociales; y publicada en la 
Revista de Hacienda (Año IX N* 16. Junio de 1944), 


61. Véase, por ejemplo, nuestra cita anterior de Mariátegui 
(Capítulo primero). También Moll en la Revista de Fo- 
mento N? 49. p. 104, 
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dos, y con la codicia más de enriquecerse brevemente 
que de perpetuarse en la tierra, no contentos con tener 
en ella segura la comida y el vestido, que a ninguno 
en aquellas partes le puede faltar con una mediana 
diligencia en llegando a ellas, siquiera sean oficiales 
o labradores, siquiera no lo sean, olvidados de sí se 
alzan a mayores, y se andan a ociosos y vagamundos 
por la tierra, hechos pretensores de oficios y reparti- 
mientos”. *2 


Por virtud de esas circunstancias surgió, como lo 
vimos, en la Hispaniola, por iniciativa de Colón, la 
encomienda en su primitiva forma. Contemplamos 
entonces que tuvo visos de esclavitud más luego cam- 
biados por los de servidumbre y que no fue sino más 
tarde (1512) que la Corona pretendió organizarla co- 
mo un sistema de atraer el indígena a la civilización. 


Al lado de la forma inicial de aprovechamiento de 
la mano de obra indígena que constituyó la encomien- 
da en esos primeros tiempos de su empleo en la His- 
paniola, apareció pronto el “saque” de indios de Tie- 
rra Firme, captura de indígenas en nuestras costas para 
reducirlos a la esclavitud en las Antillas recientemente 
colonizadas, que se inició, o por lo menos se intensi- 
ficó, a raíz de la despoblación de las islas con motivo 
de los abusos y «atropellos de los propios agentes de 
la Corona. * 


62. Haring. Op. cit., p. 152. 

63. Refiriéndose a Miguel de Pasamonte, dice Quintana (Op. 
cit., p. 21): “Maligno, insolente, artero, codicioso, ni 
respetaba superior ni conocía igual, siendo un tirano para 
los españoles y una plaga para los indios. Baste decir 
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Ajeno es, naturalmente, al propósito de nuestro tra- 
bajo un estudio detallado de esa persecución de indí- 
genas motivada más por las necesidades de explotación 
de la temprana colonización de las islas del Caribe 
que por un desarrollo económico todavía no iniciado 
en Venezuela. Baste observar que, como lo asienta 
Oviedo y Baños y como lo deja asimismo establecido 
Gil Fortoul en su extenso tratamiento del asunto, el 
saque despiadado que en esa época se efectuó tuvo 
por consecuencia inmediata la despoblación de las re- 
giones costaneras, ya por razón de la extracción de 
indios, ya por la fuga de éstos hacia el interior; y por 
ulterior resultado, como habrá de colegirse lógicamen- 
te, mayor escasez de mano de obra justamente en 
momentos en que más gran necesidad tenían de ella 
los conquistadores para la fundación y el desenvolvi- 
miento de establecimientos definitivos en estas pro- 
vincias. % 


De mayor importancia todavía es la reflexión, for- 
mulada ya por Baralt en términos inequívocos, de la 
incapacidad del indio para llevar satisfactoriamente a 


que a su malicia y vejaciones se atribuye la baja de la 
población experimentada en la isla (Herrera, década pri- 
mera, libro 10 cap. 12). Cuando él llegó en 1508 se 
contaban sesenta mil vecinos indios; seis años después 
estaban reducidos a catorce mil, muertos o asustados los 
restantes”. 


64. El capítulo de Gil Fortoul que hacemos referencia es, 
por supuesto, el segundo del primer tomo de su Historia 
Constitucional. Oviedo y Baños se ocupa del asunto en 
las páginas 6 y 13 de su Historia de la Conquista y Po- 
blación de la Provincia de Venezuela. Edición homenaje 


de la Colonia Norte-Ámericana. Nueva York MCMXL 
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cabo la tarea que el español quería confiarle. Observa 
el historiador zuliano, “el indígena de aquellas tierras, 
débil por lo común e idólatra de su independencia, 
no podía resistir el trabajo ni la esclavitud y moría 
luego gastado y entristecido”. % Machado Hernández, 
por su parte, en términos menos románticos pero, por 
más realistas, más acordes con un enfoque moderno 
de la cuestión se expresa al respecto de la siguiente 
manera: 


“Es incuestionable que el carácter y las costumbres 
de nuestros indios cuadraban mal con las tareas y la 
conducta que de ellos se exigían; que físicamente eran 
débiles; que para ellos era contra natura la reducción 
y la vida monótoma de la hacienda o del pueblo. Las 
relaciones de cronistas y misioneros están llenas de 
referencias a lo insumiso de los indios, a su anhelo 
constante de volver a su género de vida original, su 
ningún apego, en una palabra, al tipo de vida europeo 
que se deseaba imponerle”. 


Situación que, como lo agrega el citado conferen- 
cista, condujo a que “Muy pronto se dieron cuenta 
los conquistadores, transformados en colonizadores de 
la región tropical, que se hacía indispensable reempla- 
zar Oo reforzar la mano de obra indígena con otra 
más eficaz y dócil”. 

Provino de allí la introducción del negro, cuestión 
a la que otorgaremos más adelante la atención que 
bien merece. Ocupándonos, antes de hacerlo, del te- 


65. Baralt. Op. cit., p, 157. 


ma igualmente atrayente que abordaremos en seguida, 
de las formas de utilización de la mano de obra inaí- 
gena, la cual el español trató de todos modos de apro- 
vechar adaptándose en lo posible a las limitaciones, 
provenientes de la constitución física, del carácter y 
de las costumbres del indio, a que ya se hizo referencia. 


A. Encomienda y mita como medios de explotación 
de la mano de obra indigena. 


De la encomienda y de la mita se sirvió particular- 
mente el español como medio de utilizar la mano de 
obra indígena, Aunque, con motivo del estudio de la 
cuestión de la tierra, nos ocupamos ya extensamente 
de la primera, es oportuno insistir en que, en su as- 
pecto de institución destinada a asegurar el aprove- 
chamiento del trabajo indígena, la encomienda alcan- 
zaba su propósito de dos maneras: en primer lugar, 
gracias al empleo de los indios, permitido por las leyes, 
en la construcción y mantenimiento de caminos, ace- 
quías, puentes y otras obras de utilidad común en la 
región encomendada y, debe suponerse, en las tierras 
vecinas pertenecientes al encomendero o que servían 
de vía de acceso a la tierra de encomienda; en segundo 
lugar, cuestión de mayor importancia económica, por 
medio del pago en especie que, a guisa o en lugar de 
tributo, solía hacer el indio al encomendero. Sin olvi- 
dar, claro está, que al margen de la ley y realizando 
una abierta violación de ella de la cual se hacían cóm- 
plices tácitos los agentes de la Corona, el indio —e 
incluso la india— trabajaba en las tierras propias del 
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encomendero y llegó así a constituír en la práctica, 
un elemento productor de consideración, particular- 
mente en las regiones interiores donde, por razones 
que más luego señalaremos, nos llegó a ser ubicada 
la mano de obra africana. * 


La relación de trabajo que llegó a establecerse entre 
el encomendero y el indio encomendado la explica, 
muy bien el doctor Tito Gutiérrez Alfaro quien con- 
firma sustancialmente cuanto hemos dejado sentado 
acerca de la conversión del tributo de indios en ser- 
vicios personales: *? 


“A cambio de los servicios que debía recibir, el in- 
dio estaba obligado a pagar un tributo anual a su en- 
comendero o patrono. Entre los romanos se daba este 
último nombre a los poderosos patricios a cuyo am- 
paro se encomendaban los plebeyos desvalidos. Decía 
el Padre José de Acosta que “aunque se puede usar 
el nombre que usamos de encomenderos, el tuviera 
mejor que los llamáramos patronos”. % Pero los en- 
comenderos al sustituir el tributo por el servicio per- 
sonal de los indios desnaturalizaron en la práctica la 


66. A lo antes dicho sobre el carácter de la encomienda debe 
agregarse que Mora, autor tan favorable al sistema colo- 
níal hispano, no vacila en afirmar (p. cit., p.p. 52) que 
“las encomiendas constituyen una forma de feudalismo 
agrario que tiene muchos rasgos de semejanza con el 
colonato europeo que era de explotación del trabajo de 
los siervos adscritos a la gleba”. 


67. Tito Gutiérrez Alfaro. Historia de la Legislación del 
Trabajo en Venezuela. Obra en preparación reproducida 
en parte por la Revista del Colegio de Abogados N* 5. 


68. Juan de Solórzano y Pereyra. Política Indiana. 
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institución de la encomienda, convirtiéndola en instru- 
mento de abusos y vejaciones. Los encomendados mu- 
rieron a millares, “víctimas de un trabajo superior a 
sus fuerzas”, % 


“Los encomenderos de América, al rebelarse con el 
apoyo del poder público colonial contra las reiteradas 
disposiciones que prohibían el pago del tributo en ser- 
vicios personales, crearon entre ellos y los encomende- 
ros una simple relación de trabajo que dió a los prime- 
ros el carácter de verdaderos patronos en la acepción 
jurídico social del vocablo. El encomendero protector 
habíase convertido en el patrono encomendero..”, 7 


Hacía falta, sin embargo, al lado de la encomienda, 
otro medio de utilización de la mano de obra indígena 
que permitiese repartir indios para los trabajos en 
minas, labranzas y obrajes. Ello se hacía necesario 
porque, por una parte, no todos los colonizadores eran 
beneficiarios de encomiendas, y por la otra, general- 
mente estuvo prohibido, al menos en principio, la uti- 
lización ordinaria del indígena en los fundos del en- 
comendero. Provino de allí que las autoridades reales 
se sirvieran de la “mita”, institución de orígen incai- 
co para proveer de indios a los explotantes de minas 
y dueños de hacienda. La conscripción debía limitarse 
a los indios de la jurisdicción y se excluía de ella a las 
mujeres y a los niños. ”! 


69. Baralt y Díaz Op. cit., p. 217 Vol. Descubrimiento. 
70. Gutiérrez Alfaro. Op. cit. 


71. Capitant et Lorin Op. cit., p. 398. Mora Op. cit., p. 
58 a 62 Gutiérrez Á. Op. cil., 
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Algunos autores han considerado el trabajo de mi- 
tas impuesto por los españoles, menos duro y más 
justificable socialmente que la “mita” indígena que le 
sirvió de antecedentes. Otros piensan lo contrario. 
Citaremos entre los primeros a Mora que nos recuerda 
como los Virreyes y Audiencias ordenaron que la pro- 
visión de indígenas para los trabajos se hiciera con 
“indios voluntarios, tasándoles competente salario, y 
las horas en que habían de trabajar” y agrega, después 
de enumerar algunas de las disposiciones previsoras 
a favor del indígena, que en materia de accidentes de 
trabajo y a otros respectos contenían las Leyes de 1n- 
dias: “Precisa, pues, —de acuerdo con este criterio— 
proclamar y reconocer el fondo social de la legislación 
española que reaccionó con energía y sanciones seve- 
ras, en contra de las mitas forzadas de orígen indígena 
““que en el período anterior a la conquista era una forma 
de esclavitud, según la cual los indios trabajaban per- 
petuamente sin remuneración, al servicio de los caci- 
ques; los españoles adoptaron este odioso sistema, 
pero según las leyes, en la mita los trabajos debían 
ser remunerados y temporales” como lo anota con 
verdad el insigne profesor don Francisco Walker Li- 


nares”. * 


Autores como Baudin, que han estudiado deteni- 
damente el sistema económico y social del Imperio 
de los Incas, no ven, en cambio, en la mita incaica un 
simple medio de explotación del trabajo ajeno en pro- 
vecho del Monarca o del cacique. El autor francés 


72. Mora. Op. cilt., p. 6l. 
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trata de penetrar más hondamente en la complejidad 
económica y social del fenómeno. En su opinión “La 
obligación de trabajar permitía evidentemente inten- 
sificar la producción pero ésta no era su única razón 
de ser. Tenía por mira, ante todo, combatir la pereza. 
Es un punto de vista diametralmente opuesto a nues- 
tro punto de vista actual, y que hace del sistema 
incaico una economía no-euclidiana como diríamos hoy. 
El trabajo se consideraba como un fin, más que como 
un medio; su papel era, ante todo, asegurar la salud 
moral y física del trabajador. El Inca tenía por máxi- 
ma dice Acosta “que era preciso tener siempre a los 
indios ocupados”. “Mientras que hoy el legislador 
trata de acrecentar los ocios de la masa de la pobla- 
ción aún con detrimento de la producción, el sobe- 
rano peruano llegaba al punto de hacer ejecutar tra- 
bajos inútiles antes que dejar a los hombres ociosos. 
Los primeros mendigos que aparecieron durante la 
época colonial fueron escarnecidos y despreciados”. En 
otra parte de su obra, nos dice, en fin, Baudin, “Dis- 
ciplina militar y método económico eran las dos ma- 
nifestaciones de una misma tendencia; ambas trataban 
de eliminar el azar por vías diferentes, pero con el 
mismo rigor... Pocas desgracias, pocas grandes ale- 
grías; era en realidad una felicidad negativa. El Im. 
perio realizaba lo que D'Argensson llamaba una “cáfi- 
la de hombres felices”. * 


Parece fuera de lugar otorgarle aquí más honda y 


73. Louis Baudín. El Imperio Socialista de los Incas. p. 242 
y 382. Editorial Zig-Zag. 
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detenida atención al paralelo que podría efectuarse 
entre la “herejía de la felicidad” a que, según Baudin, 
aspiraron los Incas para sus pueblos y la concepción 
político-social que la sustituyó. La primera poseía el 
inconveniente de estar asentada en un trabajo forzado 
que trae ineluctablemente a la mente el que han tra- 
tado de imponer en nuestros tiempos los sistemas to- 
talitarios. No es posible pasar por alto, empero, que 
la segunda, si bien introdujo una decantada libertad de 
trabajo —la cual, precisa recordarlo, en la sociedad 
que reseñamos no alcanzaba a los negros y era más o 
menos ilusoria para los indígenas— confirió, con la pre- 
sencia de limosnas y de mendigos, una prima a la hol- 
gazanería y al parasitismo y creó, por lo mismo, un 
freno para el progreso de países jóvenes en que debe 
hacerse todo esfuerzo imaginable para que la totalidad 
de la población útil se dedique a labores realmente 
productivas. 


Lo expresado sobre mita por Gutiérrez Alfaro y 
otros autores no solo confirma que ese modo de explo- 
tación de la mano de obra indígena tuvo aplicación en 
nuestro medio al lado del implícito en la encomienda 
sino que tiende a mostrar que en el propio sistema hispa- 
no podían co-existir armonizados, al menos en teoría 
y elaborados para el indio, el principio del trabajo li- 
bre y la justísima obligación social de que el ciudadano 
físicamente capaz se le exija el cumplimiento de una 
labor provechosa para sí mismo y para la colectividad. 
Encuéntrase, en esas exposiciones y particularmente 
en la del mencionado autor detalles relevantes sobre 
la estructura misma de la mita y ello acrecenta el inte- 
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rés de una reproducción integral de los párrafos co- 
rrespondientes. Tras de respaldar sus referencias a la 
prohibición del servicio personal de los indios con 
citas directas de Solórzano y Pereyra de las Leyes de 
Indias, dice así: 


“Sin embargo, el régimen del trabajo que tenía 
fundamento en la libre voluntad de los indios, admitió 
una importante excepción con el régimen del trabajo 
forzado y obligatorio establecido por la institución in- 
dígena de la “mita” que se perpetuó en la sociedad 
colonial con la variante de que los servicios de los 
“mitayos” debían ser remunerados y temporales”. 


“Algunas naciones indígenas habían bautizado con 
el nombre de “mita” una especie de servidumbre, en 
virtud de la cual uno o varios indios de una tribu de- 
bían prestar sus servicios personales ad-perpetuam a 
los caciques principales de la tribu, que se beneficiaban 
de esos servicios para la satisfacción de sus particulares 
necesidades. Estos servicios no se remuneraban y re- 
vestían el carácter de un tributo personal”, ** 


“La política peninsular justificó la supervivencia de 
la institución de la “mita” en nombre de la utilidad 
pública. La “mita” debía obrar como fuerza animadora 
de la economía de las colontas. Era necesario asegurar 
el sustentamiento de las provincias y el desarrollo de 
las funciones produtoras. La holgazanería de los indios 
fue el pretexto para el establecimiento de ese sistema 


74. Poblete y Troncoso. Legislación Social de la América 
Latina. 
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de trabajo obligatorio, aplicable solamente en la ejecu- 
ción de las obras que se consideraban en la época 
como de utilidad común, por ejemplo, “las labores 
del campo y obras de la ciudad”. 


Un texto legal disponía “que el forzarles y repartir- 
les a estos servicios se haga por mano de la justicia; 
y que los españoles no les pueden compeler a ello; 
aunque sea a los indios de su encomienda, y se dé or- 
den que les paguen el jornal de su trabajo a los mismos 
indios que trabajaren, y no a sus principales, ni a otra 
persona alguna, y que el trabajo sea moderado y que 
sepan los que excedieren en ésto, que han de ser gra- 
vemente castigados”. En la Real Cédula de 1609 “se 
ordenaba y mandaba que se hagan los repartimientos 
de indios necesarios para labrar los campos, criar los 
ganados, beneficiar las minas de oro, plata y azogue, 
y los obrages de lana y algodón, pues de su labor re- 
sulta la común utilidad de estos reinos, que arriba 
queda referida; y presupuesta la repugnancia que mues- 
tran los indios al trabajo, no se puede excusar de 
compelerlos”. 


“Juan de Solórzano y Pereyra, refiriéndose al traba- 
jo obligatorio, con la autoridad de sabios y graves ju- 
risconsultos y teólogos afirmaba “que la fuerza y com- 
pulsión y detención de los indios en semejantes ser- 
vicios no se puede decir que contradiga o quebrante 
su libertad; porque cuando interviene justa causa o se 
atraviesa el bien universal, cualquier República bien 
gobernada tiene autoridad para obligar a sus ciudada- 
nos a que trabajen, y no por eso dejan de ser libres: 
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pues antes la misma definición de la libertad, en la 
que se da para que cada uno haga de sí, lo que quisiera, 
exceptuando los casos en que las leyes y las necesida- 
des les obligaren a lo contrario”. 


Sabios principios para cualquier sociedad que, de 
haber sido estrictamente aplicados con todas sus de- 
rivaciones no solo a los indígenas sino a todos los 
grupos étnicos y a todas las capas sociales de la Colonia 
nos habría legado indudablemente una situación dis- 
tinta de esta en que multitud de hombres útiles y ap- 
tos para el trabajo se dedican a profesiones pernicio- 
sas O inútiles —como la venta de billetes de lotería 
por ejemplo—, todo ello en un país donde faltan bra- 
zos para la producción y porque, en virtud de una 
mal entendida aplicación de la libertad de trabajo, no 
es posible obligarlos a una labor de positiva utilidad 
social. 

En su minucioso estudio jurídico y sociológico de 
la Conquista Española, suministra Mora abundante de- 
talles acerca de las previsoras disposiciones dictadas 
por la Corona en materia de trabajo con la idea de 
proteger al indígena. Su entusiasmo por la obra de 
los Monarcas españoles a este respecto conduce al au- 
tor ecuatoriano a la afirmación de que “Es innegable 
la ventaja indiscutible que, bajo muchos aspectos de 
justicia social, tiene la Legislación de las Indias sobre 
los códigos promulgados, a principios del Siglo xix y 
en la época actual, en cuanto a los derechos y garantías 
individuales que se le concedió a la raza indígena”. Del 
mismo Mora es, por otra parte, la opinión de que “en 
ninguna otra legislación colenial, como la de España, 
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en los continentes de América, hemos encontrado ma- 
yor suma de garantías individuales, como base de 
restauración y libertad para los indios, a tal extremo 
que ellas fueron objeto de reglamentación extrema y 
minuciosa”. 


Sostiene un punto de vista análogo Gutiérrez Alfaro 
quien, antes de detallar, cual corresponde en un curso 
de Derecho Social, los antecedentes que en el derecho 
indiano tiene la actual legislación social venezolana nos 
dice que los autores de las Leyes de Indias “presintie- 
ron con muchos siglos de anticipación los fines humani- 
tarios que más tarde debía perseguir la legislación del 
trabajo para lograr la paz interior de los pueblos me- 
diante la realización de la justicia social, pues las Leyes 


de Indias establecicron un régimen de trabajo real- 


mente humano para los aborígenes de América”. * 


753. Mora. Op. cit., p.p. 71 y 72. Gutiérrez Alfaro. Op. cit, 
p. 60. Depons insiste muy particularmente en la “exce- 
siva suavidad de las leyes” en favor de los indios. Según 
su criterio “Pocos escritores extranjeros le han hecho al 
Gobierno Español la debida justicia en lo referente al 
régimen de los indioS..........ooooooooooooomomo o... 
“El legislador español se ha esforzado en dar a estos hom- 
bres todas las ventajas que ha creído compatibles con su 
dependencia de la metrópoli. Puede decirse que a fuerza 
de quererlos favorecer, los ha hecho inútiles a la sociedad, 
y ha hecho que la sociedad sea inútil para ellos”. (Viaje 
a la Parte Oriental de Tierra Firme (p. 127. Francisco 
Depons. Tipografía Ámericana, 1938. Ofrenda de la Aca- 
demia Nacional de la Historia en el Centenario de la 
muerte del Libertador). No hay que olvidar, sin embargo, 
que el investigador bonapartista muestra a través de toda 
su obra, un acendrado prejuicio para con los indígenas 
y contra todas las razas de color. No disimula gran cosa, 
por ejemplo, su aprobación de la esclavitud. 
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Rebasaría los límites de nuestro propósito exponer 
en detalle esas variadas medidas de previsión social 
contenidas en la legislación indiana, pero, para que no 
se diga que, al rememorarlas, olvidamos el enorme 
abismo que existía en la Colonia entre la letra de las 
Leyes dictadas en Madrid o Aranjuez y la realidad ame- 
ricana, vamos simplemente a reproducir lo que dicen 
al respecto dos autores de quienes, al uno no podrá 
achacarse prejuicio contra el régimen colonial español, 
sino más bien a su favor; y al otro, tampoco será po- 
sible adjudicarle una posición de ofuscada pugna con- 
tra los principios sociales que de ese régimen heredaron 
nuestros conservadores. 


Para el propio Mora “El hecho real y evidente es 
que las autoridades subalternas ciegas por sus granje- 
rías y los colonizadores sordos por la codicia y la am- 
bición sin límites, no comprendieron que de ellos 
dependía la salvación y felicidad de los pueblos que 
se hallaban a su cargo; no quisieron oir la voz de 
apóstoles y misioneros; las quejas de los infortunados 
indios, el clamor de la justicia; y desatendieron los 
requerimentos de los monarcas juristas que se preo- 
cupaban del bien común y del bienestar de sus súbdi- 
tos, con saludables leyes y consejos dignos de las doc- 
trinas de Cristo, en pro de la clase humilde, menes- 
terosa y explotada. Es que el ambiente criollo del 
caciquismo español era completamente hostil para el 
indigenismo que reclamaba el régimen de la libertad 
civil y de igualdad jurídica que en realidad no existía 
sino como el Sermón de la Montaña en una visión irreal”. 
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El “bienestar” de que gozaban los súbditos de los 
Austrias en la propia España bajo privanzas como las 
del Duque de Lerma y el Conde-duque de Olivares es 
como para dejar a uno escéptico acerca de la afirmación 
implícita en las palabras de Mora, de que la quiebra 
del sistema fuese exclusivamente americana. Como 
quiera sea, otro autor de suma moderación en sus jui- 
cios, el doctor José Santiago Rodríguez, emite sobre 
la efectividad que llegaron a tener en América, y par- 
ticularmente en Venezuela, las disposiciones de las 
Leyes de Indias, un juicio que, aunque se refiere 
más específicamente al caso del trabajo de encomienda 
es de un todo aplicable, así mismo, a la mita. Dice 
así el distinguido romanista y destacado diplomático 
nacional. : 


“Cualquiera que se dejase guiar por el deslumbrante 
espectáculo de la Legislación de Indias, en lo referente 
a los derechos y a la protección que el indio le merecía 
al Legislador, cuando cambió radicalmente el concepto 
religioso y jurídico en que al principio se le tenía, 
tendrá que concluir que pocos seres habrá habido so- 
bre la tierra tan libres y protegidos como aquel. 
Pero lo cierto era muy otro, como ya se notó, y entre 
la condición del negro esclavo y la del indio, había 
apenas diferencias muy tenues. El régimen de las enco- 
miendas, aún cuando en su espíritu y en su letra 
tendía a la más absoluta protección y defensa de los 
indígenas, en la práctica fue inhumana y brutal ex- 
plotación, que convirtió a aquellos infelices en clase 
inferior, oprimida y expoliada. Y era que esas leyes 
tan generosas, en apariencia, reflejaban nada más, y 
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ello en un sentido puramente teórico, las ideas huma- 
nitarias y filantrópicas de Fray Bartolomé de las Casas 
y del Padre Victoria, principalmente, sin ser la ex- 
presión de ningún cambio que se hubiere realizado en la 
psicología del indio, ni mucho menos en la clase se- 
cularmente interesaba en su sometimiento y explota- 
ción, la cual siguió guiándose por la teoría opresiva de 
Sepúlveda”. ** 


B. La utilización de la mano de obra negra 


Al inicar nuestro estudio de la mano de obra en 
la Colonia, revisamos los motivos de orden general 
que indujeron al español a introducir esclavos en sus 
colonias americanas. Tócanos ahora considerar las cir- 
cunstancias particulares en que se llevó a cabo esa 
introducción, el modo como se desarrolló y los resul- 
tados económicos que de ella se derivaron, puntos to- 
dos acerca de los cuales no se puede ser muy extenso 
ni de una precisión considerable, pues existe escasa 
información sobre tan importante problema. 


La fecha exacta en que se inició la introducción de 
africanos a América ha dado lugar a discusión. Es 
incierta, en todo caso, la creencia común de que fue- 
ron traídos por primera vez gracias a la iniciativa de 
las Casas. El Rey Fernando dió permiso desde 1501 
para que los dueños de esclavos negros pudiesen traer 


76. José Santiago Rodríguez. Contribución al estudio de lu 
Guerra Federal en Venezuela. Tomo 1. p. 21. Editorial 
Elite. Caracas. 1933. 
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los suyos. "" Ordenanzas de la Casa de Contratación de 
Febrero de 1504 incluyen, sin embargo, a los esclavos 
entre los artículos de prohibida importación a las Indias, 
medida que, según Haring, tenía su origen en preocupa- 
ciones y escrúpulos de índole religiosa.?* Parece que la 
prohibición fue reiterada por el Cardenal Cisneros du- 
rante su regencia y que la actividad de Fray Bartolomé se 
encaminó en realidad a lograr su eliminación, *? de 
suerte que la mano de obra negra viniese a sustituir 
la de los indígenas. Sabido es como el celoso defensor 
de los indios se arrepintió de esa iniciativa suya, que 
sin lograr el objetivo que se proponía, culminó en 
una abominación todavía mayor. 


Dicha famosa intervención de Fray Bartolomé de 
las Casas fue el origen, de todos modos, de la inicia- 
ción en firme de la trata de negros con tierras de 
América. El propósito del futuro Obispo de Chiapas 
o, por mejor decir, su proposición, fue únicamente 
que el Rey “hiciese merced a los españoles de darles 
licencia para traer de España una docena, más o me- 


77. Cláusula 21 de las instrucciones al comendador de Lares, 
fray Nicolás de Ovando, dadas en Granada a 16 de Se- 
tiembre de 1501. Origen de la trata de negros en Amé- 
rica. “Indice” de Puerto Rico. Reproducido por “Cultura 
Venezolana”. Año XIII. N* 101. Sería de interés 
investigar la diferencia entre estas instrucciones del Rey 
a Ovando y las giradas anteriormente al mismo por la 
Reina Isabel que citan Quintana y Gil Fortoul. 


78. Haring. Op. cit., p. 30 y 103. 
79. Baralt. Descubrimiento; p. 157. 


111 


nos, de esclavos negros porque con ellos se sustenta- 
rían y dejarían libres a los indios”. *% 


El Rey-Emperador acogió la idea, pero para otor- 
gar al Barón de Breda el privilegio de traer a América 
cuatro mil esclavos negros en ocho años. El favorito 
flamenco traspasó la concesión a mercaderes genove- 
ses a cambio de veinte y cinco mil ducados. *! 


Indudablemente que algunos de los negros traídos 
en virtud de ese contrato vendrían a tener a Venezuela; 
y mucho más terminarían aquí de los transportados 
por los Welser en virtud de la capitulación celebrada 
en Febrero de 1528 —un mes antes de la capitulación 
sobre Venezuela— por Carlos V, con ellos y con los 
Ehinger de Constanza, según la cual les era permiti- 
do introducir a las Indias cuatro mil esclavos negros 
en el término de cuatro años. * 


La introducción de negros constituyó en toda época 
un privilegio acordado por el Monarca. Primero bajo 
la forma de las licencias a que acabamos de referirnos. 
Más luego, los Reyes de España, que nunca quisieron 
tomar parte directa en la trata porque, aunque ad- 
mitían su consecuencia —la esclavitud-— estimaban 
aquella contraria a los principios cristianos, considera- 


80. Historia de las Indias. Yomo IV p. 380 y 381, citada 
por Gil Fortoul. 

81. Quintana. Op. cit., p. 39. Gil Fortuol, Op. cit., p. 
74 y 75. Baralt. Op. cit., p. 466, y sobre todo la pro- 
pia Historia de las Indias de Fray Bartolomé Casas (Tomo 
11, p. 370 de la edición realizada en México D.F. 
por la Editora Nacional S.A.). 


82. Haring. Op. cít., p. 113. 
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ron, incurriendo en una nueva contradicción, de inte- 
rés público la introducción de negros y cambiaron el 
simple método de la licencia, que era un favor del so- 
berano, por el del Asiento, que era un contrato en el 
cual al asentista, que se comprometía a traer cierto 
número de negros y a ofrecerlos en venta en determi- 
nadas condiciones y lugares, se le permitía importar a 
las Indias una cantidad fija de mercancías como ex- 
cepción al sistema exclusivista de comercio estable- 
cido por la Corona. Más tarde los Ásientos se convir- 
tieron, como lo observa Moll, en verdaderos tratados 
de derecho público en el sentido de que fueron otor- 
gados a potencias extranjeras (Inglaterra, Francia, Por- 
tugal) que eran las encargadas de traer los negros y 
de introducir las mercancías que, como prima a esa 
introducción, se dejaba pasar a través de las mallas 
del monopolio español del comercio exterior Y 


Son imprecisas y contradictorias las cifras que hasta 
ahora se han publicado acerca de la cantidad de ne- 
gros introducida a América a través de toda la época 
en que se efectuaba la trata. %* Ninguna posibilidad 
existe, por otra parte, de discriminar el dato que ma- 
yormente nos interesaría conocer o sea, el número 
exacto de africanos venidos a Venezuela, Séanos, por 
lo tanto, permitido pasar de inmediato al punto del 


83. Moll. Revista de Fomento N* 50., p. 83 y 94 


84. Cifras aproximadas sobre el particular las reproduce 
el doctor Machado Hernández en su conferencia, tomán- 
dola de los autores norteamericanos Arthur Ramos y E. 
Morel. El Congreso de Viena abolió la trata el 8 de 
Febrero de 1815. 
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origen de los últimos y del grado de cultura en que 
se encontraban. 


Siso, en su obra varias veces citada, deja establecida 
la hipótesis bastante plausible, de que los negros 
traídos a Venezuela provenían de las posesiones por- 
tuguesas de Angola, Bengala y Loanda y sobre todo 
de la última situada hacia el grado 6. Guíase dicho 
autor al efecto por el origen que en lenguaje de nues- 
tro país cabe atribuir a la palabra “luango” y por 
otros indicios igualmente significativos como la exis- 
tencia de albinos entre nuestros negros al igual de lo 
que sucede con los de Loanda y el hecho de que se 
celebraron contratos, para la traída de negros, con 
los portugueses que dominaban esa región. * 


Machado Hernández, por su parte, nos habla del 
origen del negro venido a Venezuela sin circunscribirlo 
tan concretamente a una región africana precisa, pero 
en cambio suministra datos del mayor interés sobre 
el grado de progreso alcanzado por las culturas de la 
parte del Africa que señala como fuente probable de 
la inmigración negra traída por la fuerza a nuestro país. 

Acomete el distinguido investigador nacional el no- 
ble y hasta ahora descuidado intento de “hacer la de- 
fensa de la cultura negra y de los aportes de toda ín- 
dole que nos vinieron del Africa en las naves de los 
tratantes” e inicia esta justiciera labor de rectificación 
en pro de los negros recordando que: “Ha habido una 
tendencia frecuente, que hoy se va desvaneciendo, a 
considerarlos como bárbaros, salvajes y primitivos”. 


85. Carlos Siso. Op. ctf., p. 122. 


114 


Pero hay “un grave error” en considerar tales 
los africanos vendidos por los negreros a los coloni- 
zadores. Prevenían en realidad, en su gran mayoría de 
“la costa Occidental del Continente negro, con el Gol- 
fo de Guinea como centro y prolongaciones hacia el 
Sudán al Norte y el Congo y Angola al Sur, o sea unu 
región comprendida apróximadamente entre los 20 
gratos de latitud Norte y los 20 grados de latitud Sur... 
Enormes zonas africanas pobladas por naciones y sub- 
razas del gran tronco negro que habían alcanzado ele- 
vados niveles de cultura, superiores en mucho, en todo 
caso, a los pueblos aborígenes de América, con excep- 
ción de los imperios aztecas y peruano, que eran áreas 
aisladas sin influencia apreciable sobre el resto de las 
naciones indígenas”. 


Entrando en detalle acerca de las culturas negras 
de la época de la conquista de América, añade Macha- 
do Hernández la siguiente valiosísima información: 
“Sin hablar de viejas civilizaciones prehistóricas afri- 
canas, aún no bien estudiadas, en la época que nos 
interesa, existían en la llamada área servil, sociedades 
con alto grado de organización política, cultural, eco- 
nómica y religiosa. Eran pequeñas monarquías de 
“gobierno despótico”, es cierto, pero bien constituídas 
bajo el punto de vista social. La agricultura y aún la 
ganadería (ésta en la zona sur de Angola de raza ban- 
tú) eran ocupaciones permanentes que aseguraban sub- 
sistencias regulares. La cultura comprendía: sistemas 
religiosos bien definidos, con frecuente tendencia mo- 
noteísta (quizás por influencias islámicas venidas del 
Norte); artes plásticas (escultura, cobres de Benin); 
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un rico acervo musical que como sabemos es antece- 
sor directo de nuestra música americana; y hasta una 
verdadera escritura (sistema silábico de los “Vai) (A. 
Ramos. 1 op. cit. p. 59)”. 


“En industrias y manualidades el africano conocía el 
trabajo del hierro, del cobre y del bronce para fines 
utilitarios; una cerámica superior, la cestería y la cons- 
trucción con barro de la cual deriva, a mi ver, el rancho 
de una gran parte de la campiña venezolana actual... 
Hombres dotados de esa cultura eran los que deposi- 
taban en nuestros puertos los barcos negreros... Así 
como al indio se debió la rudimentaria economía de 
la Conquista, al africano, va a debérsele la fundación, 
el asentamiento y el desarrollo de la economía de la 
Colonia”. 

De acuerdo con las necesidades que dictaron la traí- 
da del negro, fue éste encaminado desde un principio 
hacia los cultivos de “tierra caliente” que se desen- 
volvían en condiciones climatológicas parecidas a las 
reinantes en su país de origen y que requerían mayor 
esfuerzo físico del que eran capaces de desenvolver 
los indios y el mínimun de atención y empeño en las 
labores que éstos regularmente rehusaban prestar. 


Ubicóse así el negro, por una parte, en toda la 
región costanera del Mar Caribe donde predominan las 
haciendas de cacao y abundan los cañaverales, los co- 
cales y las pequeñas plantaciones de frutos menores. 
Por otra parte, en los valles bajos interioranos dedica- 
dos al cultivo de la caña de azúcar para satisfacer las 
necesidades de centros de población inmediatos hacia 
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los cuales habría sido muy costoso encaminar la pro- 
ducción azucarera de regiones costaneras alejadas. 


De todos estos puntos se ocupa Siso en su obra 
citada. La reproducción textual de algunos de los pá- 
rrafos correspondientes será de positivo provecho en 
publicaciones como ésta encaminada al acopio y a la 
utilización de todo material interesante sobre la his- 
toria de la Economía Nacional. 


La distribución geográfica de la inmigración negra 
venida a Venezuela merece a Siso las siguientes ob- 
servaciones: 


La “Geografía Física” del territorio determinó la 
“geografía humana” señalando al hombre las zonas en 
que, según la naturaleza, podía vivir de acuerdo con 
las condiciones climatológicas y en donde por lo tanto, 
su capacidad de trabajo sería mayor”. 


“Zonas en las cuales predominó el elemento negro. 
Las zonas cálidas. Los negros fueron repartidos en los 
“repartimientos de esclavos” situados en cada una de 
las Haciendas, en una cantidad proporcionada a la ex- 
tensión de la explotación agrícola, más o menos en los 
siguientes lugares: en las haciendas de cacao, caña de 
azúcar, coco y “frutos menores” situadas en los Valles 
de Aragua; en las haciendas de cacao y “frutos me- 
nores” situadas en el Golfo de Paria, en las haciendas 
de cacao del Yaracuy al Occidente, plantadas en terre- 
nos bajos que tienen un nivel igual o casi igual al del 
mar; en las haciendas de cacao y “frutos menores” 
situadas en Cúa, Ocumare del Tuy y Santa Teresa, 
región que los españoles llamaron Alto Tuy... en las 
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haciendas de cacao situadas en la extensa hoya del río 
Tuy llamada Barlovento, comprendida desde el pue- 
blo de Santa Teresa, hacia el Norte hasta la costa del 
Mar...” 


La aptitud especial del negro para los cultivos de 
tierra baja ya anotada por Depons, es objeto de estos 
comentarios por parte del autor nacional que venimos 
reproduciendo: 


“Hay que señalar un hecho, que está íntimamente 
relacionado con la repartición de la población negra 
entre la población india y española que ocupaba el 
terirtorio venezolano, y es el siguiente: los cultivos de 
la caña de azúcar y del cacao se hicieron exclusiva- 
mente con negros, excluyendo hasta donde la necesi- 
dad lo imponía, al bracero indio que, por incapacidad 
física y por “incomprensión, no daba resultados en esta 
clase de trabajos”. 


“En el cultivo del cacao, el negro superó desde el 
primer momento al bracero indio a pesar de que este 


fruto era uno de los alimentos de la población india 


v al negro le era completamente desconocido”.* 


86  Siso reproduce aquí en nota a Depons “Bastaba un es- 
clavo negro para cuidar y recoger la cosecha de mil piés 
de cacao y cada pié de cacao produce una libra en tierra 
regular, y libra y media en tierras buenas. Tomando 
veínte onzas como término medio por pié, los mil piés 
deben producir mil doscientas cincuenta libras, que ven- 
didas al precio corriente de veinte pesos fuertes las 
cién libras, hacen que cada esclayo produzca al año 230 
pesos fuertes”. En otras líneas de su exposición referente 
a cacao, añaaimos, Depons observa que la vista del negro 
es más aguda que la del indio y eso le permite coger las 
mazorcas de cacao mejor sazonadas. 
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“En el cultivo de la caña de azúcar, pronto, muy 
pronto, se vio tanto en la parte oriental de Tierra 
Firme, correspondiente a la provincia de Venezuela, 
como en el resto de ella y las Antillas que el bracero 
negro era excelente en esta clase de trabajos. En la 
siembra de caña de azúcar —labor durísima que re- 
quiere ser hecha por hombres fuertes—, en su corte 
cuando está de tiempo, en la manera de acomodarla 
para trasladarla al trapiche donde debe irse moliendo, 
a medida que va llegando convenientemente arregla- 
da; en los procedimientos a que se somete el jugo 
(guarapo) para su elaboración, adquieren los negros 
tales conocimientos prácticos, aprendidos de los espa- 
ñoles, que sus servicios fueron luego insustituibles y 
lo son aún, a través del tiempo, en cualquier hacienda 
de caña de azúcar en la América del Sur”. 


“La exactitud con que el negro siembra la semilla 
a la distancia necesaria una de otra, teniendo sólo a la 
vista por medida; el cuidado con que, al limpiar el te- 
rreno cultivado, aporca la tierra para echar al pie de 
la mata los despojos recogidos, ricos en materias ferti- 
lizantes, abriendo a la vez una zanja que serviría para 
el riego, así como muchos otros detalles demuestran el 
instinto agricultor de su naturaleza”. 


“Pero es en la elaboración del azúcar (papelón) al 
graduar, con una exactitud hija solamente de la prác- 
tica, la cantidad de cal viva (álcali) y de ceniza (pota- 
sa) que necesita el melado; en la perfección con que le 
quita la espuma al guarapo (jugo) hasta dejarlo com- 
pletamente limpio, haciendo su desaparecer su color 
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negruzco y tomar un color tinte amarillo claro; en la 
finura con que aprecia la cantidad de lejía que es ne- 
cesaria para refinar, al sentir suavidad o dureza en el 
movimiento del ramillón entre el melado; y en la faci- 
lidad para conocer el exacto punto de cocimiento del 
guarapo es donde el negro demuestra que asimila las 
enseñanzas recibidas de los españoles y que posee un 
sentido de comprensión definitivo, consecuencia de una 
inteligencia clara”. 


Estas consideraciones de Siso sobre la capacidad y 
aptitudes del negro, las confirma el estudio de Macha- 
do Hernández quien, como ya vimos pone muy espe- 
cialmente de relieve el papel decisivo jugado por el 
negro en “la fundación, el asentamiento y el desarro- 
llo de la economía de la Colonia”. 


En fin, a las razones que dictaron la formación de 
pequeñas concentraciones negras interioranas alejadas 
de la gran faja costanera negroide, se refiere Siso de 
esta manera: 


“La dificultad de transportar “papelón” de un pue- 
blo a otro, sobre todo en invierno, pues se reviene, 
impuso la necesidad de fundar en los alrededores de 
cada pueblo una hacienda de caña de azúcar, para sa- 
tisfacer el consumo local de papelón y de alcohol. In- 
dudablemente que sólo pudieron fundarse en los al- 
rededores de aquellos pueblos en que el clima y las 
condiciones del terreno lo permitían”. 


“Puede decirse que pur lo general se fundaron pe- 
queñas haciendas de caña de azúcar, con trapiches en 
los contornos de casi todos los pueblos situados en los 


120 


valles constituidos por depresiones de la Cordillera; 
salvo en aquellos que estaban a más de mil doscientos 
metros de altitud, y que se cultivó en gran escala en 
los Valles de Guatire y Guarenas, el Valle de Caracas, 
los Valles de Aragua, los ríos Turbio, del Tocuyo, del 
río Motatán, de Cumanacoa, de Ejido y de Carabobo”. 


“Se exceptuaron los pueblos de la Cordillera de los 
Andes, en donde la altitud no permitía cultivar la 
caña de azúcar; los de los Llanos en donde las condi- 
ciones del terreno no eran favorables; y los de Barlo- 
vento en los cuales la humedad del suelo no permitía 
tampoco, que se produjera bien”. 


C. Las condiciones de vida de la masa esclava 


Los historiadores apenas han concedido atención a 
problema socio-económico de tan vasto interés como 
la forma en que se desenvolvía la vida de la masa 
esclava hasta el decreto de emancipación de Monagas. 
¿“Máquina de trabajo” al servicio del amo, como llegó 
a ser llamado, alcanzó sin embargo al negro la pre- 
ocupación legislativa de la Corona, patente en el caso 
del indio, en favor de condiciones de trabajo mediana- 
mente humanas? ¿O por el contrario la terminante ob- 
servación del doctor José Santiago Rodríguez: “En 
cuanto al esclavo negro, nada hay que añadir, cosa lo 
consideraban la ley en su letra y en su intención y cosa 
también lo consideraban las costumbres” continuó 
siendo cierta hasta la extinción de la esclavitud? 


87. José Santiago Rodríguez. Op. cit., p. 22. 
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Una Ordenanza de Carlos IV, de fecha 31 de mayo 
de 1789, es el único documento relativo a reglamenta- 
ción del trabajo del esclavo de que tenemos noticia. 


Esta Ordenanza filantrópica, dictada el mismo año 
en que los hombres de la Revolución Francesa, a tra- 
vés de la Declaración de Derechos del Hombre, pro- 
clamaron a todos los vientos los grandes principios de 
la igualdad y de la libertad naturales de todos los se- 
res humanos, contenía catorce capítulos en que se de- 
tallaban los deberes de los amos para con los esclavos, 
el mínimum de derechos que a éstos se reconocía y, en 
fin, la intervención que correspondía a las autoridades 
para que esas garantías fuesen respetadas o para re- 
slamentar aquellas que apenas estuviesen esbozadas 
en el cuerpo de la Ordenanza. 


De acuerdo con la preocupación por el alma, predo- 
minante sobre todas las demás en concepto de los 
gobernantes españoles de la época, se imponía al 
amo, antes de otra obligación, la de instruir al esclavo 
en la fe católica y hacerlo bautizar. Interesa particular- 
mente esta disposición desde el punto de vista de la 
economía social porque en ella iba envuelta la obliga- 
ción del descanso hebdomanario (dominical, por su- 
puesto) y en los días feriados. 


No obstante, se regulaba enseguida en el sentido de 
mejorar la situación tradicional, según la cual, nos dice 
Depons, los esclavos españoles no debían al amo sino 


88. Mora. Op. cit., p. 204. Depons, Op. cit., p. 94 G. 
Fortuol. Op. cit., p. 76. 


122 


una provisión de oraciones porque este último los de- 
jaba cubiertos de harapos y no les proporcionaba sino 
escasos medios de alimentación. La Ordenanza de 1789 
comienza a este respecto por encargar a los Justicias 
del Distrito de la Hacienda que, de acuerdo con los 
Ayuntamientos “señalen y determinen la cantidad y ca- 
lidad de los alimentos y vestuario que proporcional- 
mente según sus edades y sexos, deban suministrarse 
a los esclavos por sus dueños diariamente, conforme a 
la costumbre del país, y en la misma forma que se dan 
a los jornaleros, y ropas que usan los trabajadores 
libres”. 


Se disponía luego que la primera y principal ocupa- 
ción de los esclavos debía ser la agricultura y no los 
oficios de las ciudades y se establecía que los Justicias 
de las ciudades debían reglamentar el trabajo diario de 
los esclavos conforme a sus edades, fuerza y robustez. 
El trabajo podía extenderse de sol a sol pero el amo de- 
bía darle dos horas de descanso en el día “a los que se 
empleen en manufacturas u ocupaciones que cedan en 
su personal beneficio”. Se eximía del trabajo por tarea 
a los mayores de sesenta años y a los menores de die- 
cisiete “inclusive las esclavas que no deben mezclarse 
con los varones ni ser jornaleras, ni tampoco emplearse 
en trabajos no conformes a su sexo”. 


Acerca del artículo tercero que contiene estas dis- 
posiciones reglamentarias, observa Depons que quien 
concibió la idea de que el trabajo de cada esclavo po- 
día estar tasado por el Juez “...creía sin duda que las 
haciendas están unas al lado de las otras, formando 
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calles limpias y cómodas, por donde el Magistrado 
pueda ir en pantuflas, cuando en realidad, algunas 
haciendas se hallan a veinte o treinta leguas del Oficial 
más cercano”, 


Tras el artículo cuarto, que reglamenta las diversio- 
nes de los esclavos prescribiendo su sencillez y prohi- 
biendo que se mezclasen en ellas los hombres y las mu- 
jeres, viene la quinta disposición de la Ordenanza. 
relativa a vivienda. Según la tesis de Mora, se man- 
daba en dicho artículo que “los dueños de los esclavos 
deben dar habitación distinta a los dos sexos, no sien- 
do casados, y que sean cómodas y suficientes para que 
se liberten de las intemperies, con camas en alto, man- 
tas y ropa necesaria; y así mismo debe ser abrigada y 
cómoda la habitación para los enfermos quienes deben 
ser atendidos de todo lo necesario por su dueño, éstos 
han de costearle la asistencia en el hospital, con una 
cuota diaria, y el entierro del esclavo fallecido”. De la 
primera parte de esta disposición opina Depons, que 
reclamaba para los esclavos, “muchas más comodida- 
des que para muchos dueños, quienes duermen sobre 
cueros y muy a menudo no tienen para ellos y su nu- 
merosa familia sino una estrecha habitación, mal res- 
guardada de la lluvia”. Parece que al hacer tal obser- 
vación pretende, sobre todo, el autor galo hacer resal. 
tar la falta de las comodidades más elementales en que 
vivía para entonces en el trópico la propia clase aco- 
modada, particularmente en el campo. Su reproche, 
páginas atrás, al amo español de que abandonaba al 
esclavo enfermo “a su propia naturaleza” por la razón 
de que, a diferencia de lo que sucede en las posesiones 


francesas, “no hay hacienda que tenga su médicos y 
muchas veces no lo hay en todo el pueblo”, nos prue- 
ba de todos modos, que no es contrario a la obligación 
de que el patrono atienda a la salud del esclavo. 


Vienen enseguida las sanciones en que incurrían los 
dueños de esclavos que no respetasen las disposiciones 
antes expuestas. Incluían desde una multa progresiva 
(cincuenta pesos la primera vez a doscientos la terce- 
ra) para los amos que infringiesen lo dispuesto con re- 
lación a educación, alimento, vestuario, moderación de 
trabajo, asistencia, vivienda, diversiones o la protec- 
ción de los viejos e impedidos para el trabajo, hasta 
penas corporales, iguales a las impuestas a quienes hu- 
biesen atentado contra hombres libres, para los “due- 
ños o mayordomos de esclavos que les hubieren oca- 
sionado contusión, efusión de sangre o mutilación”. 


Se disponía además, “que el esclavo hábil, víctima 
del delito, se le confiase y vendiese en beneficio de la 
caja de multas”? y que si hubiese quedado inhabilitado 
a causa de la referida acción delictuosa del patrón se 
obligase a éste a pasarle “la cuota diaria que se seña- 
lase por la Justicia para su manutención y vestuario 
por todo el tiempo de la vida del esclavo, pagándole 
por tercios adelantados”. 


Proveíase así mismo que el dueño de esclavo no po- 
día deshacerse de la obligación de alimentar los escla- 
vos viejos o inválidos, concediéndoles la libertad y que 


89. Depons. Op. cif., p. 88 y sig. 


también estaba obligado a dar sustento a los niños y 
en general a los menores del uno o del otro sexo. 


Añade, en fin, Mora en el resumen que hace de la 
Ordenanza de 1789: 


“El matrimonio de los esclavos debe fomentarse, 
sin impedir que se casen con los de otros dueños, de- 
biendo la mujer seguirle” al marido cuando era de 
otra hacienda: en cuyo caso el dueño de ésta debe 
comprarle el esclavo, con justa tasación de peritos; y 
en caso de negativa, esa misma acción se concede al 
que era dueño de la mujer”. 


“Se reglamentaron las obligaciones de los esclavos 
que debían ejecutar las tareas y trabajos conforme a 
sus fuerzas, obedeciendo y respetando a sus dueños y 
mayordomos, como a padres de familia. Entre los cas- 
tigos correccionales por las faltas y excesos que come- 
tían, figuran la prisión, el grillete, la cadena, la maza, 
el cepo, los azotes...” 


““Y para la imposición de penas por crímenes o de- 
litos debía darse parte a la Justicia para que ésta pro- 
ceda con arreglo a las leyes comunes. Debía intervenir 
el Procurador Síndico, en calidad de protector de los 
esclavos; el dueño que no lo?! desamparaba al esclavo 


90. Transcribimos la construcción peculiar ecuatoriana, que, 
de no provenir del castellano antiguo, indudablemente 
viene del quechua como la expresión quiteña “salió co- 
miendo” por “salió después de comer”. Nosotros diríamos, 
por supuesto “seguir al marido” que es lo correcto. 


91. Otra vez la forma quechua. “El dueño que no lo desam- 
paraba al esclavo”, en lugar de decir, como debería, “El 
dueño que desamparaba al esclayo”. 
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delincuente respondía del juicio, excepto la pena cor- 
poral que debía sufrirla el mismo procesado”. 


“Se les impuso a los eclesiásticos el deber de explicar- 
les la doctrina a los esclavos y decir misa en las hacien- 
das, y cerciorarse del modo de proceder los dueños y 
mayordomos para dar noticia secreta al Procurador 
Síndico de la ciudad o villa respectiva. Se concedió 
acción popular a que se denuncie la falta de cumpli- 
miento de esta cédula, con lo que quedaron derogadas 
las leyes y reales Órdenes, usos y costumbres que se 
opongan a ella, debiendo guardarse y ejecutarse fiel- 
mente por el Consejo Supremo de las Indias, por los 
Virreyes y Presidentes, Audiencias, Gobernadores, Ín- 
tendentes, Justicias, Ministros de la Real Hacienda y 
cualesquiera otros Tribunales a quienes corresponda su 
ejecución”. 


Tales las disposiciones esenciales de la Ordenanza 
protectora de los esclavos dictada por el Rey Carlos IV 
en mayo de 1789. Hemos querido reproducir la sín- 
tesis de ellas, haciendo resaltar lo más importante, por 
razón de lo raro de la legislación sobre esta materia y 
de la escasa atención que han prestado hasta ahora 
los investigadores al modo como vivía el esclavo y a 
las reglas a que estaba sometido. 


Por el mismo motivo nos ocuparemos un poco de 
la acogida que tuvieron esas disposiciones y de la si- 
tuación en que quedó, de todos modos, el esclavo des- 
pués de ese benevolente intento legislativo. 


Su suerte, a la verdad, no parece que cambió gran 
cosa en sentido de ventaja. Mora, nos dice, seguramen- 
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te refiriéndose a los dueños de esclavos de Esmeraldas 
y Guayaquil y la restante costa ecuatoriana, que la 
cédula ocasionó general protesta y que, con el apoyo 
tanto del Fiscal como de la Real Audiencia de Quito, 
se solicitó su suspensión, e incluso opinó la referida 
Audiencia que “será muy oportuno con respecto a la 
robusta calidad de los esclavos, ampliarles más a los 
dueños las facultades para las penas correccionales a 
fin de poder conservarse así ellos como sus mandones 
con la autoridad y respeto que les corresponden”. Tal 
repulsa a la reglamentación protectora del negro ha 
debido ser general en las colonias españolas. El mismo 
Mora anota que el Gobernador de Popayán, Don Die- 
go Antonio, pidió también, por medio del Virrey de 
Santa Fe, que se ampliasen las penas correccionales 
“para los casos en que no fuese suficiente el grillete, 
cepo, cadenas, o los veinticinco azotes Señalaba entre 
tales casos la sedición de las cuadrillas, el robo domés- 
tico, el adulterio, el incesto, “y otros de igual o me- 
nor, que según la práctica establecida castigaban los 
amos...” Y 


El respeto en que se tenía esa legislación humanita- 
ria y el extremo a que podían llegar los castigos en 
manos de los amos, nos lo muestra elocuentemente la 
cita de Humboldt reproducida por Gil Fortoul que di- 
ce a la letra: “La autoridad civil es impotente en todo 
lo que se refiere a la esclavitud doméstica, y nada es 
más ilusorio que el tan ponderado efecto de las leyes 
que prescriben la forma del látigo y el número de azo- 


92. Mora Op. cit., p. 206 y 207, 
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tes que se pueden dar a un tiempo...; en Cariaco, 
pocas semanas antes de mi llegada a la provincia, un 
hacendado que no poseía sino ocho negros, hizo pere- 
cer a seis azotándolos de la manera más bárbara”. 


Las observaciones anteriores de Depons acerca de 
puntos particulares de la Ordenanza de 1789 no deben 
inducirnos en la errónea creencia de que el autor fran- 
cés fuese favorable al abominable estado de cosas exis- 
tente. Su criterio, concordante en esto con un autor 
liberal como Baralt, es que la Ordenanza en cuestión 
se iba al otro extremo y era, en consecuencia, inapli- 
cable en el medio colonial. 


“Un régimen como éste, pide a gritos una reforma 
saludable, pero las circunstancias locales exigen que no 
sea brusca ni total”, dícenos Depons. Y refiriéndose 
directamente al texto legal que comentamos, observa 
Baralt: “Tanto quiso el gobierno español aliviar la 
suerte de los esclavos, que en ocasiones expedía órde- 
nes absolutablemente inaplicables a las particulares con- 
diciones de la colonia...” 


¿Cómo se comparaba la situación de los negros es- 
clavos de Venezuela con los de las vecinas posesiones 
insulares de Francia e Inglaterra? Á este respecto di- 
fieren completamente las opiniones de los dos autores 
que acabamos de citar. 


Juzga Baralt que una errónea política económica 
—““falsas ideas acerca del cultivo”— y un principio. 
de compasión mal entendido hacia los indios origina- 
ron la deplorable existencia del régimen esclavista en 
la América española, pero es su parecer que los espa- 
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ñoles ““...ni fueron salteadores ni acarreadores de es- 
clavos ni dieron en sus leyes y en su conducta con los 
infelices negros el ejemplo de la más profunda inmo- 
ralidad y barbarie”. Por el contrario, en Venezuela y 
en general en las colonias de la Corona de España 
“...las leyes protegían al esclavo contra la ferocidad 
de sus señores, en todos los casos se interpretaban en 
su favor, y, de haber sido religiosamente observadas, 
hubieran hecho su suerte menos desgraciada que la de 
los jornaleros de Europa”. Muy otra es la condición 
—indica Baralt— de los negros de las colonias que 
otros países europeos, Francia e Inglaterra particular 
mente, tienen en el Caribe y así la describe Raynal: 
“No se puede pintar sin horror la condición de los 
negros en el archipiélago americano, donde sellados 
en el brazo o en la tetilla con la marca de la esclavitud, 
sufren el tratamiento más cruel. Es su alimento escaso 
y mal sano, su casa más que descanso tormenta, y su 
vestido un conjunto de roídos andrajos, que anuncia a 
primera vista la opresión y miseria del que Jo lleva. 
Especulan los amos sobre el exceso de su trabajo, por- 
que su crueldad es igual a su avaricia; y no temen ni 
evitan la muerte de los que llaman arados vivos, si el 
fruto que sacan de sus sudores cubre los gastos de la 
compra. Sus fríos e interesados cálculos han llegado a 
establecer como axioma, que para salir ventajoso en el 
comercio de esclavos, deben éstos a los dieciocho me- 
ses de su llegada a las Indias, haberles dejado ya libres 
las dos terceras partes de su precio”.*% 


93. Baralt. Op. cit., p. 353, 
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El punto de vista de Depons sobre el particular, 
enteramente distinto como ya lo advertimos, del de 
Baralt, es de todos modos tan interesante que termina- 
remos nuestro estudio de la mano de obra servil y 
esclava en la Colonia con la reproducción textual de 
algunos de los párrafos en que el autor francés define 
el sistema esclavista reinante en las Antillas francesas 
como superior al de las colonias españolas: 


“Por lo general se cree que los españoles son más 
humanos que otras naciones en el trato que dan a los 
esclavos. Esta opinión, exacta por algunas razones, de- 
ja de serlo por muchas otras. Cada Metrópoli, de 
acuerdo con sus costumbres y su espíritu ha sometido 
a sus esclavos a un régimen especial”. 


“Los ingleses los tratan con dureza que contrasta 
singularmente con sus decantados principios de moral. 
No les hablan nunca sino en tono de cólera o a lc 
menos de severidad”. 


“Los franceses, sin hablarles mucho, los obligan a 
trabajar un número determinado de horas, y no les 
piden cuenta del uso que hagan de los intervalos des- 
tinados al reposo. No los castigan sino por robo, em- 
briaguez o pereza. Fuera de tales delitos, los demás 
actos del esclavo no pesan sino su propia conciencia. 
Hospitales magníficos, atendidos por médicos hábile; 
atestiguan la atención que se le presta a los enfermos. 
El trabajo distribuído proporcionalmente a las fuerzas 
de cada individuo; la costumbre de tener en la hacien- 
da un almacén de víveres, pronto a abrirse si el mal 
tiempo ha impedido que el esclavo cultive lo necesario 
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para su subsistencia; el suministro regular de vestidos 
todos los años; la opinión corriente de que mejor ad- 
ministrador es quien menos castigos inflija; la vigi- 
lancia de los tribunales a impedir abusos de los amos; 
todo ello muestra que en las Colonias francesas existen 
sentimientos de justicia y humanidad que aligeran mu- 
cho las cadenas de la esclavitud”. 


Luego de señalar, en la parte dedicada a relatar los 
esfuerzos de los españoles por hacer buenos cristianos 
de los negros, que aquéllos tratan a sus esclavos con 
mayor familiaridad y se empeñan en la repetición de 
oraciones y los privan de “toda ocasión de entregarse 
a la incontinencia” espiando y controlando todos sus 
pasos y acciones (encerrando, por ejemplo, de noche 
bajo llave a las esclaves jóvenes hasta que se casan), 
emite Depons sus tan traídas y llevadas observaciones 
de fondo acerca del régimen esclavista español: 


“Los esclavos españoles no le deben al amo sino 
una provisión de oraciones. El sustentarlos y vestirlos 
no forma parte de las obligaciones de este último y las 
disposiciones legales, que parecen todas favorables a 
su libertad, pasan por alto este importante artículo. 
De ello resulta que a excepción de un corto número de 
propietarios de corazón suficientemente sensible a los 
impulsos humanitarios, todos dejan a sus esclavos cu- 
biertos de harapos y no les dan más alimentos que los 
productos de una parcela de tierra que le entregan con 
este objeto. Al amo le es indiferente que el tiempo 
sea propicio o adverso, que la cosecha sea escasa O 
abundante, que al esclavo le sobren víveres o carezca 
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de ellos. Robos, agotamiento, mortalidad, fácil es com- 
prenderlo, han de ser las consecuencias necesarias de 
semejante régimen”. 


“La subsistencia de los dedicados al servicio domés- 
tico no está más asegurada que la de los agricultores; 
la ración que se les da para todo el día es suficiente 
para el almuerzo. La intriga, la rapiña, el libertinaje 
deben suplir el resto. Los únicos vestidos que reciben 
son llamados de librea, porque no los llevan sino cuan- 
do van acompañados de sus amos. Tan pronto como 
vuelven a la casa, quedan completamente desnudos o 
cubiertos de andrajos indignos de llamarse vestidos. 
Por el contrario, tanto los agricultores como los sir- 
vientes de las colonias francesas, se visten de nuevo 
por lo menos una vez al año”.% 


Ese es el régimen que, de acuerdo con el mismo 
Depons, estaba pidiendo “a gritos una reforma saluda- 
ble”, la cual, como vimos, trató en vano de realizar 
la Ordenanza de 1789. En cuanto a la comparación 
con lo que sucedía en las Antillas, imposible resulta 
de plano optar entre el punto de vista de Baralt y el 
de Depons, puesto que uno y otro se asientan en afir- 
maciones, relativas a cuestiones de hecho, perfecta- 
mente contradictorias: por ejemplo, Depons da a en- 
tender que los esclavos franceses estaban muy bien 
alimentados, en tanto que la cita de Raynal reprodu- 
cida por Baralt nos habla del “alimento escaso y mal- 
sano” que recibían. Lo más prudente a todas luces, es 


94. Depons. Op. cit., p. 92. 
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admitir que Depons trazó en líneas generales un cua- 
dro correcto del sistema esclavista español de un todo 
acorde con lo que es dable suponer en conocimiento de 
los principios, de las ideas, del criterio reinante en 
la sociedad española e hispanoamericana de la época 
y conforme también con las descripciones de Humboldt 
y de otros. Pero que deliberadamente o no, falseó los 
hechos al describir la situación, mucho peor que la de 
nuestros negros, a que estaban sometidos los esclavos 
de las colonias francesas. La insurrección de Toussaint- 
Louverture en 1796 demuestra claramente lo que pen. 
saban los negros de las colonias francesas de “los sen- 
timientos de justicia y humanidad” de sus amos a que, 
con tan deliciosa candidez, hace alusión Depons; y así 
mismo da muestras de una excesiva ingenuidad, o de 
confiar demasiado en la de los demás, el tantas veces 
citado autor francés cuando quiere adjudicar a ideas 
disolventes el citado levantamiento. Lleva, por últi- 
mo, Depons su ceguera sobre el particular hasta expre- 
sar la opinión de que sometiendo el régimen local de 
negros a “una policía severa y protectora” podría re- 
anudarse la trata para remediar, con el incremento de 
la mano de obra esclava, la decadencia económica de 
las colonias españolas”.* 


95. Depons. Op. cil., p. 284 etc. 
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PARTE II 


La Economía del Cacao 


CAPITULO VI 


GRADO DE DESARROLLO DE LA SOCIEDAD 
AGRO-ESCLAVISTA DE LA COLONIA PARA 
COMIENZOS DEL SIGLO XVIII 


La economía agro-esclavista que sustituyó a la pri- 
mitiva economía aborígen y que mantenía relaciones 
con el mercado mundial exclusivamente a través de la 
Metrópoli, se nos presenta para fines del Siglo xvI1 ya 
estructurada en lo interno, sobre el sistema de grandes 
propiedades explotadas por medio del trabajo esclavo 
y servil que atiende igualmente al laboreo de las mi- 
nas. Como lo destaca Briceño lIragorry, coexiste con 
la propiedad privada hasta fines del Siglo xvIH la pro- 
piedad comunal indígena. Encuéntrase ésta represen- 


96. Recuérdense la afirmación de Gil Fortoul tan cierta como 
terminante: “Durante los Siglos XVI y XVII, después de 
terminadas las guerras de conquista, los conquistadores 
y sus descendientes, puede decirse que no viven sino del 
trabajo de indios y negros esclavos en las minas, labranzas 
y pesquerías de perlas”. (Historia Constitucional, Edición 
Novedades. Tomo 1. p. 101. 
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tada en forma directa en los ejidos, las tierras comu- 
nales, los “propios para dehesas” de los “pueblos de 
doctrina” y, además, está involucrada en la encomien- 
da, institución destinada en principio a civilizar al indio 
y a conservarle la tierra, pero que, a la postre, produ- 
jo en la práctica resultados completamente distintos 
puesto que no fue óbice sino más bien pretexto a que 
el indio fuese desposeído de la tierra. 


La productividad de una economía sentada sobre ta- 
les bases había de ser forzosamente escasa. No es di- 
fícil establecer “a priori”? esa conclusión si se tiene en 
mente que idénticas causas condujeron a la decadencia 
a sociedades como la romana y si se recuerda la baja 
productividad del sistema de servidumbre feudal. Lo 
ocurrido en América viene simplemente a confirmar 
la impresión anotada acerca de la improductividad del 
trabajo esclavo y servil. Compárese así, la evolución 
histórico-económica, antes y después de la Independen- 
cia, de las comunidades de hombres libres de las co- 
lonias angloamericanas del norte en los futuros Estados 
Unidos, sea con la de la región esclavista del Sur de 
dicho país, sea con la de las colonias españolas y fu- 
turas repúblicas hispanoamericanas del continente.” 


97. Dice Sucre Reyes en su trabajo Condición Jurídica y 
económica de la agricultura en Tierra Firme del Mar 
Océano, publicado en el Boletín de la Cámara de Comer- 
cio de Caracas (Año XXXIII, N* 365 p. 9234): “El 
trabajador sometido a un régimen de irresponsabilidad 
y de servilismo, evitó los riesgos y se mantuvo en la 
indiferencia y la apatía ante los problemas”. 
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Algunos autores, sin embargo, no comparten ese 
punto de vista y sostienen que la sociedad agro-escla- 
vista establecida por los españoles en nuestro medio, 
había alcanzado una real prosperidad para los momen- 
tos de la llegada de la Guipuzcoana. 


Quienes han sustentado ese criterio, empero, válen- 
se de afirmaciones de carácter general antes que de da- 
tos-concretos y sus argumentos tienen un valor mera- 
mente literario que no puede obtener admisión en el 
campo de la economía. Porque no es posible, para 
quien estudie seriamente el desarrollo económico de 
un país o región, tomar por auge y por índice de pro- 
greso una mera variedad de raquíticas exportaciones 
de un nivel que, en su conjunto, demostraba más bien 
palmariamente lo retrasada que andaba la economía 
de las Provincias de Tierra Firme. Las cifras debida- 
mente discriminadas tienden más bien a dar razón a 
Depons, Haring, Gil Fortoul, Baralt y a cuantos auto- 
res pretenden que solamente después de la llegada de 
la Guipuzcoana llegó a tener relativa expansión la eco- 
nomía colonial. 


Es significativo al respecto el hecho de que el co- 
mercio de exportación, basado en las salidas de cacao, 
añil, algodón, café no llegó a alcanzar amplitud sino 
muy avanzado el Siglo xvIr1, como es así mismo inne- 
gable la significación de fechas como las siguientes: 
el contrato de la Guipuzcoana tuvo lugar en 1728; el 
añil que, según Oviedo y Baños existía silvestre en 
los primeros años de la conquista, no fue reintrodu- 
cido y desarrollado como cultivo de exportación sino 
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en 1774 cuando Don Pablo Arrendaín y Don Antonio 
Arvide, que tenían conexión con la Guipuzcoana, lo 
trajeron de Guatemala; el cultivo del algodón en gran 
escala no comenzó sino en 1782.% 


En cuanto al índice decisivo a que antes hicimos 
alusión, las exportaciones de la época que nos ocupa, 
hay que insistir en que no es a su composición sino a 
su monto a lo que fundamentalmente debemos dar im- 
portancia. El error de apreciación en que algunos han 
incurrido, consiste precisamente, como ya lo observa- 
mos, en dar por sentado que porque en ciertos años o 
en determinada época anterior a la Guipuzcoana, hubo 
una composición muy variada de la exportación se 
puede concluir que el desarrollo económico de la Vene- 
zuela de entonces era muy considerable. 

Comencemos por el comercio exterior de fines del 
Siglo xvi y comienzos del Siglo xvir. Las exportacio- 
nes de 1599 fueron de 608.024 maravedíes y las im- 
portaciones de 7.995.640 o lo que es lo mismo, hubo 
una exportación de unos $ 2.027 y una Importación 
de unos $ 26.652 al tipo de conversión de trescientos 
maravedíes por peso.% 

Á continuación va el detalle de la exportación de 
1599 y la 1609, tal como lo extrae Arcila Farías*% del 


98. Baralt. Op. cit., p. 365. Depons. Op. cit., p. 235 y 242. 


99. Moll. Revista de Fomento N* 50, p. 90. La conversión 
la hemos hecho al tipo de trescientos maravedíes por peso 
de oro común que indica el mismo autor en la página 
90 de la Revista de Fomento N? 49, 

100. Revista de Hacienda N* 16, p. 26 y 34. (“El Comercio 


Venezolano en los Siglos XV1 y XVII”). 
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Libro Común y General de la Tesorería. Habrá de no- 
tarse, como lo dejamos sentado, la exportación era tan 
variada en su composición como escuálida en cantidad. 


1599 1607 
Zarzaparrilla 45 q e + 
Guayacán 50 q 
Bizcocho 2 q 46 a 
Harina 3.200 a 7807 a 
Queso 12 a 25 a 
Cocuiza 4 a 
Sebo 5a 
Cueros 318 u 6531 y 
Lienzo 50 y 800 y 
Manteca 4 b 
Riendas de caballos 10 u 
Asientos de sillas 2 uu 
Tabaco 1.432 a 
Azúcar 139 a 
Cacao 4 f 


NOTA: Las abreviaturas corresponden a quintales, arrobas, uni- 
dades, varas, botijuelas y fanegas. 


De la misma fuente tenemos que el valor de la ex- 
portación de 1607 fue de 89.949 reales, o sea, unos 
$ 11.234 pesos y medio, lo que representa un aumen- 
to de más de cinco veces en las exportaciones en com- 
paración con las de diez años atrás pero sigue cons- 
tituyendo en sí, en realidad, un nivel de exportaciones 
sin importancia alguna aun para aquella época. 


Vale la pena agregar desde ahora mismo que del 
propio trabajo de Arcila cabe deducir que, pese al em- 
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peño de algunos autores en ostentar esas raquíticas ci- 
fras como prueba de la poderosa iniciación, en los co- 
mienzos del Siglo xvi, de un vasto dearrollo econó- 
mico colonial, el investigador serio de materia econó- 
mica tiene toda la impresión de que no existía todavía 
en realidad una corriente regular de exportaciones ni 
siquiera pequeña sino eventuales envíos a España y a 
las otras colonias americanas, de ínfimas cantidades de 
mercancía muy variada que en un momento dado po- 
dían servir allí a coadyuvar a la satisfacción de urgen- 
tes necesidades de consumo sin que ello indicara que 
las de acá hubiesen sido plenamente satisfechas y que 
la rudimentaria economía de la Venezuela colonial go- 
zara, por ende, de un real excedente de producción 
exportable. 


La trayectoria económica de la Colonia, revelada por 
las cifras de exportación del Siglo XvIH1, nos muestra 
que la situación antedicha siguió reinando para pro- 
ductos como la harina, respecto a cuya exportación se 
han publicado un cúmulo de divagaciones literarias y 
que solamente un escaso número de exportables, como 
el cacao y los cueros y por muy corto tiempo el tabaco, 
empezaron a aparecer en la lista de exportaciones como 
sustentáculos efectivos de la estructura de una “Facto- 
ría colonial” en desarrollo. 


Nuestro juicio acerca de las tan decantadas exporta- 
ciones de harina no parecerá exagerado si recordamos 
que la exportación mayor extraída por el propio Arcila 
del Libro Común y General de la Tesorería, la de 
1607 fue de 7.807 arrobas, o sea, según agrega, de 
89.780 kilogramos. La cifra es suficientemente baja en 
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sí para que no sea indispensable establecer compara- 
ciones que podrían parecer fuera de lugar, como la de 
que, según un dato de Codazzi —a todas luces exage- 
rado— los trigales de Occidente y los existentes en- 
tonces en los Valles de Aragua producían para media- 
dos del Siglo pasado 114.000 quintales de libras de tri- 
go! y la de que en la actualidad el consumo interno 
ha sido calculado en unos 44.500 quintales de kilos de 
harina, por la Comisión de Estudios de Legislación 
Fiscal (Memoria de Hacienda de 1944), a base de una 
producción de cuatro y medio millones de kilos de ha- 
rina y de una importación de cuarenta millones de 
kilos del mismo artículo. 


101. Esta cifra de Codazzi es de lo más insegura. El tomo 1 de 
su Geografía (Biblioteca Venezolana de Cultura) dice 
textualmente en su página 184: “Se puede calcular que el 
trigo que se recoge en las provincias de Mérida, Trujillo, 
y Barquisimeto y el poco de los Valles de Aragua, puede 
servir al consumo de 60.000 almas, lo que daría un pro- 
ducto de 144.000 sacos...” José M. Rojas en su folleto 
“La Cuestión de la Harina de Trigo...” (1869) dice, 
en cambio, que Codazzi estimó en 440.000 quintales la 
cosecha de 1839 y que quizá el cultivo de trigo nacional, 
“no existió nunca en las proporciones que le dio el ilustre 
geógrafo... o que ha ido desapareciendo por falta de 
estímulo”. Creemos más bien que es errónea, no digamos 
la cifra de 440.000 quintales, sino incluso la de 144.000 
sacos antedicha. Porque esa decadencia no ha podido ser 
tan rápida como para que en 1869, según lo informa el alu- 
dido folleto de Rojas, hubiera, por sobre la producción 
nacional, que importar 24.000 quintales de trigo que ela- 
boraba el molino de La Guaira y 44.737 barriles de harina 
de a quintal que se importaban anualmente. En tanto 
que la población actual, que es del doble de la de entonces, 
no consume ahora sino 45.000 quintales de kilos, o sea, 
la mitad, más o menos, de lo que resultaría para mediados 
de Siglo pasado según la cifra de Codazzi. 
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Por lo que el tabaco respecta, el trabajo en cuestión 
indica que la más grande exportación de la época, la 
de 1615, no montó sino a 91.000 lb. A lo cual hay 
que añadir, claro está, lo que salía del contrabando. 


El cultivo y las exportaciones decayeron, de todos 
modos, con posterioridad a la fecha expresada, debido, 
como lo señala el mismo autor y convienen todos, a 
que desde 1621 predominó en una forma u otra el sis- 
tema de monopolio que desalentaba las plantaciones y 
provocaba una infinidad de incidentes entre los cose- 
cheros y los oficiales reales encargados del estanco de 
la especie o del control de su cultivo y circulación. 


Hemos dejado expresamente para último el cacao, 
el producto de más considerable exportación, porque 
a su respecto, por excepción, debe admitirse la tesis 
de que los fundamentos del auge económico de que lle- 
gó a disfrutar en el Siglo xvii y hasta comienzos del 
xIx, estaban sentados desde el Siglo xvt1 y vale la pena 
medir en cifras, hasta donde lo permiten los datos dis- 
ponibles, la expansión que alcanzaron su cultivo y ex- 
portación en la época que nos ocupa, en comparación 
con las inmediatamente posteriores. 


Agrupando informaciones de las fuentes que hemos 
venido citando, es posible trazar el siguiente cuadro 
sobre el particular: 
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A. 


FANEGAS 


Exportación 
Cacao Producción legal Contrabando 
1683 102 23.470 


1720 103 67.125 
1700 a 1728 10% 59.100 (65.000 q) 19.090 (21.000 q) 
1730 a 1748 105 


(promedio anual) 47.700 
1735 106 59.160 (65.000 q) 
1763 106 110.599 (110.659 q) 


1797 105 135.000 87.000 15.000 


102. Arcila Farías. Revista de Hacienda N* 16. p. 45. 


103. Informe Olavarriaga citado por Moll. En este caso, como 
en los siguientes, el dato en quintales ha sido convertido 
a fanegas a razón de 110 £ la fanega. Los datos co- 
rresponden a un promedio anual de producción de la 
provincia de Caracas, llamada para. entonces de Venezuela. 
Así, incluyen la producción de Coro y la de Barquisimeto 
pero no la de las costas orientales. 


104. Depons. Op. cit., p. 296, El mismo autor insiste en que 
la mayor parte de la producción era sacada de contra- 


bando. 
105. Codazzi. Op. cit., Tomo 1, p. 157. 
106. Codazzi. Op. cit., Tomo II. p. 105. 


No es posible, sin embargo, dejar de advertir, que 
en cuanto se refiere a la época que particularmente 
estudiamos o sea, el Siglo xvII en que empezó a cobrar 
importancia el cultivo y la exportación del cacao, las 
cifras antes reproducidas correspondientes a 1683 dan 
una idea exagerada de la situación, pues como antes 
lo señalamos, corresponden al año de mejor exporta- 
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ción. De la misma fuente tenemos que en 1623 no se 
exportaron sino 25 fanegas; 1.224 únicamente en 
1664; tan sólo 792 en 1687 y el propio año 1700 la 
” exportación que hubo en realidad, muy diferente del 
dato meramente estimativo de Codazzi, fue de 3.782 
fanegas. Estas cifras son de una seriedad indudable 
puesto que provienen, según lo indica Arcila, de los 
Libros de Real Hacienda y es muy significativo obser- 
var que, cuando a base de ellas, se agrupa la exporta- 
ción legal de ochenta años, ésta viene a ser de cerca 
de 480.000 quintales; y el promedio anual de toda la 
época descendería a unos seis mil quintales. Si se toma 
en cuenta solamente el último decenio del Siglo, lo 
que permite apreciar el progreso alcanzado, las salidas 
habrían sido de un promedio doble del anterior, o 
sea, de unos doce mil quintales. 


Conclusión que sustenta más todavía la aseveración 
de que aun admitiendo que el cultivo del cacao, debido 
o no al incentivo del contrabando con los holandeses! 
tuvo cierta expansión en el Siglo xvI1 y sobre todo a 
comienzos del Siglo xvIII, es preciso convenir en que 


107. Arcila considera errónea la opinión de Depons, Baralt y 
Codazzi de que se debió al incentivo del contrabando 
con los holandeses el desarrollo del cultivo del cacao. 
Sin embargo, el hecho de haber “encontrado exportacio- 
nes en 1607, según consta de los Libros de Tesorería...” 
no prueba nada en contra de la tesis que incrimina Ár- 
cila. Porque esas exportaciones, como lo vimos fueron 
escuálidas y no crecieron algo sino luego de que los 
holandeses establecidos en Curazao “excitaron en 1634 
a los habitantes de Caracas a dedicarse a los trabajos de 
la agricultura”. (Codazzi. Tomo I. p. 102). 
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no legó a adquirir un volumen algo considerable de 
exportaciones sino a raíz del establecimiento de la 
Guipuzcoana y del desarrollo de sus operacior... 


Si de la consideración de los productos particulares, 
volvemos a la exportación de conjunto encontraremos 
que según cifras de Moll (quien también trae, según 
tenemos entendido sus datos de los libros de la Real 
Hacienda, bien directamente o a través de Bolet) de 
los 7.995, 460 maravedíes de importaciones y los 
608.024 maravedíes de exportaciones de 1599 que cal. 
culamos en $ 2.027 y $ 26.652 respectivamente, se 
ha pasado en 1699 a 34.012.128 maravedíes para la 
importación y a 66.919.320 para la exportación; y en 
1731 a 74.069.622 maravedíes de importación y 
157.206.640 de exportación. Cifras que, con todo el 
progreso que indican en relación con 15399, aparecen 
como veremos, mucho más modestas cuando se las 
reduce a pesos. 


Resulta difícil realizar comparaciones directas en 
nuestros días, porque la inestabilidad del valor de la 
moneda a través de la época colonial hace inseguros 
los resultados que se obtendrían de tal comparación. 
Como es fácil recordarlo, la moneda variaba continua- 
mente de valor en aquellos tiempos, generalmente en 
sentido de un descenso de su equivalencia oro; por 
una parte, envilecíanla los Monarcas, disminuyendo 
la cantidad de metal precioso en cada unidad moneta- 
ria; por otra, el descubrimiento de América y el con- 
siguiente aflujo de metales monetarios a Europa dio 
lugar a una formidable alza de precios demasiado co- 
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nocida y comentada casi sin excepción por los trata- 
distas.1% 


De todos modos, el siguiente cuadro del comercio 
exterior de la época estudiada, formulada sobre la base 
de las cifras enunciadas, nos dará una idea, si no abso- 
luta, por lo menos relativa del desarrollo y evolución 
de ese comercio: 


1599 Exportación, $ 2.027; importación, $ 26.652 
1699 Exportación, $ 223.064; importación, $ 113,373 
1731 Exportación, $ 524.022; importación, $ 246.898 


La primera consideración que merecen estas cifras 
es que, a pesar del evidente progreso alcanzado en 
comparación con un siglo atrás, no era muy considera- 
ble el comercio exterior de la región para la llegada de 
la Compañía Guipuzcoana. Verdad que no pierde su 
carácter de tal, por el hecho de que las estadísticas en 
referencia no cubran a toda Venezuela, sino a la parte 
de ella que entonces se conocía con tal nombre, o 


108. Una idea de la pérdida del valor de la moneda nos la 
suministra Sucre Reyes en su estudio citado cuando dice, 
que el castellano después de equivaler a unos 550 bolí- 
vares oro principios del Siglo XVI, llegó a valer apro- 
ximadamente el equivalente a 100 bolívares “a causa 
principalmente de la repentina invasión de la península 
por los metales preciosos de las Indias Occidentales”. 
Sobre el particular puede consultarse los trabajos de 
Earl J. Hamilton Monetary inflation in Castile 1598-1660 
(The Economic Journal-Edited by Keynes and Macgregor- 
January 1931) y La Monnaie en Castille (Annales d' His. 
toire Economique et Sociale N? 14, Mars 1932 et N* 15. 
Mai 1932). 
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sea, lo que fue la extensa provincia de Caracas dentro 
de la Capitanía General. Después de todo, el desarro- 
llo económico de Maracaibo, los Andes, Barinas, Cu- 
maná y todo el inmediato Oriente, Guayana, era ínfi- 
mo para los Siglos xWI y XVII y aun para comienzos 
del Siglo xvrrr. 


La modificación, en sentido favorable, de una ba- 
lanza de pagos deducida de tan reducidos niveles de 
exportación y de importación, tampoco es como para 
dar lugar a apreciaciones optimistas exageradas. En 
una sociedad, como aquella, compuesta de castas que 
poseían muy distintos medios de satisfacer aun las ne- 
cesidades más elementales, la balanza de pagos favora- 
ble era en realidad un reflejo del sub-consumo de la 
masa servil y esclava. Esta no consumía, o consumía 
apenas, artículos importados; y se veía privada de ar- 
tículos alimenticios de producción interna, como el 
pan de trigo, o el cacao, para que la oligarquía posee- 
dora del dominio económico pudiese crearse, mediante 
la exportación, disponibilidades para el pago de las 
importaciones.*% 


Debe anotarse, en fin, como conclusión sobre este 
apasionante tema, que el capítulo V del Primer Tomo 


109. El fenómeno no es como para causar maravilla. Lo he- 
mos visto desenvolverse en idénticos términos, bajo nues- 
tros ojos en un país adelantado y progresista como la Chile 
contemporánea. Nadie negará que las exportaciones de 
lentejas, avena y otros productos alimenticios que sirven 
para equilibrar la balanza de pagos chilena están haciendo 
en ese país notable falta para remediar la sub-alimenta- 
ción del “roto” de las ciudades y del “guaso” de los 
campos. 
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de la Historia Constitucional de Gil Fortoul (““Régi- 
men Económico”) confirma en todas sus partes nues- 
tras apreciaciones. La penosa situación económica de 
la Colonia y el escaso desarrollo que a este respecto 
había alcanzado, están allí particularmente reflejados 
en las famosas súplicas presentadas por el Procurador 
Simón de Bolívar en nombre de la provincia de Ve- 
nezuela, o sea, la de Caracas. 


En muy sólidos datos e informaciones asienta el his- 
toriador larense su concluyente afirmación de que “A 
pesar de los esfuerzos de hombres como Briceño, Pi- 
mentel, Osorio, Bolívar, el progreso material de la 
Gobernación de Caracas, o Venezuela, siguió siendo 
muy lento hasta ya entrado el Siglo xvi...” Res- 
palda enseguida su opinión con el recuerdo de las 
escasas llegadas de barcos, punto al cual tendremos 
ocasión de referirnos en detalle, al ocuparnos de la 
Política Mercantilista Española, y termina diciendo que, 
no obstante los esfuerzos de la Corona para poner re- 
medio al mal “ninguna de estas medidas tuvo eficacia 
alguna”. “Así iban las cosas cuando el 27 de septiem- 
bre de 1728 celebró la Corona un contrato con la Com- 
pañía Guipuzcoana...” nos dice el mismo autor al 
iniciar la descripción de la nueva etapa de vida econó- 
mica que surgía para Venezuela con el arribo de la 
empresa vasca. 
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CAPITULO VII 


LA POLITICA MERCANTILISTA ESPAÑOLA 


Se facilita la comprensión de la política mercantilista 
de la Corona y de las consiguientes trabas al comercio 
exterior de las colonias y a la creación de industrias en 
éstas, cuando se comienza por rememorar un pequeño 
número de ideas directrices de que se nutría la política 
económica de los Monarcas españoles y que servían para 
orientarla, 

Para el efecto es de conveniencia recordar previa- 
mente las diferencias entre los diversos tipos de mer- 
cantilismo profesado por las potencias dominantes de 
la época: Francia, Inglaterra y España. 


En la práctica se aplicaron tres tipos de concepción 


de mercantilismo:119 


110. Curso de Ciencias Sociales. Carlos A. D'Ascoli. Escuela 
Normal Superior. Bogotá. 1938. Repetitions ecrites de 
Economie Politique, Gaetan Pirou. Professeur a la Fa- 
culte de Droit de París. 1927-1928. Les Cours de Droit 
3 place de la Sobornne. París. 
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La española, que solicitaba directamente la conser- 
vación e incremento de la cantidad de metal precioso 
(oro en particular) dentro del país. Consistía tal polí. 
tica, en primer lugar, naturalmente, en prohibir la ex- 
portación de oro pero, además, se obligaba a los im- 
portadores extranjeros a pagar la mercancía que saca- 
sen de España en oro y, por otra parte, las exportacio- 
nes que se hacían de países extranjeros a España debían 
ser pagadas en mercancías españolas y no en metálico. 


La francesa que, particularmente, en las últimas eta- 
pas de su conformación, añadía otras medidas que sir- 
vieron a definirla como un mercantilismo industrialis- 
ta, por la protección que daban a la industria. Colbert, 
ministro de Luis XIV, que fue el padre de esa polí- 
tica, hizo disponer que los productos manufacturados 
extranjeros pagasen altas tarifas aduaneras para que se 
conservase el mercado interno a la industria nacional, 
y fortalecer así ésta para que pudiese luchar mejor por 
la conquista de mercados de exportación. Se trataba 
de que dicha exportación fuese de productos de poco 
peso y mucho valor para que ella se tradujera por ma- 
yores importaciones de oro en relación con el volumen 
de lo exportado. Se dejaban entrar libres los productos 
agrícolas de alimentación, así se perjudicase la agri- 
cultura francesa, porque se quería que el costo de la 
vida de los obreros fuese bajo y, de conformidad, la 
industria pudiese pagar salarios bajos. El Estado regla- 
mentaba en cuantas formas podía la actividad indus- 
trial para que los productos fuesen de los mejores y 
conquistasen así los mercados extranjeros a la industria 
rival. Llegóse inclusive a establecer industrias de es- 
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tado (tapicerías de gobelinos, porcelana de Sévres, 
etc.) con el mismo propósito siempre de aumentar la 
producción francesa y la exportación y por ese medio 
indirecto las entradas de oro. 


La inglesa, que también aplicaba algunas de las re- 
elas de las anteriores pero que poseía un carácter pre- 
dominantemente comercial. Solicitaba asegurar de ma- 
nera continua una balanza comercial favorable —esto 
es, que las exportaciones superasen a las importacio- 
nes— pero lo realizaba tratando de fortalecer y am- 
pliar el papel de intermediaria de Inglaterra en los in- 
tercambios. Para esta política era también de interés 
tomar medidas directas que sirvieran a impedir salidas 
de oro y a estimular su entrada, pero se fincaba par- 
ticularmente en proteger el desarrollo de la industria 
y las exportaciones del Reino y se contaba sobre todo 
con las ganancias obtenidas por Inglaterra como reven- 
dedora de los productos y artículos por otros fabrica- 
dos y, penetrando ya en el terreno de lo que hoy lla- 
mamos más correctamente balanza de comercio por 
diferencia con la de mercancías, se confiaba sobre to- 
do en lo que ese país podía devengar como transporta- 
dor en sus buques de la mayor parte del comercio in- 
ternacional. 


La enojosa regulación del comercio e industria era 
acompañada, como ya se anotó, por las prohibiciones 
y trabas que sufría el comercio colonial por medio de 
las propias Actas de Navegación dictadas con el fin de 
acaparar el comercio de las colonias para la Metrópoli. 
Es oportuno observar que tal política estuvo por mu- 
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cho en los orígenes de la Revolución Norteamericana 
de Independencia (Boston Tea Party) y también tuvo, 
como es sabido y habremos de analizarlo en detalle, 
considerable influencia sobre la decisión de los ““crio- 
llos” de la América Española de liberarse y establecer 
Repúblicas independientes que pudieran comercial li- 
bremente con el extranjero y en particular con Ingla- 
terra. 

Dado los caracteres antedichos del mercantilismo 
hispano, era lógico que, en aplicación de tales teorías, 
la Metrópoli tratase de extraer la mayor cantidad po- 
sible de metales preciosos en sus relaciones con las 
Colonias, no sólo directamente, sacándolo de las mi- 
nas, sino además monopolizando sus exportaciones de 
suerte que fuera ella quien las colocara en Europa a 
cambio de oro o, cuando menos, de las mercancías de 
indispensable exportación para España y para sus po- 
sesiones de ultramar. 


Se esclarecen los orígenes de la concepción exclusi- 
vista de la Corona Española cuando se recuerda que 
partió del interés en apoderarse de los productos exó- 
ticos! y de los metales preciosos; de allí, ante la riva- 


111. Es oportuno insistir en rememorar que el Descubrimiento 
de América mismo, como es demasiado sabido, sobrevino 
con ocasión de la búsqueda de una ruta más corta y más 
expedita hacia Oriente que la de Suez en manos de los 
turcos; pues era de los países orientales de donde venían 
las especias para la conservación de las carnes, los bro- 
cados y sobre todo las esencias que eran indispensables 
a los potentados medioevales y del Renacimiento en 
países en los cuales desde los primeros tiempos de la 
cristiandad, se habían perdido las buenas costumbres 
termales de los romanos. 
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lidad de los navegantes de otros países, sobre todo los 
portugueses, nació un intervencionismo práctico, en- 
derezado a la protección del propio comercio y de la 
propia navegación;2 y tal intervencionismo no llega 
a revestir un ropaje ideológico, filosófico, doctrinario, 
o como quiera llamársele, sino más luego, acaecido el 
Descubrimiento de América y producídase las famo- 
sas bulas de Alejandro VI de 3 y 4 de mayo de 1493 
en que, a raíz de la disputa con Portugal, el Papa, 
“Vicario de Dios sobre la Tierra”, tras de marcar una 
imaginaria línea divisoria entre los dominios de Espa- 
ña y los de Portugal, otorga a los Monarcas hispanos 
una especie de investidura que entraña el encargo divi- 
no de gobernar, cristianizar y civilizar a las tierras des- 
cubiertas. Es, según dicho razonamiento, en virtud de 
tal investidura o encargo que dichos Monarcas poseen 
no sólo el derecho sino la obligación de reglamentar 
las relaciones comerciales con esas tierras que son su- 
yas. Es significativa al respecto una disposición del 
Emperador-Rey de fecha 14 de septiembre de 1419 en 
que reitera tajantemente que “Por donación de la San. 
ta Sede Apostólica y otros justos y legítimos títulos 
somos Señores de las Indias Occidentales, Islas y Tie- 
rras Firmes del Mar Océano, descubiertas, por descu- 


brir y están incorporadas a nuestra Real Corona de 
Castilla” 243 


112. Moll. Revista de Fomento N?* 48, p. 94 y siguientes. 


113. Moll Ibid. Como igualmente lo destaca el mismo autor, 
por tal vía llega el Monarca al concepto del Monopolio 
del Comercio Exterior que debe sencillamente permitirle 
llenar las Arcas Reales. Monopolio que, como así mismo 
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Tal control del comercio ha menester, natural. 
mente, de instrumentos e instituciones para su eficaz 
aplicación. Haring, en su reputada obra El Comercio 
y la Navegación en las Indias en la época de los Haps- 
burgos, señala en los siguientes términos las razones de 
la creación de la Casa de Contratación de Sevilla, si 
bien no debe descuidarse que desde hacía siglos cir- 
cunstancias ntaurales y otras habían venido sentando 
las bases del ejercicio del monopolio por la ciudad 
andaluza: 


“Como las islas y la tierra firme halladas por los ex- 
ploradores iban en aumento, la Corona resolvió crear 
una “casa de contratación” para régimen y estímulo 
del comercio con aquellas comarcas, y Sevilla fue es- 
cogida como sede suya, no porque poseyese condicio- 
nes marítimas superiores, porque Cádiz contaba con 
mejor puerto, sino, a lo que es probable, porque aconte- 
cía que Sevilla era la más opulenta y populosa ciudad de 
Castilla, país considerado como dueño exclusivo de las 
Indias; además la urbe estaba muy bien erigida como 
puerto interior, el más cercano a las regiones centrales. 
Comerciantes extranjeros habían gozado allí de pri- 
vilegios desde tiempo de San Fernando y el tráfico y 
movimientos originados por la guerra de Granada au- 
mentaron su prosperidad e importancia. Como todo 
comercio con el Nuevo Mundo debía pasar por la 


señala, reivindicará la Corona en términos expresos y ca- 
tegóricos cuando, al crear, en 1493, el cargo de Contador 
de Indias, proclama “que nadie lleve mercancías para 
rescatar arbitrariamente porque todo el comercio es pre: 
rrogativa de los Reyes”. 
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Casa, la inspección de tal comercio fue restringida des- 
de el principio a un solo y único puerto para toda Es- 
paña y durante dos centurias conservó Sevilla tal distin- 
ción a pesar de los reclamos de otras ciudades, a pesar 
de protestas levantadas en las Colonias y de los bien 
intencionados esfuerzos del Emperador, nieto de Fer- 
nando, porque los intereses creados, puestos en juego 
por los negociantes, cuya prosperidad dependía de la 
preservación del monopolio, eran suficientes para con- 
trarrestar toda oposición; y cuanto a la Corona, para 
ella era más fácil mantener en un puerto único aquella 
rígida supervigilancia sobre cada pormenor del comer- 
cio y la navegación que constituía el ideal de los es- 
pañoles” 44 


Estableciéronse así, a más de la Casa de Contrata- 
ción, a cuyo caso hemos de volver para señalar some- 
ramente sus atribuciones, el Consejo de Indias y el 
Consulado. La última institución llegó a poseer más 
bien carácter semi-privado pues que era una reunión 
de mercaderes autorizados y apoyados por la Corona, 
encargada de ejercer un control sobre los agentes (fac- 
tores) de los comerciantes en el extranjero. El papel de 
estos agentes hace recordar en muchos respectos al 
“Factor”” de las “Cuentas de Participación”, institu" 
ción de Derecho Mercantil derivada de la “ventura” 
de tiempos medievales y renacentistas. El Consejo de 
Indias, por su parte, fue siempre un cuerpo burocrá- 


tico, una institución oficial superpuesta a la Casa de 


Contratación, Juez de apelación de las decisiones de 
114. Op. cit., p. 8. 
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la misma desde que ésta pasa a convertirse de orga- 
nismo semi-privado y semi-oficial en una especie de 
departamento ministerial. Servía el Consejo al Monar- 
ca de cuerpo consultivo para las gestiones de Indias 
y asumía el papel decisivo en la determinación de la 
política económica colonial y en el establecimiento de 
impuestos y otras normas de política financiera refe- 
rente a América. 


En cuanto a las funciones de la Casa de Contra- 
tación, éstas habrían variado rápidamente en la época 
inicial del Descubrimiento y la Conquista de atener- 
nos a cuanto expone el Profesor Moll, en su amplia y 
minuta, y no siempre muy clara, investigación sobre 
el particular.115 Sería más luego que habrían alcanzado 
a adquirir una configuración definitiva. Según ese cri- 
terio, en los primeros momentos los Reyes pensaron e 
intentaron acaparar para la corona, a través de un or- 
ganismo como la Casa de Indias de Portugal, los bene- 
ficios del tráfico con el Nuevo Continente y excluir 
las iniciativas privadas. Pronto se convencieron de que 
era imposible dicho propósito dada la vastedad de las 
tierras descubiertas. Tal intento no habría durado mu- 
cho y se habría pasado a otra fase en que, en lugar de 
excluir las iniciativas particulares, se trataba de entrar 
en contacto con ellas, para estimularlas a tomar parte 
en la obra de colonización. Implicaría este segundo 
período un esfuerzo de coordinar las actividades pri- 
vadas y oficiales a tal efecto. 


115. Moll. Op. cif., (Revista de Economía N* 48). p. 98. 
y 79. 
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Ya para los primeros años del Siglo xv1, por obra 
del Rey Fernando, comienza a adoptarse el método, 
que continuará hasta el fin, de hacer de la Casa un 
departamento oficial encargado de controlar (más o 
menos estrictamente, según la política del momento) 
el tráfico con las Colonias. Salvo la ocasional concesión 
de monopolios, como en el caso de Venezuela con los 
Welser y más luego el de la Guipuzcoana. Subsistió, 
pues, el procedimiento de no absorber el tráfico para 
la Corona sino dejarlo hacer por los particulares, pero, 
a través de la Casa y de infinidad de reglamentaciones, 
se le vigilaba y controlaba estrechamente y se le some- 
tía a una infinita cantidad de requisitos y de trabas 
y, sobre todo, de derechos. 

Las reglas a que por tanto tiempo estuvo sometido 
el comercio de las Colonias con el resto del mundo se 
contemplan ya casi completas en la reglamentación del 
comercio de Guinea y de toda la Costa africana, hecha 
pocos años antes del descubrimiento de América. Lo 
que prueba lo poco que era capaz de evolucionar la 
mentalidad de la Corona y de sus consejeros sobre tan 
interesante particular. 

Las sintentiza así Moll reproduciéndolas de un eru- 
dito español:116 

“12 Los españoles, solos o unidos a extranjeros, 
pueden ir a empresas mercantiles y de descubrimiento 
y colonización en la costa africana, atlántica, a Guinea 
y recorrer frecuentemente la marroquí. 


116. Eduardo Ibarra y Rodríguez en la Nueva Revísta de 
Indias, citado por Moll. (Op. cit., p. 85 y sig). 
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“22 Que los Reyes establecen receptores en Sevi- 
lla, funcionarios públicos para recaudar los derechos 
y tributos que deben pagar a la Corona quienes vayan 
a esas expediciones. 


“32 Que la Corona designa los escribanos y funcio- 
narios que van en esas armadas para tomar nota de 
lo que va y viene de lo que porta el tráfico. 


“42 Que nadie puede ir a hacer rescates (comer- 
ciar con los naturales de esos territorios) sin licencia 
de los Reyes, los cuales tienen en Sevilla funcionarios 
fijos encargados de ayudar y dirigir las expediciones 
que la iniciativa particular intenta. 


“5% Que la Corona facilita salvoconductos para es- 
te comercio a sus súbditos y a los comerciantes ex- 
tranjeros”. 


En estos preceptos se encuentra ya la base del sis- 
tema que apenas necesitará algunos aditamentos para 
complementarse. Más luego, oficiales similares y con 
idénticas atribuciones a los de Sevilla, se establecieron 
en América y particularmente en “la Casa correspon- 
diente establecida en la Isla Española”. 


Partiendo de las diversas fuentes a disposición pue- 
de resumirse de esa manera, particularmente en lo que 
corresponde a Venezuela, las limitaciones a la libertad 
de comercio y de navegación en que consistía el siste- 
ma: Á los españoles estaba reservada la explotación 
de las Colonias. Al principio sólo se permitía el acceso 
a ellas a los súbditos de la Corona de Castilla y León, 
partiendo de que el descubrimiento había sido un “ne- 
gocio particular” de la Reina Isabel. Como España no 
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podía satisfacer las necesidades de las colonias, se hi- 
cieron numerosas excepciones a la regla general, una 
de ellas el Asiento de Negros que llegó a constituir 
una fisura por donde se resquebrajaba un sistema in- 
sostenible por su propia naturaleza.” El Asiento era 
una especie de concesión para traer negros y al asen- 
tistá se permitía que el Navío de Registro que los 
traía, introdujera mercancías a las que hasta a ve- 
ces se otorgaba liberación de derechos al país al cual 
se concedía el Asiento — Inglaterra, por ejemplo— 
aprovechaba para sacar de contrabando, en conniven- 
cia a menudo con los oficiales reales, artículos de ex- 
portación de las Colonias. No podía traficarse sino a 
través de determinados puertos habilitados, Sevilla ge- 
neralmente, desde España, de donde debía partir o por 
donde debían pasar, remontando el Guadalviquir, los 
navíos destinados a América o de regreso a Europa. 
Los navíos que venían a América se agrupaban en 
convoyes destinados a defenderlos de la piratería y 
luego se destacaban en grupos, generalmente en la Es- 
pañola, para venir unos a Tierra Firme e ir otros a las 
demás Colonias. Los envíos de Venezuela tenían a me- 
nudo que enviarse primero a Cartagena de Indias o 
Portobelo, para ser luego reexpedidos a España con la 
debida protección.*$ El comercio se hacía en barcos 
de nacionalidad española y que debían recibir licencia 
de la Corona, para venir a América. Estos barcos te- 


117. Carlos Irazábal. “Hacia la democracia”. p. 51. México. 
D. F. 1939. Gil Fortuol. Op. cit., Tomo l. p. 87. Moll. 
Revista de Fomento N* 50. p. 82 y sig. 


118. Sucre Reyes. Op. cit., p. 8073. 
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nían, por último, que estar registrados en la Casa de 
Contratación. 


Una postrer limitación al comercio es el cuidadoso 
control que existe sobre las mercancías. Se permite 
cargar únicamente mercancías autorizadas y se prohibe 
la salida de esclavos, piedras preciosas, oro, plata, 
arenas (en las que podía haber oro). Haring trae abun- 
dantes particulares sobre la forma minuciosa conque 
eran revisadas las mercancías que venían a América. 
Se expresa así sobre el particular: 


4 


. .. a medida que la Casa se fue convirtiendo en 
una oficina de fiscalización para el comercio de los 
mercaderes particulares con el Nuevo Mundo, todos 
los artículos destinados a América tenían que ser de- 
clarados ante los funcionarios de aquélla e incluidos 
en un registro real del barco en que se le iba a em- 
barcar. Una vez cerrado el registro no se podían embar- 
car otros efectos sin un permiso especial. El Capitán o 
maestro debía dar fianza por 10.000 ducados para ga- 
rantizar que presentaría sin alteración el registro y el 
cargamento a los empleados de hacienda en el puerto 
de destino, y a la vuelta traería un recibo para la Casa 
India. Prohibíase estrictamente a cualquier otra auto- 
ridad, ya fuesen gobernantes o jueces de América, o 
almirantes u otros oficiales de las flotas, abrir los re- 
gistros o intervenir en ellos en modo alguno. Análogas 
providencias aplicábanse a los barcos que navegaban 
entre puertos coloniales”.119 


119. Haring. Op. cit., p. 67 y siguientes. 
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El sistema produjo las consecuencias lógicas de inse- 
guridad, deficiencia de los abastecimientos, alza de los 
precios y demás inconvenientes que eran de esperar y 
condujo, como la indican todos los autores, a un flo- 
recimiento del tráfico de “extranjería” o contrabando 
en que tomaron parte prominente los holandeses desde 
que se apoderaron en 1634 de Curazao. 


En relación con el último particular, recuerda Ha- 
ring que en 1607 se prohibieron los cultivos de tabaco 
en las costas de Venezuela, única y exclusivamente con 
el objeto de desalentar el contrabando que hacían los 
holandeses con Tierra Firme. Fueron inútiles las pro- 
posiciones que los gobernadores españoles de Flandes, 
archiduques Alberto e Isabel, hicieron para “enviar 
tres buques todos los años y sustituir a los extraños”. 

Sigue Haring: 

“*...La Corona de Castilla antes de permitir que se 
discutieran sus pretensiones exclusivistas, prefirió des- 
truir del todo una industria de la que dependía en 
mucho la prosperidad de la Colonia. Las consecuencias 
fueron desastrosas en este caso particular, porque el 
español se sacaba los ojos por ver a otro tuerto. Los 
agricultores blancos, desprovistas de todo otro medio 
de subsistencia abandonaron la comarca, mientras los 
indios que quedaron atrás, cultivaban siempre el taba- 
co para venderlo al ubicuo holandés. Parece que el de- 
creto fue abrogado en 1614”,1%0 


De las reglamentaciones que constituían un estorbo 
120. Haring. Op. cit., p. 148 y siguientes, 


163 


para el desarrollo de la economía de las Colonias, dice 
el mismo Haring que “...en la práctica eran mucho 
más estrictas, convirtiéndose el comercio con América, 
bajo todos respectos, en monopolio de unas cuantas 
casas mercantiles de Sevilla...” Y añade el autor 
norteamericano: “En la práctica si no en teoría, eran 
semejantes a las compañías monopolizadoras existentes 
por entonces en Inglaterra y Holanda, constituyendo 
una perpetua coalición para explotar al público y res- 
tringir el comercio, cuyo efecto consistió en mermar 
el abastecimiento de mercancías europeas en América 
y de productos americanos en Europa”. “Las colonias 
se perjudicaron muy especialmente porque no sólo 
acudían a Europa por géneros de consumo inmediato, 
sino también por medios de producción como hierro 
y acero. Se las mantuvo desprovistas de modo cons- 
tante y los precios desmedidos que tenían que pagar 
por toda clase de mercaderías extranjeras aun en el 
Siglo xvii y comienzos del xIx, fueron unos de los 
más graves obstáculos para el desarrollo de la manu- 
factura, de la población y de la pública prosperidad”.2 


Antes de conceder la destacada atención que me- 
rece a la Compañía Guipuzcoana, también conocida 
bajo el nombre de Compañía de Caracas, por el hecho 
de que su privilegio se refirió, a través de casi toda su 
extensión, a la provincia de esa denominación, es bue- 
no señalar que no deben establecerse confusiones acer- 


121. Ver, además, sobre el particular Carlos Pereira. La obra 
de España en América p.p. 260-261 Carlos Irazábal Op. 
cit., p. 48 y 49. 


122. Haring Op. cit., p. 156. 
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ca del significado de la expresión “monopolio” en re- 
lación a la época que estamos reseñando. El Monopolio 
Español del Comercio Exterior, en que se traducía la 
política mercantilista de la Corona y que acaba de te- 
ner consideración, implicaba, por medio de las regulacio- 
nes ya indicadas, el absoluto dominio de las relaciones 
comerciales por la misma y su ejercicio únicamente con 
España y a través de España. Pero tal ejercicio bien 
podía realizarse, y en el hecho en los Siglos XVI y XVII 
se réalizó, como bien lo señala Haring, a través de una 
especie de oligopolio: “tunas cuantas casas mercantiles 
de Sevilla” que debían ceñirse para sus operaciones a 
las reglas contenidas en las Cédulas Reales La Gui- 
puzcoana es otra cosa. Viene a sustituir a esas Casas y 
su privilegio va a actuar, además, con el mismo carác- 
ter de exclusividad, en el territorio nacional. En suma, 
y es esto lo que hay que ver claro antes de pasar a 
analizarla, vendrá a constituir uan especie de mono- 
polio dentro del monopolio pero con fronteras defini- 
das y diferente carácter del uno al otro. 
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CAPITULO VIII 


LA REAL COMPAÑIA GUIPUZCOANA 


La Real Compañía Guipuzcoana ocupa un puesto 
prominente en la Historia de nuestra economía, por- 
que constituyó un factor que impulsó el desarrollo 
económico de la Colonia y contribuyó así indirecta- 
mente a la transformación del medio social entrabado 
por los elementos feudales que persistían en la primi- 
tiva organización implantada por el colonizador. 


Del estudio que hemos verificado hasta ahora, se 
desprende que el régimen colonial español no había 
llegado a aprovechar sino muy mediocremente las po- 
sibilidades de Venezuela y que la infinidad de obstácu- 
los al comercio y así mismo la anti-económica forma 
de utilización de la tierra y de la mano de obra, había 
hecho que la Venezuela Colonial no llegase a cumplir 
satisfactoriamente siquiera el papel de “Factoría Colo- 
nial”, proveedora de materias primas y frutos tropica- 
les a la Metrópoli y consumidora de artículos manufac- 
turados de ésta. 
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Es hacia una satisfacción más cabal de esa función 
económica que va a empujar a la Venezuela Colonial 
la Compañía Guipuzcoana, si nos atenemos a lo que 
afirma a ese respecto la generalidad de los más repu- 
tados historiadores e investigadores de la época. 


Las causas que condujeron a la Corona a otorgar en 
1728 el privilegio o monopolio del comercio de Vene- 
zuela a la empresa constituída a tal efecto en Guipúz- 
coa y de que era socio principal el propio Rey Felipe V, 
pueden sintetizarse diciendo que la idea de constituir 
una empresa de la índole, bajo el patrón de las exis- 
tentes en Inglaterra y Holanda, encontró al principio 
viva resistencia en España, pero que varias razones 
inclinaron paulatinamente a esa solución. En primer 
lugar, las dificultades con que tropezaba el tráfico en- 
tre la Metrópoli y las colonias; diversas fuentes indican 
que entre 1700 y 1728 no habían salido más de cinco 
barcos de España a Venezuela y que entre 1700 y 1721 
ninguno hizo el recorrido. Intimamente conectado con 
la situación anterior, había, por supuesto, el hecho de 
la inseguridad de las comunicaciones motivada por los 
ataques de los piratas e intensificada desde que poten- 
cias adversas se habían establecido en algunas de las 
Antillas vecinas (Curazao, Jamaica) e islotes del Cari- 
be como Tortuga (al norte de Haití) estaban en poder 
de los propios bucaneros o de gobernadores que les 
eran adictos; por último, y sobre todo, preocupaba a 
la Corona el incremento del contrabando que zapaba 
las bases y destruía los objetivos del sistema de res- 
tricciones y disminuía además enormemente las entra- 
das de la Corona. 
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Codazzi bosqueja en esta forma la situación: 


“Los holandeses establecidos en Curazao excitaron 
en 1634 a los habitantes de Caracas a dedicarse a los 
trabajos de agricultura. Pronto comenzaron a exportar 
cacao y pieles en cantidades suficientes para hacer trá- 
fico con los holandeses, de quienes recibían géneros 
europeos que necesitaban los colonos. El tráfico au- 
mentó de tal modo, que la Metrópoli juzgó que era 
tiempo de intervenir: publicóse un decreto suprimién- 
dole y se fletaron dos navíos desde España cargados de 
géneros para la colonia, sobre los cuales se pusieron 
derechos enormes. Los holandeses a consecuencia de 
esto, comenzaron a hacer un comercio de contrabando, 
y vendían tan barato, que les era imposible a los co- 
merciantes españoles poder competir con ellos. No con- 
tentos los contrabandistas, quisieron tener en la costa 
un punto de operaciones, y a tal efecto eligieron el lu- 
gar que hoy ocupa Puerto Cabello. A las chozas de los 
pescadores que en aquel sitio había, añadieron los con- 
trabandistas holandeses otras habitaciones que hicieron 
construir y permanecieron allí por tanto tiempo, que 
más parecía aquel punto una dependencia de la colonia 
de Curazao que no un lugar sujeto al Gobierno de 
España. Como aquel punto iba tomando importancia, 
las autoridades españoles intentaron sujetarlo a la obe- 
diencia, valiéndose de la fuerza; pero hallaron tan de- 
cidida resistencia, que renunciaron a la empresa, y des- 
de entonces Puerto Cabello vino a ser el punto de 
reunión de un populacho licencioso y desmoralizado. 
Por último, a principios del siglo pasado sus habitan- 
tes fueron reducidos a la ley y el orden por las fuerzas 
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navales de la Compañía Guipuzcoana, que a la sazón 
empezaba a entrar en relaciones con las provincias de 
Venezuela”. 


“Habiendo tratado de reanudar sus especulaciones 
en 1700 los comerciantes españoles no hicieron más 
que incitar el espíritu de actividad de los holandeses, 
los cuales abarataron todo. Por este tiempo el produc- 
to anual de Caracas, solamente en cacao, era de 65.000 
quintales. La extracción por las aduanas reales subía a 
21.000, de suerte que los holandeses recibían los 
44.000 quintales restantes en los navíos que hacían el 
contrabando. La Corte de Madrid, notando esta dismi- 
nución en sus rentas, y resolviendo poner fin al trato 
con los extranjeros, recurrió a confiscación de propie- 
dad, a multas y castigos sobre las personas que fuesen 
descubiertas haciendo contrabando con los holandeses. 
A pesar de estas medidas el tráfico ilícito continuaba, 
y no siendo suficiente los medios adoptados para im- 
pedirlo, recurrióse al expediente de formar una com- 
pañía que monopolizase en la Capitanía General todo 


el comercio de ingreso y de exportación”.!2 bis 


Las propias condiciones del contrato de la Guipoz- 
coana revelan el carácter de las preocupaciones de la 
Corona y confirman lo dicho a este respecto por Gil 
Fortoul,% Baralt y otros autores: 

Expresa el historiador zuliano que . una compa- 
ñía de comerciantes Vizcainos hizo la propuesta de 
cortar el contrabando si se les permitía abastecer a 


€ 


122 bis. Op. cif., Tomo II p. 102, 
123. Gil Fortoul. Op. cit., p. 106. 
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Venezuela de frutos y mercaderías europeas, y el Go- 
bierno accedió a ella, dándose por muy bien servido 
de aumentar los derechos reales, y de ver establecido 
de un modo firme el comercio y reprimido el fraude, 
sin que el erario desembolsase un ochavo”. 


Conviene tener muy presente que en un principio, 
ésto es, en 1728 y hasta 1742, la Compañía no obtuvo 
el monopolio del comercio de la provincia como lo 
habían tenido los Welser a quienes les fue cedido inclu- 
sive su Gobierno. Aquí el caso es distinto. Al princi- 
pio, insistimos, no hay monopolio. Como lo observa 
Depons. “El Rey se reservaba la facultad de promoverle 
competidores, en caso de que no respondiese a lo que 
ella prometía; y ella, por su parte, contaba con la elec- 
ción de los artículos de su cargamento, con el precio a 
que, por una economía extrema, le sería dado venderlos 
y con el tino de su administración, para hacer inútil cual. 
quier intento de competencia”. Las estipulaciones de 
1728 incluían en realidad el permiso de traer anualmente 
mercancías desde San Sebastián (ésto es, fuera del con- 
trol de la Casa de Contratación efectuado entonces tam- 
bién en Cádiz) en dos barcos armados con cuarenta y cin- 
co cañones que harían el corso contra los contrabandistas 
desde Orinoco a Río Hacha después que hubiesen car- 
gado en La Guaira y Puerto Cabello. Se permitía a la 
Compañía vender en Cumaná, Trinidad y Margarita 
el sobrante de sus cargamentos que allí podían trasla- 
dar en embarcaciones menores. Al regreso debían pasar 


124. Op. cit., p. 297. 
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los navíos por Cádiz a efectos de visita y registro y 
seguían a los puertos de Vizcaya a descargar si así 
convenía a la empresa. 


La Compañía Guipuzcoana era una sociedad por ac- 
ciones. Por las fuentes indicadas se conoce que el Rey 
Felipe V, era el primer accionista con 200 acciones por 
valor de 100.000 pesos y que la provincia de Guipuzcoa 
recibió cien (100) acciones. De las mismas se colige 
que el valor nominal de las acciones era de 500 pesos 
cada una, y que para gozar del derecho de voto (a un 
voto?) se necesitaba ser poseedor de ocho acciones; y, 
en fin, que la empresa era dirigida por una Junta Ge- 
neral que sesionaba anualmente y tenía facultad para 
designar y remover los directivos y empleados. 


En 1734 reciben ampliación, a favor de la Compañía, 
los términos de la concesión, en cuanto a que le es 
dado permiso para enviar acá todos los barcos que quie- 
ra, pero sin que por eso haya obtenido todavía el mo- 
nopolio del comercio. Depons, Baralt y Codazzi con- 
cuerdan a este respecto; y la referencia de Gil Fortoul 
a que “el primer artículo del contrato asegura a la 
Compañía el monopolio del comercio con la provincia 
de Caracas”, o bien debe ser errónea, o el autor quiere 
hacer mención del contrato de 1742 y no del primi- 
tivo ni del 1734. 


Para esta época (1734) según se deduce de los dis- 
tintos autores, los términos del contrato incluían: a) 


125. Cf. Baralt. Op. cit., p. 413 Depons. Op. cit., p. 297. 
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en materia de requisitos de salida y regreso: se eximía, 
como quedó dicho, a los barcos de salir obligatoria- 
mente de Sevilla o Cádiz y podían hacerlo de los 
puertos de Guipúzcoa; al regreso, sin embargo, debían 
pasar por Cádiz a efectos de visita y registro, como ya 
lo indicamos. b) por lo que toca derechos, gozaba la 
Compañía de la exención de los de tonelaje a la salida 
de los barcos de Europa pero debía pagar antes de 
salir el barco de Guipúzcoa los de salida (59%) y los 
de entrada a América (2%); los correspondientes a 
los productos coloniales americanos que llevaba el bar- 
co de regreso eran satisfechos a su paso obligatorio 
por Cádiz. c) en cuanto a corso, contrabando y presas 
la Compañía estaba facultada para expedir a los Capita- 
nes de sus buques patentes de corso para perseguir el 
contrabando; el producto de las presas era distribuido 
entre la empresa y la tripulación aprehensora, reser- 
vándose dos tercios la primera y repartiendo un tercio 
entre la última; el oro, plata y mercancías apresados 
podía la empresa venderlos en España sin pagar dere- 
chos de alcabala. Agrega, en fin, por su parte, Depons 
que la Compañía estaba autorizada para remitir a Vera- 
cruz el cacao que no se exportara a España, que la 
empresa se obligaba en esta modificación del contrato 
ocurrido en 1734 a abastecer a Cumaná, Margarita 
y Trinidad y no únicamente, como antes a “la Provin- 
cia de Venezuela” (ésto es, a la provincia de Caracas, 
como se la llamó luego) y que “Finalmente el Rey pro- 
metió su protección a la Compañía, y declaró que se 
podía tomar parte en el comercio, directa o indirecta- 
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mente, sin disminuir en nobleza ni perder en honor, 
estado o reputación”. 12 


Tan pronto entró de lleno en actividades la Compa- 
ñía (1730) empezó a enviar navíos custodiados, a per- 
seguir el contrabando 1% a establecer factorías en Ca- 
racas, La Guaira, Puerto Cabello, Maracaibo, Barquisi- 
meto y Coro, que impulsaban la producción agrícola; 
a otorgar adelantos a los agricultores, (hasta por 640.000 
fuertes, según Depons); a promover el establecimien- 
to de pequeños propietarios libres; a hacer las calas 
de Guaira y Puerto Cabello; a originar, con sus acti- 
vidades, la fundación de nuevos pueblos o el progreso 
de los existentes, como Panaquire Guatire, Calabozo, 
El Pao, Montalbán, Ospino, Ocumare, “todos los es- 
tablecimientos que se hallan desde Macarao hasta las 
orillas del Tuy”; y otros. 


El monopolio, como quedó expresado, no fue otor- 
gado a la Compañía sino en 1742 y se limitaba para 
entonces a la provincia de Caracas. En 1752 le fue 
concedido para la provincia de Maracaibo, aún cuando 
ya habían tenido lugar los acontecimientos de 1749 
(sublevación de León). * 


126. Cf. Depons. Ibid. Baralt. Ibid. Gil Fortoul. Tomo l, p.p. 
107. Caracciolo Pérez. El régimen Español en Venezuela. 
Julio Humbert. Los Origenes Venezolanos. Citados los 
dos últimos por A. Márquez Canizales en la Revista Bolí- 
var N* 1. (Conferencia en la Universidad de Santiago de 
Chile sobre la Guipuzcoana). 


127. Depons y Codazzi están de acuerdo en que la Compañía 
llegó a emplear en la persecución del contrabando 10 
embarcaciones armadas con 68 cañones. 


128. Es de notar que a la Real Compañía de Barcelona, auto- 
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Parece indudable que fue durante el período ante- 
rior al otorgamiento del monopolio que la Compañía 
se comportó mejor y dio un auténtico mpulso a la 
economía de la Venezuela Colonial sin incurrir en abu- 
sos. Autor tan adverso a la empresa como Baralt admi- 
te que en esta primera época la Compañía vendía los 
artículos importados a precios más altos que los contra- 
bendeados por los holandeses “pero moderados”; que 
compraba los frutos del país sin enormes ventajas; 
que aumentó las rentas públicas con su comercio; que 
contribuyó grandemente al progreso y el saneamiento 
moral de Puerto Cabello que era un siniestro nido de 
maleantes antes de su llegada; que construyó allí alma- 
cenes y otros obras útiles, y en fin, erigió defensas cos- 
taneras contra las incursiones de los ingleses. 1% 


Depons, observa por su parte, que la ausencia del 
privilegio exclusivo de comercio “produjo dos efectos 
maravillosos; el primero, obligar a la compañía a so- 
meterse en sus operaciones a principios justos y mode- 
rados; y el segundo, que los habitantes de Tierra Firme 
la acogieran mejor”. 1% 


Explica muy bien el mismo autor la transición entre 
el período primitivo y el de monopolio cuando nos dice 


rizada desde 1756 y a la cual fue permitido para satis- 
facer los reclamos catalanes, comerciar con las islas del 
Caribe dependientes de la Corona Española, Margarita 
inclusive, le fue igualmente admitido por las autoridades 
reales traficar con puntos de la Costa Firme oriental y 
particularmente con Cumaná. 


129. Baralt, Op. cif., p. 415. 
130. Depons. Op cif., p. 298. 
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que al emitirse las Reales Cédulas se concedían a la 
Compañía el favor del comercio exclusivo la empresa 
“apareció, ante los intereses alarmados o la previsiva 
desconfianza de los criollos con el horrendo aspecto de 
un monopolio y no se le vió más intención sino la de 
hacer más pesado el yugo sobre las Provincias y sacri- 
ficarlas a su codicia”. Desconfianza muy lógica, porque 
“el sólo hecho de haber solicitado el privilegio” daba 
“pie para toda clase de temores, sospechas y calum- 


nias”, 131 


Es imposible seguir a Depons en su criterio de que 
el cambio de sistema de la Compañía y los abusos en 
la manipulación de los precios y a otros respectos que 
le crearon resistencia, Ocurrieran con posterioridad a 
1750 en que se estableció la Asamblea reguladora de 
que vamos a hablar. Cierto es y mucho más lógico el 
punto de vista de Baralt sobre este particular. La Com- 
pañía comenzó a abusar desde que vio en sus manos el 
monopolio; ésto es, del 42 en adelante; y si luego ob- 
tuvo en 1752 el monopolio de Maracaibo, a pesar de 
haber ocurrido la revuelta de León tres años antes, 
fue no sólo por sus influencias en la Corte sino porque 
se creyó que la Asamblea reguladora creada en 1750 
sería capaz de frenar las exageraciones del monopolio. 


Dedicóse así la Compañía, según lo informa Baralt, 
a envilecer los precios, llevando el del cacao que, antes 
de su establecimiento había sido de 22 pesos fanega, a 
8 pesos en Caracas y hasta “5, 4 y 3 en los pueblos del 


131. Depons Op. cif., p. 298, 
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interior”; vendiendo, por añadidura, por lo menos en 
ocasiones y con el mismo fin de envilecer los precios, 
más bajo que los mismos cultivadores a los “cargadores” 
que eventualmente se presentaran en busca de cacao 
para Canarias y Veracruz. 1% Obtuvo, por otra parte 
la Compañía que los Gobernadores prohibiesen la con- 
ducción de frutos a La Guaira por cuenta de particul2- 
res, y hacía echar parte del tabaco al agua en Puerto 
Cabello, después de escoger el que le interesaba. Aña- 
díase a todo la influencia de la Compañía con los ofi- 
ciales Reales, ganados muchas veces “con el oro de 
ésta”, preponderancia en el ánimo de los encargados 
de aplicar las leyes y de manejar la Administración que 
le valió nombrar a su guisa los tenientes justicias en 
los pueblos de más comercio, lo que le dió margen 
a infinidad de abusos por parte de dichos funcionarios 
que eran al mismo tiempo dependientes de la Compa- 
ñía, tales como el “obligar a los labriegos a venderles 
los frutos de primera necesidad, los cuales revendían 
ellos solos al pueblo junto con los géneros de la Com- 
pañía, poniéndole tasa a todo según su voluntad...” 


La sublevación de Juan Francisco de León, a raíz del 
nombramiento de Don Martín de Echeverría, depen- 
diente de la Compañía, para sustituirlo como teniente 


132. Depons. (Op. cit., p. 299) observa que “Méjico, Santa 
Fé, Santo Domingo, Puerto Rico, Cuba y las Islas Cana 
rias continuaron como antes, con facultad de tomar en 
Venezuela el cacao necesario a su consumo”. Lo cual 
indica que, por lo menos a este respecto, los embarques 
hacia allí estaban fuera del monopolio. 


133. Baralt. Op. cít., p. 415 y 416. 
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de justicia del pueblo de Panaquire, fue, como se sabe, 
instigada y respaldada por los terratenientes y no solo 
por los grandes entre éstos sino que también por los 
chicos. Tiene lugar este movimiento sobre el cual da 
abundantes detalles Gil Fortoul,3* en 1749; y en 1750 
se establece la Asamblea reguladora indicada que es- 
taba compuesta “por un igual número de miembros 
de la Compañía y de agricultores del país” y tenía por 
misión fijar los precios a que la Compañía debía com- 
prar el cacao “sin que los pudiera variar ni aún en 
tiempos de guerra sin una decisión formal de la Asam- 
blea”. 


Depons, de quien tomamos estos datos, agrega que 
se permitió así mismo, junto con la creacióón de la 
Asamblea, que los agricultores que no estuviesen de 
acuerdo con los precios fijados enviasen por su cuenta 
propia a España la sexta parte de su cacao en barcos de 
la Compañía. El mismo autor indica luego que estas 
providencias fueron vanas para frenar los abusos de 
la empresa monopolista porque ella “destinó una parte 
de sus ganancias a sobornar la Asamblea que servía de 
freno a su codicia, o por mejor decir, a paralizar su 


acción interesando a su jefe en sus operaciones”.1%5 


La mayor parte de los comentaristas han analizado 
con escasa objetividad las actuaciones de la Compañía 
y la influencia que llegó a ejercer en nuestro medio 
económico. Para unos supuso un incomprendido e in- 
justamente hostigado factor del progreso económico 


134. Gil Fortoul. Op. cit., p. 111. 
135. Depons. Op. cif., p. 301. 
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colonial, que no ejerció influencia todavía más deci- 
siva y benéfica sobre la economía del país porque 
la estulticia y saña de los feudales criollos le cerraron 
el paso. Otros, exagerando a su vez en el sentido opues- 
to, sostienen el criterio igualmente banal de que los 
vizcainos de la empresa fueron un grupo de vulgares 
y descarados monopolistas que cayeron como langostas 
sobre Venezuela y ningún beneficio trajeron con su 
establecimiento aquí; y añaden, por supuesto, que las 
fuerzas opositoras a la Compañía constituían una espe- 
cie de libertadores anticipados del país. 


La verdad no está, por supuesto, en ninguno de esos 
extremos. La hemos contemplado al rememorar el im- 
pulso considerable que la Compañía impartió a las 
actividades económicas del país en la primera etapa 
de sus actuaciones, ésto es, cuando no gozaba del mo- 
nopolio; y la hemos vuelto a encontrar, al recordar, 
también sobre la base de datos concretos, que, obtenido 
el monopolio, las exageraciones y abusos en que incurrió 
la convirtieron en freno y obstáculo para las mismas 
fuerzas económicas que había contribuído a crear e im- 
pulsar, lo cual le trajo la inquina y la oposición no 
sólo de los grandes latifundistas, como se ha afirmado 
por algunos, sino de todos los agricultores. Con conse- 
cuencias como la sublevación de Juan Francisco de 
León y otros disturbios. 


Quedaría por explicar por qué los emprendedores 
vizcainos que manejaban la Compañía, en vez de com- 
prender que, pese a las ventajas que podían derivar 
del monopolio, su mejor negocio consistía en seguir 
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procediendo con la amplitud de al principio, prefirieron 
una vía que había de acarrearles tantas resistencias y 
odios. Esto es, podrían haberse dado cuenta de que 
el progreso de Venezuela les traía mejor provecho; 
de que era de su mejor conveniencia seguir impulsando 
la marcha de la economía colonial venezolana hacia el 
tipo de “factoría colonial”, productora de frutos tropi- 
cales e interesante consumidora de artículos manufac- 
turados. 


La explicación nos la da Baralt. Carecían de suficiente 
capital con que llevar a cabo tan ambicioso programa 
y no pudieron resistir la tentación de tratar de sacarle 
lo más posible a los fondos invertidos en la empresa. 
Dícenos el citado historiador que ya para 1749 la Com- 
pañía no cumplía sino muy ineficazmente la tarea de 
abastecimiento de la Colonia que, por la concesión, le 
había sido adjudicada. No alcanzaron en ese año a 
$ 30.000 las importaciones para una ciudad como la 
de Caracas que contaba 20.000 almas y para una pro- 
vincia como ésta que, en conjunto, tenía unos 200.000 
habitantes. Por falta de recursos, y antes de dejar que 
se exportara libremente, hacía la Compañía echar al 
agua el tabaco que no podía comprar. En fin, toda la 
política regresiva seguida por la Compañía desde que 
tuvo el monopolio, se explica porque “para abarcar con 
tan escasos medios el comercio de la provincia era 
necesario subir el valor de las mercaderías europeas y 
abatir el de los frutos coloniales”.19% Hay que agregar, 
por último, que, según el propio Baralt, los administra- 


136. Baralt. Op. cit., p. 416.. 
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dores de la Compañía llegaron a desenvolver una acción 
contraria a los intereses de la misma y reveladora, como 
síntoma, del cambio y la desmoralización que se ense- 
ñoreó de la empresa. Nos dice el autor zuliano que 
los administradores estafaban a la Compañía cargán- 
dole precios más altos de los que pagaban por los fru- 
tos y que incluso hacían ellos mismos contrabando con 
los holandeses. 


Es lo cierto que en 1759, según lo señala Gil For- 
toul, fue preciso que el Gobierno volviera a fijar los 
precios y obligara a la empresa pagar el cacao a $ 16 
la fanega en las plantaciones en lugar de $ 10 como 
lo venía haciendo y el añil a trece reales la libra en 
vez de diez. La regulación de precios, de acuerdo con lo 
dicho por Baralt y por Depons, había tenido ya que 
ser aplicada tiempo atrás, y, como lo observa el último, 
cubría también los artículos importados. Pero lo signifi- 
_ cativo de la regulación señalada por Gil Fortoul como 
de 1759 es que es posterior a la Asamblea reguladora 
de 1750 y demuestra por lo tanto la ineficacia de ésta 
a pesar de la representación que en ella tuvieron los 
agricultores. 


La Compañía feneció de hecho a raíz del Reglamento 
de Comercio Libre de 12 de Octubre de 1778, puesto 
que esta medida de Carlos 111 incluyó a Venezuela 
entre los países por ella beneficiados. 1? 


Gil Fortoul observa por su parte que dos años antes, 
ésto es, desde 1776, la Cédula que autorizaba la crea- 


137. Depons. Op. cit., p. 301. 


ción de compañías de comercio particulares, españolas 
o extranjeras, sin más condición que presentar al Con- 
sulado de Cádiz copia certificada de su establecimiento, 
ponía cese al monopolio. En 1785, en fin, la Compañía 
Guipuzcoana quedó fundida con la de Filipinas, a la 
cual encontramos actuando todavía en Venezuela en 
1799 (Real Cédula sobre conflicto entre comerciantes y 
hacendados que estudiaremos más adelante). 1% 


Al referirnos al escaso desarrollo económico alcan- 
zado por la Colonia para fines del Siglo xvItI expusi- 
mos ya algunas cifras comparativas que dan muestra 
del impulso que nuestra economía debió a la Guipuz- 
coana. Datos más directos y concretos sobre tan inte- 
resante particular habremos de contemplarlos al consi- 
derar enseguida la situación económica en que se en- 
contraba la Colonia en el período inmediatamente 
anterior al movimiento de independencia. 


138. El criterio de Baralt al respecto, es un poco distinto, Pre- 
tende que el Reglamento de Comercio Libre no cubría a 
Venezuela que quedó sometida a la Compañía de Filipi- 
nas en vez de estarlo a la Guipuzcoana. Y agrega que 
“el nuevo monopolio fue destruído en 1780”. (C£, Óp. 
cit., p. 421). 
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PARTE III 


Del mercantilismo de la Corona 
a la economía liberal de la República 


CAPITULO IX 


CAUSAS ECONOMICO SOCIALES DEL 
MOVIMIENTO DE INDEPENDENCIA 


Cuestión de relevante interés al reseñar la historia de 
la economía nacional es pasar revista al estado eco- 
nómico y social de la Colonia en vísperas del movi- 
miento de Independencia para discernir las fuerzas de 
ese carácter que tan considerablemente contribuyeron 
a determinar el cambio político que tuvo lugar. 


En las páginas antecedentes hemos visto atravesar a 
la economía del país etapas que pueden sintetizarse de 
la manera siguiente: Encontraron los conquistadores 
una economía natural que en algunas regiones donde 
las condiciones naturales permitían la existencia de 
tribus más adelantadas. se había ya transformado en 
una economía de trueque y hasta hay quien piensa que 
existían lugares donde se usaba ya la mercancía-moneda 
e inclusive ciertas especies burdas de moneda metálica. 
El peninsular, defraudado en sus propósitos de explotar 
a Venezuela como fuente importante de metales precio- 
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sos, tendió luego a desarrollar la agricultura y la cría 
que en principio había iniciado meramente para el sus 
tento de la población colonial, a efectos de desarrollar 
una agricultura para la exportación. Pero el propósito 
de que el país pasara a ser una verdadera “factoría 
colonial”, proveedora de los productos propios del tró- 
pico, se vio contrarrestado por: 1) la estructura socio- 
económica interna del sistema colonial, asentado en dos 
bases anti económicas, la gran propiedad de la tierra y 
la explotación de ésta por mano de obra esclava y ser- 
vil; 2) la infinidad de trabas impuestas al comercio 
externo por el sistema mercantilista de la Metrópoli. 


Igualmente pudo contemplarse como la Guipuzcoana, 
animada por el afán de lucro y dirigida por gentes de 
espíritu ambicioso y emprendedor — vascos que no 
tenían el desprecio del castellano por el trabajo ni es- 
taban afectados por la indolencia del andaluz— hizo 
progresar decididamente la economía de la Colonia; 
pero por su propio carácter monopolista, y en razón de 
las fuerzas económicas en gestación que ella misma había 
contribuído a impulsar, se convirtió más tarde en freno 
al avance de la economía y se vió en conflicto lo mismo 
con la nobleza terrateniente que con los pequeños pro- 
pietarios, disgustados por los precios bajos que impo- 
nía a su producción. Siendo la compañía finalmente eli- 
minada, con lo que quedó el campo libre para que esas 
fuerzas económicas y sociales que se habían expandido, 
prepararan y efectuaran el movimiento independentista 
que en lo económico entrañó la integración de la “fac- 
toría colonial” dentro de la economía mundial regida 
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por los cánones del liberalismo económico que se ha 
bían ido imponiendo por doquier a raíz de la Revolu- 
ción Industrial. 


A. La cuestión social y la económica a fines 
del Siglo xv11H1 


El movimiento de Independencia no tuvo exclusi- 
vamente causas, aspectos y resultados económicos, sino 
que al lado de éstos, existieron otros diferentes de los 
de orden económico, reconocidos y expuestos por todos 
los autores. Pero, dado el tipo de nuestra investigación, 
de los orígenes de dicho movimiento hemos de concre- 
tarnos a las motivaciones meramente económicas de la 
Revolución Emancipadora y a algunas otras, como las 
de carácter social, que están mucho más íntimamente 
ligadas a las económicas que cualesquiera otras. 


En esa vía, nos referiremos primero al factor demo- 
gráfico, advirtiendo que, los datos disponibles corres- 
ponden casi todos al momento o a las cercanías del 
movimiento de Independencia pero no siempre a la 
etapa histórica antecedente. 


Según Depons, Venezuela tenía para el año de 1.800, 
728.000 habitantes, de los cuales 145.600 eran blancos, 
218.400 esclavos, 291,200 manumisos y 72.800 in- 
dios. 2 La cifra, o en todo caso su discriminación, pa- 


139. Las cifras parciales son calculadas sobre la base de las 
proporciones que trae Depors en la página 62 de su 
obra citada. 
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rece de confianza asaz deleznable; primero, porque 
no toma en cuenta la división en castas de entonces y 
no se sabe así a ciencia cierta si los mulatos, pardos, 
cuarterones, zambos libres y los mestizos fueron con- 
tados como blancos, cosa difícil de creer, o si más bien 
se les consideró, según el caso, negros manumisos o in- 
dios; segundo, porque según nos dice Gil Fortoul,% es 
errónea la cifra de 218.400 esclavos y éstos, según 
opiniones tan autorizadas como las de Bello y Luis 
López Méndez, eran unos 62.000 en todo el país, es- 
tando 40.000 de ellos en la sola provincia de Caracas. 
Gil Fortoul mismo calcula más luego la población para 
el momento de la Independencia en 12.000 peninsula- 
res, 200.000 criollos y 406.000 gentes de color, lo que 
da unos 618.000 habitantes para un territorio que, se- 
gún el mismo autor, era entonces de un millón y medio 
de kilómetros cuadrados, o sea, un tercio mayor del que 
disfrutamos después de los desfavorables arreglos fron- 
terizos en que tuvo parte tan destacada —o tan negli- 
gente, han dicho algunos— el propio historiador laren- 
se que estamos citando. 


Las cifras que ofrece para esa época el 111 Tomo del 
VI Censo de población (p.p. 6) son poco concordantes, 
pero de todos modos la verdad en cuanto a la cifra de 
conjunto de la población, parece estar más cerca de los 
728.000 de Depons que de los 618.000 de Gil Fortoul, 
puesto que Vandellós habla de censos provinciales que, 
en su conjunto, dieron 680.000 habitantes en 1787, 
Humboldt evaluó la población en 1800 en 780.000, 


140. Op. cit., p. 76 y 88. 
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Hall dio 825.000 para 1810 y Restrepo 800.000 tam- 
bién para 1810. 


Esa población, precisa recordarlo, estaba dividida, 
como dice Gil Fortoul, 1% en “castas que se odiaban, 
así por la diversidad de su orígen como por la desigual- 
dad de sus condiciones”. Según el mismo autor “los 
fundamentos positivos de la oligarquía de la Colonia 
fueron desde el principio la gloria militar de la con- 
quista y la riqueza adquirida en el repartimiento de 
tierras, encomiendas y en la explotación de fundos agrí- 
colas y pecuarios con indios y esclavos”. Y en fin, en 
el capítulo 111 de su Tomo lI, intitulado “Negros, Par- 
dos y Blancos”, al lado de tan interesantes pormenores 
acerca de la situación de los esclavos y, en general 
sobre la sociedad de la Colonia, nos recuerda que “los 
blancos, dueños de la tierra por los repartimientos, 
de los indios por las encomiendas y de los negros en 
las minas y labranzas, veían con mal disimulado temor 
la multiplicación de la clase mestiza y se opusieron 
siempre a sus pretensiones hasta la víspera de la Re- 
volución”. 


Ese estado de cosas queda demostrado por la famosa 
Acta del Ayuntamiento de Caracas de 14 de Abril de 
1796. En ella la nobleza criolla se queja ante el Rey de 
la Real Cédula (de 10 de Febrero de 1795) en que 
la Corona realizó una serie de concesiones a favor de 
pardos, mulatos y zambos, todas las cuales tienden a 
disminuir los privilegios de los blancos. 


141. Gil Fortoul. Op. cit., p. 88, 
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Es acreedora a suma consideración al respecto la si- 
guiente opinión de Blanco Fombona: *2 


“ .. Porque la cuestión era para ellos de mucha en- 
tidad. No es que el pardo, por un Decreto comprado, 
fuera igual étnicamente al blanco, sino que ascendía, 
en principio, al nivel social de éste y era apto desde 
ese punto para ejercer aquellas funciones, más aparato- 
sas que importantes, que el español concedía al colono 
blanco, pero que bastaban sin embargo, para conferir 
a éste el primer puesto en el país donde vivía. La gente 
de color, encontrando el obstáculo de los criollos, no 
pudo, a pesar de las cédulas reales, obtener preponde- 
rancia social ni política durante la Colonia”. 


Que no se trataba únicamente de preeminencias so- 
ciáles más o menos húeras, como daría a entenderlo una 
interpretación a la ligera de la cita anterior, queda de- 
mostrado por la preocupación que suscitaba en los blan- 
cos, y particularmente en los mantuanos, la posibilidad 
de que los hombres libres de color o de sangre mezcla- 
da, se dedicaran a actividades económicas libres, ésto 
es, no controladas por la oligarquía terrateniente. La 
representación aludida (Acta del Ayuntamiento de Ca- 
racas de 1796) es bastante elocuente al respecto y, por 
lo reveladora, vale la pena de reproducir algunos de 
sus párrafos. 18 


Luego de una serie de expresiones denigrantes sobre 
la gente de color y acerca de la desigualdad de razas, 


142. Rufino Blanco Fombona La Evolución Política y Social 
de Hispanoamérica. Madrid 1911 (citado por Irazábal). 


143. Gil Fortoul. Op. cit., p. 80 y siguientes. 
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observa la representación que los pardos, luego de fi- 
gurar en las milicias “ se desdeñan de cultivar los 
campos, abandonan la agricultura a solo el trabajo de 
los blancos y de los negros esclavos y confían su subsis- 
tencia a las artes mecánicas en que, al paso que son 
árbitros del precio de sus obras, nunca procuran afinarse, 
y en la vejez y en cualquier otro impedimento se entre- 
gen a la ociosidad, a la mendicidad y a la miseria. . .”; 
que no debe franquearse a los pardos “la instrucción de 
que hasta ahora han carecido y deben carecer en ade- 
lante” porque “hormiguearán las clases de estudiantes 
mulatos; pretenderán entrar en el Seminario; rematarán 
y poseerán los oficios concejiles; servirán en las oficinas 
públicas y de Real Hacienda... y vendrán los tristes 
días en que España, por medio de la fuerza, se vea 
servida de mulatos, zambos y negros, cuya sospechosa 
fidelidad causará conmociones violentas...” 


Se destacan netamente en las anteriores líneas las 
preocupaciones de orden material que estaban en el 
fondo de las quejas planteadas por una clase social que, 
en vísperas de reclamar, como era natural, el imperio 
de la “tiranía doméstica”, como certeramente lo señala- 
rá Bolívar, y de desconocer la autoridad real acusaban a 
los pardos de “sospecha fidelidad” al Monarca. La mis- 
ma inquietud se revela en las líneas siguientes de la 
representación también reproducidas y glosadas por 
Gil Fortoul. Continúa así el historiador nacional: “Dis- 
tingue el Ayuntamiento entre los pardos “que habitan 
las ciudades, villas y lugares que son los que por sus 
sugestiones o por propia malicia pretenden alterar su 
suerte en odio a los blancos... y los pocos que están 
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retirados en los campos y viven miserablemente conten- 
tos con su ociosidad o con el robo...” y añade que en 
las ciudades y villas se dedican a oficios de herrero, za- 
pateros, carpinteros, plateros, sastres, albañiles, carni- 
ceros, matarifes y otros mecánicos, “siendo árbitros de 
trabajar cuando quieren, de mezclar los metales a su 
antojo, de poner precios a sus obras y de engañar a to- 
dos... sin querer aplicarse a otros destinos, porque 
tienen a menos, especialmente los que son oficiales, 
cabos o sargentos de las milicias, cultivar el campo v 
servir a los que tienen tierras, y aún aquellos que no 
estando empleados se dedican a ganar jornal son tan 
falsos, tramposos y altaneros que se escapan con los 
préstamos que les hacen los hacendados y por cualquier 
represión abandonan el trabajo”. Y termina el historia- 
dor larenmse añadiendo “A todo lo cual propone el 
Ayuntamiento como remedios, que se obligue a los par- 
dos a trabajar en los campos; que se reglen sus oficios, 
poniendo tasa a sus obras; que se reduzcan las milicias 
de blancos y pardos a compañías sueltas, para servirse 
de ellas en las ocurrencias de turbaciones; y que se 
aparte a los pardos de toda ocasión que despierte sus 
pensamientos altivos. Con lo que la suerte de los mes- 
tizos apenas habría sido menos dura que la de los ne- 
gros”. 


B. Las reivindicaciones sociales y económicas en el 
frustrado movimiento de Gual y España. 


Tal situación de desigualdad social dio lugar natural- 
mente, como se sabe, a repetidos levantamientos, sedi- 
ciones y desórdenes incluso desde muy temprano en 
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la Colonia. Una importante sublevación, más conocida 
que las demás por su relieve, la encabezó a mediados 
del Siglo xvi en las minas de Buria el famoso Negro 
Miguel quien anticipó con su efímero reinado al Em- 
perador Jones de la también famosa obra teatral de 
Eugene O'Neill. Pereció, como se sabe, a manos de Die- 
go de Lozada al querer tomar a Barquisimeto. 


Ya en las postrimerías del orden colonial la propia 
sublevación de Gual y España, que fracasa por prema- 
tura (no la apoyan ni la nobleza criolla ni el gobierno 
inglés), tiene un marcado acento de rebelión económico- 
social y refleja por eso muy bien no solo las preocupa- 
ciones económicas de la época sino también las so- 
ciales. 


Revisemos desde este punto de vista la poco comen- 
tada y sin embargo interesantísima “Ordenanza” de 
los conspiradores. '* Notaremos enseguida que sus rei- 
vindicaciones son de dos órdenes, unas de carácter so- 
cial, que van contra el sistema de privilegios de esta 
índole que disfrutaba la oligarquía terrateniente y otras 
de orden económico en que, salvo el sector comercial 
que estaba compuesto de peninsulares, coincidían prác- 
ticamente todas las clases y sectores contra el dominio 
español, y que serán más tarde base esencial de la Revo- 
lución de Independencia encabezada por el patriciado. 


Las declaraciones que reflejan las aspiraciones de los 
conspiradores en cuanto a igualdad de los individuos 
de las diferentes clases y razas, son las siguientes: 


144. Gi Fortoul. Op. cit., p. 132. 
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a) la N* 32 que declara la “igualdad natural entre to- 
dos los habitantes...” y “encarga que entre Blan. 
cos y Morenos reine la mayor armonía, mirándose 
como hermanos en Jesucristo, iguales por Dios, 
procurando aventajarse unos a otros en méritos y 
virtud que son las dos únicas distinciones reales y 
verdaderas que hay de hombre a hombre y habrá 
en lo sucesivo entre todos los habitantes de nues- 
tra República”. 


b) La N? 33 que abole el tributo a los indios. 


c) la N? 34 que abole la esclavitud como “contraria 
a la humanidad” y que junto con las tres que si- 
guen (35, 36 y 37) prevee que los amos de escla- 
vos habrán de ser indemnizados; admite y manda 
que los esclavos sirvan en las milicias (procedi- 
miento para asegurar a la vez la igualdad y la de- 
fensa contra España), cambia implícitamente el sis- 
tema de esclavitud por el asalariado, al decir que 
mientras las circunstancias no exijan que vayan al 
servicio, y a fin de que la agricultura no sufra me- 
noscabo “permanecerán los agricultores Esclavos o 
Criadores en sus respectivas tierras, siempre que 
se les abonen sus justos jornales... ”. 


d) las diferentes disposiciones que, junto con la 38, 
extienden a todos los habitantes el servicio de las 
armas y lo organizan. Medida, lo reiteramos, no 
solo de defensa sino, además, que tenía directa- 
mente que ver con la cuestión de la igualdad, en 
primer lugar, porque se quiere que en adelante 
se efectúe, sin distinciones de rango y de clase, 
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por todos el servicio militar (recordemos que bajo 
la Colonia solo podían pertenecr a las Milicias los 
blancos y los pardos, los últimos en situación de 
inferioridad respecto a los primeros) y, en segundo 
lugar, porque al poner las armas en las manos de 
las razas de color se les ofrecía un medio de de- 
fender la igualdad adquirida, 


e) la disposición 44 que simboliza la igualdad estable- 
cida, en una escarapela de 4 colores por las cuatro 
razas reunidas: la escarapela será blanca, azul, ama- 
rilla y encarnada en señal de “la buena unión, con- 
cordia i igualdad” de Pardos, Negros, Blancos, 
indios”. 

Por lo que hace a las declaraciones que respondían 

a preocupaciones comunes a todas las clases sociales y 

que tienden a transformar una situación económica, fi- 

nanciera y social onerosa para todos, pueden citarse: 


1) las N? 9, 10, 14 y 15 que constituyen una reac- 
ción contra el pesado fardo de impuestos coloniales. Se 
persigue con ellas lograr el control sobre las rentas (9 
y 10) o se abolen tributos y restricciones que se habían 
tornado odiosos: monopolio del tabaco, derecho de sisa 
sobre comestibles, el impuesto de alcabala hacia el inte- 
rior, las composiciones, especie de patentes de indus- 
tria para bodegueros y pulperos. 1% 


145. Del sistema tributario colonial decíamos en un libro soli- 
citando la reforma tributaria que no llegamos a publicar 
por haberse reformado el sistema (1942) mediante el es- 
tablecimiento del impuesto sobre la renta: “los tributos 
que bajo el régimen colonial producen lo más claro de 
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2) la N* 16 que marca, por su parte, la aspiración 
hacia una política de desarrollo económico que evite 
las penurias que a menudo ocurrían. Se encarga así “a 
las Juntas Gubernativas” (cuerpos que pensaban los 
insurrectos organizar en cada provincia) “de establecer 
la mejor policía de sus respectivos pueblos, de fomen- 
tar por todos medios posibles la agricultura, la industria, 
arte y comercio y con más especialidad de las sementeras 
todas aquellas cosas de primera necesidad, a fin de que 
en ningún tiempo ni los pueblos ni los exércitos carez- 
can de lo necesario diariamente”. 
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los ingresos a la Real Hacienda, son todos impuestos 
indirectos: almojarifazgo, derecho que pagaban la impor- 
tación y la exportación de mercaderías a la Madre Patria; 
alcabala, impuesto sobre las transacciones comerciales que 
se estimaba tomando en cuenta las existencias de los co- 
merciantes y que alcanzaba al 5% de las ventas; Armada 
y Armadilla que eran tributos destinados a proveer re- 
cursos para armar barcos contra la la piratería y los 
cuales, particularmente el último, incidían sobre las mer- 
cancías importadas o exportadas porque consistía la Ar- 
madilla en el pago de un 25% adicional sobre los dere- 
chos de almojarifazgo; novenas reales, o sea, la parte 
reservada al Rey en los diezmos eclesíasticos y los cuales 
tenían también carácter de impuestos indirectos, pues que 
el diezmo era en realidad un gravamen a la producción; 
medias anatas de oficio, especie de impuesto sobre la trans- 
misión de los cargos públicos que, como ha sucedido 
siempre doquier ha existido la venalidad de tales cargos, 
concluía por repercutir sobre los que necesitaban los ser- 
vicios del agente de la autoridad real; papel sellado y 
patente de industria a las pulperías, en fin, sobre cuyo 
carácter de impuesto indirecto es inútil indistir”. 

La expresión “derecho de sisa”, arriba, se refiere en 
sentido general, a los impuestos sobre comestibles. La 
declaración 14 dice realmente “serán igualmente libres de 
todo derecho los comestibles de Pan, Arroz, Miniestras, 
rahices verduras, frutas” etc. Cf. Gil Fortoul, Edic. Las No- 
vedades. Tomo 1. p. 134), así como “Las Finanzas en 


Respecto a esta aspiración nos parece indispensable 
un comentario. El desarrollo económico originado en 
las actividades de la Guipuzcoana concernía principal. 
mente la intensificación de la agricultura para la expor- 
tación (cacao, añil, café, algodón) y no llegó a impedir 
períodos de escasez y carestía. En 1779 hubo una de 
esas crisis de abastecimiento en que no bastaban los 
productos del país a las más elementales necesidades, 
difícilmente podía importarse por la guerra con Ingla- 
terra y se aprovechó de la situación la Guipuzcoana pa- 
ra imponer precios altos a los productos importados 
(en tanto que envilecía el precio de los artículos de ex- 
portación) hasta que el intendente Abalos llevó a cabo 
su famosa regulación de precios. 1% 

Tornando a la declaración N? 16, que, como vemos, 
se explica perfectamente porque encaja muy bien den- 
tro de la situación económica colonial que hemos venido 
reseñando, es interesante notar que ya en ella aparece 
la aspiración, tantas veces manifestada y todavía no 
realizada, de que se desarrolle nuestra economía a fin 
de que el país se abastezca de lo más esencial. 

3) la fundamental disposición que abole las trabas 
del sistema mercantilista español al declarar todos los 
““puertos y radas” libres para todas las naciones del 
mundo. Es curioso notar la fuerza que ejercía todavía 


Venezuela bajo el Régimen Español”, Revista de Ha- 
cienda. Año 11. N?* 7; Laureano Vallenilla Lanz; y tam- 
bién Salazar Maza, trabajo en la Revista de Hacienda 
citado. 

146. Cf. Boletin del Archivo Nacional. N? 106. Set-Oct. de 
1941. “Regulación de precios durante la guerra de 1779” 
Edición Separata. Tip. Garrido. Caracas. 1941. 
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en las mentes la idea mercantilista a pesar de la conce- 
sión de la antedicha libertad; la decisión 21 trata de 
establecer, en vez del sistema mercantilista español, 
una especie de mercantilismo criollo: se prohibe así la 
salida de oro y plata; se quiere pagar por las mercancías 
extranjeras solo con mercancías criollas y se limita el 
pago en dinero al extranjero a los elementos de guerra 
que nos fueren suministrados, pero agregando que si 
el pago se hace en géneros del país, éstos no satisfarán 
derechos de aduana. 

Tales son las cláusulas sugestivas del famoso docu- 
mento. Como se dijo, trátase de unas llamadas “Orde- 
nanzas”” halladas entre los papeles de los conjurados 
de 1797. 1% En todo caso las disposiciones que analiza- 
mos y que, por supuesto, debido al fracaso de la cons- 
piración, nunca llegaron a aplicarse, representan muy 
vivamente las aspiraciones de los diferentes grupos so- 
ciales a fines del Siglo xvi y son un buen reflejo de 
la situación social y económica de la época. 


C. Situación del “monopolio español del comercio” 
en las postrimerías de la Colonia 


Hay que observar, por lo demás, que tales aspira- 
ciones ,y particularmente la última de las “disposicio- 
nes” que anhelaban aplicar los conjurados, nos demues- 
tran que no habían desaparecido las trabas que el siste- 
ma mercantilista imponía al comercio con el extranjero. 

En realidad la famosa amplitud otorgada desde el 
reinado de Carlos 111 fue siempre mediocre. El Regla- 


147. Gil Fortoul. Op cit., p. 132. 
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mento de Comercio Libre, de 1778 presentado por 
muchos como la carta de emancipación comercial que 
deshacía el mercantilismo y arrebataba ese motivo a la 
emancipación, mantuvo numerosas restricciones y, sobre 
todo, jamás llegó a permitir, ni entonces ni después, que 
la Colonia se comunicase ni comerciase directamente 
con el extranjero salvo en períodos muy cortos, me- 
diante permisos especiales y generalmente con puertos 
cercanos. Sin contar con que, aun en las breves épocas 
de apertura de los puertos a los barcos “neutrales” (los 
que no eran ingleses o de aliados de Inglaterra), buen 
número de mercancías continuaron entre las de prohi- 
bido comercio directo. 


Los datos provistos sobre el Reglamento de Comer- 
cio Libre y sobre la situación de los años subsiguientes 
por autores muy benévolos con las medidas de Carlos 
III no hacen sino confirmar la antedicha opinión. 


Dice Vandellós en su curso que el citado Reglamen- 
to “impuso como única condición a los barcos que 
hacían el comercio con España y América que pertene- 
cieren a súbditos españoles y fueran de construcción 
nacional y cuando sobrepasaban las trescientas tonela- 
das tenían como prima 1/3 de los derechos sobre los 
efectos españoles que embarcaban. Los oficiales y los 
dos tercios de la tripulación debían ser españoles. Tam- 
bién se fueron habilitando la mayoría de los puertos 
españoles para poder comerciar con América”. 


De donde se desprende que continuaron subsistiendo 
la prohibición de comunicación directa con el extranje- 
ro, el control estricto sobre el tráfico de mercancías y 
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algunos otros elementos esenciales del sistema mercan- 
tilista que no se veía atacado a fondo sino en lo de la 
desaparición del monopolio sevillano y meridional. 


No alcanza a modificar este criterio la opinión de 
Baralt francamente favorable al Reglamento y de exa- 
gerado optimismo en cuanto a sus resultados en algunas 
citas que de su obra pueden verificarse pero quien en 
renglones cercanos emite expresiones contradictorias 
con ese punto de vista o qué, por lo menos lo debilitan. 
Indica, en primer término, que el Reglamento de Co- 
mercio Libre significó “la aurora de mejores días” para 
América Española pero ya da a entender que esa auro- 
ra no lució sino mezquinamente para Venezuela desde 
luego que, según él mismo, aquí habría sustituido el mis- 
mo año a la Compañía Guipuzcoana la de las Filipinas 
““aunque con diversas y menos opresivas reglas”. Destaca 
luego que la reforma en cuestión del sistema mercanti- 
lista “abrió el (tráfico) de América a los principales 
puertos de la península” y qué, con la desaparición de 
la Compañía de Filipinas en 1780 (?), la provincia se 
vio libre para siempre de las trabas que hasta entonces 


habían embarazado a su comercio y a su agricultura”. 1% 


En fin, en relación al contenido del Reglamento dice 
concretamente: “Por él se permitía a todos los vasallos 
de España que pudiesen comerciar libremente con toda 


148. Nótese que para el autor zuliano la Compañía de Filipinas 
habría sido autorizada a actuar en Venezuela en 1778 y 
habría dado fin a esa actuación en 1780. La Real Cédula 
de 1799 (ver p. 227 siguiente) relativa al conflicto en- 
tre “cosecheros” criollos y comerciantes peninsulares re- 
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especie de frutos y mercaderías nacionales, exceptuando 
solo entre las últimas los vinos y licores. Todas las 
trabas anteriores como visitas, carenas habilitaciones, 
licencias para navegar y los derechos que por ésta y 
muchas otras incomodidades se pagaban, quedaron li- 
mitados al tres por ciento de los frutos y géneros es- 
pañoles y al siete los extranjeros en el acto de su em- 
barque en las respectivas aduanas de la península, e igua- 
les cantidades al tiempo de su desembarque en América. 
Solamente subsistía la necesaria y justa práctica de re- 
gistrar los cargamentos, como se estila en todas las na- 
ciones, la prohibición de comerciar con extranjeros en 
las Indias y la obligación de habilitarse y salir preci- 
samente de un número de puertos que en la Península, 
en Mallorca y en Canarias tenían el privilegio de que 
gozaran por tanto tiempo solo Cádiz y Sevilla. Por lo 
que toca a los bajeles, debían pertenecer a españoles 
y ser de construcción nacional; y nacionales también o 
naturalizados los capitanes, patronos, maestros, oficiales 
de mar y los dos tercios del equipaje” 


Lo que viene a confirmar nuestro punto de vista 
acerca de la subsistencia de muchas de las trabas ante- 
riores. Criterio que, pese a su favor por el Reglamento, 
admite el propio Baralt al agregar: “Estas eran las dis- 


sidentes en la Colonia, no solo suscita a quien la consulte 
dudas sobre el punto de que la Compañía de Filipinas 
hubiera terminado en sus funciones cuando dice Baralt y 
no estuviera todavía actuando para fines de siglo o hasta 
poco antes, sino que además cita expresiones muy signifi- 
cativas acerca del criterio de los dueños de fundos sobre 
“las menos opresivas reglas” de la Compañía de Filipinas 
y de sus factores”. 


201 


posiciones fundamentales del famoso y justamente cele- 
brado Reglamento de Comercio Libre; nombre impro- 
pio si se quiere, atento a las restricciones que conserva- 
ba inútilmente, como para recordar los antiguos erro- 
res; pero que, comparado con éstos y aun mirado aisla- 
damente, es digno de alabanza, por el espíritu benéfico, 
liberal y verdaderamente ilustrado con que fue con- 
cebido”. 1 


¿Qué evolución tuvo el sistema mercantilista español 
después de ese parcial desmantelamiento que, según lo 
admite el propio Baralt, era imperfecto porque “para la 
perfección de aquel plan y el bien de América faltaba 
sin embargo una providencia......... la libre contra- 
tación con los extranjeros”? 1% 


Baralt mismo nos lo dice al informar que la libre con- 
tratación fue permitida “con las naciones neutrales” en 
1797, época en que España se encontraba en guerra 
con Inglaterra y aliada a la República Francesa, hecho 
que estorbaba grandemente la comunicación con la Ma- 
dre Patria. Prosigue: ““revocóse la licencia en 1800 por 
el clamor indiscreto y constante de los comerciantes 
españoles a quienes la competencia arruinaba...” In- 
fórmanos luego, y así otros autores, Codazzi, por ejem- 
plo, que hubo otro breve período de libertad en 1801 
y a raíz de la paz de Amiens. 


Hay contradicción entre los autores a este respecto, 
pues esta breve suspensión de las trabas subsistentes 


149. Op citl., p. 422. 
150. Ibid. 
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que, para Codazzi, fue de seis meses, la atribuye éste a 
la paz misma, mientras que Baralt, quien antes ha de- 
jado entendido que la liberación concordaba o era de- 
terminada por épocas de guerra con Inglaterra (solicitá- 
base con ella que los barcos neutrales sustituyeran en el 
tráfico a los españoles, impedidos por la flota inglesa de 
hacer la travesía), dice lo contrario de Codazzi, o es, 
por lo menos, impreciso y hasta confuso sobre este 
punto, desde que afirma que “la franqueza mercantil, 
limitada a la época de la paz, cesó cuando se tuvo noti- 
cia de la de Amiens”. Añade de seguidas que dicha 
“franqueza” renovada con motivo de la segunda guerra 
inglesa, duró lo que ésta, o poco menos, siendo luego 
suspendida”. 151 

En fin, las numerosas alusiones de Codazzi y del mis- 
mo Baralt, así como de otros autores, a la carestía de los 
géneros, ocasionada, según ellos, por las trabas subsisten- 
tes; el apresuramiento de la Junta Suprema de Gobier- 
no formada a raíz de los sucesos de 1810, en declarar 
extinguido el impuesto de exportación y dar libre entra- 
da a una serie de productos de manufactura extran- 
jera;% declaraciones concretas y diversas de los promo- 
tores de la Independencia en la Sociedad Patriótica y 
otros lugares (su propia correspondencia p/e), todo 
confirma que no es cierto que con el “Reglamento de 


151. Ibid., p. 423. De toda evidencia existe confusión en este 
párrafo de Baralt. Posiblemente quiso decir “la framque- 
za mercantil, limitada a la época de la guerra, cesó cuan- 
do se tuvo noticia de la paz de Amiens”. 


152. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo 1. p. 183. 
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Comercio Libre” desapareciesen las restricciones o se las 
eliminase por tiempo considerable. 


Las trabas al comercio no sólo constituyeron uno de 
los motivos fundamentales del descontento que creó am- 
biente para el movimiento de independencia. Así mismo 
fueron la causa fundamental que empujó a Inglaterra a 
ayudarlo, primero taimadamente mientras fue aliada de 
España en la guerra contra Napoleón, luego más abier- 
tamente cuando, caído el Corso, ya no tenía tanto mo- 
tivo para disimular su propósito de asegurarse, con la 
Independencia de Latinoamérica, mercados libres para 
su producción manufacturera y, más luego, para la in- 
versión de sus capitalistas. Aparte de la ocasión de re- 
matar la liquidación del poderío trasatlántico de su vieja 
y detestada rival España y del objetivo, secundario pero 
natural, de vengarse por la actitud del Gobierno de 
Madrid en la guerra de Independencia norteamericana. 


Desde un principio los independientes, muy lógica- 
mente, no despreciaron la mano, que fuera por las ra- 
zones que fuera, se les tendía desde Londres. Más bien 
la usaron como indispensable ayuda para su titánico es- 
fuerzo e insistieron en obtenerla en aquellas épocas en 
que, por razón ya dicha, Inglaterra se mostraba esquiva. 
Así Miranda en muchas ocasiones. Bolívar y López Mén- 
dez, por su parte, enviados a Londres por la Junta Su- 
prema en 1810, prometen, sin ser apremiados, el des- 
arrollo de relaciones comerciales con los súbditos de 
Su Majestad Británica “que gozarán de nuestro comer- 
cio como una de las naciones más favorecidas”.153 


153. Gil Fortoul. Op. cit., p. 191. 
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Y es de destacar que poco después (9 de febrero de 
1811), cuando las Cortes de Cádiz quieren echar aceite 
sobre las encrespadas olas americanas, otorgan toda cla- 
se de concesiones a los colonos, menos la libertad de 
comercio. Igualdad de representación de acuerdo con el 
Decreto anterior de 15 de octubre de 1810, esto es, re- 
presentantes americanos en las Cortes, concesión ya 
realizada por la Constitución Bonapartista de Bayona 
de 1808; igual opción entre peninsulares y americanos 
para los cargos públicos; en materia económica, prome- 
sas de libertad de industria y de cultivo dentro de las 
Colonias, pero nada de comercio libre con el extran- 
jero.54 


154. Irazábal. Op cit., p. 57, trae una interesante cita de 
la Autobiografía del General Páez, muy elocuente al res- 
pecto. Según ella, las Cortes en 24 de Junio, al rechazar 
las peticiones de los criollos —muchas de las cuales otor- 
garon al año siguiente, como acabamos de ver— declara- 
ron enfáticamente que “la libertad de comercio con las 
provincias americanas sería la mayor calamidad que pu- 
diera caber a España, que los que deseaban establecerla 
eran impostores acreedores a un castigo ejemplar y destie- 
rro por toda la vida”; a lo cual añadieron otras expresio- 
nes igualmente enérgicas sobre el particular, con la afir- 
mación reiterada de que el comercio libre arruinaría a la 
Madre Patria y —aberración ridícula en la aseveración — 
a las propias Colonias. Terminando por declarar que 
"tal comercio atentaba contra todos los derechos de reli- 
gión, moralidad y orden”. No gozábamos de esta informa- 
ción en 1932, cuando en la introducción histórica a nues- 
tra Obra en francés sobre La Constitución Española de 
1931, no esclarecimos suficientemente el punto. En fin, no 
se comprende como, después de conocer esta declara- 
ción, puede haber todavía autores que insisten en que, 
después de Carlos III, todas las trabas habían desapa- 
recido y la reivindicación del comercio líbre no fue, en 
boca de los independientes, sino un pretexto para el 
alzamiento. 
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En fin, que de las fuentes más responsables y segu- 
ras, incluso de algunas como Baralt, favorabilísimas a las 
medidas de Carlos III, se desprende que el llamado por 
Haring “monopolio español del comercio libre” subsis- 
tió para perjuicio de la economía de las Colonias, así 
fuese con mitigaciones eventuales, hasta el fin del domi- 
nio de los Borbones de Madrid en la América continen- 
tal. Y constituyó, como era lógico, una de las levaduras 
esenciales del movimiento de Independencia. 


D. La situación económica de la Colonia en vísperas 
de la Independencia 


La investigación de la situación económica del país 
en vísperas de la Independencia nos lleva a considerar 
dos cosas distintas y que hay riesgo de confundir: por 
una parte, el grado de adelanto que podía haber alcan- 
zado la economía colonial para la época indicada; por 
otro, el estado de crisis o de bonanza que atravesaba la 
misma economía en esos momentos, 


Respecto al primer punto se han expresado criterios 
distintos acreedores a una dilucidación. Opina Vande- 
llós, fundándose en datos que reproduce y que proba: 
blemente trae de Depons, que “en vísperas de la Inde- 
pendencia se había operado en Venezuela un evidente 
progreso económico”; Carlos Irazábal, cuyo punto de 
vista se ajusta al criterio de Baralt, cree, por su parte, 
y aduce cifras en prueba, que para los momentos pre- 
cisos de la Independencia atravesaba el país una grave 
crisis económica que fue en gran parte factor determi. 
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nante inmediato de la actitud del sector de propieta- 
rios, gestor del movimiento. 


Refirámonos primero a la crisis, bien cíclica, bien 
ocasional y determinada por circunstancias eventuales, 
que atravesó la economía colonial en los años anteriores 
a la Independencia. 


La verdad es que, si existió, como lo prueban las ci- 
fras anteriores a 1810, todo parece indicar que para el 
año en que se rebelan las Colonias, Venezuela había su- 
perado por lo menos en parte dicha crisis. 


Recordemos ante todo que la apurada situación en 
que se encontró la economía colonial para ese entonces 
tuvo particularmente causa en las guerras que siguieron 
a la Revolución Francesa. Como se recuerda, España 
participó regularmente en las mismas. Combatió, así, 
primero contra los Revolucionarios que habían decapi- 
tado al Rey francés, primo del español, y fue luego 
arrastrada por Godoy al frente contrario, o sea, a favor 
de Francia contra Inglaterra. La segunda etapa de ese 
período bélico, vale decir, las guerras en que España 
se enfrentaba al poderío marítimo británico, tuvieron 
por consecuencia la consiguiente dificultad de comuni: 
cación entre la Metrópoli y las Colonias Americanas y, 
en éstas, como repercusión directa, una aguda escasez 
de abastecimientos, especulación y alza de precios. Una 
simple repetición de lo que había sucedido cuando, a 
raíz del Pacto de Familia, España había participado al 
lado de Francia y contra Inglaterra en la Guerra de los 
Siete Años. En esa ocasión anterior, como se recuerda, 
el Intedente Abalos tuvo que verificar una regulación 
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de precios en Caracas para poner coto a la carestía y a 
los altos precios impuestos particularmente por la Gui- 
puzcoana. 


Las guerras napoleónicas causan en Venezuela, mien- 
tras España no ha sido invadida por Bonaparte y com- 
bate contra Inglaterra, una situación análoga a la que 
había dado lugar a la regulación de 1799 e incluso se 
producen fricciones entre los propietarios de los fun- 
dos agrícolas y los comerciantes por motivo de la ca- 
restía. 


Empero esa crisis, si existió y llegó a adquirir inten- 
sidad, parece que estaba siendo superada o lo había sido 
para 1810, Codazzi indica, aunque un poco confusa- 
mente, que las exportaciones fueron de algo más de tres 
millones de pesos, bajaron hacia 1800 a poco más de 
dos millones y habían vuelto a subir para los días antes 
de la Revolución a $ 4.776.000. 


Baralt, por su parte, trae las cifras siguientesi% que 
señalan, por lo menos del lado de las exportaciones, una 
evidente mejoría hacia 1804, después de la disminución 
ya indicada por Codazzi para los últimos años del Si- 
glo xvIrr. 


Importación Exportación 
1793 .. .. .. $ 3.776.731,12 $ 3.536.131,36 
1796 .. .. .. ” 4.577.758,49 ” 2.746.782,61 
1803 .. .. .. ” 2.256.336,50 ” 3.653.087,74 
1804 .. .. .. ” 2.939.406,50 ” 4.677.362,00 


155. Op. cit., p. 486. 
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El valor de las anteriores cifras —<que dicho sea de 
paso no comprueban del todo, del lado de las impor- 
taciones, nuestra tesis de recuperación— es, hay que 
tenerlo en cuenta, muy relativo. Las importaciones y las 
exportaciones podían aglomerarse, en un año dado, se- 
gún la mayor o la menor facilidad de momento de las 
comunicaciones, dependiente siempre del curso de las 
guerras y en particular de ocasionales y breves ceses de 
las hostilidades como el determinado por la paz de 
Amiens. 


Los comerciantes aprovechaban lógicamente esos re- 
cesos eventuales para aprovisionarse en Europa y eso 
podía hacer aumentar de súbito las importaciones de 
un año dado. E influía, por último, sobre las exporta- 
ciones, como siempre, el resultado de las cosechas. 


Otro factor de gran influencia sobre el monto del co- 
mercio exterior de la época y que merece párrafo aparte 
porque de su consideración se derivó un hecho que de- 
bía modificar la vida económica futura del país, es la 
perdurabilidad de los frutos acumulados años anterio- 
res. Tal problema venía a resultar de suma importancia 
por razón de las precarias y difíciles comunicaciones de 
entonces. Así condujo, como lo señala Baralt, al des- 
plazamiento del cacao por el café como principal culti- 
vo, porque “cubiertos los mares de navíos ingleses que 
interceptaban toda comunicación con la Madre Patria, 
desmejorábase la calidad del cacao y con ella su precio 
en manos de los colonos, sujetos a exportar sólo a Es- 
paña”, y agrega el mismo autor que “el café menos bien 
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pagado pero más duradero y de uso y venta más gene- 
ral empezó a recibir mayor fomento y aprecio” 15 


De todos modos, un elemento que tiende a compro- 
bar nuestra aserción de que la crisis, fuese ocasional, 
fuese cíclica, había por lo menos mitigado su acción para 
1810, está en las cifras que cita Irazábal para 1809. 
Según dicho autor, “años después de la Paz de Amiens 
comenzó a regularizarse el comercio” y éste fue para 
el primer semestre de 1809 de $ 1.042.910 de impor- 
taciones y alrededor de $ 1.400.000 de exportaciones 
que seguramente corresponden al solo puerto de La 
Guaira cuyo movimiento el autor viene reseñando des- 
de 1789. 


Si damos esa conclusión por admitida —que la crisis 
de fines del Siglo xv111 y principios del Siglo xix había 
sido siquiera parcialmente superada por la economía co- 
lonial— habremos, por fuerza, de sentirnos inclinados 
2 considerar que las razones de orden económico que 
estuvieron en el fondo del movimiento eran de carácter 
más definitivo, de orden permanente y tenían que ver 
con males hondamente arraigados en la estructura social 
y económica de la Colonia. 


Tal observación nos retrotrae, naturalmente, a la pri- 
mera de las preguntas que antes nos formulamos. O 
sea, hasta qué punto puede admitirse la opinión de Van- 
dellós cuando dice que en vísperas de la Independencia 
se había operado un evidente progreso económico que 
había permitido un rápido crecimiento de la población. 


156. Op. cit, p. 366. 


Dicho optimismo peninsular no parece confirmado por 
la cita que el propio profesor catalán hace enseguida 
de Depons, testigo presencial de los hechos. Citamos a 
Vandellós: “Según Depons, la agricultura se resentía a 
comienzos del Siglo xIx de la escasa extensión de terre- 
no cultivado en las haciendas y como obstáculos prin- 
cipales a la expansión de la producción agrícola seña. 
laba la carga de las hipotecas, las mandas y legados pia- 
dosos, el hecho de que los propietarios habitaran las 
ciudades dejando la administración principalmente en 
manos de negros y mulatos y raras veces de isleños sin 
que la mayoría de los criollos quisieran dedicarse «a 
ello...” Y añade Vandellós, documentándose quizás en 
Baralt, “también influía en que el ritmo de los nego- 
cios no fuera todavía más acelerado, el hecho de la no 
existencia de enseñanza técnica y en general el poco 
interés de las autoridades de la Colonia por la divulga- 
ción de la agricultura por miedo a la extensión de 
las ideas de la Revolución Francesa”. 


Eso confirma las observaciones que, apoyados en 
Haring y otras fuentes, ya habíamos establecido acerca 
de los resultados económicos y sociales del régimen co- 
lonial español. Todo viene a confirmar que el sistema 
de explotación por mano de obra esclava y servil, de la 
tierra dividida en grandes propiedades, pertenecientes 1 
propietarios absentistas, no era el más adecuado para 
promover el desarrollo agrícola y la prosperidad econó- 
mica del país. Y así mismo que el comercio, y la eco- 
nomía toda, mal podían progresar sujetos por las trabas 
del mercantilismo metropolitano y por la infinidad de 
cargas y gravámenes fiscales y religiosos. 
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No otra cosa se desprende de Baralt, quien entre las 
múltiples observaciones interesantes que formula sobre 
el escaso progreso de la economía colonial y sobre las 
causas de su retraso, dice: “En un país donde la pobla- 
ción estaba dividida en clases y donde la más pequeña 
era la de los propietarios, la tierra no sólo debía estar 
desigualmente repartida, sino mal cultivada. Lo prime- 
ro es evidente. Lo segundo fácilmente se deduce de la 
diversidad de condiciones establecidas por las leyes y 
las costumbres, pues su efecto natural era impedir que 
los habitantes concurriesen simultáneamente a las labo- 
res del campo. El indio estaba separado de la comuni- 
dad por un gobierno peculiar que, como hemos visto, 
le hacía inútil para sí y para los demás. Algunos que 
vivían en las ciudades sujetos a leyes generales, rehusa- 
ban confundirse con los esclavos para el cultivo de la 
tierra, tanto por la ignominia que la injusta opinión 
hacía pesar sobre estos hombres desgraciados, cuanto 
por la conocida mala voluntad que en todos tiempos ha 
reinado entre los negros y los indígenas americanos. El 
hombre de color libre, más elevado que el esclavo en 
la escala social, y más inteligente que el indio, los des- 
preciaba a entrambos igualmente y tenía a menos suje- 
tarse al trabajo que hacía dura y penosa la suerte del 
primero. Lejos de las ciudades, en los establecimientos 
donde no había esclavos, prestaba gustoso sus servicios 
al criador y al agricultor; pero ni su trabajo era cuál 
convenía al recio cultivo de las plantas más estimadas 
del clima ecuatorial, ni se extendía por lo común a otra 
cosa que a coger la cosecha, en las haciendas donde el 
propietario tenía siervos. Por lo que toca al criollo, a 
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los españoles y a los canarios que iban a América, no 
había que pensar en verlos dedicarse a la vida del cam- 
po, como no fuese en calidad de amos. A los últimos les 
tiraba la afición por ser buhoneros, figoneros y capata- 
ces; mas a los otros, por muy pobres que estuviesen, 
habían de ser precisamente dueños de hacienda, co- 
merciantes y frailes, doctores o empleados, únicas ca- 
rreras que les era permitido seguir a fuero de nobles y 
de honrados”. 


“De semejante estado de cosas se llegó naturalmente 
a una consecuencia tan lamentable como necesaria, cual 
fue de que los campos venezolanos no podían ser la- 
brados sino por manos esclavas. Así lo creían todos y 
así era preciso que lo creyeren; por donde habremos de 
colegir que aquella sociedad marchaba velozmente a su 
ruina, cuando olvidaba la caridad y la sama política, 
fundada su efímera prosperidad en la desgracia y el en- 
vilecimiento de una porción considerable del género 
humano. (Nota: subrayado nuestro)”. 


“A estas causas deben agregarse los escasos principios 
que en aquel tiempo constituían la ciencia del labrador, 
reducidos casi a sembrar y recoger sin más auxilios que 
la excelencia del clima y de la tierra; el poco o ningún 
uso de infinitas prácticas provechosas para las labores; 
la carencia de muchos medios que en otros países au- 
mentan la producción y disminuyen los costos y el tra- 
bajo, la imperfección de los instrumentos, máquinas y 
utensilios, la pésima calidad de los caminos, que cau- 
sando considerables gastos de transporte, encarecen los 
frutos y hacen difícil su venta en los mercados interio- 
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res y en los extranjeros con grave perjuicio de la pros- 
peridad del país; la escasez de brazos, y últimamente 
el sistema de comercio adoptado para las colonias”.15 


Hay que convenir en que Baralt ofrece una completa 
e interesantísima descripción del estado que atravesaba 
la sociedad colonial y de las causas económico-sociales 
que laboraban en pro de su ruina. El primero y extenso 
párrafo que reproducimos pone de relieve cuestiones y 
sienta conclusiones acordes en un todo con aquellas a 
que habíamos llegado después de nuestra revisión, apo- 
yada en los datos numéricos disponibles y en los hechos 
conocidos, de esa misma sociedad. Huelga agregar que, 
aparte de los factores de retroceso eliminados en el 
curso del Siglo pasado —cesclavitud, división en cas- 
tas— y de los que han recibido relativa mitigación 
—desprecio por el trabajo, por ejemplo— quedan en 
pie (1944) muchos de los más graves obstáculos que, 
según Baralt, impedían el adelanto económico de Vene- 
zuela, tales, “la tierra desigualmente repartida” (y por 
consiguiente ““mal cultivada”); la afición excesiva por el 
comercio y escasa por la industria y la agricultura no ya 
ahora de los canarios que vienen en son de agricultores 
sino de los propios nacionales y de algunos grupos inmi- 
erantes sin excluir al español peninsular; la tendencia, 
más intensificada todavía, y también sobre todo de par- 
te de los nacionales, a ser “doctores y empleados” y en 
fin, todos los males incluidos en el segundo párrafo 
--<que traducidos al lenguaje y a la situación contempo- 
ránea— son, falta de técnica agrícola y de empleo de 


157. Baralt. Op. cit., p. 385. 
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maquinaria en la agricultura, altos costos derivantes de 
allí y de los transportes todavía caros y precarios y, si 
no escasez de brazos, una situación contradictoria en 
que infinidad de hombres útiles vagan por las ciudades 
o realizan tareas inútiles o anti-sociales (venta de bille- 
tes de lotería, por ejemplo), mientras el país carece de 
producción suficiente para llenar sus más urgentes ne- 
cesidades y tiene que importar del extranjero enorme 
parte de sus consumos más elementales. 


No hay que descuidar, por otro lado, entre los ele- 
mentos que provee Baralt y que sirven para completar 
el cuadro de la Sociedad Colonial de fines del Siglo 
XVIII, otro punto en que siglo y cuarto de Independen- 
cia y de República —de República a menudo nominal — 
no nos ha hecho adelantar mucho en el camino de la 
resolución del problema que plantea: la insuficiencia y 
carestía del crédito. 


Así, hablando todavía de la condición de las tierras 
y tras de referirse a un problema que por fortuna sí ha 
sido resuelto, “la gran cantidad de tierras que la piedad 
mal entendida de las gentes puso en manos muertas, 
dotando conventos y constituyendo prebendas”, sigue 
el autor zuliano, después de mencionar la existencia de 
numerosos censos y tributos originados en manos 
muertas: 


“Ni eran estos gravámenes religiosos los únicos que 
tenían los bienes inmuebles, pues de la misma clase y 
del todo idénticos eran los que se imponían los mismos 
propietarios por deudas o empréstitos. Con lo cual su- 
cedía que los censos consumían los productos y parali- 
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zaban la industria del agricultor más activo, pues tenía 
que pagarlos, ya fuese escasa o abundante la cosecha, 
habiéndose visto muchas veces que dos o tres años des- 
graciados bastaban para arruinarles del todo, poniéndo- 
les en la alternativa de vender (sic) la hipoteca o rea- 
gravarla con nuevas imposiciones onerosas”,158 


Tan ricos son los capítulos XV11 y XVIII de la obra 
citada de Baralt en informaciones concretas y juicios 
atinados sobre la economía colonial y sustentan y com- 
plementan hasta tal punto criterios que, con el apoyo de 
otros autores, hemos venido asentando, que podríamos 
seguir glosando párrafos enteros de ellos en respaldo de 
lo ya dicho sobre las causas de que “en un país tan fa- 
vorecido por la naturaleza, donde escasa labor basta pa- 
ra arrancar a la tierra sus productos, donde el clima es 
sano (sic), la proporción para el comercio excelente, 
las costumbres dulces” existiese, como subsiste aún, el 
contrasentido de que fuesen “pobre la población, pobre 
el cultivo”. Contradicción fundamental que todavía su- 
fre prolongación en la vida económica nacional y de 
cuya resolución depende obviamente nuestro futuro co- 
mo Nación. 


E. Agravación del conflicto entre hacendados 
y comerciantes españoles residentes 


El movimiento de 1810 que debía iniciar definitiva- 
mente la marcha hacia la Independencia, tuvo como ya 
hemos tenido ocasión de notarlo, un cariz completamen- 


158. Op. cif., p. 383. 
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te distinto del de 1797 e incluso se diferenció de las 
fracasadas intentonas de Miranda en el sentido de que 
en esta vez —y esto explica grandemente su éxito pri- 
mordial— la nobleza criolla, propietaria de la tierra, en 
lugar de respaldar, como en las anteriores ocasiones, a 
los funcionarios reales, depone a éstos y se hace cargo 
de la administración, en nombre primero de una fingida 
defensa anti-napoleónica de los dercehos de Fernando y 
más luego en abierta sedición contra el Monarca que 
llega hasta la proclamación de la Independencia y da 
así comienzo a la vida nacional, cortando toda adhesión 
y toda amarra a la carroña borbónica. 


Lo mismo este aparente cambio de actitud de los 
dueños de la tierra que la fidelidad a la Corona por 
parte del sector comercial —casi todo, este último, com- 
puesto por peninsulares establecidos en Venezuela—- 
son fenómenos que han sido objeto de atención y estu- 
dio por parte de los historiadores y particularmente 
Vallenilla Lanz (““Cesarismo Democrático”; “Integración 
y Desintegración”) y Gil Fortoul proveen al respecto 
muy interesantes y particulares observaciones. 


Á través de esas fuentes y de otras de la época se 
llega inevadiblemente a la conclusión de que en 1810 
no hubo en realidad tal cambio de actitud de uno u otro 
sector sino que tomaron posiciones acordes con actí- 
tudes anteriores, lógicamente encadenadas las unas v 
las otras y concordes todas con una oposición de inte- 
reses entre los dos sectores que había venido teniendo 
continuas repercusiones a través de toda la Historia de 
la Colonia. 
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No impide la anterior afirmación no sólo admitir si- 
no dar por evidente que, paralelamente al desenvolvi- 
miento de la situación que reseñamos y aparte de las 
razones antedichas buenas para explicar la trayectoria v 
las decisiones de conjunto de todo un grupo o clase so- 
cial, llevóse a cabo en las mentes de ““mantuanos”, le- 
trados, pardos con alguna ilustración, etc., un proceso 
individual de elaboración mental provocada por las lec- 
turas de los Enciclopedistas y por el ejemplo de la Re- 
volución Francesa que estuvo por mucho en la forma- 
ción de todo un partido republicano e independentista 
compuesto por gentes de diversos sectores sociales y 
animadas todas por un común afán de Patria Libre. 


La contradicción, que hay que tratar de explicarse, 
reside de todos modos en que una nobleza terrateniente, 
imbuida en seculares prejuicios raciales y usufructuaria 
de numerosos privilegios derivados de su posición social 
y económica, abrazase con ardor una ideología igualita- 
ria y ofrendase, sin tasa ni mezquindad, sangre y fortu- 
na para implantarla. Al paso que, del otro lado, los 
“Canastilleros””, o sea, los tenderos de la época, conside- 
rados inferiores en rango social y quienes, hay que des- 
tacarlo, deberían haber sido, por su profesión, fervien- 
tes adictos al comercio libre, fueron, sin embargo, y 
siguieron siendo hasta el fin de la guerra, los más fie- 
les sostenes de los derechos de la Corona y de un siste- 
ma tradicional asentado en la división en castas, en 
prejuicios contra los que ejercían el comercio y en infi- 
nitas trabas al desarrollo de esta actividad. 


En el camino de explicarnos tales anomalías, hemos 
de tener primero en cuenta que sólo mentalidades, gran- 
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des a la vez por su vuelo, como las de Bolívar y Miran- 
da, por ejemplo, eran capaces de discernir claramente 
dónde iba a llevar todo aquello y las verdaderas impli- 
caciones de toda índole del movimiento. Al lado del 
Precursor y del Libertador que representaban hasta cier- 
to punto la fusión de clases o sectores en pos de un gran 
ideal, puesto que el segundo provenía de una familia 
del más alto rango social de la Colonia y el otro era 
hijo de “canastillero” ennoblecido, habían de figurar, 
junto con aristócratas de idealismo igualitario más o me- 
nos confuso y consecuente, letrados y otras gentes de 
clase media hondamente influidas por las ideas nuevas, 
que, en este último caso, estaban acordes con los inte- 
reses de las personas que las nutrían. El criterio de que 
los propietarios rurales en conjunto puede que no se 
pusieran por delante todas las implicaciones del fenó- 
meno histórico de que iban a ser actores, e incluso pro- 
pulsores esenciales, lo comparten distintos historiado- 
res!5% y está apoyado en el ejemplo de los Estados Uni- 


159. Vallenilla Lanz. Cesarisimo Democrático, p. 114 (p. 83 de 
la más reciente edición). “No pensaron, no vieron que al 
alterar el orden, al romper el equilibrio colonial, des- 
truían la jerarquización fundamento de su preponderancia; 
y ante aquella desencadenada tempestad, unos lanzando 
gritos de arrepentimiento, volvieron a reconocer la autori- 
dad del Monarca, otros huyeron a refugiarse en tierras 
extrañas esperando el resultado de la lucha, y los más 
valientes, los más convencidos, los más poseídos por el 
ideal de Patria Libre e independiente dieron la cara a las 
montoneras delincuentes”. Vallenilla cita a Baralt; parece 
que uno y otro, a pesar de la exactitud de conjunto de sus 
apreciaciones, confunden en uno solo los dos sectores 
que estamos estudiando. Cierto que algunos patricios se 
destacaron del movimiento y perdieron el entusiasmo 
desde 1812 y a través de la guerra, pero el único cambio 
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dos, donde el sector conservador de los patricios —-los 
amigos de Hamilton— conciliaba sin inconveniente la 
idea de libertad con la de una desigualdad social que 
consideraban de origen divino, punto de vista el último 
que predominó más tarde en el Sur hasta llevarlo a la 
Guerra de Secesión y que todavía está en el fondo de la 
prejuiciada mentalidad sureña. En fin que, como conse- 
cuencia de la humana y forzosa confusión entre antiguos 
y acendrados prejuicios, ideas nuevas, intereses perso- 
nales disímiles a veces en el caso de un mismo indivi- 
duo, debía presentarse en muchas ocasiones entre los 
aristócratas republicanos, como lo señala certeramente 
Vallenilla, aquella reacción de Mirabeau, quien, al regre- 
sar a su casa después de uno de sus encendidos discur- 
sos revolucionarios en la Asamblea Nacional, increpaba 
a su criado “pero, ten bien entendido, perillán, que para 
tí, sigo siendo el Conde de Mirabeau!” 


En segundo lugar, cuestión mucho más importante y 
más íntimamente relacionada con el objeto de nuestras 
investigaciones, las contradicciones anotadas en la acti- 
tud de ambos sectores parecían ser más aparentes que 
reales. O, dicho de otro modo, todo indica que predo- 


grupal de importancia fue el de los españoles y canarios 
comerciantes que, según Baralt (Op. cit., p.p. 77) “en- 
gañados o ciegos dieron mano amiga al movimiento del 
19 de Abril” y pasaron pronto a conspirar activamente 
en contra (ver Baralt p. 77 y 90, sobre conspiración de 
los catalanes en Cumaná —53 de marzo de 18l1— y 
conspiración de los canarios en el “Teque, Caracas el 11 
de Julio). A nuestro ver, los comerciantes realistas se ha- 
bían simplemente percatado de lo ficticio de la adhesión 
a Fernando por parte de la Junta. 


220 


minaban lo más lógicamente del mundo, en el caso de 
los propietarios agrarios, razones que los llevaran a 
adoptar la posición antimonárquica y separatista que 
adoptaron. Como prevalecían en el caso de los comer- 
ciantes españoles residentes, excelentes motivos para 
que, en resguardo de sus intereses, fueran tan fieles al 
Rey como lo fueron. 


Las fuentes históricas concurren en demostrar que no 
debía estar para la época de la invasión de España por 
Napoleón muy satisfecha la nobleza criolla de una rea- 
leza que defendía tan tibiamente los privilegios de los 
““mantuanos”. Las enconadas cuestiones a que dio ori- 
gen el ennoblecimiento de Sebastián Miranda, padre del 
Precursor, son demasiado conocidas para que insista- 
mos al respecto.*% En esa ocasión, el Rey, como sucedía 
casi siempre, para gran irritación de la nobleza criolla, 
dio la razón al canastillero peninsular que pudo no sólo 
continuar, si así lo quería, “en el decente ejercicio de 
una tienda de lienzos de Castilla”? sino seguir además 
en las milicias con el rango que le había sido conferido, 
“llevar bastón y vestir el uniforme del nuevo Vata- 
llón...”, sin que fuere permitido a nadie molestarlo 
ni ”motegarlo” sobre el asunto. 


Como tendremos en seguida ocasión de reiterarlo, 
los funcionarios se colocaban salvo en raras excepciones 
—siguiendo el ejemplo de su Señor— de parte de los 
comerciantes que, generalmente, eran como ellos, oriun- 
dos de la península. 


160. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo 1. p. 84. 
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Si a ello añadimos las “gracias al sacar”? y otros pro- 
cedimientos de ennoblecer incluso a pardos y mestizos a 
que procedía la Corona con vistas a obtener dinero para 
las siempre comprometidas finanzas reales y que provo- 
caban reacciones como la célebre Acta del Ayuntamiento 
de Caracas tantas veces citada por los autores como de- 
mostración de la lucha entre las castas y grupos socia- 
les, se llega forzosamente a la conclusión de que poco 
apego había de tener la nobleza criolla por un sistema 
tradicional que, con toda su vetustez y su renuencia a 
renovarse en aquello que a ellos les interesaba (cuestión 
del comercio con el extranjero, por ejemplo) tan remiso 
andaba en mantener íntegros y exclusivos los privilegios 
de que ellos disfrutaban. 


El papel que ocupaban en la producción los dos sec- 
tores económicos antedichos y el estado de latente con- 
flicto en que vivían los propietarios agrarios y los es- 
pañoles aquí radicados y dedicados al comercio están 
demostrados, lo primero, por las estadísticas e informa- 
ciones disponibles, lo segundo. por un documento muy 
esclarecedor (una Real Cédula de 1799) que más luego 
se pasa a considerar. 


En primer término nos ayudará a comprender la si- 
tuación social de la época y el motivo de alineamientos 
en pro o en contra de la Independencia, una revisión 
de la composición y el origen de la exportación, y de la 
producción en general, y de los canales de su circula- 
ción dentro del país y hacia el extranjero, así como de 
la venta en el país de géneros importados. 
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De la tabla de exportación que da Codazzi para an- 
tes de 1810, puede elaborarse el siguiente cuadro que 
muestra, en el orden de su importancia dentro del co- 
mercio exterior de entonces, todos aquellos productos 
exportados por valor de más de $ 100.000. 


Producto Cantidad Precio Valor 
Cacao 130.000 fang. $ 12,50 $ 1.625.000 
Añil 1.000.000 L. 1,25 1.250.000 
Café 800.000 qq. 10,00 800.000 
Algodón 40.000 pacas 12,00 480.000 
Ganado 18.000 reses 12,00 216.000 
Ganado 6.000 mulos y 

caballos 30,00 180.000 
Ganado 130.000 zueros 1,00 130.000 


Estas cifras nos indican que de los cuatro productos 
de exportación de mayor importancia que constituyen, 
en cuanto a valor, el 86% del total, dos primordiales 
que aportaban más de la mitad del valor de conjunto de 
la exportación —el cacao y el café— son frutos que 
generalmente provienen de los grandes fundos de los 
patricios;Y sí añadimos, a más de los productos de la 
cría, la parte que a ellos correspondía en culturas como 
las del añil y el algodón a que, al menos en tiempo de 
la Guipuzcoana, se dedicaban grandes y pequeños cul. 
tivadores, puede concluirse que más de las tres cuartas 
partes de la agricultura para la exportación estaba en 


161. Más luego y pronto el café será cultivo, a la vez, de 
pequeños propictarios. Sobre todo en los Ándes. 


manos de los grandes terratenientes y que, así mismo, 
por medio de gentes de ellos dependientes (esclavos, 
indios anteriormente encomendados, medianeros, etc.) 
debían controlar la mayor parte de la agricultura de fru: 
tos llamados menores, o sea, el aprovisionamiento en es- 
ta materia de las ciudades principales y de todo el país. 


Los distribuidores de esta producción agrícola en el 
interior, y sobre todo hacia el exterior, eran los catala- 
nes, vascos, canarios que se dedicaban al comercio, acti- 
vidad, como lo sabemos, considerada desdorosa por los 
nobles criollos. 


En cuanto a la posición de dichos comerciantes penin- 
sulares, el estudio detenido de las circunstancias y la 
situación, indica que hay apresuramiento en la creencia 
de que, por su carácter de comerciantes, habrían debido 
ser adeptos al comercio libre y contrarios al sistema 
mercantilista impuesto por la Madre Patria. Al menos 
parece que ellos nunca lo entendieron así o que no 
llegaron a percatarse de las ventajas que podía repor- 
tarles el libre cambio, así como la doctrina de Smith en 
su conjunto, sino después que regresaron del exilio, 
terminada la guerra, a rodear a Páez y a formar filas 
en el Partido Conservador. No existe, a nuestro cono- 
cimiento, rastro de que ellos hubieren sido en momento 
alguno opositores sea de la Casa de Contratación, sea 
de la Guipuzcoana. Sí pudieron existir pugnas indivi- 
duales de las que se presentan esporádicamente entre 
gentes con relaciones de negocios, nada se sabe de una 
oposición o conflicto como grupo entre los distribui- 
dores al público y los funcionarios directos o indirectos 
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del llamado “monopolio español. Mas bien todo indica 
que los unos y los otros llegaron a entenderse muy 
bien y a establecer una especie de alianza tácita. Hay 
* que deducir, por fuerza, que las trabas al comercio, 
que producían escasez y daban margen a altos precios 
especulativos, traían buena cuenta a los comerciantes. 


De los catalanes dirá Codazzi “...se podía decir de 
ellos que manejando solos el importe del ramo del co- 
- mercio, eran unos verdaderos monopolistas que casi se- 
guían haciendo en el país lo que antes había hecho la 
Guipuzcoana”.1% Y añade así mismo que existía acuer- 
do entre los comerciantes catalanes para no comprar 
sino a precio bajo las mercancías que traían los barcos 
y para vender a precio recargado a los capitanes o due- 
ños los “géneros de retorno”.18% Agrega enseguida la 
cita antedicha y de ella obvio es deducir que obraban 
en el mismo sentido con los compradores criollos de los 
artículos de importación y con los productores de fru- 
tos para la exportación. Además Baralt, en expresiones 
que lo mismo cubren a los intermediarios hispanos ubi- 
cados en la península que a los comerciantes españoles 
de aquí, afirman que, todavía después del Reglamento 
de Comercio Libre, el consumidor criollo era “defrau- 
dado en una enorme suma” y que así tenía que ser 
“mientras los géneros extranjeros de consumo continua- 
sen pagándose por el americano no al productor, sino 
al español que los tomaba de él... 18 


162. Op. cit., Tomo II. p. 108. 
163. Baralt. Op. cit., p. 423. 


225 


Por último, los vaivenes de amplitud y restricciones 
al comercio exterior que hemos contemplado a fines 
del Siglo xvIIL, permitían, en las breves épocas de libe- 
ralismo en las entradas, acumular mercancías para ven- 
derlas al verse restablecido el sistema de trabas y obs- 
táculos a la importación; y existía para favorecer esos 
propósitos de especulación, el hecho de que los even- 
tuales permisos para comerciar con las Antillas estu- 
viesen en manos de los funcionarios reales que habitual. 
mente se entendían mejor con sus paisanos comercian- 
tes que con los terratenientes criollos. 


Todo ello induce a creer que el sistema mercantilista, 
o lo que quedaba de él en 1810, en vez de resultar one- 
roso, pareciese ventajoso a los comerciantes peninsula- 
res establecidos en el país. 


Así como tenía que parecer odioso a los grandes ha- 
cendados, de quienes dependía toda la producción agrí- 
cola del país. Unos instintivamente, otros por haber 
leído a los Fisiócratas entonces a la moda entre la clase 
culta, no podían dejar de pensar que de “la renta de 
la tierra” se nutrían las demás actividades; y que eran 
unos simples parásitos, dignos del mayor oprobio y de 
los peores dicterios, los comerciantes peninsulares que, 
al amparo de la Corona y de sus funcionarios, cometían 
tales abusos en el ejercicio del comercio. 


Que la anterior no era una situación imaginaria sino 
la que realmente se presentaba, sería posible demos- 
trarlo con el apoyo de diversos autores. Pero nada más 
elocuente y decisivo sobre este particular que una Real 
Cédula de 1799 existente en el Archivo Nacional y que 
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revela, sin duda ni distingos, el agudo estado de conflic- 
to a que habían llegado para el finalizar del Siglo xvrr 
las relaciones entre comerciantes y hacendados; y escla- 
rece bastante las razones por las cuales los unos esta- 
ban por el comercio libre con Inglaterra y Estados Uni- 
dos, y dispuestos a todo por conseguirlo, y los otros 
estaban por el Rey y por un sistema de trabas, con po- 
sibles excepciones para ellos, que en todo caso contri- 
buía a su enriquecimiento. 


Es sumamente elocuente respecto al particular la 
Real Cédula de 7 de octubre de 1799 existente en el 
Archivo Nacional y que a la letra reza así en su portada: 


“Se comunica al Capitán General de Caracas, Vas- 
concelos, lo resuelto acerca de las quejas del cuerpo 
de comerciantes de aquella ciudad y del Factor de la 
Compañía de Filipinas contra el cuerpo de hacendados, 
por las desagradables expresiones que estamparon en el 
escrito que se expresa. San Lorenzo. 7 de octubre de 
1799”. 

Del texto de la misma se colige, en primer término, 
que el pleito se inició porque el Intendente trató de 
contratar 45.000 quintales de tabaco curaseca, Fábrica 
de la Provincia de Barinas, con el comercio, para en: 
viarlos a una Compañía Danesa de Saint Thomas. Ex- 
presa así mismo el documento real que los comerciantes 
rehusaron y al hacerlo “reclamaban (?) el comercio inde- 
finido y general permitido por el Intendente que, asegu- 


164. Hay error. Debía decir Capitán General de Venezuela. La 
Capitanía General de Venezuela había sido creada desde 
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ran, se estaba practicando con las Colonias amigas y 
neutrales con géneros de todas especies hasta prohibidos 
a cambio de dinero y de frutos como lo demostraron, 
haciendo ver lo ruinoso que era no sólo al comercio de 
estas provincias, sino al de la metrópoli con perjuicio 
de mis reales intereses, al fomento de la agricultura y 
a los mismos hacendados...” Añade que noticiosos 
éstos extendieron otro escrito en 25-1-1798 “...fir- 
mado por los Diputados de los cosecheros Conde de 
San Javier, M. F. de Tovar, Don Martín de Herrera y 
Don Martín Pérez, haciendo ver en él la necesidad del 
comercio con las colonias extranjeras en las actuales crí- 
ticas circunstancias para dar salida y proveerse de las 
cosas precisas, las ventajas que se seguirían a la Real 
Hacienda y a la agricultura, el infatigable celo del In- 
tendente León en promoverlo, las precauciones con que 
se hacía dicho comercio y los depravados fines de los 
comerciantes en oponerse a él”. Señala que “se propasa- 
ron...” en el referido escrito a estampar varias expre- 
siones denigratorias y ofensivas al cuerpo de comercio 
de esta Provincia, al Consulado de La Habana, al Factor 
de la Real Compañía de Filipinas... y a otras, sín dejar 
de tiznar a todos, y a la Compañía Guipuzcoana (ya ex- 
tinguida) y a la empresa de Filipinas con feos dicterios, 
entre otros que son más crueles que las mismas fieras, 
usureros, monopolistas y destructores de estas provin- 
cias en su agricultura y comercio y concluyeron pidien- 
do siguiese el comercio permitido con las colonias ex- 
tranjeras”. 


Una apretada síntesis del resto de los hechos y deter- 
minaciones reflejados en la reveladora Cédula daría 
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cuenta de que los Diputados del comercio formularon, 
a raíz de la solicitud últimamente indicada, querella por 
injuria, de que el Tribunal de Consulado y la Junta de 
Gobierno del mismo se abstuvieron de conocer, reco- 
mendando armonía, y entonces los agraviados recurrie- 
ron al Rey; y, en fin, de que luego de representaciones 
ante éste en que cada lado expuso su punto de vista, 
reiterando los criterios antes sostenidos en el curso del 
asunto —dando mucha importancia a la cuestión que 
no nos interesa, de si el Prior del Consulado ha debido 
o no votar en la reunión de los cosecheros—, el Mo- 
narca mandó que se archivara el expediente y se reco- 
gieran las copias de la representación ofensiva y terminó 
recomendando armonía después de dar razón a los co- 
merciantes en que no había lugar a la recusación del 
Prior ni a otros de los actos efectuados por los hacen- 


dados. 


-—o00— 


El apresurado resumen de lo esencial en la Real 
Cédula de Carlos IV antes sintetizada deja, a nuestro 
ver, completamente esclarecido que el movimiento de 
la Independencia, aparte de los otros aspectos y causas 
que se puede adjudicarle, constituyó una culminación 
bastante explicable de la lucha, tan intensamente refle- 
jada por la Cédula, que tenía lugar desde mucho antes 
en el medio criollo entre comerciantes y hacendados. 
Los incidentes a que dio ocasión el funcionamiento de 
la Guipuzcoana, el caso de Don Sebastián de Miranda 
y otras fricciones similares constituyen los antecedentes 
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de la querella que tanto influyó en el desencadenamien- 
to de la Guerra Magna y dio así mismo a ésta el carác- 
tes de contienda civil que le adjudica Vallenilla y que me- 
rece también por otra serie de razones. Sin que ello alcan- 
ce a arrebatarle el paralelo contenido de pugna igual- 
mente entre españoles y criollos, pues no hay que olvi. 
dar que generalmente el comercio estaba en manos de 
pninsulares y que los hacendados, descendientes de es- 
pañoles llegados generaciones atrás, se consideraban 
americanos y a sus contendientes como recién venidos 
extraños al medio. 


Los últimos, criollos, como se intitulaban al decidirse 
por la tesis separatista años después de la situación que 
pinta la Real Cédula, no podían mirar con indiferencia 
naturalmente el interés que obviamente tenía Inglaterra 
en la separación de las Colonias de la Madre Patria. La 
Gran Bretaña, como bien es sabido y lo comprueba la 
lectura de Baralt y otros autores, limitó o amplió su 
ayuda a la emancipación de los países hispanoamerica- 
nos de acuerdo con el estado de sus relaciones con el 
Gobierno de Madrid. Así el gabinete de Londres an- 
duvo remiso en ayudar a Miranda, aun por medio de 
interpuestas personas, mientras la invasión de la penín- 
sula por Napoleón convertía a España y a su tradicional 
enemiga en aliadas provisionales y forzosas. Vimos el 
entusiasmo con que Bolívar y López Méndez, enviados 
de la Junta de Gobierno, ofrecen al Gabinete de Lon- 
dres en 1810 el comercio libre con los súbditos de Su 
Majestad Británica, proposición que recibió reservada 
acogida, como todas las gestiones de ambos delegados, 
por el gobierno inglés. La actitud de la Junta, en fin, 
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se contempla muy bien, a través del mismo Baralt,165 
quien indica que la Junta no se conformó con declarar 
el comercio libre con todas las naciones sino que “poco 
después llevó sus miramientos y atenciones por la Gran 
Bretaña hasta el punto de concederle la rebaja de una 
cuarta parte de los derechos de importación y exporta- 
ción que se cobraban por los puertos”. Y así mismo 
añade “tan generoso e imprudente proceder le valió mu- 
chas felicitaciones por parte de los gobernadores de las 
colonias y algunas armas que por su dinero le fran- 
quearon...” 


Los verdaderos móviles de la ayuda británica los sin- 
tetiza Baralt en las siguientes frases: 


“En verdad que la conducta observada por la Gran 
Bretaña en la emancipación de las Colonias españolas 
no fue guiada por ningún principio noble. Ya le hemos 
visto en otro tiempo seguir con infatigable constancia 
el proyecto de poner pie en ellas para asegurarse a su 
comercio factorías y mercados”.16 


“Asegurarse factorías y mercados” fue evidentemente 
un propósito esencial de Inglaterra al ayudar a la Inde- 
pendencia de Hispanoamérica. Y lógicamente los pa- 
triotas aprovecharon esa ayuda en todo lo que pudie- 
ron y hasta donde era posible admitirla y utilizarla sin 
enajenar en provecho de dicha potencia la independencia 
que contra España recababan y que deseaban, entre otras 


165. Historia de Venezuela desde el año 1797 al de 1830 To- 
mo 1. p. 54 y siguientes. Brujas París Desclée de Brou- 
wer, París 1939. 


166. Op. cit., p. 55. 
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razones, para lograr justamente el objetivo que también 
perseguía Inglaterra: el fin del “monopolio español”, 
o sea, el comercio libre que tan vehementemente hemos 
visto a los hacendados defender en el curso del pleito 
con los comerciantes que dio margen a la Real Cédula 
antes sintetizada. 
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CAPITULO X 


CONSECUENCIAS ECONOMICAS Y SOCIALES 
DE LA GUERRA DE INDEPENDENCIA 


La guerra de la Independencia y la consiguiente trans- 
formación de la vida política de las antiguas Colonias, 
involucraron a su vez modificaciones en la vida econó- 
mica y social de éstas que es de importancia recapitular 
y analizar en lo que se refiere a Venezuela. 


No nos detendremos mucho con tal ocasión en el ca- 
rácter de lucha por la tierra que llegó a asumir la guerra 
misma de la Independencia. En primer término, porque 
el punto ha sido tratado exhaustivamente por muchos 
autores, hasta demostrar, sin lugar a dudas, los motivos 
que explican por qué las masas populares. y particular- 
mente los llaneros, combatieron primero bajo las ban- 
deras del Rey y luego pasaron a las de la República, 
asegurando así el éxito de la empresa; y en segundo, 
porque es igualmente más que sabido que los resultados 
del movimiento a ese respecto fueron nulos o escuáli- 
dos. Sólo corresponderá pues, destacar las consecuencias 
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que, para el desarrollo de la economía nacional y para 
la vida social y política, tuvo la persistencia del latifun- 
dio y en general el hecho de que la Revolución de In- 
dependencia no culminase en una reforma agraria como 
la Revolución Francesa. Nos ocuparemos, pues, si no 
exclusiva más particularmente de revisar las transforma- 
ciones sufridas por la economía y las posiciones que, en 
razón de esas transformaciones y las políticas, fueron 
adoptando los diferentes grupos sociales y sobre todo 
aquellos que dirigían la actividad económica. 


Agotamiento económico del país a raíz de la Guerra 
de Independencia 


El sacrificio enorme que costó al país la guerra de 
Independencia lo reflejan casi todos los autores y desta- 
ca mucho ese aspecto de la cuestión Vallenilla Lanz, 
quien insiste de modo muy particular en la destrucción 
de la clase dirigente criolla bajo la cuchilla de los gene- 
rales realistas y en general por virtud misma de la cruenta 
lucha de catorce años.'% 


El autor indicado cita al Ásesor de la Intendencia de 
Venezuela, José Manuel Oropeza, furibundo realista, 


167. Juan Vicente González, citado por Rómulo Betancourt 
en su folleto Cor quién estamos y contra quién estamos 
y por lrazábal en su obra mencionada dice, en la p. 195 
de la Biografía del General José Féliz Ribas: “Creía el 
pueblo que estaba la justicia donde estaba la abundancia 
y corrió en bandadas a aumentar el ejército realista. Aún 
tenía otras razones que debemos considerar: la revolución 
debió parecer en otras ocasiones una secta de audaces 
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quien escribía entre otras cosas lo siguiente: “No hay 
provincias, las poblaciones de millares de almas han 
quedado reducidas, unas a centenares y otras a docenas 
y de otras no quedan más que vestigios de que allí vi- 
vieron racionales, eso no es exageración, es una verdad 
que la he palpado con bastante dolor. Yo he quedado 
sorprendido al ver los campos y caminos cubiertos de 
cadáveres; abrasadas las poblaciones, familias enteras 
que ya no existen sino en la memoria y tal vez sin más 
delito que haber tenido una rica fortuna de que vivir 


pensadores: la servían las inteligencias más distinguidas; 
las personas más notables y luego formaban su base y la 
dirigían los que bajo el nombre de mantuanos, represen- 
taban la jerarquía, la propiedad y la opinión”. 

“Dueños de grandes propiedades en la extensión de la 
República, su autoridad personal pesaba a lo lejos, la de 
los más célebres sobre todo como la de Bolívar y de Ri- 
bas, respetados y temidos en sus posesiones y a su alre- 
dedor. El mando político de los que eran sus señores 
naturales no eran sino una argolla más añadida a la ca- 
dena. La opresión parecía entonces la Independencia y 
constituyó una bandera de libertad que se unió a las 
banderas realistas. Se les había convidado a la libertad, 
mas con temores y recelos. Cuando Miranda publicó la 
Ley Marcial de 1812 y llamó a los esclavos a las armas, 
los pocos que se alistaron desertaron y se enrolaron en 
el campo enemigo. Y no es que no amasen la libertad 
sino que la creían una red ofrecida por los que habían 
sido sus señores”. 

Los generales realistas de los primeros años de la 
guerra mo hicieron sino soplar esa llama de recelo 
popular, para traer zambos, negros, mestizos y mula- 
tos a las banderas del Rey e incitarlos a destruir a 
los '““mantuanos”. Es curiosa la observación de que Boves, 
como Morales, había sido“... sirviente, contrabandista 
y pulpero”. Esa afirmación de Vallenilla trae de seguida 
a la mente el agrio pleito entre aristócratas y tenderos 
tan bien reflejado en la cuestión que dio margen a la 
Cédula citada de 1799, 
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honradamente. He visto los templos polutos y saquea- 
dos los sagrarios. No se puede decir más, yo no me 
atrevo a referir lo más que he visto y que he llorado”.! 


El aniquilamiento del único sector social a que había 
sido dado alcanzar preparación bajo el sistema de pri- 
vilegios de la Colonia, hecho tan rico en consecuencias 
deplorables para la República, tenía, por supuesto, gran 
relación con el carácter de guerra de castas que en cier- 
tos momentos adquirió la lucha, sobre todo en los pri- 
meros años cuando Boves y los demás generales realis- 
tas azuzaron las masas populares contra los patricios 
republicanos, aprovechando el natural recelo que había 
de suscitar en el pueblo ver la Revolución dirigida por 
la nobleza terrateniente de la época, tan celosa hasta 
entonces de los privilegios que la colocaban por sobre 
las demás clases sociales.1% 


El carácter de guerra social que asumió la Guerra de 
la Independencia realizó, por supuesto, una implacable 
labor de nivelación social, que continuará la Guerra 
Federal y que tuvo por resultado que si bien, el sistema 


168. Blanco y Azpúrua citado por Vallenilla Lanz. Op. cil., 
p. 131. 

169. Vallenilla. Op. cif., p. 166. “Los blancos habían sido 
siempre los amos, los propietarios, los dominadores, los 
privilegiados por las leyes y por las costumbres. Ejecuto- 
res de la justicia y administradores perpetuos de los bie- 
nes del común, una ambición muy legítima les había 
llevado a declarar la independencia, a desconocer al Rey 
de España con el único objeto —según la opinión de los 
realistas — de sustituir al Monarca para establecer lo que 
Bolívar llamará “la tiranía doméstica activa y dominante”. 
Pues contra esa casta debían desatarse, naturalmente los 
indios de las clases populares, contra su vida y sus inte- 
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de propiedad de la tierra no varió en lo sustancial y se 
frustró así ese objetivo de la lucha, en cambio la com- 
posición del sector de propietarios vino a ser distinta, 
perdió éste el carácter de casta y a cada revolución nue- 
va —incluso a las posteriores que no tuvieron el defi- 
nido carácter agrarista de las dos grandes contiendas na- 
cionales—- nuevos elementos y sobre todo, elementos 
populares que han hecho fortuna política con la guerra, 
entraron a formar parte del antes cerrado grupo de due- 
ños de las grandes propiedades agrarias. 


A más del resultado consistente en la destrucción 
de gran parte de la antigua clase dirigente y de una 
nueva composición, no ya de carácter aristocrático, del 
grupo de propietarios de los grandes fundos agrícolas, 
la Revolución de Independencia, tuvo consecuencias gra- 
vísimas para la economía del país. 


Si tales enormidades podía estampar sobre el papel 
el Asesor Oropeza que escribía en 1814, ya es de supo- 
ner cuál sería la situación al cabo de la contienda y 
cuando a los horrores del año terrible se había añadido 
la destrucción de diez años más de lucha.!” 


reses. Blanco, propietario y patriota era todo uno para 
los soldados de Boves y de Yánez: Blanco, propietario 
y godo continuó llamándose para los mismos beduinos 
todo el que tenía algo que perder, cuando Morillo, obli- 
gado a restaurar el antiguo régimen y a someter a las 
tropas venezolanas a la misma rigurosa disciplina del 
ejército peninsular, se vió abandonado por ellos, para 
pasarse a las filas de la Independencia y continuar su 
obra de exterminio”. 


170. Algunos autores, particularmente Federico Brandt (Apén- 
dice N* 2 a La Gran Cuestión Fiscal p. 16) pretenden que 
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El cuadro más exacto acerca de la situación es el que 
traza Gil Fortoul deduciéndole de las Memorias presen- 
tadas al Congreso por Revenga, Secretario del Liberta- 
dor, y por otros documentos de la época. Es tan signi- 
ficativo y terminante sobre el particular que nos permi- 
timos transcribirlo “in extenso”: 


“Igual penuria, en las Provincias Orientales. El Ge- 
neral Bartolomé Salom, Gobernador de Cumaná, escribe 
en julio de 1828, que al encargarse del mando no encon- 
tró aun medio real en cajas, tales eran los abusos y frau- 
des de la administración fiscal. “La tesorería tenía sus 
cuentas con más de dos meses de atraso... Además se 
hallaban retenidos sin despachar más de cuarenta expe- 
dientes de los años 25, 26, 27 y 28 en los que tiene 
parte el Estado. Tamás se pasó tanteo ni se trataba de 


en los momentos de separarse de Colombia, Venezuela 
había sanado las heridas de la Independencia. Dice el au- 
tor citado '“pero también es cierto que Venezuela al sepa- 
rarse de Colombia se hallaba en una situación próspera. 
En su sólido comercio no se conocían billetes de banco, 
ni quiebras. Sus habitantes gozaban de cierta opulencia 
y abundantes caudales monetarios, circulaban en todo 
su territorio”. La opinión de Gil Fortoul y otros en 
contratlo, parece más sólida y se apoya en expresas ma- 
nifestaciones del Intendente Briceño y de otros funcio- 
narios insospechables de anti-colombianismo y anti-boli- 
varianismo. 


La Gran Cuestión Fiscal, arriba citado, es un folleto que, 
para el presente (1944) se encuentra en la Biblioteca Na- 
cional. Su autor es M. de Briceño, que apoya sus opinio- 
nes en reproducciones “in extenso” de publicaciones de 
otros autores como los señores Iribarren y Brandt. AJ 
mismo habremos de recurrir más adelante. 
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examinar el estado en que se hallaba aquella oficina. 
El 1? de junio (1828), se pasó tanteo al cabo de más de 
dos años que no se hacía, y ya giran todos los expedien- 
tes retenidos, llevando el trabajo con el día... Maturín 
y las costas del Orinoco han estado (bajo el anterior 
gobierno de Mariño) enteramente libres para hacer lo 
que les ha dado gana... De Margarita (dominada siem- 
pre por Arismendi) nada, pues en mi opinión debe cal. 
cularse como segregada de Colombia”... A Salom, que 
suplicaba todos los días lo sacasen de esta Gobernación, 
sucedió a los pocos meses el Lcdo. Diego Baustista Urba- 
neja. Quien escribe en julio de 1829: “En las épocas an- 
teriores (gobiernos locales de Bermúdez y Mariño) hubo 
ingresos en las cajas y aun auxilios pecuniarios del Go- 
bierno; y sin embargo todos los gastos de aquella fecha 
se deben y están cobrándose ahora. La administración 
de la Hacienda fue fatal, y no ha dejado otro fruto, que 
una propensión irresistible al contrabando... que es 
incesante en la costa de Paria y Golfo Triste... Su foco 
es la Isla de Trinidad... y la de Margarita, situada co- 
mo se halla, con puertos buenos y excusados en sus 
costas, y con su gente tan a propósito, es una madri- 
guera que sirve de recalada y de refugio a los contra- 
bandistas, para escapar y esperar oportunidades”. ¿Ver- 
dad que esto parece escrito ayer no más? Urbaneja, 
hombre sensato, sugiere enseguida un remedio racional: 
Establecer flecheras guardacostas “que causarán gastos; 
pero de otro modo no se acaba el contrabando”. Ya se 
verá que no se aplicó el remedio y gracias únicamente 
a las medidas enérgicas, bien que nada constitucionales, 
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que tomó Bolívar durante los seis meses de su gobierno 
en Venezuela, se puso cubrir el presupuesto de 1827”.111 


Y son del mismo autor las siguientes informaciones 
y comentarios que antepone a los que se acaba de re- 
producir: 


“La agricultura y la cría habían perdido su prosperi- 
dad en los últimos años de la Colonia. En la Provincia 
de Barinas la producción de tabaco bajó de 28.000 quin- 
tales por año a poco más de 3.000; y una sola casa, 
Ackers y Ruizi, monopolizaban las cosechas, comprán- 
dolas a bajo precio. Ni adelantaba tampoco el cultivo 
de café. Solamente los productores de añil extendían sus 
haciendas, animados por los altos precios. En 1828, el 
Intendente Pedro Briceño Méndez escribe: “El mal 
principal de nuestra agricultura está en que ningún ha- 
cendado tiene nada, y para haber de coger su cosecha o 
limpiar su hacienda, toma créditos a interés muy su- 
bido, habiendo llegado a pagarse hasta el 15% mensual. 
De aquí que todo el provecho pasa al usurero, y el país 
continúa arruinándose, porque nadie puede sembrar un 
árbol más”. La necesidad de mantener un ejército per- 
manente durante la guerra de Independencia; el enorme 
consumo de ganado vacuno y caballar que hicieron rea- 
listas y patriotas; la falta, por tantos años, de garantías 
personales en los campos, y el abandono de los pocos 
caminos que existían, casi agotaron toda fuente de ri- 
queza. Los propietarios de hacienda que no distaban 
más de dieciocho leguas de Caracas, tenían que dar la 


171. Op. cit., Tomo 1. p. 581. 


mitad de sus cosechas al que llevaba la otra mitad al 
mercado, y los demás preferían a menudo abandonar- 
las.2 Con el objeto de remediar los males, Bolívar pro- 
hibe temporalmente la exportación de ganado vacuno y 
caballar, reforma en sentido liberal el sistema de alca- 
balas y dispone que no las paguen sino una sola vez los 
frutos de exportación o consumo”. 


“Era igualmente extrema la desorganización de la Ha- 
cienda, pues los sucesivos intendentes, Soublerte, Toro, 
Escalona, Mendoza, aunque hombres probos a carta ca- 
bal, preferían o por error u obligación por las circuns- 
tancias, el sistema de dejar hacer. “En estos departamen- 
tos —informa Revenga— la Hacienda no existía para la 
República: se cobraban real o aparentemente todas las 
contribuciones pero desaparecían aún antes de cobra- 
das. Se debe muy poco de las directas; pero rarísimo ha 
sido el colector que ha rendido cuentas ni que haya 
publicado lo que cada uno debía, o lo que había recau- 
dado. Las aduanas litorales, cuyos productos llegaron 
antes en estas Provincias a más de un millón doscientos 
mil pesos, apenas producían ahora la cuarta parte”. En 
el primer trimestre de 1827 se debía solamente en Ca- 
racas y La Guaira, aproximadamente doscientos mil pe- 
sos. En la Contaduría de Caracas no se habían examina- 
do aún las cuentas de la aduana de La Guaira, corres- 
pondientes a 1825, ni presentádose las de 1826. En los 
mismos años, la aduana de Puerto Cabello no dio cuen- 


172. Memoria presentada al Congreso por el Secretario Gene- 
ral de Bolívar, José Rafael Revenga: 10 de setiembre de 
1827. 
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tas de ningún género. Las de correos de 1826 no esta- 
ban tampoco examinadas; y las de administración del 
ramo de tabacos no se habían presentado desde 1822”.173 


“Si esto sucedía en el Departamento de Venezuela, 
no iban mejor las cosas en los otros. El General Rafael 
Urdaneta, Intendente del Departamento del Zulia, es- 
cribe en marzo de 1827: “Estoy en la absoluta imposi- 
bilidad de cubrir los presupuestos mensuales, con los 
pequeños productos de que puedo disponer. Las Provin- 
cias (Maracaibo, Coro, Mérida y Trujillo) no me dan 
nada; lejos de eso, tengo que ayudarlas para sus gastos, 
y esta aduana, que es nuestro principal apoyo, está re- 
ducida a poco más de nada por la decadencia del comer- 
cio. Las ejecuciones que se han tratado contra los deu- 
dores, que a la vez son acreedores, nos han producido 
una infinidad de disgustos, de protestas y reclamos con- 
tra el Gobierno; y por último poco se logra cobrar, por- 
que ellos hallan un medio de cubrir sus propiedades 
bajo las de otros que no son deudores, y sólo presentan 
los documentos que tienen contra el gobierno. La con- 
fianza se ha perdido por la suspensión de los pagos, y 
no hay quien se le pueda pedir un real prestado, porque 
todo el mundo llora miseria...” 


En la “Correspondencia del Libertador” encuéntrase, 
por otra parte, la siguiente significativa síntesis acerca 
de la situación económica del país en 1827: “el comer- 
cio estaba paralizado, los giros suspendidos, nada se 


173. Memorias del Secretario Revenga, 14 de abril y 23 de 
mayo de 1827. 


174. Gil Fortoul. Op. cit., p. 580, 
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compraba o se vendía por el mayor; los detales eran li- 
mitadísimos; las aduanas nada producían porque eran 
muy raras las entradas de buques; nada se recaudaba 
por la contribución directa y los deudores se aprovecha- 
ban del desorden y alegaban las dificultades para ven- 


> »> 


der los frutos “por su abatido precio” ”. 


En esa misma carta, luego de otras tristes considera- 
ciones sobre la situación del país, “*...no puede usted 
imaginarse la pobreza que aflige a Caracas...”, decía 
Bolívar a Sucre: “Cumaná está tranquila, pero como el 
resto de Venezuela, gime en la más espantosa miseria”. 
(febrero, 1827).175 


En tanto que el Intendente Briceño Méndez escri- 
be al Libertador: “El gran problema que tenemos es 
la miseria. No puede describirse el estado del país. Na- 
die tiene nada y poco ha faltado para que el hambre se 
haya convertido en peste”,178 


Podrían citarse muchos otros testimonios para com- 
probar la situación económica en que quedó Venezuela 
después de la guerra de Independencia y que, infortu- 
nadamente, no pudo ser remediada a tiempo para salvar 
la Unión Colombiana. Las anteriores, y particularmente 
el extenso y completo relato de Gil Fortoul son, sin 
embargo, suficientes, para darse una idea de las dificul- 
tades de la época. 


El estado de la producción juzgada a través del único 
dato indirecto disponible, la exportación, confirma los 
testimonios anteriores. 


175. O'Leary Tomo VIII p. 421. 
176. CO'Leary Op. cit., p. 271. 
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Codazzi compara una exportación de $ 4.776..500 
para antes de 1810 con una de $ 4.943.597,05 para 
1836-37. Lo que revela una situación más o menos esta- 
cionaría quince años después de Carabobo, once des- 
pués de la rendición de El Callao y seis después de la 
desmembración de Colombia.!”? 


La verdad se contempla todavía más clara —no es- 
tancamiento sino retroceso— cuando teniendo siempre 
en mente los $ 4.776.500 aproximadamente que, según 
Cudazzi, se exportaban para el momento de estallar la 
Revolución, cifra que concuerda con las que Parra Pé. 
rez y otros autores adjudicaban a la exportación de en- 
tonces, arrojamos una mirada a las contenidas en un 
folleto de 1843 (Academia Nacional de la Historia) in- 
titulado Las Fortunas y suscrito por “Un Observador”. 


Trae el referido opúsculo datos sobre la exportación 
de 1831-1832 a 1842-1843 que habremos de discriminar 
para percatarnos de los cambios habidos en la produc- 
ción agrícola misma a través de la época estudiada. 
Basta por el momento observar que la exportación de 
1831-32 no fue sino de $ 2.857.002,07; apenas en 
1836-37 (cifra de Codazzi confirmada por el ignoto 
“Observador”) superó con $ 4.943.597,05 el monto de 
la de antes de la Independencia, habiendo alcanzado 
para 1842-43, el último de que da cuenta el desconocido 
autor del folleto, $ 7.602.996,72. 


177. Al no ofrecer datos acerca del volumen exportado la ase- 
veración no tiene sino un valor relativo. 
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Las transformaciones sufridas por el estado 
económico del país 


Las transformaciones sufridas por la estructura eco- 
nómica del país, puede discernírselas a través de las 
modificaciones en la producción (composición de la 
última y sobre todo de la exportación), y de los cambios 
en las relaciones económicas y sociales derivadas de la 
guerra misma y de sus consecuencias. 


Hay que dirigirse otra vez a las cifras de exportación 
para tener una idea siquiera aproximada acerca de la 
producción de la época. No existen datos seguros acerca 
de la producción para consumo interno, ya que los de 
Codazzi (pp. 120 y siguientes del Tomo 111 de su Geo- 
grafía) son meras evaluaciones enteramente hipotéticas 
establecidas sobre bases asaz deleznables. Nada de sor- 
prendente tiene que el eminente geógrafo no haya po- 
dido tener éxito en esa parte de su misión porque aún 
para el presente resulta en extremo difícil, por obvias 
razones, determinar con relativa exactitud el nivel de 
los consumos internos del país y de la producción que 
los satisface. 


Las cifras que recientemente, y con la ayuda de toda 
una organización estadística, se han publicado sobre el 
mismo particular dan lugar a numerosas críticas y ob- 
servaciones en cuanto a su exactitud. Codazzi, que dis- 
puso de escasos elementos para llevar a cabo solo su lau- 
dable empeño, no podía obtener lo que ahora mismo 
no se ha alcanzado y el resultado de sus investigaciones 
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fue objeto de acerbas críticas en su época, algunas de 
ellas excesivas porque se nutrían de pasión política.!”8 


Por razones antedichas, hay que limitarse a revisar 
la composición de la exportación para medir hasta don- 
de sea posible las transformaciones sufridas por el cuer- 
po económico nacional en el primer tercio del Siglo XXI. 
Lo haremos partiendo de los datos que sobre el parti- 
cular trae el mismo Codazzi y que esta vez es de supo- 
ner que provengan de las estadísticas oficiales y de los 
que, derivados de las cifras provistas por las Aduanas 
y que aparecen en las Memorias de Hacienda, da el ig- 
noto “Observador” autor del folleto de 1843 sobre 
“Las Fortunas”. 


178. En el citado folleto de M. de Briceño La Gran Cuestión Fis- 
cal ver particularmente (Apéndice 1, p. 4 etc.), la carta 
de Iribarren en que hace serios pero apasionados repro- 
ches a Codazzi y pone en tela de juicio la seriedad de sus 
afirmaciones. El folleto mismo discute muy particular- 
mente los cálculos de Codazzi sobre consumo. 
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LA EXPORTACION DE ANTES DE LA INDEPENDENCIA (Codazzi p. 110, Tomo 11) 
Y LA POSTERIOR A 1830 


Algodón Añil Cacao Cajé Cueros Ganado  Caballar 
Años Pacas (Quintales de Libras) Unidades Vacuno Unidades Totales 
Ántes 

de 1810 40.000 10.000 144.300 80.000 130.000 18.000 6000  4.776.500,00 
31-32 970 2.623 12.153 115.440 76.671 1.825 910  —2.857.022,07 
32-33 3.254 54.825 115.440 61.297 1.667 —  3.023.074,74 
33-34 4.216 33.849 116.026 53.168 3.461 —  3.394.483,41 
34-35 2.824 42.433 39.527 53.083 4.563 —  2.437.917,83 
35-36 3.751 52.422 115.912 76.260 3.219 —  4.088.807,25 
36-37 38.784 4.477 67.798 166.348 111.550 7.912 1.205  —4.943.597,05 
37-38 3.838 58.102 174.912 121.603 9.809 —  4.283.807,25 
38-39 4.584 64.980 218.813 139.139 8.949 —  3,391.360,09 
39-40 3.412 87.697 — 191.261 163.837 9.968 —  5.938.871,3/ 
40-41 5.466 716.559 — 259.993 156.973 11.648 —  6.159.835,15 
41-42 3.508 96.339 329.944 252.640 12.933 -—  7.602.996,72 
42-43 23.081 3.174 89.036 295.667 237.729 10.979 —  6.741,400,82 
43-44 20.743 3.534 90.647 287.912 253.370 14.894 1.848  5.898.608,70 


(Observaciones: Las fuentes son: para antes de 1810 las cifras de Codazzi para esa época 
(Tomo II, p. 110); para 1831-1832 a 1841-1842, las cifras del '“Ohbservador'” en el mencionado folleto 
“Las Fortunas”, tomadas evidentemente de las Memorias de Hacienda; para 1842-1843 y el siguiente 
año, las estadísticas de exportación de las propias Memorlas de Hacienda. Los datos del algodón 
y el ganado caballar correspondientes a 1821-1832 los traemos directamente de la Memorla de 1833 
y los que para 1836-1837 aparecen sobre los mismos productos provienen de la pág. 110 de Codazzi y 
están acordes con la correspondiente Memoria de Hacienda. El “Observador” formuló su cuadro 
sobre la base de los cinco productos que, salvo años excepcionales, tenían más valor en la exporta- 
ción: añil, cacao, café, cueros y ganado; y el mismo criterio nos conduce a no dar, para algodón y 
ganado caballar, sino los datos suficientes pare establecer comparaciones de época a época. Los 
quintales se han redondeado a la cifra más próxima; y la reducción de fanegas a libras, necesaria 
para el cacao de antes de 1810, se ha hecho partiendo de que las 681.089 fanegas de exportación indi- 
cadas por Codazzi mismo en 1836-1837 corresponden, en las estadísticas oficiales, a una salida de ca- 
cao por las aduanas de L. 6.779.831; de donde se deducen L. 1.111 aproximadamente por fanega.) 


De las cifras del cuadro anterior, cabe extraer, en pri- 
mer término a guisa de conclusión la decadencia del 
cacao, su desplazamiento por el café por razones que 
ya contemplamos y que tienen que ver con la mayor 
perdurabilidad de éste que llevó a sembrarlo en las zo- 
nas altas, cuando, primero por las guerras hispano-bri- 
tánicas, luego por la de independencia, eran difíciles y 
precarias las comunicaciones. Se convirtió así desde en- 
tonces y hasta el auge del petróleo, en eje de la vida 
económica nacional un fruto tropical en que no posee- 
mos la ventaja, como en el caso del cacao, de que nues- 
tra calidad supere a todas las demás y se imponga por 
ello a mejor precio en los mercados mundiales. 


Del cuadro se deduce, además, que para la época en 
estudio se acentuaba la decadencia del añil que había de 
hacer pronto definitiva la extensión y el uso de los 
colorantes químicos. 


En materia de productos de la cría, se encuentra que 
la exportación de cueros, que había caído un tanto des- 
pués de la guerra, se restableció hasta superar las cifras 
anteriores casi en el doble para 1843-1844; que la ex- 
portación de ganado vacuno, luego de una caída verti- 
cal como consecuencia, indudablemente, de la destruc- 
ción de la guerra y del desorden en que se debatió Co- 
lombia hasta la secesión, remontó hasta alcanzar una 
mediana de alrededor de las dos terceras partes de la ci- 
fra de antes de la Independencia; y que, en cambio, la 
exportación de ganado caballar continuaba en vías de 
desaparición. 
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Que en la exportación muy aumentada de cueros no 
hay que ver nada más que un índice del auge que había 
llegado a tomar el abigeato, queda desmentido por el 
hecho de que estuviese gozando también, de 1836-1837 
en adelante, de un relativo restablecimiento la exporta- 
ción de reses en pie. La opinión de Baralt sobre el parti- 
cular puede servir a esclarecer este punto y además el 
correlativo a la continuada decadencia de la cría caballar. 


““..La guerra de Independencia, cuyo teatro prin- 
cipal fueron los llanos de Venezuela, destruyó la mayor 
parte de los ganados y los cueros dejaron de ser por 
algún tiempo artículo importante de exportación; pero 
desde que cesó aquella calamidad, con la total expulsión 
de los ejércitos del Rey, los llaneros volvieron a con- 
traerse al fomento de sus crías, y han aumentado con 
tanta rapidez, que la carne de buey es ahora uno de los 
alimentos más baratos y más alcance a la gente pobre. 
La exportación actual es de 140.000 cueros poco más o 
menos y de ocho a nueve mil reses en pie”. Luego añade 
que antes de la guerra y para las haciendas de caña de 
las Antillas, se exportaban unos dos mil doscientos mu- 
las y caballos al año (notar la diferencia con la cifra 
6.000 de Codazzi) y termina diciendo: 


“Con el restablecimiento de las crías después de la 
revolución, este ramo comenzaba otra vez a ser produc- 
tivo; pero la peste que en los últimos 10 años ha ata- 
cado en los llanos a los caballos, las mulas y hasta los 
burros, no ha dejado ni aun las bestias necesarias para 
los trabajos del país. Las 2.227 mulas que se han expor- 
tado en el último año económico de 1838-1839 pertene- 
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cen a las crías de Cúcuta y Casanare en el territorio de 
la Nueva Granada”.*?? 


Respecto a otros artículos de exportación, vale la pena 
añadir: 


que la exportación de cobre parecía haber de momen- 
to aumentado, pues Codazzi la fija en 800.000 libras pa- 
ra antes de 1810, y fue según él mismo de 22.430.000 li- 
bras en 1836-1837. El precio sin embargo había descen- 
dido enormemente pues esa menor importación de 1810 
valía $ 80.000 (diez centavos libra, especifica Codazzi) 
y, según lo confirma la Memoria de Hacienda corres- 
pondiente, la exportación de 1836-1837, tres veces ma- 
yor como hemos visto, tuvo un valor de $ 34.000. La 
exportación de 1843-1844 fue (Memoria de Hacienda) 
de 2.980.000 libras; 


que el tabaco aparece para 1836-1837 con una expor- 
tación de 20.431 quintales y en 1843-1844 con una de 
25.475. Baralt estima que de 1779 a 1804 “se cogie- 
ron por término medio 20.000 quintales, de los cuales 
expendió el Estado 17.084 y el resto los labradores por 
contrabando”.1% 


179. Baralt. Op. cit., Del Descubrimiento a 1797 p.p. 478 
y 479. Al formular esta cita de Baralt no queremos 
restarle importancia al abigeato. El Congreso de 1836 
votó una drástica Ley para reprimirlo que incluía la 
pena de muerte, los azotes o los trabajos forzados, 
según el caso y la persona (se condenaba a muerte 
a los jefes de gavillas). Vallenilla es explícito al res 
pecto (Op. cit., p. 168 sobre la Ley y muchas otras 
alusiones en la misma obra a la extensión del abigeato). 


180. Op. cit., p. 476. 
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que en las estadísticas citadas por Codazzi en último 
término (las de 1836-1837) aparece un artículo de ex- 
portación no incluido en las anteriores a 1810: los cue- 
ros pequeños (chivo y venado) con 109.733 unidades y 
el cual según la Memoria de Hacienda de 1845, asciende 
en 1843-1844 a 374.282. 


que es bueno tener en cuenta, para darse una idea de 
la exportación de la época de los conservadores, que la 
Memoria de 1845 entre los artículos exportados en 
1843-1844 trae jademás, los siguientes: Azúcar: £ 
647.581. Almidón: £ 101.892. Aves: 10.000 (unida. 
des). Carne salada: £ 549.425. Cuadrúpedos varios 
(otros que reses, caballos, mulas y burros): 3.669, Di- 
vidive: £ 4.611.901. Oro y plata amonedados: $ 228.000 
Pescado salado: £ 158.566. Queso: £ 147.065. Sebo: 
£ 22.158. Quina: £ 2.791. Dulces: $ 11.472,79. Gra- 
nos: $ 28.080,07. Legumbres: $ 3.106. Maderas de 
construcción: $ 18956,53. Maderas de tinte: $ 23.062. 
Cifras estas de una exportación que, por su menor va- 
lor, no toman en cuenta los comentaristas de la época, 
pero que servirán siempre a dar información sobre la 
clase de producción nacional que en aquellos tiempos 
lograba tener hasta un pequeño excedente para ex- 
portación. 


Por su particular significación es de conveniencia 
revisar, con el apoyo de otras fuentes, cuestión de tan- 
tos alcances como el desplazamiento del cacao por el 
café como principal producto de exportación. 


Según las cifras expuestas por Adriani en “Labor Ve- 
nezolanista” (p. 202) el café pasó de una exportación 
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anual inicial de 708 sacos (de 132 libras o 60 ks.), a 
una de 60.006 en 1810, de 87.454 en 1831; habiendo 
llegado en 1841 a los 143.379 sacos, con lo que sobre- 
pasa ya para la época reseñada, en peso y en valor, a 
todos los otros productos. Según Don Ramón Veloz 
(N2 10 de la Revista de Hacienda), en 1830-1831 se 
exportaron 74.173 sacos de café de a 50 kilos, con un 
peso de Ks. 3.708.638 y un valor equivalente a Bs. 
3.374.850,58 frente a una exportación de cacao de 
38.008 sacos de 60 kilos con un peso de Ks. 2.280.510 
y un valor equivalente a Bs. 2.508.561,10. El “Obser- 
vador” en el citado folleto nos habla de 11.544.024 li- 
bras de café exportadas en 1831-1832 y de una exporta- 
ción de cacao para ese año de £ 7.215.340. Codazzi nos 
dice que en 1836-1837 se exportaron 166.348 q.q. de 
café por valor de $ 1.659.908,36, al paso que otorga 
un valor de $ 875.000 para las 61.089 fanegas de cacao 
(67.798 q., según la cifra oficial reproducida por “El 
Observador”). En fin, para el año 42-43, según la Me- 
moria correspondiente (la de 1844) hubo una exporta- 
ción de más de 29 y medio millones de libras de café, 
frente a una inferior a los nueve millones de libras de 
cacao y la siguiente Memoria trae una Exportación de 
café de casi 28.800.000 y una de cacao que excedió en 
muy poco a los nueve millones. 


Repercusiones económico-sociales del predominio 


del café 


La supeditación del cacao por el café como principal 
factor de nuestra economía tuvo una honda influencia 
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sobre el desarrollo económico, social y político de la 
Nación que todavía no ha sido estudiada. 


El nervio de la producción agrícola, se traslada así 
de las tierras bajas hasta entonces cultivadas por la 
mano de obra esclava hacia tierras templadas o semi- 
cálidas de altitud mediana donde la tierra es laborada 
generalmente por indios y mestizos libres y pertenece a 
menudo a gentes de un sector social diferente al de la 
antigua aristocracia agraria. 


Hay que insistir en recordar que el cacao, principal 
artículo de exportación hasta la época de la indepen- 
dencia, y la caña, plantío de mucha importancia para el 
consumo interno desde tempranos días de la Colonia, 
eran cultivos de tierra cálida que motivaron la intro- 
ducción de la raza africana a América y con ella, la es- 
clavitud. Todavía hoy en día predomina el negro en 
los cacaotales y cañaverales costeros, al paso que en las 
suaves pendientes interioranas de altura media, la siem- 
bra, limpia y cosecha son generalmente efectuadas por 
una peonada compuesta no única pero sí principalmente 
de indios y mestizos. 


Por la razón antedicha y por otras igualmente obvias, 
el fenómeno del desplazamiento del cacao por el café 
como eje de la vida económica había de acelerar la des- 
composición del antiguo grupo de propietarios de la 
tierra que tan importante papel habían jugado en la 
Guerra Magna y que, en realidad, como clase social no 
había derivado sino perjuicios de la grandiosa Revolu- 
ción por ellos iniciada. 


Concomitantemente con esa consecuencia se producen 
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otras que sería muy interesante estudiar a fondo y de 
un modo especial. El reinado del café dio singular im- 
portancia al Ánde, a los Estados de la cordillera, que 
hasta entonces era una región económica de importan- 
cia secundaria. No sólo iban entrañadas en ello deriva- 
ciones de orden político que no vinieron a producirse 
sino a fines de Siglo y que de otro modo no habrían 
sido posibles, sino que la pequeña propiedad, que ha- 
bía tenido vida precaria cuando la Guipuzcoana impul- 
só el cultivo de los Valles de Aragua y de la cual no 
hemos encontrado trazas concretas ni antes ni después 
de esa transitoria aparición, va a reforzarse y arraigarse 
por lo menos en una importante región de la República. 


El sector costanero continúa siendo, sin embargo, y 
todavía lo es, el núcleo económico de mayor fuerza en 
la vida económica del país. Por eso es de gran interés 
continuar estudiando las variaciones que había de pro- 
ducir en su seno el auge del café. Anotamos que de 
allí hubo de derivarse una modificación forzosa de la 
composición social del sector de propietarios de la tie- 
rra. Así había de ser también por la buena razón de 
que los “canastilleros”, o en general los comerciantes 
realistas regresados de las Antillas después de la guerra, 
habían de interesarse más que antes en adquirir propie- 
dades agrícolas. Lógicamente habían de estar más inte- 
resados ahora en no retardar la ejecución del deudor 
moroso propietario de una nacienda de cacao en Chacao, 
casi al alcance de la mano, que lo estuvieron antes en 
Tjecutar cacaotales en Chuao o en otros puntos de la 
Costa alejados de los sitios céntricos donde estaban 
ubicados los acreedores. 
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No era éste, no debemos olvidarlo, el único factor de 
variación en la fisonomía y la composición misma del 
grupo terrateniente. No sólo, como vimos que lo re- 
cuerda Vallenilla, Páez había devenido el mayor terra- 
teniente del país, sino que otros hombres del pueblo 
que habían ganado gloria y fortuna en la guerra, tam- 
bién eran ahora propietarios de fundos agrícolas en vir- 
tud de una trayectoria que el mismo autor nombrado 
delinea muy bien cuando relata en sus obras dónde vi- 
nieron a dar los repartos de tierra prometidos al Ejér- 
cito Libetrador.!! Fenómeno que debía repetirse varias 
vetes a través de nuestras contiendas bélicas internas 
y que culminará en nuestro Siglo con el control de la 
mayor parte de la superficie productiva del país por 
un hombre, una familia y, en general un pequeño grupo 


181. Cesarismo Democrático, p. 158: “... El Congreso oyó 
las indicaciones del Libertador, pero la ejecución de la 
Ley no fue tan equitativa como era de esperarse. Páez y 
algunos otros próceres secundados por una porción de 
especuladores comenzaron a comprar los haberes militares, 
sobre todo los de los llaneros de Oriente y Apure por 
precios irrisorios; de tal manera que el latifundio colonial 
pasó sin modificación alguna a las manos de Páez, Mona- 
gas y otros caudillos, quienes habiendo entrado a la gue- 
rra sin bienes algunos de fortuna, eran a poco de cons- 
tituída Venezuela los más ricos propietarios del país”. 
Vallenilla hace alusión en seguida a la “reacción del 
Partido Realista” (ahora conservadores que rodeaban a 
Páez) y del logro, por parte de los emigrados, de que 
se anularon Jas confiscaciones en su contra durante la 
guerra, salvo, por supuesto, cuando los bienes habían 
pasado a los caudillos triunfadores. Lo cual por supuesto 
no desmiente la verdad, admitida y proclamada por el 
mismo Vallenilla en distintas ocasiones de que el “Par- 
do Realista” estuvo compuesto sobre todo por los co- 
merciantes y que en el patriciado republicano predomi- 
naron los propietarios agrarios. 


255 


de extracción popular por sus orígenes, que por medio 
de la desposesión legal o violenta de los antiguos pro- 
pietarios, altera fundamentalmente, como hemos dicho, 
la finosomía del grupo latifundista, pero, y esto es lo 
importante, lo verifica dejando no sólo igual sino más 
agudizado el problema mismo del latifundio. 


Otra cuestión que no puede descuidarse es que, al 
mismo tiempo, varía también la composición del “co- 
mercio” como grupo social. El puesto dejado por los 
“Ccanastilleros””, tornados muchos agricultures o políti- 
cos godos [o por lo menos, sus hijos “letrados”), es 
ocupado en el negocio de exportación por casas fuer- 
tes algunas de origen sajón o anglosajón que van apa- 
reciendo y que por mucho tiempo ejercerán honda in- 
fluencia sobre la vida económica y por ende sobre la 
vida política. A la casa de Santana, van a añadirse fir- 
mas como la de Blohm y Boulton que, junto con otras 
venidas luego, controlaron el negocio del café por un 
siglo. Los nuevos dominadores del comercio exterior 
serán objeto, y lo son todavía, de recriminaciones por 
parte de los hacendados —pues subsiste, con todo el 
antiguo pleito que hemos venido siguiendo desde sus 
orígenes—, pero el hecho de que en los buenos tiem- 
pos esas casas puedan haber lucrado grande y excesiva- 
mente con el café a costa de los agricultores (recuér- 
dense al respecto las campañas de Don Gustavo Brandt), 
no impide reconocer que aportaron durante mucho tiem- 
po a la producción agrícola medios de crédito que eran 
necesarios e impulso general a la agricultura cafetalera, 
y así mismo no debe hacernos perder de vista que su 
predominio en el comercio de exportación, concuerda 
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con una disminución de la acritud que había tenido has- 
ta entonces la secular disputa entre los dos sectores: el 
de hacendados y el de comerciantes. 


Por otra parte, había tenido más movilidad el grupo 
agrícola, ya no era una casta como antes, sino que a él 
habían penetrado hombres de otras clases, sobre todo 
comerciantes. Además, predominaban ahora en el co- 
mercio hombres del Norte o, en cuanto a los de Europa, 
sajones en todo caso, o sus descendientes, menos apa- 
sionados que los peninsulares que antes de la guerra lo 
dominaban. 


La serie de factores que hemos venido reseñando y 
que surgieron con motivo del ascenso del café o lo 
acompañaron, contribuyeron en mucho a la imprecisión 
o a la mezcolanza de sectores sociales en los nuevos 
partidos conservador y liberal. El panorama social se 
complica y aunque la división de partidos va a conti- 
nuar reflejando la lucha tradicional a que nos hemos 
venido refiriendo, el fenómeno aparecerá ahora menos 
preciso, más borroso que en la época anterior. Impreci- 
sión reflejada muy bien por el hecho de que en un 
momento dado veremos a un conservador moderado, 
pero conservador al fin y al cabo, como Fermín Toro, 
convertido en abogado de la abolición de la Ley de 
10 de abril de 1834 que iba contra los deudores, y por 
allí contra los propietarios agrarios, y que era general. 
mente atacada por los liberales, partido de los caballe- 
ros campesinos, y defendida por el Partido Conserva- 
dor, donde todavía gozaban de honda influencia los co- 
merciantes y prestamistas. Un primer ejemplo de fide- 
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lidad de los conservadores a los principios de liberalis- 
mo económico (libertad de contratación) y de la tenden- 
cia intervencionista y, por lo tanto, anti-liberal de los 
liberales. 


Muy significativamente Toro, elemento conciliador, 
se refiere al perenne conflicto, tratando de desvirtuar- 
lo. Según él “...Un error vulgar es el creer que hay 
un verdadero antagonismo entre la industria y el co- 
mercio de Venezuela; error perjudicial que ha hecho 
imaginar monopolios en la compra de frutos, abati- 
miento forzado en los precios de éstos, y otras ma- 
niobras que predisponen los ánimos contra una clase 
útil a la sociedad y concitan odios contra los que 
emplean sus capitales en la exportación de nuestros pro- 
ductos rurales”. Estos halagos no conmovieron a los 
conservadores a quienes en modo alguno complacía la 
actitud del tribuno que fue llamado al orden.*8? 


Las cuestiones económicas y sociales a que nos veni- 
mos refiriendo, continuaron, con todo, ejerciendo una 
influencia decisiva sobre la composición de los Partidos 
y su orientación, pese a que las líneas divisorias, como 
lo hemos visto, fueron menos definidas que antes 


Las posiciones ideológicas vale la pena de estudiarlas 
de modo especial, pero en tanto, bueno es recordar, 
en general, por cuanto se refiere a los liberales, su acti- 
tud, favorable al intervencionismo de Estado, en rela- 


182. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo II. p. 244. la cita 
de Toro es de la página 158 de sus reflexiones sobre la 
citada Ley publicadas por la Biblioteca Venezolana de 

ultura. 
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ción a la Ley de 10 de abril de 1834 y la cuestión del 
beneficio de espera; la posición de defensa de los pro- 
pietarios rurales que constituyó, casi sin excepciones, la 
línea periodística de El Venezolano; el pro-agrarismo de 
Aranda que lo llevó a formular su proyecto de Instituto 
de Crédito Territorial y que, significativamente condujo 
a que su Partido Agrario se fusionara con el Partido 
Liberal. Y por lo que hace a los conservadores, su cons- 
tante fidelidad a los ideales del liberalismo económico 
y en general a todas las ideas manchesterianas, conse- 
cuencia ideológica y práctica con los postulados de “la 
Escuela” muy bien puesta de relieve al comienzo de la 
dominación oligarca por la política arancelaria y hacen- 
daria en general de Santos Michelena y por los razona- 
mientos con que éste la justificaba en sus Memorias de 
Hacienda y así mismo, al fin del dominio conservador, 
por el veto del Presidente Soublette al Instituto de Cré- 
dito Territorial y por los conceptos en que asentaba la 
justificación de dicho veto.!83 


En cuanto a la composición misma de los Partidos, 
todo parece indicar que al Partido Godo pertenecían 
no sólo, como antes, los “canastilleros” y en general los 
comerciantes, muchos de los cuales eran ahora agricul- 
tores en virtud de la ejecución de haciendas de café cer- 
canas a sus establecimientos comerciales, sino además 
unos cuantos sobrevivientes o herederos de las familias 
patricias (fuesen aún, o no, terratenientes de considera- 


183. Cf. Gil Fortoul. Op. cif., Tomo 11 p. 66 y sig. 243 y 
sig. Así mismo Memorias de Hacienda citadas. Y Valle- 


nilla, Op cit. p. 275 y siguientes. 
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ción), a quienes sus prejuicios conducían al lado del 
Partido en el poder que para ellos representaba la paz, 
el orden, la estabilidad social, amén de que decía de- 
fender una serie de principios tradicionales. 


Es fácil así mismo presumir, y lo confirman los his- 
toriadores y muy en particular Vallenilla y Gil Fortoul, 
que en el Partido Liberal formaban los agricultores in- 
dependientes medianos y pequeños, agobiados por las 
hipotecas y los “adelantos” de los comerciantes y, al 
lado de ellos, numerosos “letrados” y profesionales de 
la clase media, y toda la gente de este último sector a 
quienes prejuicios religiosos o de cualquier otra índole 
tradicionalista —o intereses personales como en el caso 
de burócratas— no los empujasen al lado del conserva- 
tismo. 


El pueblo, naturalmente, debido a su falta de madu- 
rez mental originada en la ignorancia en que hasta en- 
tonces se le había mantenido, no llegaba a agruparse en 
uno u otro lado de modo decisivo y conciente y menos 
a ejercer una influencia directa en el seno de uno de 
los dos grupos. Al plantearse la solución violenta del 
conflicto, fue acudiendo de más en más al lado de los 
liberales que representaban la solución revolucionaria y 
hacían a las multitudes halagadoras promesas igualita- 
tarias. La aspiración de las masas populares a una refor- 
ma agraria —o a un reparto de la tierra de los latifun- 
distas, más llanamente hablando— fue más tarde, como 
lo han demostrado tantos historiadores serios, una gran 
levadura revolucionaria para la Guerra Federal y la causa 
de muchos de los excesos a que, particularmente contra 
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los propietarios y la propiedad, habrían de librarse cau- 
dillos populares como Espinosa y sus secuaces. Esto dio 
a esa guerra un tono de violencia que quizás de otro 
modo no habría adquirido, ya que, como hemos tenido 
ocasión de constatarlo, era menos precisa que antes y 
que durante la independencia la división entre los gru- 
pos económico-sociales dirigentes y, en consecuencia, 
menos pugnaz la lucha entre ellos, como había de de- 
mostrarlo la transacción de Coche que liquidó la Guerra 
Federal y burló las esperanzas de reforma agraria que 
pudieran nutrir los labriegos sin tierra. 


No es posible concluir esta breve reseña de la situa- 
ción económica-social y política concomitante y en gran 
parte consecuencial de la entronización del café, sin ha- 
cer referencia a la abolición de la esclavitud. Precisa, 
en primer término, destacar que no es sino aparente la 
contradicción de que postulara y llevara a cabo dicha 
medida el Partido Liberal, o, por lo menos, un gobierno 
liberal a pesar de que dicho partido estuviese compues- 
to predominantemente por agricultores. O, en todo ca- 
so, en buen grado por propietarios agrícolas medianos 
y pequeños. 


La realidad parece ser que ninguno de los dos parti- 
dos tenía mayor interés ya en la conservación del bo- 
chornoso sistema esclavista. De Gil Fortoul tenemos 
datos por demás significativos al respecto!%* que vienen 
a confirmar la impresión, anotada por el autor de Las 
Fortunas, de que, con las leyes de emancipación, la es- 
clavitud iba desapareciendo paulatinamente y que, esa 


184. Op. cit., Tomo I1IT, p. 48. 
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solución escasamente humanitaria para los actuales es- 
clavos, hacía de todos modos menos interesante para 
los propietarios un sistema que, muy importante es no- 
tarlo, con el auge del café, cultura de tierra templada, 
y con el consiguiente debilitamiento del cacao y la caña 
como factores esenciales de la producción, ya se encon- 
traba en situación de debilitamiento. La pérdida de im- 
portancia económica sufrida por la esclavitud la de- 
muestra el hecho de que según cálculos del doctor Ma- 
riano Briceño, citado por Gil Fortoul!$5 quien lo trae de 
Landaeta Rosales, los esclavos existentes en el momento 
de la abolición sólo alcanzaban a 12.500 (unos trece 
mil, con los liberados por sus amos al iniciarse la dis- 
cusión de la Ley) y los manumisos a 27.000. Ya hemos 
visto que Depons había evaluado, exageradísimamente 
es verdad, para los comienzos de Siglo el número de 
esclavos en 218.400 y que Andrés Bello y Luis López 
Méndez lo calculaba modestamente, por su parte, en 
62.000 pocos años después. Aun tomando por buena 
la cifra menor, resulta que el número de esclavos no sólo 
no había aumentado (se lo impedía la acción de las 
leyes) sino que había ido en continua disminución. La 
elección de José Gregorio Monagas, futuro libertador 
de los esclavos, contra Antonio Leocadio Guzmán, jefe 
del Partido Liberal, está allí además para recordarnos 
que el gobierno de los Monagas fue siempre, en su 
esencia, un gobierno personal antes que un gobierno de 
partido. Si los conservadores habían sido ““aplacados” 
en la infausta jornada del 24 de enero de 1848, no por 


185. Ibid. Tomo lll. p. 33. 
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eso se permitió que el liberalismo se afianzara en el po- 
der “como partido” en las elecciones de 1850 y éste re- 
accionó, fraguando la revolución bi-partidista del 53 y 
el 54. 


En fin, no para disminuir la nobleza del gesto del 
ecuánime José Gregorio, hombre ponderado y bonda- 
doso ,a diferencia de José Tadeo,!'% sino para confirmar 
el escaso interés que podían tener los conservadores 
en la conservación de la esclavitud, hay el testimonio 
de Larrazábal (que trae el mismo Gil Fortoul) en el 
sentido de que él aconsejó el decreto de abolición por- 
que los conspiradores conservadores, encabezados por 
Manuel Felipe de Tovar, tenían como punto principal 
en su programa idéntica cuestión.!9 

No importa la exactitud o la deleznabilidad del últi- 
mo dato (que tiene origen en el “Estudio Histórico 
Político” de Domingo A. Olavarría), parecen siempre 
demostradas dos cosas: por una parte, que la esclavi- 
tud había perdido gran parte, si no todo, su interés eco- 
nómico para los unos y los otros tomados grupalmente 
y como factor político; por la otra, que la decisión no 
fue decisión de Partido sino una determinación que insi- 
nuaron al mejor de los Monagas sus más esclarecidos 
consejeros y que en un hombre como José Gregorio 
habría de encontrar pronta acogida. 

Es en todo caso, evidente, y es eso lo fundamental- 
mente importante retener, que con la decadencia de 
los cultivos de tierra caliente los propietarios agrarios 


186. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo 111. p. 42. 
187. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo III. p. 50. 


263 


habían perdido interés en la esclavitud. La sustitución 
del cacao, como eje de la economía, por el café, cul. 
tivo de altitud generalmente a cargo de mano de obra 
india y mestiza, tuvo pues, una influencia decisiva en 
el facilitamiento de una solución para esta importante 
cuestión social. 

No estará demás terminar sobre el punto con la si- 
guiente cita de Gil Fortoul: “Durante los cuatro o cinco 
años que siguieron al de la emancipación, no se nota 
ningún cambio social ni político debido a la influencia 
de los nuevos ciudadanos. Muchos continúan viviendo 
como peones y colonos en las haciendas de sus antiguos 
señores; otros se dispersaron por las ciudades y campos, 
todos van a confundirse poco a poco en la masa de 
mestizos que forman la enorme mayoría de la población 
venezolana”. 

Con el fin de la esclavitud, apresurado indudable- 
mente, volvemos a insistir, por el auge del café y por la 
declinación de las culturas de tierra baja, se cerraba en 
lo moral y lo humano, una página negra de la Historia 
Nacional; y, si bien desaparecía también, en lo econó- 
mico, una de las causas de retraso de la producción y 
de toda la economía, habían de subsistir y subsistieron 
otras, susceptibles de actuar como freno al progreso de 
la economía y de la agricultura nacionales, como el lati- 
fundio, la ausencia de vías de comunicación buenas y 
suficientes, la falta de técnica en la agricultura, la es- 
casez y carestía del crédito, el exceso de intermediarios, 
el peso de la tributación indirecta. Sin contar la influen- 
cia ejercida por importantísimos factores de orden 
distinto del puramente económico, como la asoladora 
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acción de los períodos de anarquía y el retraso no me- 
nos positivo y evidente que, bien medidas las cosas, su- 
pusieron en realidad y por lo general para el país las 
épocas de autocracia que sucedieron a las convulsiones 
revolucionarias. 
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PARTE IV 


La economía del café 
y sus problemas hasta mediados 
del siglo XIX 


CAPITULO XI 


LA AMORTIZACIÓN DE LA DEUDA PUBLICA 
Y LA CUESTION MONETARIA Y DEL CREDITO 


A. La Deuda Pública 


Considerábase por muchos, la amortización de la 


Deuda Pública, y por supuesto que particularmente la 
amortización de la Deuda Externa, como una de las 
causas de la escasez de circulante, 1 problema éste de 
los que daba lugar a mayor preocupación entre las cues- 
tiones económicas de la época. 

Resulta difícil precisar la trayectoria de la Deuda du- 
rante el período que estudiamos, pues los documentos 


e AA 


oficiales. sobre. el particular no concuerdan a veces res" 


blecen claramente las operaciones que provocaban a au- 


o o na 


mento o disminución. Así por ejemplo, “Tos Anales Ve. 


A AP e 


188. No debe olvidarse que para entonces, y por mucho tiem- 
po, la circulación fue metálica (oro y plata) y no fidu- 
ciaria. Á esta cuestión se la tratará más adelante. 
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Venezuela de 4 de agosto de 1839 (N* 446), que a su 
vez reproduce el reparto convenido en Bogotá (con fe- 
cha 16 de marzo de 1834) informa que del:monto de 
$ 25.326.018 de la Deuda Interna de la Antigua Colom- 
bia, se adjudicaron a Venezuela $ 7.217.915,12; a Nue- 
va Granada $ 12.664.009 y al Ecuador $ 5.445.093,88. 
La parte correspondiente a Venezuela se distribuía así, 
según la citada fuente: 


En la consolidada y la consoli- 


dada del 3% .. .. .. .. .. Bs. 2.718.050,29 
En la consolidada del 5%, en la 

flotante y en la de Tesorería  ” 4.356.600,4514 
En la de reconocimiento de inte- 

LOSOS Lo. » 80.274,37 1 


En tanto que, según la Memoria de Hacienda de 1847 
que cita Gil Fortoul, la cantidad atribuida a Venezuela 
en el reparto por concepto de Deuda Interna habría 
sido la de $ 9.449.599. Las cifras provistas por las 
Memorias que van de 1830 a la última citada (1847) 
son mucho menos explícitas que éstas y no permiten 
dilucidar perfectamente el problema. Basta observar que 
los informes de la Comisión de Créditos contenidos en 
las Memorias que van de 1841 a 1845 fijan la Deuda 
Interna en cifras que van de un máximum de $ 3.925. 
435,84 en la de 1842 a un mínimum de $ 1.807.939,97 
en la de 1845. 


Respecto a la Deuda Externa —Jde mayor interés pa- 


ra nuestra investigación por la presunta influencia de 
su amortización sobre la balanza y la posición de pa- 


gos— variaba de año a año no sólo porque las amorti- 
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zaciones disminuían su monto sino también porque lo 
aumentaban los “reconocimientos de vales” que se iban 
efectuando en Londres y otras plazas de Europa. La 
Memoria de Hacienda $ 1844 señala que se habían 
hasta entonces reconocido capitales por $ 20.604.947,12 
y se habían amortizado $ 3.129.296,75, quedando a 
deberse $ 20.475.650,37 para el 1? de mayo de 1843. 
La Memoria de 1845 indica que para el 1? de noviembre 
de 1844 ascendía a $ 20.926.212,87. En fin, la Memo- 
ria de 1847, citada por Gil Fortoul, afirma que la parte 
de Venezuela en la Deuda Exterza de Colombia llegó a 
montar (de seguro que con los reconocimientos de vales 
que se habían hecho hasta el momento) a $ 24.698.697, 
de los que se habían amortizado $ 3.736.484. 


En todo caso y aun cuando las salidas de fondos al 
extranjero por motivo de amortización hubiesen_sis sido 
más considerables de lo que parecen haberlo sido, sólo 
habría podido reprochársele a tal política que existien- 
do ya escasez de capitales en el país y c crédito caro, se 
tendiese a agravar el mal. Pero nunca que lo hubiese 
provocado, puesto que sabemos que la causa “inmediata 
había sido una severa ya severa baja de los precios de de los precios del café y que 
las causas remotas y permanentes estaban en la serie de 


defectos intrínsecos de la estructura económica, a que 
se ha venido haciendo referencia. 


No es posible abandonar el punto sin observar, por 
otra parte, que la política de amortización, de haber 
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sido continua y de haber gozado € el país de un 1 prolop- 
gado ado período de paz, habría producido | indudablemente 


frutos benéficos. Establecido s sólidamente el crédito ex- 
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terno venezolano, los capitales extranjeros —<omo se 
decía entonces, en vez de las inversiones— se habrían 
mostrado dispuestos a colaborar al desarrollo del país 
en mayor grado y con exigencias más razonables .que las 
que pondrán por delante más luego para construir unos 
raquíticos ferrocarriles bajo Guzmán o para iniciar y ex- 
pandir, en la época de Gómez, el desarrollo de la 
explotación petrolera. No por filantropía, ciertamente, 
ni como premio a una buena conducta, sino porque el 
excelente crédito de que entonces hubiese disfrutado el 
país, habría provocado una afluencia de capital extran- 
jero y una competencia entre los inversionistas para co- 
locar fondos. Sin contar con que un crédito saneado ha- 
bría permitido obtener en condiciones convenientes los 
empréstitos tos necesarios para las obras y para el impulso 
de empresas que los gobiernos hubiesen decidido des- 


PP PPP A 


arrollar en vista del 1 progreso del país. Se habría evita- 


do, en todo caso, el largo calvario de incumplimiento, 
empréstitos draconianos y que a menudo correspondían 
más a conversiones y arreglos de deudas atrasadas que 
a reales ingresos de capitales, y, en fin, no se habría 
tenido que arrostrar la bancarrota del Crédito Público 
en que, con tantas graves consecuencias, se vio por tan- 
to tiempo sumido el país. 


Según la Memoria de 1847, la situación habría sido 
la siguiente para esa fecha: 


Amortizaciones Deuda 
Monto reconocido (en 16 años) pendiente 
Deuda Externa $ 24.698.697 $ 3.736.484 $ 20.962.213 
Deuda Interna ” 944959  ” 7.564.830 ” 1.884.769 
TOTALES $ 34.184.296 $ 11.301.314 $ 22.846.982 
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Destacaba el Ministro que esa amortización de más 
de once millones sólo había costado a la República 
$ 3.907.147 en dinero, derechos de aduanas, bienes na- 
cionales, tabaco en especie, rezagos de impuestos nacio- 
nales, con lo que puede calcularse que se había logrado 
amortizar el 34%. Señalaba, además, el alza de los tí- 
tulos y la mejora del crédito público por motivo de la 
política de amortización: el vale de Deuda Consolidada 
de Colombia, que a la disolución de ésta no valía sino 
5 0 6%, había llegado al 28%; y la deuda extranjera 
que llegó a valer el 25% en tiempos de Colombia y 
ganaba entonces el 6%, estaba al 40% desde que Ve- 
nezuela le había fijado un interés de tan sólo 3%. 


A esta política, estrictamente correcta desde el pun- 
to de vista del buen manejo de la Hacienda Pública y 
de la defensa del Crédito Público, objetaba la oposición 
que con la amortización se hacía salir fuera cantidades 
de circulante que a lo mejor podrían emplearse en el 
desarrollo económico del país. 

Los datos antes reproducidos nos muestran ya que 
la crítica parece exagerada porque la amortización de 
la deuda externa —la única que se concibe que hubiera 
provocado las presuntas salidas de numerario— no lle- 
gó a los tres millones y tres cuartos de pesos.** A lo 
que habría de añadirse que, como lo indica la Memoria 


189. Es de recordar que Brandt evalúa en su trabajo reproduc- 
cido en La Gran Cuestión Fiscal, el circulante y los me- 
tales monetizables (en prendas) etc.) existentes para la 
disolución de Colombia en cien millones de pesos y pre- 
tende que para 1850 se había esfumado la mitad de esa 
cantidad. 
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de Hacienda de 1847, la amortización se estaba efec- 
tuando mucho más abajo de la par y por medios que no 
siempre concluían en remesas de dinero al extranjero. 


Las anteriores observaciones se limitan, por supuesto, 
a anotar los buenos resultados que habría tenido una 
política de cumplimiento con los acreedores, de haber 
sido posible desarrollarla. Los acontecimientos que la 
impidieron, eran, empero, inevitables pues no importa 
cuán exacta pudiese ser en cuanto a este particular, e 
incluso a otros, la política de los hombres que goberna- 
ban —más acertada a muchos respectos que la seguida, 
salvo rara excepción, por los que les sucedieron luego 
en el poder— eran tales hombres los personeros de una 
situación en que pervivían en lo social y en lo económico 
las más de las taras y de los desajustes de la Sociedad 


Colonial. 


B. Moneda Banca y Crédito. La cuestión de la esca- 
sez de circulante a la cual, como se señaló, se la ligaba 
con la amortización de la Deuda Pública, conduce a la 
revisión de los problemas monetarios, bancarios y del 
crédito de la época que reseñamos. Intimamente rela- 
cionados están, por supuesto, la insuficiencia de nume- 
rario que presuntamente se padecía, el encrespamiento 
de la cuestión crediticia siempre delicada en este país 
de crédito tradicionalmente caro y escaso, y los debates 
a que dieron lugar las leyes inclementes para los deudo- 
res que habían sido aprobadas o reforzadas bajo la pre- 
sión de los prestamistas y, en general, de los acreedores. 


a) La cuestión monetaria: Resulta absolutamente 
imposible obtener una idea siquiera aproximada del 
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monto del circulante en los períodos históricos que he- 
mos venido estudiando. La disparidad de opiniones es 
enorme sobre el particular, como lo demuestra el hecho 
de que, al paso que Depons estima que había tres mi- 
llones de pesos en circulación para la época de su viaje, 
Brandt, como vimos, hablando a mediados de siglo fija 
lo que entonces se llamaba “capitales circulantes” (y en 
que, como ya se ha destacado, incluía todo el metal mo- 
netizable, comprendido el de las alhajas) en cien mi- 
llones de pesos para el momento de la disolución de 
Colombia (esto es, cerca de medio siglo luego del 
viaje de Depons y después de una guerra tan devas- 
tadora como la de la Independencia) e informa que, a 
su juicio, en los 17 años que van de 1830 a 1847 ha- 
bían escapado al extranjero la mitad de esos cien millo- 
nes en pago del déficit entre nuestras importaciones y 
exportaciones. No es, sin embargo, nuestra intención 
volver sobre este punto difícil probablemente indesci- 
frable de nuestra historia económica al cual habremos 
de retornar en función de sus relaciones con problemas 
como los del nivel de consumo y del contrabando. Y 
si lo traemos ahora a cuentas, es porque influyó honda- 
mente sobre la historia del país, dando lugar a una serie 
de Leyes y Decretos del Congreso en que o bien se auto- 
rizaba el uso de determinadas piezas monetarias extran- 
jeras, o bien se encargaba al Ejecutivo para que in- 
trodujese determinada cantidad de esas monedas, o bien 
se disponía acuñaciones. Sin olvidar otras medidas con- 
sistentes en prohibir la circulación de determinadas mo- 
nedas “privadas” o en determinar el cambio de unidad 
legal en que culminó en 1848 tal desorden monetario. 
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Para comprender lo que ocurría, debemos ante todo re- 


cordar que para la época no existía en el país sistema 


monetario fijo ni uniforme. 


Uslar Pietril% observa que el sistema, para la década 
colombiana, continuó siendo el mismo de España, “es 
decir, el bi-metalista, fundado en la concepción de la 


moneda mercancía”. 


Afirmación que se ve sustentada por el hecho de que 


la moneda circulante, de peso y de ley a menudo no co- 
rrespondientes a su real contenido metálico en el mo- 


iento en que se la recibía, no era admitida general- 
mente sino al peso como si se tratara de una auténtica 
moneda-mercancía. En la época en que Venezuela estu- 
vo bajo la reglamentación de la Gran Colombia circula- 
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con el peso sencillo. El peso se componía de cien cen- 


tavos de cuenta o de ochenta centavos fuertes de cobre. 


La situación había llegado a un gran extremo de con- 
fusión, no sólo por las malas acuñaciones en tiempos de 
la Colonia que trajeron el problema de la moneda ma- 
cuquina!% sino también porque, en tiempos de la Gue- 
rra, patriotas y realistas se dedicaron a efectuar acuña- 


190. Sumario de Economía Venezolana. p. 109. Ediciones 
del Centro de Estudiantes de Derecho. Universidad Cen- 
tral de Venezuela. Caracas. 

191. La Macuquina, dice Depons, Op. cit., p. 314, era “una 
pequeña y cortada de valor metálico inferior en un tercio 


al que ostentaba como moneda” pero que circulaba por 
la necesidad que había de circulante. 
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ciones irregulares y toda esa mala moneda circulaba en 
el país, desplazando la buena que pudiese haberj como 
era lógico que ocurriera en virtud de la simplE opera 
ción de la ley económica de Gresham. ' | 


Las determinaciones adoptadas en tiempos de Colom- 
bia de recoger la moneda mala (vale decir, la peor) y 
reacuñarla, no llegaron a tener realización en la práctica 
y así fracasó el intento de continuar con el sistema es- 
pañol pero aprovechando sólo las especies monetarias 
relativamente sanas puestas por éste en circulación en 
el continente. Todo indica que estas últimas no eran 
muchas y que la casi totalidad del circulante adolecía 
de “fallas considerables”. De donde surge la presunción 
de que, o bien los gobernantes de Colombia aspiraban 
a establecer, mediante el saneamiento provisional de la 
situación, un período de transición hacia un sistema mo- 
netario propio o, si insistían en guardar el sistema es- 
pañol con todos sus defectos, era con la intención, na- 
tural en el época y justificable siempre, de conservar 
un sistema monetario único para toda la América Es- 


pañola. 


. Como quiera que sea, las últimas disposiciones co- 
lombianas sobre el particular contradijeron la tendencia 
señalada hacia el saneamiento del sistema heredado de 
España. 

En 1828 (decreto de 6 de noviembre) se autorizó la 
libre circulación de moneda macuquina y el Gobierno 
de Venezuela (5 de julio de 1830) declaró vigente el 4 
de julio de 1831 el Decreto Colombiano de 1828 an- 
tedicho sobre libre circulación de la moneda macuquina. 
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Determinación la última a que se veía sin duda obligado 
por la escasez de circulante. 


La Ley de 1834 de 13 de diciembre es de importan- 
cia porque contiene una relación general de las mone- 
das extranjeras admisibles en las “oficinas de la Repú-, 
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blica”. Incluso se autoriza al Ejecutivo para traer mo- 


neda fraccionaria (de cobre) de los Estados Unidos por 


determinada cantidad y es así una prueba de la escasez 


de numerario reinante y una demostración de las medi- 
das con que se pretendía hacer frente al problema. 


De acuerdo con las informaciones provistas por Lan- 


daeta Rosales, la Ley del 34 declaró admisible en las 
oifcinas de la República el peso fuerte español y la 
onza de oro española (y sus fracciones), así como los 


AA 


_mismos de las Repúblicas americanas iguales a aquéllas 
en peso y ley; el peso fuerte de los Estados Unidos y 
sus fracciones; el franco y también las monedas de In- 
glaterra, Portugal, Brasil. Se autorizaba además, al Eje. 
cutivo para “hacer venir” de Estados Unidos $ 20.000 
en centavos de cobre y $ 5.000 en medios centavos, 


Uslar Pietri, por su parte, que es particularmente 
explícito sobre la ley monetaria de 1834, dice así:1% 


“La citada Ley de 13 de mayo de 1834, reproduce 
en sus considerandos el perpetuo treno contra el mal 
monetario, que viene de luengos años atrás, y ha de per- 
durar todavía por mucho tiempo: “que la gran escasez 
de moneda macuquina que sé experimenta en el país 


192. Op. cit., p. 113. 
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reclama imperiosamente la atención del cuerpo legisla- 
tivo: que la moneda macuquina, como se halla en el 
día, presenta en la circulación una diferencia de una 
quinta parte respecto a la fuerte: y que en tales circuns- 
tancias y entre tanto que por una ley de monedas se 
arregla definitivamente la materia se hace indispensable 
tomar medidas que impidan en parte los perjuicios con- 
siderables que resultan a la agricultura, el comercio y 
a la industria general del país”. La ley declara admisi- 
bles en todas las oficinas de la República el peso fuerte 
español y la onza de oro española, como igualmente los 
pesos fuerte y onza de oro de las nuevas repúblicas ame- 
ricanas que sean en todo iguales a aquéllos en peso y 
ley, y las fracciones de los unos y de las otras. “Igual- 
mente se declararon admisibles el peso fuerte de los 
Estados Unidos y sus fracciones; el franco ““con el valor 
de veinte centavos fuertes, la pieza de cinco francos 
con el valor igual a un peso fuerte”; el shilling de In- 
glaterra; y los pesos del Portugal y del Brasil. Autorizá- 
base al Ejecutivo paar hacer venir de los Estados Unidos 
hasta veinte mil pesos en centavos de cobre y cinco 
mil en medios centavos” de los que corren allí”. 


“Sobre los resultados de dichas medidas informaba 
el Secretario Díaz al Congreso de 1835: “En cumpli- 
miento de lo prevenido en el artículo 4* del Decreto de 
13 de mayo de 1834 se han celebrado dos contratos pa- 
ra la introducción de 10.000 pesos fuertes en centavos 
de cobre de los que corren en los Estados Unidos, que 
además de su valor costará 18 por ciento. Esta ha sido 
la manera menos dispendiosa que se ha podido obtener 
de los contratistas. Estos centavos que son de peso fuer- 
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te, estarán en contradicción con nuestro sistema mone- 
tario, y causarán un gran trastorno en las cuentas y 
transacciones civiles y mercantiles, a causa de ser una 
cosa muy diversa de los centavos, fracción decimal del 
peso sencillo y corriente a que hasta ahora hemos esta- 
do únicamente acostumbrados”. Con relación a la admi- 
sión de monedas extranjeras alude a la introducción de 
monedas falsificadas, que llegaron a determinar el re- 
chazo de todas las pesetas con excepción de las llamadas 
“Morilleras”. 


La ley del 28 de marzo de 1835 trató de hacer respe- 
tar” el curso legal que de modo no muy explícito se 
había otorgado a las monedas extranjeras enumeradas 
en la ley de 1834. Como vimos, en la ley de 1834 no 
se había hablado sino de admisión de esas monedas en 
“todas las Oficinas de la República” y podría prestarse 
a dudas el significado de la expresión “Oficinas”. Pero 
el artículo 7? de la citada ley de 1835 al ordenar a las 
autoridades “hacer recibir” dichas monedas imponiendo 
multas a los que rehusaren, aclara por lo mismo que no 
sólo para las Oficinas Públicas sino para el público en 
general eran de obligatorio recibo tales monedas. Di. 
cha obligación, vale la pena advertirlo, no rezaba cuan- 
do existía estipulación previa en contrario. 


En 1840 (2 de mayo) dictó el Congreso otro decreto 
autorizando al Ejecutivo traer al país moneda francesa 
(un franco, medio franco, un cuarto de franco) y de 
cobre (1, Y4 y 14) y todavía en 1842 (29 de marzo) 
se dispuso una acuñación de monedas de cobre fuera 
del país y se introdujeron en tal virtud en 1843, 5.000 
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fuertes en centavos, 5.000 en medios centavos y 10.000 
en fiscos (14 de centavo). 


Dos disposiciones de importancia que no deben olvi- 
darse por constituir también muestra de los esfuerzos 
por sanear el circulante son la ley de 1841 que suspende 
la circulación de macuquina, derogando así el Decreto 
colombiano de 1828, y la resolución de 16 de octubre 
de 1846 que prohibe la circulación de piezas de metal 
de acuñación particular que estaba ocurriendo en Nirgua. 


La ley de 30 de marzo de 1848, algo posterior al pe- 
ríodo que estamos específicamente revisando y que cubre 


hasta la crisis de 1843, es de singular importancia por- 
que cierra todo un : ciclo de nuestra historia monetaria, 


bajo. un patrón de plata asentado en “un franco que 
contendrá nueve partes de plata fina y una de liga, 
con el peso de cinco gramos”. 
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De todos modos, la serie de disposiciones legales que 
hemos ido enumerando, demuestran que era un hecho 
la escasez de circulante de que hablaban los autores que 
citamos antes y confirman así una situación monetaria 
que forzosamente habría de influir desfavorablemente 
en la situación crediticia, el estado de los negocios, las 
posibilidades de sentar la vida económica sobre bases 
estables y de impulsar el progreso económico de la Re- 
pública. 

b) La Banca. — El Banco Colonial Británico: 


El primer Banco establecido en el país parece haber 
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sido el Banco Colonial - Británico que inició operaciones 
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en_1839. El 5 de abril de 1825 se había dictado un de- 
creto por el Congreso de Colombia permitiendo esta- 
blecer un Banco de Comercio en el Departamento de 
Venezuela, pero no llegó a tener efectividad el pro- 
pósito. 

El Banco Colonial Británico fue autorizado el 29 de 
julio de 1839. Era una sucursal del Banco Colonial de 
Londres. Su capital era de $ 300.000. Landaeta Rosales 
dice que era un Banco de emisión, giro, depósito y des- 
cuento. Sus billetes eran de $ 5, $ 10, $ 20 y $ 100. 
Terminó con motivo de la Ley de Espera de 1849.1% 


El Banco Nacional. — El Banco Nacional fue autori- 
zado por Ley de 17 de mayor de 1841 por el término de 
15 años, con un capital de $ 2.500.000. El 25% del capi- 
tal debía ser enterado de inmediato en caja y el restante 
en el momento en que fuese reclamado por la Dirección. 


Las acciones eran 10.000 de $ 250 cada una reparti- 
das así: 1/5 de ellas, o sea 2.000 acciones, para la Ha- 
cienda Pública; la mitad por lo menos para los funda- 
dores (los peticionarios habían sido cuatro: Juan Nepo- 
muceno Chávez, Guillermo Ackers, Juan Elizondo y 
Adolfo Wolf); y las restantes debían ponerse en sus- 
cripción por espacio de un año. 


Los datos aportados por Landaeta Rosales difieren en 
parte de los anteriores que provienen de Gil Fortoul, 
ya que en materia de aporcionamiento de las acciones, 
dice Landaeta que, tras de tomar la Hacienda Pública 


193. Landaeta Rosales. Folleto sobre Moneda y Riqueza. 
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las 2.000 ya indicadas, a los fundadores correspondía 
4.000 y al público en general las restantes. 


Nos dice además Landaeta que, para 1850, dos per- 
sonas íntimamente ligadas, Juan Pérez y su madre, Mar- 
garita Pérez, habían llegado a controlar 2.679 acciones 
con un valor de $ 2.679.000 “de hoy” (Landaeta, co- 
mo se sabe, habla en 1903). 


La concesión no era exclusiva, como lo dice Gil For- 
toul ““podía el Congreso extenderla a otros Bancos que 
ofrezcan las mismas seguridades”. 


El privilegio era de 20 años, pero podría ser suspen- 
dido por causa grave por el Ejecutivo. Implicaba: la fa- 
cultad de emitir billetes de $ 5, $ 20, $ 100, $ 500 has- 
ta por el doble del capital enterado en caja. Estos bi- 
lletes eran de obligatorio recibo tan sólo para las Ofi- 
cinas Públicas de donde puede decirse que no tenían 
curso legal. El Banco no vino a gozar sino más tarde 
de la exención de impuesto, como lo veremos. 


194. La expresión de “Oficinas Públicas” parece, sin embargo 
que no cubría para la gente de la época únicamente las 
del Estado, sino que muy posiblemente tenía un carác: 
ter general y se refería a los negocios establecidos. De 
otro modo no se comprendería, que, como vimos, la Ley 
de 1835 estuviese enderezada, como lo indica Uslar, a 
hacer que los particulares acatasen la obligación impues- 
ta por la Ley de 1834 de recibir las monedas que, indicó 
la primera de esas leyes y luego hubo de reiterar la otra, 
eran de obligatorio recibo por “las oficinas públicas”. De- 
pende por su puesto, la dilucidación de este punto de 
la existencia o no de un curso legal, del sentido en que 
se empleaba la citada expresión. 
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En cambio de la facultad de emisión y de la franqui- 
cia inherente a su establecimiento, actuaba la institución 
como Banco de Depósito de la Tesorería pues que abría 
a ésta cuenta corriente y recibía de ella los pagarés, 
libranzas y dinero que percibían las aduanas y las ofici- 
nas de recaudación. Dichas libranzas y pagarés había 
de cobrarlos sin comisión alguna y tenía que pagar a la 
Tesorería el 3% anual sobre el saldo que pudiese haber 
diariamente a favor de ésta. 


Hay que notar que las diferencias esenciales con el 
papel que actualmente juega el Banco de Venezuela es- 
triban en que éste es fundamentalmente una oficina re- 
caudadora que cobra una comisión por recaudar direc- 
tamente del contribuyente de acuerdo, generalmente, 
con la planilla de liquidación consiguiente. Pero es así 
mismo cierto que su papel es limitado; no recibe de 
otro modo, dinero, ni en ningún caso efectos del Fisco. 


El máximum de interés sobre descuentos y préstamos 
que podría cobrar el Banco era al principio de 9% 
anual; pero luego, por decisión del Congreso de fecha 
18 de mayo de 1844 que se refería también al estable- 
cimiento de Agencias,” se resolvió que, si el Banco 
bajaba al 6% el interés que exigía sobre sus préstamos 
y descuentos, la nación sacrificaría en su favor el 3% 
que percibían sus depósitos.!* 


195. Landaeta Rosales dice que las agencias autorizadas fue- 
ron las de Angostura, Cumaná, Barcelona, Puerto Cabello, 
Barquisimeto, Barinas, y Guanare. Indicación de valor so- 
bre la importancia económica de las diferentes regiones 
y lugares en la época. 


196. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo IT. p. 78. 
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Gil Fortoul añade que el establecimiento del Banco 
Nacional fue causado por el auge que habían tomado 
los negocios. La afirmación no deja de ser cierta, pues 
la situación era buena para 1841 o, por lo menos, el 
país no había recibido aún el impacto de la crisis cafe. 
talera de 1843 y las estadísticas referentes al año prime- 
ramente indicado demuestran que se había efectuado un 
relativo restablecimiento y avance de los factores de la 


producción. 


De todos modos es lógico deducir que la cuestión de 
la escasez de circulante y la de crédito también escaso 


A a e A AA A 


y a muy _muy alto interés debieron influir muy fuertemente 
en favor del establecimiento de un instituto “bancario. 


Es así mismo oportuno observar que el Banco Nacio- 
nal no sólo no parece haber resuelto el problema de la es- 
casez de circulante, sino que incluso se llegó a señalar 
su establecimiento como una de las causas de que se 
hubiere agravado la insuficiencia de mumerario. Así, 
según Gil Fortoul “Decíase... que el gobierno había 
contribuido a la crisis económica con la concesión acor- 
dada al Banco Nacional y con la parte de renta que em. 
pleara en sus acciones...” 


Y después de hacer relato del pleito perdido en ape- 
lación por el Banco, sobre la cuestión de si debía o no 
pagar patente municipal, agrega el referido historiador: 
““Subsistía, sin embargo, la imputación al Congreso y al 
Poder Ejecutivo de haber dedicado parte del sobrante 
de las rentas a auxiliar a una institución bancaria, que 
pudo establecerse con capitales privados e insistió la 
oposición en decir que ésto y el haber sacado del país la 
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mayor porción de las rentas libres para pagar el capital 
e intereses de la deuda externa, era la causa principal 
del malestar económico”.1* 

Vistas las causas objetivamente y a distancia, no pa- 
rece quedar duda de dos cosas: la una, que el Banco 
Nacional era incapaz de dar solución o alivio real de la 
situación porque sus recursos eran muy limitados y por- 
que las causas de la crisis eran demasiado hondas para 


DA. A A 


que pudiese ren: remediárselas con meros medios de política 


bancaria; la otra, que, por lo mismo, no podía el esta- 
blecimiento del Banco haber sido causa del desequili- 
brio y que es más bien lógico pensar que fue un reme- 
dio ineficaz para la crisis, pero en ningún caso un ele- 
mento de su agravación. 

Respecto al primer punto, habremos de recordar que 
el desequilibrio económico parecía tener su fuente en 
una insuficiente productividad de la economía que ha- 
cía que, contando en la balanza de comercio la impor- 
tación invisible de mercancías (contrabando), el país no 
alcanzase sino difícil o raramente a pagar sus importa- 
ciones con sus exportaciones, de donde las salidas de 
metálico al extranjero (particularmente clandestinas o, 
por lo menos, relativas al pago de mercancías no de- 
claradas a las Aduanas) y la consiguiente escasez de 
numerario. La anterior sería la conclusión derivada de 
los autores que colaboran en el folleto La Gran Cues- 
tión Fiscal. En todo caso es cierto, que, fuese lo que 
fuera ¡no quedaba de los años buenos a favor del país, 
un saldo de la balanza de pagos que permitiese, con su 


197. Op. cit., Tomo II. p. 245. 
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acumulación, sobrellevar mejor, amortiguándolas, las 
crisis ocasionadas por la baja del café. 


Añádase a ellos la insuficiencia y carestía del crédito 
determinada no sólo por la perenne escasez de capitales 
en aquel medio, sino también por la falta de adecuados 
sistemas y organismos para desarrollarlo, falta que en 
vano"trató de remediar el Banco Nacional que venía a 
llenar un papel en el que habría de verse estorbado y 
hasta anulado por la mentalidad a la par timorata y ex- 
cesivamente ávida de ganancias de sus propios accio- 
nistas. El crédito había estado y continuó controlado 
y dosificado por un pequeño grupo de que formaban 
parte principal las casas exportadoras que adelantaban 
suministros y otros recursos al agricultor; y las gentes 
que fueron a constituir y controlar el Banco Nacional, 
tenían íntimas conexiones con el mismo sector y es muy 
difícil que estableciesen esa institución con miras dis- 
tintas de las que, por dicha razón, era forzoso que tu- 
vieran. De donde las críticas a que dieron margen y que 
vemos reflejadas en Gil Fortoul y otros historiadores. 
Y el hecho de que el Banco, maniatado ya por la escasez 
de su capital, no contribuyese a resolver el problema 
del circulante y del crédito y terminase más bien, a estos 
respectos, en un fracaso. 


El mal, es oportuno volver a insistir en ello, no resi- 
día de todos modos en cuestiones puramente circuns- 
tanciales sino en causas mucho más hondas y que to- 
davía, en parte, persisten. Difícilmente podrían verlas 
los contemporáneos con la claridad y objetividad con 
que las contemplamos ahora. 
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Tornando al caso particular del Banco Nacional, es 
evidente que con una facultad de emisión original de 
$ 1.125.000, no podía contribuir en gran cosa a ali- 
viar la situación; y era irrisorio el crédito que podía fa- 
cilitar partiendo de esa base. 


Como lo anticipamos, su Directorio tenía por fuerza 
que tomar también, por esta última circunstancia, por 
el camino que se convirtió luego en habitual para la 
Banca privada de Venezuela: limitar la concesión de la 
escasa cantidad de crédito que podía ofrecer ,a aquellas 
personas que, estando dispuestas a pagarlo bien caro, 
pudiesen aportar superiores garantías. El Banco termi- 
nó, por Decreto del Congreso, el 23 de Marzo de 1850. 
Como lo vemos, puede decirse que del mismo y de sus 
defectos de organización y desenvolvimiento arranca 
mucho de la tradición viciada del desarrollo bancario 
venezolano. 


El proyecto del Instituto de Crédito Territorial 


El proyecto Aranda de Instituto de Crédito Territo- 
rial, aunque no alcanzó a convertirse en Ley, por haber 


sido vetado por el Presidente Soublette es digno de 
atención porque refleja la agudez revestida por los pro- 
blemas del crédito en la época conservadora, El proyec- 
to en cuestión fue presentado al Congreso de 1845 y, 
como lo observa Gil Fortoul, tenía sus antecedentes en 
una idea de Banco Hipotecario sugerida en 1828 por 
Briceño Méndez (entonces Intendente de Venezuela) al 
Libertador y que no se llevó a cabo. Landaeta Rosales en 
su Obra citada (editada en 1903) nos dice que a través de 
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sesenta años los proyectos de constitución de un Banco 
Hipotecario se han estrellado ““ante los usureros que no 
quieren que circule dinero a bajo precio de interés sino 
el 12, 18 y 24% anual, ante la desastrosa ley de retro- 
venta que ha hecho perder a los agricultores y dueños 
de casas sus propiedades; ante la inestabilidad de nues- 
tros gobiernos; ante las continuas luchas clandestinas 
que todo lo devoran: vida, capital, crédito y honor”. 


De esas expresiones acá han transcurridos 40 años 
más y está todavía pendiente de solución (1944) un 
siglo después del proyecto Aranda, la cuestión del cré- 
dito que, desde la Colonia, viene estorbando al desarro- 
llo agrícola del país. El Banco Agrícola y Pecuario cons- 
tituye un buen paso adelante hacia la solución del as- 
pecto “crédito agrícola”, pero así y todo —y aparte de 
consideraciones y detalles acerca de su funcionamien- 
to— son por demás insuficientes los recursos de que 
dispone para acometer tarea tan vasta como la que le 
compete. Además, no hay que olvidar que, por su índo- 
le, sólo es propio para atender al crédito agrícola y queda 
así en pie el problema de constituir un Banco Hipote- 
cario de carácter más general, 


La mejor solución estaría quizás en un Banco Hipo- 
tecario que con un buen capital provisto por el Estado 
y las emisiones de cédulas hipotecarias colocadas en el 
público, facilitase dinero sobre ambas clases de propie- 
dades, agrícolas y urbanas, promediando así los riesgos 
Eso permitiría dejar al Banco Agrícola y Pecuario los 
créditos a corto plazo y más particularmente los crédi- 
tos de suministro para las cosechas próximas, aparte del 
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agenciamiento de una cantidad de cuestiones en que 
actúa en beneficio de los agricultores, como son, por 
ejemplo: la distribución de semillas, el sostenimiento 
del precio de determinados productos agrícolas o pe- 
cuarios por medio de su intervención en el mercado, etc. 


Tornando a nuestro tema del proyecto Aranda, el ex- 
tracto que del mismo trae Gil Fortoul da una idea bas- 
tante completa de los propósitos perseguidos por el Ins- 
tituto de Crédito Territorial e informa suficientemente 
acerca de la estructura de que se pensó dotarlo.!*% 


Las tres cuestiones esenciales que precisa revisar en 
el caso podemos definirlas así: capital de la institución, 
modos de acción para atacar el problema del crédito v 
garantías de reintegro del capital incluyendo en la últi- 
ma las obligaciones a que estarían sujetos los presta- 
tarios. 


Capital. — Se dotaba al Instituto, colocando bajo la 
garantía de la nación, de un capital de $ 5.000.000, 
obtenidos mediante un empréstito nacional flotado den- 
tro o fuera del país, a cambio del cual, según el texto 
del historiador larense, se darían títulos emitidos por 
el instituto, hasta por un monto igual a “la cantidad de 
metálico que se obtenga”. Dichos títulos tendrían “la 
forma de billetes pagaderos al portador” y se les emi- 
tiría por denominaciones de $ 100 y gozarían de 3% 
de interés que le sería pagado “dentro de los veinte días 
siguientes a cada semestre vencido...” Al respecto, 
vale la pena hacer las siguientes observaciones: más 


198. Op. cit., Vol. 11. Tomo II. p. 247. 
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claro y correcto que el procedimiento anotado por Gil 
Fortoul, que parecía consistir en la rara proposición de 
que se flotase un empréstito por la Nación pero los tí- 
tulos que lo representasen fuesen emitidos no por la 
Tesorería sino por la proyectada institución bancaria, 
habría sido el método más lógico, pero quizás de difícil 
aplicación en las circunstancias de la época, de dotar la 
institución de un pequeño capital provisto por el Estado 
y permitirle que obtuviese más amplios recursos flotan- 
do empréstitos por medio de la colocación en el público 
de cédulas hipotecarias respaldadas por la Nación. 


Hay que observar, por otra parte, que, por lo que se 
ve, no se preveía que los títulos tuviesen el carácter de 
cédulas hipotecarias sino más bien, el extenderlos en 
“forma de billetes pagaderos al portador”, parece que 
había intención, por lo menos, de inclinar al público a 
que los aceptase como moneda de acuerdo con una ten- 
dencia tan persistente como perniciosa, no descorazo- 
nada por el catastrófico experimento de la Revolución 
Francesa con los asignados, consistente en respaldar di- 
recta O indirectamente circulante con garantía tan poco 
líquida como la propiedad inmobiliaria. 


Modos de acción: El Instituto proporcionaría crédi- 
tos hasta por $ 20.000 sobre propiedades que le ofre- 
ciesen en hipoteca y se encontrasen en estado de pro- 
ducir; de donde se deduce que el propósito era ayudar 
a los propietarios pequeños y medianos (hacemos ese 
razonamiento calculando que para la época podía consi- 
derarse gran propiedad la de $ 50.000 en adelante —la 
misma propiedad que ahora valdrá unos Bs. 600.000 o 
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sea $ 150.000. Es obvio que para los dueños de propie- 
dades de más allá de ese valor, habría sido más conve- 
niente solicitar crédito suficiente por otro lado, antes 
que contentarse con un crédito máximo de $ 20.000 
por el que habrían tenido que otorgar hipoteca de pri- 
mer grado sobre la finca). 


El crédito no podía pasar de la mitad del “Valor li- 
bre de la hipoteca” y este valor se estima para los fun- 
dos agrícolas y para las propiedades urbanas “sobre la 
base de 6% del producto anual líquido en el quinque- 
nio inmediato”, rendimiento que, dicho sea de paso, 
no se ve cómo iba a hacerse para determinarlo en el 
caso de propiedades agrícolas y dadas las circunstancias 
y los medios de entonces. Para los hatos se era más rea- 
lista; se apreciaba el valor por peritos, método mucho 
más racional, y se daba en préstamo a sus dueños hasta 
un monto igual al valor de las tierras (sin duda, porque 
en este caso hay que contar también con el ganado en 
el hato). 


El propósito esencial de librar al deudor de ejecucio- 
nes apresuradas e inconsideradas era asegurado por la 
disposición no sólo de 20 años de plazo que en princi- 
pio se le otorgaban, sino por la previsión de que el 
deudor moroso no sería ejecutado sino después de un 
esfuerzo por lograr la venta judicial de la finca hipo- 
tecada, por dos tercios de su valor calculado por peri- 
tos. Sólo en caso de no obtenerse ese límite en tres 
almonedas sucesivas se procedería en la tercera de ellas 
a adjudicar la finca por la cantidad adeudada y las cos- 
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tas; todavía ““de no conseguirse lo último, deliberaría 


lo conveniente la Dirección del Instituto” 1% 


Garantías del crédito, obligaciones del prestatario. — 
Hemos visto que la garantía esencial era la hipoteca 
otorgada por el prestatario. El proyecto añadía que a 
lo más tardar cada tres años, se verificaría una revisión 
de los créditos otorgados, a objeto de “hacer constar el 
estado de las hipotecas”, y, en consecuencia de ese es- 
tudio, exigir nuevas garantías, o el reintegro de partes 
del crédito, o del todo, según el demérito. En materia 
de obligaciones asumidas por el prestatario hay que des- 
tacar, por supuesto, la de satisfacer por semestres anti- 
cipados, durante veinte años, el interés de 5%. 


Servicio de intereses y amortización. — Contemple- 
mos, en fin, más en particular el servicio de intereses y 
la amortización de los títulos; a los tenedores de los 
títulos debía pagársele, como quedó dicho, el 3% de in- 
terés dentro de los veinte días siguientes a cada semes- 
tre vencido después de la fecha del título. Debía apli- 
carse anualmente a amortización una cantidad igual al 
3% del monto de la emisión, contando en ella sólo los 
títulos que hubiesen estado en circulación por más de 
un año. Con los intereses de los amortizados se proce- 
día a descontar los títulos en circulación al 14% anual, 
o a amortizaciones extraordinarias, lo que parece indi- 
car que se tenía en mente hacer jugar por tal medio 
una especie de fondo de amortización. 


199. Gil Fortoul. Vol. 11. Op. cit., p. 250. 
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Lo antedicho resume el proyecto Aranda y es una 
transcripción sintetizada de los datos que trae Gil For- 
toul al respecto y que en ocasiones no son suficiente- 
mente precisos como para que nos proyean de una idea 
exacta de un plan que tiene importancia considerable 
en cuanto refleja en sus proposiciones la situación del 
crédito de aquel tiempo. La imprecisión en cuestión es 
manifiesta al informar sobre el interés que el Instituto 
habría de pagar o exigir; en uno y otro caso se habla 
de una determinada tasa de interés que debía ser satis- 
fecha semestralmente ¡pero no se aclara suficientemente 
si se trataba de un interés anual pagadero en plazos se- 
mestrales o de un interés semestral. Mariano Montilla, 
en una carta a Urdaneta citada por el mismo Gil For- 
toul,2W% habla de “dar dinero del Estado o del Banco 
a 5%”, lo que parece indicar que la tasa era anual, con 
lo que llegaríamos a la conclusión de que el Instituto 
pagaría 3% de interés anual a los tenedores de los títu- 
los del empréstito que serviría a proveerle capital y 
ofrecería crédito al 5% anual. Aspiración ilusoria, so- 
bre todo para la época, parecía ser el querer conseguir 
dinero en esas condiciones y eso es precisamente lo que 
insinúa Montilla. 


Trayectoria del proyecto y su fracaso. — El proyecto 
de Instituto de Crédito Territorial, como ya lo señala- 
mos, no llegó a adquirir el carácter de Ley porque, 
aunque pasó en el Congreso, no lo sancionó el Ejecu- 
tivo sino que lo devolvió con objeciones, como lo per- 
mitía hacerlo la Constitución de 1830 (artículo 94) y no 


200. Op. cit., p. 250. 
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fue posible luego a Aranda y a sus amigos obtener la 
mayoría necesaria para pasar por sobre el veto del 
Ejecutivo.21 


La iniciativa, como se ve, había partido del Licen- 
ciado Aranda que había sido hasta hace poco Ministro 
del propio Presidente Soublette. Vióse Aranda rodeado 
e impulsado por grupos de agricultores que se habían 
ido organizando y tenían por órgano “El Agricultor”, 
dirigido por el Dr. Tomás José Sanavria y quienes, de 
acuerdo con la oposición liberal, reclamaban del Gobier- 
no que ayudase a los agricultores, en contraste con la 
opinión estrictamente liberal, vale decir, de no interven- 
cionismo, sostenida por los conservadores y expuesta 
claramente en las críticas de Michelena al proyecto y 
en las razones en que se asentó el Presidente Soublette 
para vetarlo. 


> -— pa - e 


serie de cuestiones históricas relacionadas con el cré- 
dito y particularmente con el crédito agrario lo del del país, 
sino que es, además, sumamente interesante su trayec- 


o A 


toria porque nos muestra a los liberales en el papel de 
sostenedores de la tesis de la intervención estadal en 
ayuda de los los agricultores s y al gobie ' gobierno conservador ve conservador ve- 


tando al y proyecto, fundado en un criterio liberal-man- 


chesteriano manifiesto en las expresiones del Presidente 


201. Ver sobre el particular no sólo las páginas citadas de 
Gil Fortoul. Op. cit., Tomo 11. p.p. 247 y siguientes) 
sino también en El Universal de 31 de enero de 1944 el 
artículo R.A. Rondón Márquez titulado Evocaciones. Mil 
ochocientos cuarenta y cuatro. 
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Soublette quien, en su Mensaje al efecto expresó, entre 
otras cosas, que “no consideraba equitativo distraer 
fondos públicos, producto de la contribución de todos 
los ciudadanos, a proteger un núcleo particular, como 
era el de los agricultores y criadores” 22 


202. Los datos sobre el movimiento agrarista provienen del 
artículo de Rondón Márquez mencionado en la nota an- 
terior. Vallenilla en nota al pié de la página 185 de 
Cesarismo Democrático hace referencia a la filiación de 


Aranda en “el partido agrario que más tarde se re- 
fundió en el Liberal”. 
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CAPITULO XII 


LA LEY DE 10 DE ABRIL DE 1834 
Y EL BENEFICIO DE ESPERA 


A 


Dos a asuntos os de gran importancia relacionados con el 
problema del crédito en la época que nos ocupa, fueron 
la Ley de 10 de abril de 1834 y la cuestión del benefi- 
cio de espera. Nos ocuparemos ante todo de la pri- 
mera. 

La expresada Ley, como es bien sabido, dio lugar en 
1845 a una famosa requisitoria de Fermín Toro en su 
contra que hubo de causar escándalo en las filas del 
partido conservador a que pertenecía el publicista. 

El espíritu y los objetivos de la Ley correspondían 
de un todo al nuevo punto de vista de los “godos” que, 
bajo la República, habían adoptado el criterio manches- 


o [A — 


teriano que más convenía a sus intereses € insurgido. 


203. Fermín Toro. Reflexiones sobre la Ley de 10 de Abril 
de 1834 y otras obras. Biblioteca Venezolana de Cultura 
Caracas, 1941. 
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contra el criterio paternalista de la legislación colonial. 
La última, de acuerdo con las pautas de Santo Tomás 
de Aquino y del escolasticismo, limitaba el interés del 
dinero y castigaba la usura, como bien lo señala Valle- 
nilla.M La Ley del 34 eliminó esas trabas al disponer 
que podía pactarse libremente un interés no importa 
cuán desmedido y que podría así mismo convenirse en 
que los bienes del deudor se rematasen el día de la 
subasta por la cantidad entonces ofrecida. Agregaba la 
Ley que no podría invocar el deudor el privilegio de 
retracto ni prevalecerse nadie de la lesión o reclamar 
restitución in integrum. 24 bis 
El texto que tales cosas disponía era muy corto y fue 
tal su importancia que vale la pena reproducirlo en su 
totalidad: 
“Art. 1. — Puede pactarse libremente para hacer 
efectivo el pago de cualquiera acreencia que se 
rematen los bienes del deudor por la cantidad 
que se ofrezca por ellos el día y la hora señalados 
para la subasta”. 
“Art. 2. — En todos los demás contratos, así co- 
mo en el interés que en ellos se estipula, cual- 
quiera que sea, también se ejecutará estrictamente 
la voluntad de los contratantes”. 


204. Vallenilla. Op. cit., p.p. 276. 

204-b. La “restitutio in integrum” es un recurso, originado en 
el Derecho Romano (Cicerón, Pro Flacco 21, 49) según 
el cual, en ciertas condiciones (en Roma, encontrarse en 
las condiciones señaladas por el Edicto del Pretor) la 
persona contra la cual se ha pronunciado la sentencia, ob- 
tiene que se considere que no ha tenido lugar y que 
se reponga el proceso. Cf. Paul Fredric Girard. 
seeau et Compagnie. París 1924. 


298 


“Art, 3. — Para el remate de que habla el Art. 1* 
se observarán las formalidades prescritas en las 
leyes de procedimiento ejecutivo”. 


“Art. 4. — En los remates que se celebren en vir- 
tud de lo dispuesto en el Art. 1? de esta Ley, cesa 
el privilegio de retracto y ninguna corporación ni 


4; 


persona podrá reclamar lesión ni restitución “in 


integrum”. 

“Art. 5. — El acreedor o los acreedores pueden 
ser licitadores en la subasta”. 

“Art. 6. — El rematador, por el acto del remate 


y posesión subsecuente, se hace dueño de la pro- 
piedad rematada”. 


“Art. 7. — Se derogan todas las demás leyes que 
se opongan a las disposiciones de la presente”. 
Disposiciones fundamentales de la Ley que dan dere- 
cho a considerarla como diametralmente opuesta a la 
legislación tradicional asentada en la filosofía tomista, 
son: la libertad en la fijación del interés y el rápido re- 
_mate de los bienes del deudor el día y la hora señalados 
para la subasta. : 
No es posible, sin embargo, descuidar la importancia 
de otras disposiciones allí contenidas y, particularmente 
lo relativo a la imposibilidad por parte del deudor de 


invocar retracto, prevalecerse de lesión o reclamar res- 
titución in integrum. 


Para percatarse del alcance de tales innovaciones, 
precisa tener presente el contenido esencial de dichos 
tradicionales amparos o recursos del deudor o de cier- 
tos deudores. 
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Respecto al retracto, no indica la Ley con su expre- 
sión “privilegio de retracto” si entiende que cesa dicho 
privilegio cuando proviene de contrato entre las partes, 
o si quiere más bien referirse al privilegio de retracto 
latu sensu (al único que, en principio debía existir, por- 
que no se concibe privilegios contractuales sino los 


creados por la ley). El piuegto de retracto, o retracto 
legal, es decir, retracto de que puede gozarse por manda- 


—— AS A 


to de la ley, es, por supuesto, aquél en virtud del cual el 


comunero nero puede, pagando el precio, pagando el precio, sustituirse a un ex- 


traño para comprar aquellos derechos en la comuni os en la comunidad 
que otro comunero haya resuelto vender (según nuestro 
Código Civil actual, el retracto legal sólo puede ejercerse 
cuando la cosa no puede dividirse cómodamente o sin 
menoscabo). 


Todo indica que, aparte del empleo de la expresión 
inadecuada de “privilegio” que sólo corresponde al re- 
tracto legal, los legisladores de 1834 quisieron referirse 
a ambos retractos, al legal y también al convencional, 
definido por el Código como “un pacto por el cual el 
vendedor se reserva recuperar la cosa vendida, mediante 
la restitución del precio y el reembolso de los gastos” 
(Art. 1534), gastos que serían (Art. 1544), particular- 
mente, “el precio de la venta, los gastos y costos de és- 
ta, las reparaciones necesarias y las mejoras que hayan 
aumentado el valor del fundo hasta concurrencia del 
mayor valor que éste tenga”. 


Eso no era sino el primero de los derechos o facul. 
tades otorgados por la Ley Civil o por convención en- 
tre las partes de que el deudor, según la Ley de 1834, 


300 


no podía hacer uso. Corresponde referirse en seguida a 
los otros recursos que también le eran vedados. 

A diferencia de nuestra legislación actual, influida por 
el derecho codificado italiano, la legislación colonial to- 
davía vigente en 1834, admitía la rescisión por causa de 
lesión y sobre todo, permitía la restitutio in integrum, 
por medio de la cual el menor perjudicado en un acto 
o contrato válido podía obtener que el proceso fuese re- 
puesto en el estado anterior. Esas garantías también las 
anulaba, como vimos, la ley de 1834. 


Cómo terminó la Ley de 10 de abril de 1834 


El Congreso de 1848, después que fue debidamente 
expurgado por la “operación” del 24 de enero, aprobó 
la reforma propuesta por el Ministro del Interior y Jus- 
ticia, Tomás J. Sanavria, el antiguo Director de “El 
Agricultor”, que anulaba la discutida ley del 34. 

Dice así Gil Fortoul al respecto:25 

“Vimos que la Ley de 10 de abril de 1834 sobre li- 
bertad absoluta de contratos, la criticaron con incesante 
empeño, no solamente los liberales sino también uno de 
los más elocuentes publicistas conservadores, Fermín 
Toro. El Congreso de 1848, considerando “que la li. 
bertad de los contratos no debe dañar la igualdad que 
la ley debe proteger en el ejercicio de todas las indus- 
trias, y que la moral pública se resiente del abuso que 
se ha hecho por la ley del año 34”, decreta, “que los 
acreedores para el pago de sus acreencias podrán pactar 
con sus deudores que sus bienes pueden rematarse por 


205. Ob. cit., Tomo III. p. 26. 
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la cantidad que ofrezca en pública subasta el día y hora 
señalados, con tal que no baje de la mitad de su va- 
lor”; que el valor de los bienes se fije por peritos, aten- 
diendo a la estimación que comúnmente se les da en 
el lugar donde existan; que si se trata de inmuebles 
productivos, los peritos tomen en consideración su pro- 
ducto total, “a fin de que éste no deje de representar un 
capital al respecto de 9% anual”; que el remate tenga 
dos actos “uno preparatorio en que se dejará en suspen- 
so el resultado, y otro efectivo, que tendrá lugar 
treinta días después de aquél y en el que se tendrán 
presentes las proposiciones hechas en el primero”; que 
se admite y reconoce un interés convencional hasta 
9% anual, y otro legal que será de 5%, sirviendo éste 
de regla ante los tribunales, cuando no hubiere conven- 
ción; y finalmente, que no se pueda cobrar interés de 
intereses””,206 


“Al invocar el Congreso el principio de igualdad, pa- 
ra ponerle trabas a la voluntad de los contratantes, pen- 
só que la libertad absoluta perjudicaba especialmente 
a los propietarios de bienes raíces, quienes se veían 
obligados en casos extremos a abandonarlos por precios 
irrisorios; y al mencionar el abuso que se cometiera en 
la facultad de pactar cualquier interés, quiso evitar los 
excesos de la usura. De suerte que, inspirada la nueva 
ley en un sentimiento de equidad, fue bien acogida por 
la opinión pública. Pero que influencia inmediata tuvie- 
ra en la situación económica general, apenas sería po- 
sible averiguarlo, porque en los veinte años ulteriores 


206. Ley derogada en 1861. 


302 | 


se sucedieron crisis y guerras durante las cuales no lo- 
gró desarrollarse normalmente la riqueza nacional, ni 
podían los particulares confiar siempre en el respeto a 
la ley por parte de las autoridades políticas, ni en su 
recta aplicación por parte de los tribunales. La legisla- 
ción del presente período, a semejanza de la de otros 
muchos, antes ha de juzgarse desde el punto de vista 
teórico que no por sus resultados prácticos. Baste notar 
que la Oligarquía Liberal siguió un método distinto del 
que empleó su antecesora. Cuando los conservadores 
aspiraban a que la voluntad del individuo fuese sobera- 
na en los contratos, y el progreso resultase de la evolu- 
ción social espontánea, independiente de la acción del 
Estado (confundiéndose en esto los conservadores ve- 
nezolanos con los liberales clásicos de otros países), la 
Oligarquía Liberal, en cambio, creyó necesaria la inter- 
vención del Estado para acelerar el progreso y reme- 


díar males sociales, aunque así limitase o cercenase la 
libertad individual” 27 


Aparte de la cuestión doctrinaria que Gil Fortoul 
hace resaltar muy bien, hay que notar que la sustancia 
de la reforma está en disposiciones tales como la que. 
aunque permitiendo el remate de los bienes del deudor 
en pública subasta, exije que dicho remate no se efectúe 
por precio menor a la mitad del valor de los bienes y 
que éste valor se fije por peritos; como la que, en caso 
de inmuebles productivos, indica que el valor fijado 
no debe bajar del 990 del capital que representarían de 
acuerdo con el producto que dan: y, en fin así mismo 


207. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo III. p. 26. 
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en las normas que preveen la celebración del remate en 
dos partes, la fijación de un interés convencional máxi- 
mo del 9% y de uno legal del 5%, y, por último, la 
prohibición del anatocismo. 


En 1861, se procede a fijar el interés legal pero no 
ya en cinco sino en seis por ciento, pero se deja al ar- 
bitrio de los contratantes el interés convencional. Re- 
formose así en una cuestión sustancial la legislación 
intervencionista de 1848, pero se conservó el princi- 
pio de que “los bienes muebles e inmuebles y los de- 
rechos de usufructo y uso, no pueden rematarse por 
menos de la mitad de su valor justipreciado, sien- 
do nula toda convención en contrario” 28 


Es curioso anotar que, sobre este punto de la libertad 
de contratos, a pesar de que se acusa al Estado de ser 
excesivamente intervencionista y de haber dado la espal- 
da al sistema liberal clásico, la situación legal del deu- 
dor es en la actualidad mucho más cercana a aquella 
en que lo colocó la ley de 10 de abril de 1834 a la que 
que regía bajo la colonia y durante la Colombia de Bolí- 
var. Salvo que las normas legales y formas de ejecución 
vigentes lo cubren al menos contra el peligro de que la 
operación de crédito garantizada con el inmueble culmi- 
ne prácticamente en una retroventa. 


208. Gil Fortoul. Tomo III. p. 193. 
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B. El beneficio de espera 


En cuanto al otro asunto de interés del período que 
reseñamos, o sea el beneficio de espera, comencemos 
por señalar que por ley de 15 de mayo de 1841 se resol. 
vió que era necesario el consentimiento de todos los 


acreedores para que el deudor pudiese gozar de ese be- 


neficio y evitar la ejecución. En tanto que, como lo re- 
cuerda Gil Fortoul, con texto en apoyo?” la legislación 
española (Ley 5?, título 15, partida 5%) favorecía neta- 
mente al deudor otorgándole el beneficio no sólo cuando 
se pronunciaban a favor de esa solución los que tenían 
juntos el mayor monto de acreencias, sino incluso cuan- 
do había empate del número de personas y de cantida- 
des adeudadas, con la sola salvedad de que si fuesen 
iguales las deudas pero desiguales en número los deudo- 
res, predominase el criterio de la mayoría de éstos. Re- 
cuerda el autor nombrado que la Ley de 1841 fue seve- 
ramente criticada por los opositores “con los mismos 
argumentos que acerca de la de contratos, alegando sus 
adversarios que ponía el deudor a la merced de sus 
acreedores obligándolo al fin a despojarse de sus bienes 


por precios irrisorios”. 


Entre las reformas que presentó al Congreso de 1849 
el Secretario de Justicia e Interior, Antonio Leocadio 
Guzmán, estuvo el beneficio de espera. 


209. Op. cit., Tomo II. p. 67. 
210. Op. cit., Tomo IT. p. 32. 
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Por Ley de 10 de abril de ese año, se modificó el 
sistema en el sentido de que según la misma, en vez de 
necesitarse, como lo exigía la legislación de 1841, el 
consentimiento de todos los acreedores para acordar la 
espera, basta para que ésta sea de rigor que se pronun- 
cien en su favor la mayoría sea de los acreedores o de 
los créditos, pero se prevee así mismo la negación ex- 
presa del beneficio al deudor de mala fé, considerado 
tal de acuerdo con condiciones indicadas en la Ley. La 
carga de la prueba del fraude del deudor fallido queda, 
por otra parte, a cargo del acreedor, y se presume la bue- 
na fé del primero. Fíjase un plazo mínimo de espera 
de seis años (salvo que el deudor lo pida por menor 
tiempo) y uno máximo, otorgable por el Juez, de nueve 
años. El beneficio de espera no puede ser invocado por 
los deudores de crédito de capitales pertenecientes a la 
Iglesia, a capellanías, obras pías, universidades, colegios, 
disposición que tras de mostrar que los liberales recono- 
cían valor social a las instituciones nombradas, prueba, 
además ,el respeto con que el gobierno de la “Oligar- 
quía Liberal” miraba a la religión y al clero o, por lo 
menos, la discreta política de evitar choques enojosos 
con los eclesiásticos y de no soliviantar, en beneficio 
de sus contrarios, el espíritu religioso de la población. 


Respecto a la Ley de 1849 sobre beneficio de espe- 
ra hay que decir finalmente que disponía la irrenuncia- 
bilidad de tal beneficio por transacción y restablecía, 
además, que, al invocarlo el deudor, quedaban en sus- 
penso los demás juicios de cobro en su contra. 
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El Congreso de 1849 justificó su medida en términos 
que, tras de revelarnos el criterio intervencionista de 
los legisladores que a él asistieron, dan cuenta de que, 
después de la crisis de 1843 y de la relativa mejoría 
que hubo de 45 a 47 (Cf. cifras de comercio exterior 
de Ramón Velóz. Revista de Hacienda N? 10), se des- 
mejoraron de nuevo las cosas a raíz seguramente de la 
crisis mundial de 1847 que coincidió con, o determinó, 
nuevas bajas en el precio del café que había resurgido 
un poco del año de 1844 al 1845.21 


Expresóse así, según Gil Fortoul, el Congreso de 
1849: “Es evidente la postración en que se encuentran 
las industrias por consecuencias de acontecimientos des- 
graciados e inevitables (términos vagos que así pueden 
referirse a la guerra civil como a la crisis económica, o al 
fracaso en sus planes de algunos especuladores impru- 
dentes); en tal estado se clama generalmente por un re- 
medio, y no es posible que la Representación Nacional 
desatienda los clamores públicos ni resista a sus propias 
convicciones; en fin la medida de esperar que el que ha 
caído en atraso sin su culpa se reponga de sus quebran- 
tos para que pueda cumplir sus compromisos, es no solo 
de conveniencia sino de justicia social”. 


Agrega el propio historiador larense que el sistema 
previsto por esta Ley, considerado por Revenga, Minis- 
tro renunciante “ineficaz y aventurado”, causó un de- 
licado conflicto diplomático con varios países extranje- 


211. Schoffer. “Historia del Comercio de Café”. Revista del 
Instituto Nacional del Café N? 14. p. 30. 
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ros que se resistieron a la aplicación del beneficio de 
espera a las acreencias de sus nacionales. Es de recor- 
dar sobre este particular que ya para 1823, según docu- 
mento incompleto (de la Colección Blanco Azpúrua) 
que existe en el Archivo Nacional, reclamaban los co- 
merciantes de Caracas una moratoria de parte de los 
acreedores extranjeros. Lo que consolida la convicción 
no solo de que el problema era viejo sino de que los 
comerciantes, tan contrarios a la demora legal en el 
cumplimiento de las obligaciones cuando se trataba de 
sus deudores los agricultores, no dudaban en solicitar 
la moratoria, como en 1823, o en aprovecharla como en 
1849, cuando la medida era susceptible de actuar en be- 
neficio suyo y en contra de los acreedores extranjeros. 


El 27 de mayo de 1850 derogó el Congreso la Ley de 


1849 que acabamos de estudiar y dejó las cosas en el 


estado en que las tenía la legislación tradicional española, 
protectora del deudor pero no hasta el extremo de la 
legislación de 1849. Más luego, el 28 de mayo del mis- 
mo año, se dispuso que si los acreedores así lo deseaban 
““el Gobierno podía sustituirse al deudor” y pagar al 
acreedor con billetes de la “Tesorería, cuando se tratase 
de casos en que judicialmente, de acuerdo con la ley 
anterior, se hubiese acordado la espera. La hipoteca 
obraba entonces por el plazo de espera acordado pero 
quedaba constituída a favor del Estado. 


Gran número de acreedores se dieron prisa, según 
Gil Fortoul en pedir la sustitución y al respecto observa 
muy cuerdamente dicho historiador “Y de este modo 
el pretexto que se había alegado en 1849 de fomentar 


308 


la industria y favorecer a los deudores desgraciados, 
vino a convertirse en protección de los acreedores, es- 
pecialmente de los usureros acreedores extranjeros, los 
cuales resultaron más favorecidos que los nacionales a 
cambio de la vigilante protección de sus gobiernos”. 


La enseñanza que de allí se deduce no hay que echarla 
en saco roto. Córrese el peligro en la actualidad (1944) 
de que una excelente iniciativa, el Banco Hipotecario 
Nacional, corra suerte parecida; es decir, que sirva a 
sanear a la Banca Privada una cantidad de créditos ma- 
los que ésta posee y que, en el interior sobre todo, están 
garantizados por propiedades desvalorizadas. Si el Ban- 
co Hipotecario Nacional en proyecto se sustituye a la 
Banca Privada en esos casos y reembolsa a ésta esos 
créditos por su valor aparente, no queda duda de que 
el establecimiento del B.H.N. constituiría no una protec- 
ción de los deudores, sino un regalo que se haría con 
los dineros públicos a los acreedores, es decir a grupos 
financieros de por sí bastantes prósperos y que no han 
menestar de esa liberalidad por parte del Estado. 


Ya el Banco Agrícola y Pecuario ha hecho algo pare- 
cido cuando ha tomado por su cuenta deudas a otros 
Bancos o a particulares, provenientes de créditos conce- 
didos a caficultores y a otros sectores en dificultades 
de la agricultura. Si se hubiese concedido una moratoria 
efectiva y sostenida, se habría evitado en este último 
caso este inconveniente. Porque la moratoria habría 
depreciado esas deudas y así el deudor no habría tenido 
que cubrir al acreedor sino lo que realmente vale en la 
actualidad la obligación depreciada y, como consecuen- 
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cia, el préstamo máximo que el B.A.P. hubiese podido 
otorgar al deudor habría servido no solo para cancelar 
la acreencia anterior a su verdadero valor y no al ficti- 
cio, no al que ya no tenía, sino además para que el agri- 
cultor quedase con fondos para mejorar y modernizar 
su finca. 
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CAPITULO XIII 


“LA CRISIS DE 1843" 


A 


La crisis de 1843 es de vasto interés en la Historia 
de nuestra economía, porque fue la primera crisis de 
gran envergadura de la economía cafetalera y por las 


a — —_—-_—— 


repercusiones que tuvo. 


Ya para los años de la efímera Unión Colombiana 
el café había contribuído grandemente, con la inesta- 
bilidad de sus precios, a la precaria situación económi- 
ca que caracterizó el decenio gran-colombiano. En agos- 
to de 1828 decía el Presidente Libertador en carta al 
General Páez: “Creo igualmente, mi querido general, 
que al orden y a la calma deberíamos añadir una pro- 
videncia más, que corrigiera en parte nuestras miserias. 
Pienso que al cultivo del café deberíamos sustituir otro 
que fuera más vendible como el añil, el algodón y tam- 
bién algunas especulaciones, abastos internos, o bien 
inquirir noticias de objetos que pudieran mejorar nues- 
tra industria, pues si no variamos de medios comercia- 
les, pereceremos dentro de poco”. Y en 1861 decía 
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José Antonio Díaz en artículo publicado en “El Agricul- 
tor Venezolano”, “en 1810 el café valía 14 pesos quin- 
tal. Luego bajó a 3 pesos y en 1816 subió a nueve 
pesos. De 1817 a 1820 se mantuvo a 9 pesos y de 1824 
a 1830 estuvo a 6,7 y 8 pesos”.212 

Así mismo el autor del folleto “Las Fortunas” (1843) 
anteriormente mencionado, al criticar la ayuda a la agri- 
cultura como contraria a los principios del liberalismo 
económico y como contraproducente, hace referencia co- 
mo vimos, a que los agricultores hubieron de ser auxilia- 
dos con fondos provenientes de empréstito extranjero 
en tiempos de Colombia, con lo cual alude sin duda a 
un hecho que, según otras fuentes, se efectuó a partir 
de la baja sufrida por los precios del café a fines de 
1823, año en que, por la misma situación de crisis, los 
comerciantes de Caracas, (los extranjeros, respaldados 
luego por los nacionales) según documento de la colec- 
ción de Blanco Azpúrua existente en el Archivo Nacio- 
nal y, como ya se observó, en parte incompleto e indes- 
cifrable, hubieron de solicitar del Intendente que inter- 
cediese con el Gobierno de Colombia para que éste, a 
su vez, gestionase con los acreedores extranjeros la con- 
secución de una moratoria. 
' No obstante los escasos datos disponibles indiquen 
que la exportación de café había ya conquistado el primer 
lugar en nuestra economía desde los tiempos de Colom- 
bia, no existiendo informaciones seguras sobre los pre- 
cios del grano para antes de 1840, es prudente consi- 


212. Cf. Ramón Díaz Sánchez. “El Cajé en Venezuela” Re- 
vista del Agricultor Venezolano. N* 1, Agosto de 1939. 
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derar a la crisis de 1843 como la primera gran sacu- 
dida económica sufrida por el país a raíz de su depen- 
dencia de la producción cafetalera. 


Una primera observación que cabe hacer respecto a 
la crisis de 1843 es que fue una específica crisis cafeta- 
lera. Esto es, no concordó con una crisis mundial de 
conjunto. Se anticipó en algunos años a la crisis mundial 
de 1847 que fue precipitada por crisis financieras que 
desequilibraron el sistema bancario de Inglaterra y de 
Francia; solo fue precedida por el fracaso, debido a 
causas locales, del Banco Nacional de Estados Unidos, 
que tuvo lugar en el año de 1841 y parece haber sido 
influida por la baja universal del café que alcanzó 
su pleno dos años luego en el mercado de Amsterdam 
por motivo de la excesiva producción de las Indias 
Orientales holandesas. 


A que anotar en seguida que la crisis en referencia 
uso de 1so de relieve todavía más intensamente que en tien todavía más intensamente que en tiem- 
Dos de Colombia, la absoluta 5 de Colombia, la absoluta dependencia de Venezue de Venezuela 
del cultivo del café y lo precario de la estabilidad de 


una economía subordinada a las altibajos del precio del 
fruto. 


Así mismo, la crisis en cuestión, que agudizó todos 
los problemas económicos latentes articularmente 
el del crédito, sacudió hasta sus cimientos el edificio so- 


cial y tuvo, por ende, vastísimas consecuencias políticas. 


Basta recordar al último respecto que se provocó una 
violenta reacción de la opinión contra el Gobierno de 
Soublette, personero de la oligarquía, a quien injusta- 
mente se hacía responsable de la mala situación econó- 
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mica, y que ello indudablemente influyó en la extraña 
determinación de Páez de favorecer el primer adveni- 
_miento de los liberales a través de lo que había de ser 
el gobierno personal de la familia Monagas. De allí en 


adelante, nunca más la oligarquía goda controlará por 


<ompleto al país. 

De más interés todavía para el investigador de nues- 
tra Historia Económica es el hecho de que, a través de 
la crisis de 1843 que promovió o agudizó tanta cuestión 
económica de importancia, es posible estudiar una se- 
rie de problemas graves que ha venido confrontando 
nuestra economía, que todavía subsisten y que permane- 
cen insolutos. 


A. Origen de la crisis. — La crisis, como se ha di- 
cho, tuvo su origen en una caída vertical de los precios 


del café. Los contemporáneos, sin dejar de mencionar 
el considerable factor de perturbación que significó la 
baja del café y sus consecuencias, se dejaron a menudo 
llevar por la pasión política o por vistas erróneas de 
la situación y eso los condujo a adjudicar la crisis a 
factores extraños a lo meramente económico. 


HU AA 
== 


El propio Ministro de Hacienda de entonces, J.M. 
Manrique, parece atribuirla mayormente a un menor 
rendimiento fiscal (es decir, aduanero) motivado por la 
supresión de los derechos de exportación. Estos, en 
realidad, acababan de rendir $ 343.411 por año cuando 
fueron eliminados y es difícil creer que su desaparación 
pudiese constituir un golpe decisivo para un Presupues- 
to, que, para la 'época, gozaba de una renta aduanera 
total superior a los dos millones de pesos y la cual, en 
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conjunto, producía ingresos superiores a los tres millo- 
nes de pesos. 


No pierde de vista, empero, Manrique la verdadera 
causa de la crisis. Solo que la coloca en lugar secundario 
al referirse “a la disminución de las importaciones del 
extranjero que sigue siempre la proporción de las ex- 
portaciones y del consumo interior”. Un poco más luego 
es que viene a estar de un todo en lo cierto: “el abati- 
miento en qué han caído nuestros frutos exportables 
por efecto de malos precios, principalmente del café 
que es la más importante de nuestras producciones... 
resultando como consecuencia natural del tal abatimien- 
to, la decadencia de las empresas agrícolas, la disminu- 
ción de las cosechas ,la menor renta de los productos, 
una merma consiguiente en el consumo de los efectos 
de comercio extranjero y la progresiva depresión del 
último”. 

Y hace, por último, un examen de momento perfecta- 
mente exacto de la situación cuando muy significativa- 
mente concluye “*...subiendo los precios de nuestras 
producciones, desaparecerían sin esfuerzo algunos mu- 
chos de los males que hoy deplora el país y reanimándo- 
se por este medio la industria nacional, las rentas públi- 
cas volverían al estado floreciente que alcanzaran en 
años anteriores”. 


La crisis de la producción cafetalera, se unía, según 
lo expresa Gil Fortoul, al malestar producido en la cría 


por la peste en los llanos.?1 


213. Op. cit., p. 247. 
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Esa fue la situación que la pasión política no tardó 


en en desfigurar atribuyendo uyendo por entero la responsabilidac la responsabilidad 
de lo que oc que ocurría, al régimen , al régimen conservador, y, es publi- 


cista tan destacado y batallador como Antonio Leocadio 
Guzmán quien imputa todos los males a la Adminis- 
tración y emplea contra los hombres que gobiernan, y 
en particular contra Soublette mismo, los más difaman- 
tes epítetos. Iribarren en la famosa carta suya que fi- 
gura en el Apéndice de la “Gran Cuestión Fiscal”, afir- 
ma por su parte, al refutar las cifras de la investigación 
de Codazzi, que tanto con la historia como con la geo- 
grafía del ilustre geógrafo se ha querido correr “con la 
mano de un supuesto sabio, un velo por encima de las 
verdaderas imágenes de la política y de la economía de 
Venezuela”; y añade que en la parte estadística de la 
Geografía **...no convino decir que en la pobre Vene- 
zuela había ya los robustos principios de la abominable 
corrupción que da por resultado contrabando, peculado, 
escándalo y ruina”. 


Y en el mismo folleto, Federico Brandt (quien por 
sus expresiones, parece que no fue adherente del Partido 
Liberal pero si bolivariano y añorante de la Gran Colom- 
bia) infiere que la ruina del país proviene del régimen 
conservador ya que, según afirmaciones suyas que pa- 
recen compadecerse escasamente con la verdad histórica, 
el país estaba nadando en la abundancia cuando sobre- 
vino el hecho, infausto ciertamente por otros motivos, 
de la dislocación de Colombia. 


Por encima de esas apasionadas diatribas, la verdad 


——_—— A 


parece encontrarse en que la baja de los precios del 
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café llevó al paroxismo una situación económica preca- 
ria e e inestable p por motivo de los n los males permanentes de 
sima distribución de la tierra y su comment impro- 
ductividad; el crédito caro y escaso; las ejecuciones de 
fincas motivadas por las dos causas anteriores; el insu- 
ficiente rendimiento de los ingresos debido al fracaso 
en frenar el contrabando;** la escasez, en fin, del 
medio circulante que era achacada al contrabando mis- 
mo que hacía salir subrepticiamente, en pago de la im- 
portación clandestina, al oro y a la plata. 


En cuanto a la causa inmediata de la caída de tea 
del café, que, como lo observamos, no concordó c 


una gran crisis crisis mundial sino que la precedió en pocos 7 
años, provino, hay que insistir en ello, de una excesiva 
producción de las plantaciones holandesas de Java que” 
llegaron a dar anualmente un millón de * “picols” (sacos 
de Kgs. 621 ) y del aumento de la exportación que 
pasó en veinte años (1820 a 1840) de 97.500 pacas de 
(71 Kgs) a 1.068.418. Como consecuencia el café, que 
estaba en 1.839 a 33 centavos en el mercado de Ams- 
terdam, se derrumbó hasta llegar al precio de 20 en 
el mismo mercado." "227 


B. El estado del comercio exterior. — La última 
cita de la mencionada Memoria de Manrique muestra de 


214. Según Briceño en La Cuestión Fiscal, el contraban- 
do más bien se intensificó después del aumento de de- 
rechos arancelarios de 1841-42 que llevó la tarifa de la 
base 38 a la base 59. 


215. Revista del Instittuo Nacional del Café. V. 1. N? 4. “His- 
toria del Comercio del Café”. C.H. Schoffer. 
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manera elocuente la repercusión que la caída del precio 
del café tuvo en Venezuela y las siguientes cifras de 
nuestra exportación reflejan también claramente la si- 
tuación: 

Valor expresado 


Sacos en bolívares 
1841-42 252.957 16.751.191 
1842-43 226.678 12.640.748 
1843-44 220.736 11.116.040 
184445 222.600 11.863.346 
1845-46 ¡299.479 16.464.944 
1846-47 204.436 12.159.239 
1847-48 200.998 10.276.372 
1848-49 301.430 18.085.814 


Se desprende del cuadro anterior que, a raíz de la 
baja de precios sufrida en los mercados internacionales, 
disminuyó considerablemente en cantidad y en valor la 
exportación del grano de 1842-1843 hasta el año 
1845-1846 en que muestra una recuperación. No duró 
ésta sino ese año y se constata que las dos siguientes 
fueron también de crisis para el fruto; y es ya en 1848-49 
que se contempla una mejoría producida por la que llama 
Schoffer ““memorable subida del año 1849”, la cual, no 
duró sin embargo... Ya en el otoño de 1850, según el 
autor antedicho, el café que en febrero de ese año había 
llegado a Amsterdam a 3712 centavos, baja a 25 y 
cinco centavos y sigue así en situación precaria en el 
sexenio siguiente; estado de cosas que naturalmente 
encuentra reflejo en las estadísticas de exportación de 
nuestro país 216 


216. Revista del Instituto Nacional del Café. Vol. 1. N? 8. 
Aparte de los datos allí anotados, debe tenerse en cuenta 
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No es posible omitir que las estadísticas de exporta- 
ción reproducidas por Don Ramón Velóz en el N*? 10 
de la Revista de Hacienda, no muestran un descenso 
tan intenso, en los años de crisis, del valor de la expor- 
tación de conjunto e incluso señalan en todos los del 
período saldos favorables de la balanza de comercio que 
se hacen curiosamente más fuertes en años que, como 
vimos, fueron económicamente tan desfavorables como 
los de 1842-43 y 1843-44. Reproducimos, de tales ci- 
fras, las que de momento son más interesantes para 
nuestra investigación, o sea, las correspondientes a los 
mismos años de nuestra tabla anterior: 


Años Importación Exportación Balance 
económicos bolívares bolívares bolívares 
1841-42 31.525.794,25 35.014.938,60 +  3,490.189,35 
1842-43 253.539.186,40 33.860.774,85 +  8.321.588,55 
1843-44 22.044.451,30 29.833.640,75 + 7.789.179 45 
1844-45 24.806.634,60 27.960.793,80 +  3.152.159,20 
1845-46 27.181.195,60 35.601.486,15 +  8.420.290,55 
1846-47 25.305.357,45 32.051.042,30 +  6.745.684,85 
1847-48 18.658.780,95 27.194.302,80 +  9,135.521,85 
1848-49 13.659.877,75 27.675.015,00 + 14.015.137,25 


Como ya lo anticipamos, existe disparidad evidente 


entre uno y otro cuadro, pues, así el último marque un 
descenso en el valor conjunto de la exportación en los 
años que el primero señala como de crisis cafetalera, 


que en “Guzmán, elipse de una ambición de poder” 

Ministerio de Educación. Caracas. 1950) contribuye Ra- 

món Díaz Sánchez a definir la situación que años antes 

aspirábamos a esclarecer, cuando anota (p. 2539): “Fl 

trillado que se vendió a $ 12 el quintal en 1834, a $ 9 

en 1840 y a $ 8 en 1841, se abate luego a menos de 
7”. 
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el grado de intensidad de la baja es evidentemente me- 
nor en las estadísticas de Veloz y, además, muestran 
éstas saldos favorables de la balanza de comercio, par- 
ticularmente intensos en los años que, de acuerdo con 
las demás informaciones, aparecen peores. 

Aparte de la reserva que merecen las comparaciones 
que podamos establecer a base de estadísticas de aquella 
época, podrían quizás explicarse esas aparentes dispari- 
dades de diversos modos. Hay que tener en cuenta, en 
primer lugar, que poseemos datos concretos de la baja 
del café en los años aludidos, pero que carecemos de 
noticias directas acerca de la situación de los otros pro- 
ductos exportables y bien se puede que, a pesar de la 
alusión general de Manrique al envilecimiento general 
de los precios de todos los artículos de exportación y sin 
descuidar la afirmación de Gil Fortoul sobre la crisis 
de la cría, los productos exportables distintos del café 
se encontrasen de todas maneras en situación menos des- 
favorable que éste y que tenga allí explicación el hecho 
de que la exportación de conjunto sufriese proporcional- 
mente menos en valor que la sola exportación de café. 
De las cifras particulares de exportación del mismo 
Veloz? se desprende que en los años de más intensa 
crisis cafetalera, o sea, 1843-44 y 1847-48, se mantu- 
vieron más o menos estacionarias las exportaciones de 
cacao y de cueros de res y aumentaron positivamente 
las de algunos productos como el tabaco y la carne sa- 
lada, siendo de señalar respecto a ésta que justa- 
mente para el último de los años mencionados, el único 


217. Revista de Hacienda N* 10 (Exportación por productos). 
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de los dos citados en que Veloz trae estadística a su res- 
pecto, se alcanzó la cifra record de exportación de 
ese producto en la historia del país con Kgs. 2.340.592, 
y un valor equivalente a Bs. 1.398.095,16. 

Por otra parte, sabido es que una balanza de comercio 
favorable solo indica una situación en apariencia buena 
y que solo la balanza de pagos alcanza a dar cuenta más 
correcta de la situación. Imposible de plano resulta in- 
tentar siquiera el establecimiento de una balanza de 
pagos para la época que analizamos. Pero si puede ob- 
servarse que, como es de esperarse en tales circunstan- 
cias, las importaciones se contrajeron por motivo de la 
baja del valor de las exportaciones y en ese movimiento 
defensivo de la economía tuvieron en parte origen los 
saldos aparentemente favorables de la balanza de co- 
mercio. Es además de mucha importancia tomar en cuen- 
ta la importación invisible o sea, el contrabando y las 
salidas, igualmente subrepticias, de dinero a que daba 
lugar y que necesariamente imprimían a la balanza de 
pagos efectiva, elemento definitivo de la cuestión, un 
cariz que debió ser completamente opuesto al en apa- 
riencia favorable mostrado por las cifras de Veloz. Basta 
recordar a este respecto las observaciones que en cuanto 
a ese particular formulan los hombres que colaboraron 
en el folleto “La Gran Cuestión Fiscal” y sobre todo 
su insistencia en que la importación clandestina daba 
salida a una fuga de numerario que había traído como 
consecuencia la escasez de circulante en el país. 


Siendo de observar que, como habrá de notarse, con- 
tando los derechos adicionales que existían para enton- 
ces O que, como en 1841, fueron refundidos dentro 
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de la tarifa, los aranceles montaron en realidad inte- 
rrumpidamente hasta 1847-48 en que, por eliminación 
del impuesto subsidiario del 10%, tuvieron una leve 
baja que apenas duró un año. Dichas elevaciones de los 
derechos de importación por supuesto, habían de im- 
pulsar el contrabando y de contribuir, por lo tanto, a 
que nos encontremos en presencia de una balanza de 
comercio aparentemente favorable y muy distinta en su 
resultado de la que, de haber podido ser correctamente 
establecida, debería haber servido de base a la balanza 
de pagos de época tan azarosa económicamente como la 
que estamos reseñando. 
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CAPITULO XIV 


LA PRODUCTIVIDAD INTERNA Y EL NIVEL 
GENERAL DE LOS CONSUMOS* 


Una cuestión que dio pábulo a mucha discusión en 
la época de los conservadores y hasta 1864 en que de 
Briceño publica su tantas veces mencionado folleto, 
“La Gran Cuestión Fiscal”, fue la del nivel de consu- 
mo por habitante. Codazzi ya había tratado de demos- 
trar que hasta la publicación de su Geografía, se había 
gozado en Venezuela de una situación sana, demostrada 
por el satisfactorio nivel de los consumos por habitan- 
tes; en el mismo sentido se había pronunciado años 
antes el ignoto “Observador”, autor del folleto “Las 


218. La consideración del tema por supuesto que no entraña 
la pretensión de tratarlo en la forma que en la actualidad 
puede considerarse adecuada, cosa imposible dada la 
inexistencia, para mediados del Siglo pasado, de datos 
satisfactorios para el efecto. Posee, con todo, interés 
la presentación del asunto por cuanto los comentarios 
a se hacían a su respecto reflejan aspectos importantes 
e los problemas económicos de la época. 
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Fortunas”, también optimista sobre las ventajas del 
“sistema republicano”, el cual confunde con el sistema 
de liberalismo económico. En la “Gran Cuestión Fis- 
cal”, publicado en 1864, pero que contiene la carta de 
Iribarren de 1847, el trabajo de Federico Brandt y otra 
documentación anterior a la fecha de su publicación, en- 
contramos el punto de vista opuesto. El nivel de con- 
sumo por habitante, se afirma, no es el señalado por 
Codazzi; es en realidad mucho más alto, como debe 
serlo en todo país medianamente civilizado (se aducen 
generalmente cifras del consumo en otras naciones pa- 
ra probarlo) pero no hay que congratularse por ello, 
se alega, porque la mayor parte de ese consumo pro- 
viene del extranjero debido al estancamiento de la eco- 
nomía nacional. Eso no es todo, sino que la importación 
real es muchísimo mayor que la mostrada por las es- 
tadísticas oficiales. La “Gran Cuestión Fiscal” reside en 
el impulso que los altos aranceles imprimen al contra- 
bando. La balanza de pagos efectiva ha venido siendo 
enormemente desfavorable y se ha colmado mediante la 
exportación de numerario, de donde la aguda crisis de 
circulante que afronta el país. Argumento ya puesto de 
relieve al considerar en páginas anteriores los problemas 
monetario y del crédito, así como también la crisis 
de 1843. 


La anterior es, en síntesis, y traducida a un lenguaje 
económico estricto, la tesis del señor de Briceño y de 
los otros autores que él hace colaborar en la “Gran 
Cuestión Fiscal”. Salvo Brandt, por lo menos, quien no 
deduce de la demostración que efectúa las conclusiones 
librecambistas de los demás. Más bien, como no deja 
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de reprochárselo de Briceño, finca el progreso del país 
en un exceso de las exportaciones sobre las importa- 
ciones, o lo que es lo mismo, se muestra partidario de 
la teoría proteccionista, de la obtención de una balanza 
de comercio favorable y de la adopción de los medios 
necesarios para que se conserve tal. 


No vale la pena extenderse en detalles sobre los fun- 
damentos estadísticos que daban a su tesis los autores 
mencionados porque procedían, a su vez, de acuerdo 
con el mismo método de deducciones aventuradas que 
achacaban a Codazzi. Esmerábanse en calcular cuál de- 
bería ser el consumo medio por habitante, de acuerdo 
con lo que se consumía en países europeos o en Norte- 
américa o en las cercanas Antillas; y de allí partían a 
estimar cuál ha debido ser el consumo real de los vene- 
zolanos, hasta qué punto el contrabando había contri- 
buido a satisfacer un nivel de consumo que no alcanza- 
ban a revelar las estadísticas oficiales, por cuál cantidad 
había sido así defraudado el Fisco y cuánto numerario 
había tenido que salir del país para compensar la dife- 
rencia entre el valor de las exportaciones y el de la im- 
portación real compuesta por la que pasaba por las 
Aduanas y por las clandestinas. 


Aparte de las implicaciones en favor del libre-cambio 
que Briceño e Iribarren atribuían a esas demostraciones 
y que Brandt, por su parte, no admite, nos interesa de 
ese trabajo el intento, si no acabado y perfecto de todos 
modos respetable y digno de cuenta, de comprobar que 
la penuria de circulante existente se debía a una impor- 
tación mayor que la exportación y que no aparecía en 
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los datos oficiales en toda su extensión, en primer lu- 
gar, por los defectuosos métodos de declaración y eva- 
luación de lo exportado que se empleaban en las adua- 
nas y, en segundo, por causa de la importación clandes- 
tina en forma de contrabando. 


Despréndese además de La Gran Cuestión Fiscal una 
conclusión evidente y de suma importancia: que el con- 
sumo medio per capita, superior al indicado por Co- 
dazzi, y que deducían los autores nombrados, no era 
satisfecho sino mínimamente por producciones venezo- 
lanos. Encontrábase el país para entonces, como nos lo 
demuestra la cita de Iribarren que realizamos, depen- 
diente del extranjero para asegurar el consumo de mu- 
chos artículos de elemental necesidad y fácil cultivo o 
manufactura. Lo que permite reiterar criterio en el sen- 
tido de la improbabilidad histórica de que durante el 
período de los conservadores gozase Venezuela de una 
era de franca prosperidad económica a que pusieron fin 
las guerras civiles y particularmente la asoladora con- 
tienda entre federalistas y centralistas. La verdad parece 
ser que, si bien las contiendas fratricidas y los malos 
gobiernos han impedido al país por cerca de un siglo 
que resuelva sus más apremiantes problemas económi- 
cos, no crearon estos problemas. Los fundamentales de 
ellos ya existían en la época de los conservadores; como 
hemos visto, provenían de la Colonia y eran la causa de 
la baja productividad de la economía, patente también 
en tiempos de la Oligarquía Goda. Fueron así mismo 
esos problemas económicos que ya existían para 1840, 
el origen y nunca el resultado, como ha llegado a pre- 
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tenederse, de la revuelta situación política que por tanto 
tiempo padeció la República. 


La cuestión de la escasez de circulante. — Vale la pe- 
na insistir todavía más en la cuestión de la escasez de 
circulante porque, por una parte, tuvo enorme impor- 
tancia política en aquellos tiempos ya que llegó a cons- 
tituír predilecto caballo de batalla de la oposición. 


Particularmente, este el caso del señor de Rojas que 
parece referirse a los vales de deuda interna que esta- 
ban, como se decía entonces, radicados en las Adua- 
nas y que podían circular a guisa de dinero, particular- 
mente en puertos y entre los importadores que con ellos 
estaban autorizados a cubrir una fracción determinada 
de los derechos de aduanas. Su crítica se dirige al he- 
cho de que el gobierno de Colombia haya recogido esos 
vales hasta por la cantidad de $ 200.000 girados contra 
un empréstito levantado en Saint Thomas; por cuyo 
medio, según de Rojas, se ha restringido el circulante 
y se ha impedido la venida de capital desde el extranjero. 


Como quiera sea, el tema de la escasez de circulante 
continuó de actualidad en aquel tiempo. Los colabora- 
dores en el folleto “La Gran Cuestión Fiscal” lo traen 
a menudo a colación, como hemos visto 


De entre ellos merece destacarse Brandt, quien insiste 
de manera particular en que no merecen fe alguna los 
datos oficiales que muestran una balanza de comercio 
favorable en diez millones, desde que “el supuesto ba- 
lance favorable no se ha patentizado” y en vez de au- 
mentar en cifra equivalente “la circulación de metáli- 
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co”, los venezolanos han visto desaparecer gradualmente 
el “nivel monetario” que existió en el país. Más luego 
el mismo autor reitera que se ha esfumado casi todo el 
capital en metálico —incluyendo en éste .el oro y las 
alhajas e inclusive la producción de oro. Ese “capital 
en metálico” lo estima él, como más antes se expresó, 
en cien millones de pesos (para la época de Colombia), 
así como en unos quinientos millones la riqueza nacio- 
nal, y calcula que de los cien millones aludidos, cin- 
cuenta han emigrado en los diecisiete años (1830-1847) 
al extranjero para saldar el desnivel entre exportaciones 
e importaciones Brandt formula numerosas críticas a 
los procedimientos de evaluación, en las aduanas, de la 
importación y de la exportación y da cifras mucho más 
altas que las oficiales para ambas. Pero lo que nos inte- 
resa por el momento es su estimación de que cincuenta 
millones en metálico se han ido, para cubrir el desnivel 
de la balanza de comercio. La diferencia a este respecto 
entre Brandt y, por otra parte, de Briceño e Iribarren, 
es que, admitiendo el uno y el otro los dos argumentos 
citados, el primero da preminencia a los cálculos de- 
fectuosos de las aduanas en la evaluación de las mer- 
cancías, en tanto que a fuer de buenos libre-cambistas, 
los segundos otorgan mayor importancia que Brandt al 
factor contrabando como causa del desequilibrio que ha 
provocado la salida de capitales al extranjero y la pe- 
nuria de circulante. 


Así sea de audaz la continua afirmación de Brandt 
respecto a una supuesta prosperidad y a una estabilidad 
económica considerable en tiempos de Colombia, no es 
posible, como decimos, dejar de tomar en cuenta, para 
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apreciar la situación del circulante, sus aseveraciones 
acerca de que, para el período en que escribía, se cons- 
tataba “la existencia de una crisis monetaria que entre- 
ga a todos a merced de la codicia y la usura” y que, 
“por falta de un representativo, los bienes raíces han 
quedado sin valor”. Aplicación intuitiva, la última, de 
la Teoría Cuantitativa de la Moneda. Admisible por lo 
menos en el sentido de que a medida que disminuía la 
cantidad de moneda, crecía el poder adquisitivo de és- 
ta, O, lo que es lo mismo, disminuía el valor, en térmi- 
no de unidades monetarias, de todas las cosas que con 
moneda podrían adquirirse. 


Los datos que tenemos de “La Gran Cuestión Fiscal”, 
así como los emanados de otros autores, nos confirman 
pues, la existencia de una penuria de circulante, deri- 
vada casi seguramente, como se afirmaba, de un exceso 
de las importaciones (las clandestinas inclusive) sobre 
exportaciones. El déficit tenía por fuerza que ser col. 
mado con salidas de numerario que restringían de más 
en más el monto del medio circulante y creaban una 
serie de disturbios en la circulación de mercancías y 
en las actividades productivavs. 
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CAPITULO XV 


ARANCEL Y DOCTRINA ECONOMICA 
EN LAS PRIMERAS ETAPAS DE LA 
TRIBUTACION REPUBLICANA 


Los debates que hoy se suscitan sobre la cuestión 
arancelaria carecen de novedad en el sentido de que en 
la Venezuela de hace un siglo*% se expresaron todos los 
argumentos clásicos a favor de la una y de la otra de 
las posiciones en debate. La fisonomía de la economía 
nacional por supuesto que ha variado considerablemente 
de entonces acá, pero ello no quita que, aun cuando por 
dicho motivo no puede razonarse en la actualidad en 
pro o en contra de la protección o del libre cambio en 
la misma forma de cien años atrás, valga la pena revisar 
los puntos de vista que sobre el particular poseían los 
hombres de la época que reseñamos. Tal revisión será 
de suma utilidad porque servirá a demostrar que una 


226. La referencia es, naturalmente, de 1830 hasta mediados 
del Siglo pasado. 
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serie considerable de problemas a los que otorgamos el 
carácter de noveles están planteados desde entonces y 
que muchas de las cosas esenciales que se pueden decir 
a su respecto fueron también manifestadas en aquella 
oportunidad. 


La cuestión arancelaria nos permitirá, además, aden- 
trarnos más a fondo en el asunto histórico-doctrinario 
general de la orientación de los Aranceles de Aduana y 
de la tributación aduanera en general durante la época 
reseñada. 


A. Lineamientos generales de la cuestión arancelaria 


Las fuentes históricas indican que, como ya lo hemos 
señalado y bien podía esperarse, verificóse un completo 
cambio en la actitud frente al problema del comercio 
exterior por parte del sector comerciante a raíz y des- 
pués de la Independencia. Sea por las alteraciones que 
habían tenido lugar en la composición de dicho sector 
o por las que había sufrido la situación política misma 
o por cualquier otro motivo que lógicamente pueda rela- 
cionarse con el fenómeno, es lo cierto que los comer- 
ciantes, espina dorsal del Partido Conservador, asumían 
ahora la posición que, en principio, y cuando no se co- 
nocen los motivos muy especiales que tuvieron durante 
la Colonia para actuar en contrario, puede uno lógica- 
mente deducir que habrían debido tener siempre. Esto 
es, imprimieron al Partido Conservador en el cual pre- 
dominaban una orientación libre-cambista que, con las 
limitaciones impuestas por las necesidades fiscales y so- 
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bre todo por la posición de la Renta Aduanera como in- 
greso fundamental del Presupuesto, concluyó en que, 
mientras la oligarquía conservadora se mantuvo en el 
poder, no llegó el Arancel de Aduanas a los niveles a 
que lo elevaron nuestros sedicentes liberales. 


Una cosa que hay, sin embargo, que dejar netamente 
esclarecida es que, al paso que los conservadores, y par- 
ticularmente distinguidos publicistas suyos como Miche- 
lena, defendieron con argumentos teóricos precisos y 
con insistencia a un libre-cambio moderado y el cual ad- 
mitía, con todo, en la aplicación que en la práctica se le 
diera, protección a algunas producciones nacionales 
(agrícolas particularmente), los liberales, hasta donde 
conocemos por nuestras investigaciones, no obstante 
que su liberalismo poco o nada trascendió al terreno de 
lo económico —y casi podría decirse que todavía menos 
al de lo político—, jamás se lanzaron a justificar con 
argumentos doctrinarios un agudo proteccionismo que 
tuviera por finalidad proteger, tras barreras aduaneras 
altas, el desarrollo de la agricultura, de la cría y de la 
industria. El intervencionismo estadal intenso más bien 
lo propugnaron los liberales venezolanos y argumenta- 
ron fuertemente en su favor cuando se trataba de pro- 
tección directa a los agricultores agobiados por las deu- 
das, como en el caso que hemos visto de proyecto de 
Instituto de Crédito Territorial o de discusión o postu- 
lación de leyes que empeoraran o mejoraran la situación 
de los deudores. 


Tratábase, pues, para nuestros liberales, de un pro- 
teccionismo agrario y crediticio interno antes que de 
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uno aduanero. Y el hecho no sólo de que los conserva- 
dores no acordaran sus palabras con la práctica sino de 
manera muy relativa ya que sus tarifas arancelarias, por 
ejemplo, fueron bajas únicamente en comparación con 
lo que había de venir luego y así mismo que, de Mona- 
gas en adelante y por un siglo, la política fiscal fuese una 
de aranceles exhorbitantes y, por lo tanto, encarecedora 
de la vida, tiene una explicación muy simple y ya anota- 
da: en Venezuela los gobiernos, hasta el auge del petró- 
leo, siempre se han visto obligados, a solicitar la fuente 
principal de sus entradas en los ingresos aduaneros, 
En vía de demostración, justamente, de cómo era de 
cierto lo aseverado por Santos Michelena (Memoria de 
Hacienda de 1832) cuando dijo “...las rentas adua- 
neras, únicas que propiamente hablando posee la Nación 
para cubrir sus cuantiosos gastos”, se inserta a conti- 
nuación un cuadro con el cual se intenta determinar 
la participación de los derechos de importación en los 
ingresos totales del Erario. Para el efecto nos hemos 
valido de las cifras que para el uno y el otro de esos 
renglones provee Don Ramón Veloz en las Revistas de 
Hacienda Nos. 5 y 11. Los trabajos respectivos repre- 
sentan una meritoria y laboriosa investigación de datos 
y cifras por parte de ese autor nacional. Pero como ya 
lo revelan los altibajos e irregularidades que presenta 
el propio cuadro, si bien la visión de conjunto que éste 
ofrece resulta de utilidad en cuanto demuestra a gran- 
des rasgos la importancia de la Renta Aduanera y sobre 
todo de los Derechos de Importación en el total de per- 
cepciones, esto no quita que, por razón de la impreci- 
sión e inseguridad de los datos estadísticos de la época, 
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no pueda ponerse sino una fe por demás relativa en los 
resultados particulares. 


CONTRIBUCIÓN DE LOS DERECHOS A LA 
IMPORTACION A LOS INGRESOS TOTALES 


Años 
Fiscales 


1830-1831 
1831-1832 
1832-1833 
1833-1834 
1834-1835 
1835-1836 
1836-1837 
1837-1838 
1838-1839 
1839-1840 
1840-1841 
1841-1842 
1842-1843 
1843-1344 
1844-1845 
1845-1846 
1846-1847 
1847-1848 
1848-1849 
1849-1850 
1850-1851 
1851-1852 
1852-1853 
1853-1854 
1854-1855 
1855-1856 
1856-1857 


Recaudación 
tolal 


- 5.752.20640 


6.127.000,04 
6.999.170,96 
7.462.327,88 
7.206.662,95 
6.490.518,90 
8.573.445,35 
7.949.530,30 
9.337.849,50 
11.298,113,50 
12.641.379/75 
9.680.211,70 
10.579.521,90 
10.722.508,00 
10.751.598,00 
12.325.203,80 
12.746.765,15 
11.016.807,65 
13.915.807,30 
18.170.235/75 
20.583.154,30 
20.568.981,30 
13.938.209 35 
17.738.440,85 
17.828.761,25 
20.415.335,40 
19.429.145,45 


Derechos de 
importación 


2.284.985,36 
3.849.580,60 
3.838.583,56 
3.875.784,92 
3.497.103,44 
3.441.831,10 
5.248.632,90 
4.003.434 05 
5.530.998,00 
8.045.602,25 
9.369.106,65 
8.483.733,20 
7.693.638,40 
6.594.660,65 
7.278.940,75 
8.255.934,25 
8.754.987 00 
5,457.538,35 
4.539.733,60 
8.201.203 45 
10.172.332,95 
11.810.511,45 
10.084.567 70 
11.686.646,40 
13.687.547,00 
15.039.010,65 
14.422.950,25 


Años 
Fiscales 
1857-1858 
1858-1859 
1859-1860 
1860-1861 
1861-1862 
1862-1863 
1863-1864 
1864-1865 
1865-1866 
1866-1867 
1367-1868 
1868-1869 
1869-1870 
1870-1871 
1871-1872 
1872-1873 
1873-1874 
1874-1875 
1875-1876 
1876-1877 
1577-1878 
1878-1879 
1879-1880 
1880-1881 
1581-1882 
1882-1883 
4883-1884 
1884-1885 
1885-1886 
1886-1887 
1887-1888 
1882-1889 
1889-1890 
1890-1891 
1891-1892 
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Recaudación 
total 


24.248.000,85 

22.144.720,35 

14.089.702,25 

21.142.049,05 

20.468.029,60 

24.406.257,35 
» 


31.726.224,90 

29.872.529,60 

21.947.137,75 
> 


19.337.798,45 

11.383.739,70 
? 

13.297.513,20 

23.676.642,50 

28.683.118,50 
> 


32.636.049,45 
26.256.829,60 
28.833.707,90 
23.000.000,00 
28.912.869,70 
29.766.688,94 
28.974.603,80 
28.987.522,45 
34.225.390,75 
32.939.515,91 
27.341.184,62 
33.686.245,94 
40.724.531,11 
40.395.390,99 
45.031.224 80 
53.7'9.803,91 
43.937.433,70 


Derechos de 
importación 


17.913.196,40 
11.782.390,18 
10.804.715,00 
11.912.754,40 
12.490.151,25 
14.597.791,20 
11.593.231,70 
17.996.323,20 
22.012.368,70 
16.430.608,65 
11.559.139,05 
17.164.652,65 
? 
17.161.660,30 
11.938.450,85 
17.892.006,05 
22.829.288,60 
30.000.000,00 
26.068.714,40 
19.325.22160 
»] 


15.746.756,05 
21.825.370,54 
21.004.452,68 
20.279.794,71 
19.581.322,21 
24.232.458,28 
22.946.583,44 
21.759.300,63 
23.386.817,57 
29.962.603,70 
28.494.608 84 
33.626.363,56 
40.024.233,60 
33.974.074,60 


% 


73,8 
33,2 
76,6 
56,3 
61,6 
59,8 


36,1 
13,1 
74,9 


88,8 


89,8 
753,6 
79,6 


79,9 
13,1 


68,5 
75,4 
70,5 
70 

67,5 
70,8 
69,6 
79, 
63,4 
73,5 
70,5 
74,6 
74,6 
77,3 


1892-1893 
1893-1894 
1894-1895 
1895-1896 
1896-1897 
1897-1898 
1898-1899 
1899-1900 
1900-1901 
1901-1902 
1902-1903 
1903-1904 
1904-1905 
1905-1906 
1906-1907 
1907-1908 


NOTA: Fuente 


tivamente. 


36.724.973,09 
51.421.875,66 
48.656.797,36 
51.459.946,98 
48.313.539,65 
33.429.825,52 
40.563.759,64 
27.296.193,77 
44.945.261,95 
31.650.765,96 
25.738.595,45 
56.523.976,90 
46.877.852,69 
49.334.668,68 
49.929.301,28 
50.803.153,70 


principal: “Presupuesto 
Públicos de Venezuela en los años económicos 1830- 
1831 a 1937-1938” y “De los Ingresos por Derechos de 
Importación desde el año económico 1830-1831 hasta 
el de 1939-1940” por Ramón Veloz; Revista de Hacien. 
da N* 5 (Julio-Septiembre de 1937) y Revista de Ha- 
cienda N* 11 (Julio-Agosto-Septiembre de 1941) respec 


28.538.210,66 
37.354.031,82 
32.337.691,45 
37.527.033,60 
35.000.000,00 
23.000.000,00 
28.000.000,00 
18.000.000,00 
29.940.885,96 
19.803.355,68 
14.853.491,20 
29.076.747,52 
22.763.811,46 
19.263.442,49 
21.200.000,00 
20.948.979,22 


11,1 
72,6 
66,4 
12,1 
712,4 
68,8 
69,1 
63,9 
66,6 
62,3 
31,1 
51,4 
48,3 
39,0 
424 
41,2 


de Ingresos y Gastos 


Para apreciar los datos del cuadro hay que tener muy 
presente que, si bien para definir la importancia de los 
Derechos de Importación en el Presupuesto basta con 
precisar cifras de tan extremada simplicidad como el 
producido en cada año de los derechos en cuestión y el 
total de los ingresos públicos en cada uno de los mismos 
períodos para de allí deducir el porcentaje de los prime- 
ros dentro de los últimos, este cálculo tan elemental de- 
viene sumamente complicado, e inseguro, cuando se re- 
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fiere a todo un siglo y particularmente a épocas en que, 
ocasionalmente, bien sea por causa de crisis política o 
por desorden en las cuentas, no existe el dato requerido 
o los que hay corresponden a entradas parciales de las 
Aduanas (estando presumiblemente otras de éstas en 
manos de “La Revolución”) o a “Rentas Aduaneras” 
en su conjunto. Siendo por uno de estos motivos o por 
otro cualquiera inconveniente utilizar las cifras que se 
encuentran para establecer la relación indicada. En rela- 
ción a lo último puede señalarse el caso de algunos años 
en que predominaron los derechos ad-valorem y para los 
cuales a la vez, no existe dato directo de lo percibido por 
derechos de importación. El investigador tiene entonces 
que arriesgarse a establecerlos indirectamente, deducién- 
dolo del valor de la mercancía importada, método im- 
perfecto puesto que existían siempre algunos derechos 
específicos y, además, a los derechos arancelarios contri- 
buían a menudo en esa época derechos de exportación 
que también habrían de ser tomados en cuenta. 


Acentuando nuestro señalamiento inicial, recalcamos 
que hace un siglo se debatió por lo menos tan empeño- 
samente como ahora la cuestión aduanera y que se acha- 
caba ya a los altos aranceles el excesivo costo de la vida. 
Las posiciones generales doctrinarias de los partidos 
eran, como dijimos, liberal-manchesterianas por parte 
de los conservadores; intervencionistas en materia de 
protección a los deudores agrícolas, pero no abierta- 
mente proteccionistas en lo aduanero, por parte de los 
liberales, hecho el último que se explica por la inexis- 
tencia de industrias y porque los transportes no se ha- 
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bían desarrollado y abaratado hasta el extremo de per- 
mitir que la importación de artículos alimenticios ex- 
tranjeros (maíz de los Estados Unidos, por ejemplo) 
constituyera una amenaza para la producción agrícola 
nacional. No obstante, el propio régimen conservador 
protegía el azúcar, las melazas, etc. con derechos de en- 
trada prohibitivos que impedían la concurrencia, dentro 
del mercado interno, de los productos de la caña, ve- 
nidos de las Antillas o del Sur de los Estados Unidos. 
Sin asegurar nada definitivo al respecto porque carece- 
mos de datos concretos sobre el particular, es de presu- 
mir que, pese al lamentable estado de atraso en que se 
encuentra todavía dicha industria en las Antillas Co- 
loniales (Barbados, por ejemplo) en aquella época debie- 
ron disfrutar antes que nosotros de los primeros proce- 
dimientos de mecanización y que a ese adelanto res. 
pecto a Venezuela se debió que aun gente tan acendra- 
damente manchesteriana como los conservadores nues- 
tros, encontrasen necesario otorgar protección aduane- 
ra a los productos de nuestros cañamelares. 


El caso que acabamos de anotar no fue el único en 
que los conservadores dejaron de seguir la pauta libre- 
cambista a que teóricamente se proclamaban fieles. La 
política económica del régimen estuvo siempre lejos de 
ser abierta y consecuentemente libre-cambista. No obs- 
tante la influencia y las netas declaraciones de hombres 
como Michelena y la posición doctrinaria en esa cues- 
tión asumida por el Partido de Gobierno, conserváronse 
altos derechos arancelarios sobre la importación de una 
multitud de artículos que aquí no se producían. Des- 
arrollaron así los conservadores en una serie de casos 
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una política aduanera en contradicción con la doctrina 
que proclamaban, obligados por la necesidad de procu- 
rarse recursos fiscales de la única fuente fácil y consi- 
derablemente rendidora que tenían a mano. Proceder 
que luego imitarán, acentuándolo, los liberales, quienes 
jamás llegaron a preocuparse grandemente de la cues- 
tión de principio. con que los conservadores habían 
tratado de preceder el planteamiento del problema y su 
resolución. Las críticas a la falta de consecuencia de 
los conservadores con los principios que en esta mate- 
ria habían proclamado y en general a las altas tarifas 
por ellos generalmente mantenidas y aumentadas más 
luego por los liberales, provinieron de independientes 
(De Briceño, Iribarren) que, afiliados o no en momento 
dado a uno de los dos Partidos, adoptaron en sus es- 
critos una posición de consecuente liberalismo econó- 
mico y llegaron a utilizar para sus propósitos críticos 
publicaciones como la de Brandt, quien, censurando 
acremente otros aspectos de la política económica de 
los conservadores, estaba lejos de compartir el entusias- 
mo de otros publicistas como Iribarren y De Briceño 
por el desmantelamiento de los aranceles y por el 
laissez faire. 


B. Cuatro aspectos fundamentales 


Cuatro cuestiones esenciales, tratan a menudo las 
Memorias de Hacienda del período conservador y las 
publicaciones que sobre la materia se hicieron sobre el 
problema arancelario y que han llegado hasta nosotros: 
en primer lugar, a veces, la reconocida importancia de 
la Renta Aduanera, o sea, de su carácter de factor esen- 
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cial de los ingresos públicos, asunto que volverá a me- 
recer nuestra consideración, contemplándolo a través de 
citas de categóricas expresiones de los sucesivos titulares 
del Despacho de Hacienda, en seguida, la discusión 
sobre las ventajas y desventajas de los derechos especí- 
ficos y de los ad-valorem;, en tercero, la vital cuestión 
del nivel de las tarifas; y en último puesto, pero no 
por ello otorgándole menor prominencia, la cuestión del 
contrabando de que tanto se ocupa “La Gran Cuestión 
Fiscal”, el interesantísimo folleto en varias ocasiones 
citado. 

Refirámonos a los cuatro puntos aludidos, destacando 
por supuesto el tercero por su enorme importancia y 
también el cuarto por su íntima relación con el anterior. 


1? La Renta Aduanera como fuente principal 
de ingresos fiscales 


El asunto de la importancia de la Renta Aduanera 
como fuente preponderante de ingresos ya lo mencio- 
namos al referirnos a los datos de Veloz y a las obvias 
conclusiones sobre el particular que se deducen de com- 
parar en cualquier época las entradas totales con el ren- 
dimiento, sea de la Renta Aduanera en su conjunto, 
sea de los solos derechos de importación. 

Algunas citas de Memorias de la época que estudia- 
mos servirán para mostrar, si falta hiciere, que los 
hombres de entonces se daban perfecta cuenta de este 
problema y de sus implicaciones. Exprésase así la Me- 
moria de 1831 que presenta de manera incompleta los 
datos referentes al año económico anterior (1829-1830): 
“Las contribuciones impuestas sobre el comercio exte- 
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rior son las más productivas y las de más fácil y menos 
costosa recaudación, ellas rinden más de las dos terce- 
ras partes de la renta total del Estado...” 


Todavía más categórico es Michelena en la Memoria 
del año siguiente. Alude, como vimos a “*...las rentas 
de las aduanas, las únicas que posee la Nación para cu- 
brir sus inmensos gastos...”; y en 1838 dice Guiller- 
mo Smith, entonces Secretario de Hacienda (Memoria 
correspondiente): “el contrabando arruinará las rentas 
públicas que constan en su mayor parte de los Impues- 
tos marítimos y preparará a la Nación al embarazo y 
malestar que infaliblemente afecta a un tesoro sin re- 
cursos”. Por su parte, Manrique, Secretario de Hacienda 
de las postrimerías de la Oligarquía Conservadora, opi 
na en la Memoria de 1845 (año económico 1843-1844) 
que “reducido nuestro tesoro, con imprudencia acaso, 
al solo producto de nuestra aduana, no podrá rebajarse 
a aquel grado el derecho de importación que es su prin- 
cipal ingreso (el grado a que, según expresión suya an- 
terior, se refería Manrique era aquel “en que el costo 
y riesgo del contrabando sea mayor que el importe de 
los derechos””). 


En el período gubernativo subsiguiente, o sea, el del 
desbarajuste de la Oligarquía Liberal, fue Secretario de 
Hacienda, Jacinto Gutiérrez, una de las mentes más 
brillantes del nuevo y desordenado equipo político en 
el poder. Gutiérrez va a pronunciarse en lo teórico 
(1856, Memoria) por un proteccionismo racional, pero 
moderado. Ántes de hacerlo reconoce que “en la necesi- 
dad de establecer impuesto o contribuciones para so- 
portar las cargas del Estado ha de encontrarse sin duda 
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el origen de la institución aduanera...” Luego de esa 
frase muy aleccionadora sobre las razones de la existen- 
cia en Venezuela de un alto arancel bajo conservadores 
o liberales por sobre los principios teóricos, y así mis- 
mo después de hacer una defensa discreta (pero al fin 
y al cabo una defensa) del proteccionismo, insiste Gu- 
tiérrez en señalar las contribuciones aduaneras como 
“las únicas con que el Estado cuenta para atender a sus 
necesidades siempre crecientes”. 

Diversos Secretarios de Hacienda del período hasta 
ahora estudiado recalcan, pues, el hecho de que la Renta 
Aduanera era la fuente esencial de los ingresos y confir- 
man así la impresión de que allí reside la explicación 
de que ni siquiera el propio Michelena, pese a las netas 
teorías de liberalismo económico que postulaba y de 
fendía, pudo llegar nunca a establecer aranceles mo- 
derados. 


2? La base del impuesto de aduanas 


El asunto del predominio del sistema de derechos es- 
pecíficos o de derechos ad-valorem en los aranceles de 
aduana de la época es bastante difícil de esclarecer con 
toda nitidez porque las tarifas de ese tiempo aplicaban 
ora un sistema ora otro y era, en consecuencia, difícil 
dilucidar cuál de los dos métodos predominaba en rea- 
lidad en un momento dado: 

En la Colonia, recordémoslo, y aún así en la época 
colombiana, hasta 1826, el sistema aplicado era el ad- 
valoren. Desde una Ley del año últimamente mencio- 
nado aparecieron derechos específicos al lado de los 
ad-valorem y aplicables a una serie de mercancías. 
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Al sistema ad-valorem mantenido por la Ley de 1830 
refiérese la Memoria de 1831, juzgándolo primero 
desfavorablemente puesto que, al observar que las dos 
terceras partes de los ingresos totales provienen del co- 
mercio exterior, añade “no obstante que el sistema que 
ha registrado hasta ahora en las aduanas y las tarifas 
que han servido para la evaluación de los efectos y mer- 
cadería extranjeras han sido los más defectuosos”. La 
crítica, empero, parece referirse más al modo de aplica- 
ción del sistema que a éste en sí, puesto que más luego 
se dice que en la ley que lo establece “se ha adoptado 
el método sencillo y justo de hacerlo sobre el valor de 
las facturas en todos los efectos que son susceptibles de 
avalúos generales...” Es difícil dilucidar, sin embargo, 
la estricta fisonomía del sistema pues se objeta más des- 
pués en el mismo documento que “la cuota señalada 
a las mercancías que pagan ad-valorem es muy alta”, lo 
cual demuestra, como lo comprueba el estudio de la 
Ley, que al lado de los derechos ad-valorem convivían 
un buen número de derechos específicos. (La misma 
Memoria, para confirmar la observación de que los 
derechos ad-valorem eran demasiado altos, nos dice que 
“las mercancías de mayor consumo pagaban 27% ad- 
valoren, los “efectos no detallados en la tarifa” el 32% 
y “los de lujo” el 38%. Agrega que esos porcentajes 
se convirtieron en 33340 respectivamente, si se toma 
en cuenta “el cambio de la moneda”). 

El Arancel de 1834, que como lo observa Gil For- 
toul 227 era liberal pues ampliaba la lista de artículos de 


227. Op. cit., Tomo II. p. 72. 
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libre importación en beneficio de la agricultura, la cría, 
las industrias, varió además el sistema de la base del 
impuesto. Dice Briceño en la “Gran Cuestión Fiscal” 
que se adoptó el sistema específico y el estudio de la 
Ley correspondiente demuestra que por lo menos predo- 
minaron en esa nueva tarifa los derechos de esta última 
índole. Algunos autores insisten, sin embargo, en califi- 
car este arancel de ad-valorem, pero seguramente los in- 
duce a confusión el 25% ad-valorem que se fijó sobre 
todos los artículos no incluidos en la extensa lista al- 
fabética que trae. 

El citado folleto “La Gran Cuestión Fiscal” observa 
que en 1841 tuvo lugar la tercera reforma arancelaria. 
El propósito de ésta parece haber sido abolir, unifi- 
cándolos, algunos derechos sueltos ad-valorem que se 
habían venido creando y añadiendo los unos a los otros 
causando gran complicación en los cálculos. Dichos de- 
rechos, que han inducido a algunos autores a la errónea 
creencia de que de 1834 a 1841 hubo varias reformas 
arancelarias, fueron como lo hemos dicho creaciones 
ocasionales que se fueron llevando a cabo para respon- 
der a finalidades fiscales o a ideas de represalia. Tales 
derechos eran: 1) un derecho diferencial impuesto a los 
artículos traídos en buques de naciones extranjeras que 
no tenían Tratado de Comercio con Venezuela; este de- 
recho llegó a ser con el arancel del 34, de 10% sobre 
los derechos específicos y de 3% sobre los ad-valorer, 
pero desde 1838 fueron sustituidos, a cuanto parece, 
por un 10% sobre toda clase de derechos. 2) La con- 
tribución extraordinaria de 10%, aprobada en 1836, a 
raíz de la Revolución de las Reformas, para cubrir los 
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gastos ocasionados por la fracasada intentona revolucio- 
naria, era un precio que debía pagarse sobre el monto 
total de los derechos. 3) El impuesto subsidiario de 1% 
que había sido creado desde 1835 y que en 1840 fue 
elevado al 4%. Este era un recargo cobrado sobre el 
“valor de toda importación imponible”. 

La reforma de 1841 abolió de un todo la llamada 
contribución extraordinaria y dejó como derechos adi- 
cionales “un 10% sobre el total de los derechos cobra- 
dos” y además el 4% de impuesto subsidiario. 

En 1847, siempre según el autor de “La Gran Cues- 
tión Fiscal”, fue abolido el impuesto subsidiario y de- 
jado el 10% de aumento “como derecho adicional”, si- 
tuación que duró hasta 1856 en que se verificó, según 
de Briceño, la cuarta reforma arancelaria, “eliminando 
e! 10% pero sin que ello supusiese un alivio de derechos 
sino al contrario, pues se aumentaban fuertemente las 
tarifas”. 

La revista que hemos hecho hasta ahora nos indica 
que, aparte de alteraciones (creaciones o fusiones) de 
los porcentajes adicionales, parecen haber seguido pre- 
dominando después de 1834 los derechos específicos. 
La misma reforma de 1856, según de Briceño, implicó 
un aumento de tarifas, antes que una modificación del 
sistema de la base del impuesto. 

Hay que tener en cuenta que desde 1836 (a los dos 
años del Arancel del 34) los Secretarios de Hacienda 
vienen quejándose de los defectos del sistema específi- 
co, sus quejas aluden siempre al defecto de los arance- 
les pues empleaban la denominación más correctamente 
de lo que hacemos ahora; y para ellos sistema específico 
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y sistema arancelario eran una misma cosa y utilizaban 
de preferencia la segunda expresión. Pensaban lógica- 
mente que, para que pudiera hablarse de arancel, era 
preciso que existiera una tarifa fijada por clases o espe- 
cies O categorías como en el caso del Arancel Judicial. 


En 1837, el Secretario de Hacienda, J. J. Gallegos, 
en la Memoria correspondiente, se duele de que el Con- 
greso nada haya hecho para modificar el sistema espe- 
cífico o, como decían, arancelario. “Terminó la sesión 
sin haberse acordado providencia alguna conforme al 
pedimento del Ejecutivo” (Cabe observar que el Ejecu- 
tivo no presentó, a nuestro conocimiento, proyecto al. 
guno concreto sobre el particular; no pasó de proponer 
reformas al régimen portuario). En la Memoria del año 
anterior había ya observado el mismo funcionario en 
vía de demostrar lo defectuoso del sistema arancelario, 
es decir, de la tarifa específica: 


t 


“,..un arancel perfecto es una obra superior a los 
esfuerzos y capacidad del hombre. Comprueban esta aser- 
ción todos los que se conocen de las naciones que los 
usan, incluso el mismo arancel imperial compuesto de 
orden del Emperador Bonaparte por una reunión de sa- 
bios miembros de distintas academias. En efecto, un 
arancel no es más que un dicionario de solas palabras 
de las artes y especies de la industria humana y es impo- 
sible comprenderlo todo nunca, porque cada día ocurren 
nuevos inventos. Tan convencidos han estado y están de 
esa verdad los Estados Unidos que los derechos se co- 
bran allí ad-valorem con arreglo a todas las leyes que 
hasta ahora se han deducido sobre el particular”. 
“Después de lo que acaba de exponerse, no cree el 
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Gobierno que el Congreso permita la continuación de 
los aranceles, mucho menos cuando se considera que a 
ellos debe atribuirse la disminución de los derechos de 
importación. El Ejecutivo pide con encarecimiento que 
cesen absolutamente y que los derechos se cobren ad- 
valorem, dictando al efecto una Ley que al mismo tiem- 
po evite los inconvenientes que en perjuicio del erario 
nacional puede causar este método”. 

Como bien se ve por esta Memoria y por el párrafo 
de la siguiente que antes transcribimos, el Ejecutivo se 
pronuncia terminantemente contra el sistema específico 
y se lamenta de que el Congreso no lo eliminara, pero 
no presenta proyecto concreto de reforma que sirva de 
base a la implantación del sistema de derechos ad-valo- 
rem ni parecía tener una idea clara de los contornos 
que debía poseer “una ley que al mismo tiempo evite 
los inconvenientes que al erario nacional puede causar 
este método”. 


32 El nivel de las tarifas y las posiciones doctrinarias 


En la tercera cuestión, la del nivel de las tarifas, ya 
hemos penetrado virtualmente al tratar los temas ante- 
riores y particularmente al referirnos a las creaciones o 
eliminaciones de derechos adicionales. 

Hemos hecho así mismo reiterada referencia al hecho 
de que los conservadores, a pesar de los principios man- 
chesterianos, proclamados por Michelena y otros de sus 
prohombres, no pudieron, sobre todo por razones de 
índole fiscal, llegar muy lejos en el camino del libre- 
cambismo y que los liberales nuestros alzaron las tari- 
fas aduaneras cuando llegaron al Poder, más por motivo 
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de índole fiscal que por otros, pues su oposición al libe- 
ralismo económico, al laisser faire se ejercía en el terre- 
no de la política económica interna (eran intervencio- 
nistas a este respecto) antes que en el del comercio 
exterior. 


a) El nivel de las tarifas 


El asunto en sí de las alzas y bajas de tarifas es difícil 
de dilucidar. Las declaraciones de principio de las Me- 
morias, como ya lo hemos visto, no correspondían siem- 
pre de un todo a lo que en la práctica se hacía cuando 
iban a fijarse las tarifas; intervenían en esos momentos 
las consideraciones fiscales y también, no hay que des- 
cuidarlo, la finalidad ya mencionada, de proteger algu- 
nas actividades agrícolas como las plantaciones de caña, 
cuestión esta última en que eran más exigentes los libe- 
rales pero que no desatendían del todo los conserva- 
dores. Además, con la revisión directa de las tarifas no 
se obtiene una idea concreta de la orientación de éstas; 
el procedimiento es infinitamente complicado para in- 
vestigar y, por otra parte, cada reforma no tiene una 
orientación única sino que al paso que, por ejemplo, se 
bajan los derechos sobre unos artículos, se les sube el 
impuesto a otros. La tendencia predominante de una ta- 
rifa es, pues, difícil determinarla incluso mediante el 
estudio directo de ella. Sin contar con que, aun pose- 
yendo una idea acerca de la tarifa, queda por tener en 
cuanto los derechos adicionales existentes para la épo- 
ca, que, como lo vimos, fueron variados y considerables. 

Todo ello otorga importancia de más en más consi- 
derable a los comentarios que se hicieron a mediados 


349 


del siglo y un poco después sobre lo: que se llamaba 
“la base de los aranceles”, o sea, la relación media entre 
el valor de las mercancías importadas y el monto de los 
derechos. 

llustra grandemente sobre este particular el modo co- 
mo de Briceño, autor de “La Gran Cuestión Fiscal”, 
extrae la base de aranceles 34,34 para la época en que 
rigió la tarifa de 1830. Había para entonces, recuér- 
dese, un sistema ad-valorem. De Briceño observa que 
según la Memoria de Hacienda correspondiente los ar- 
tículos de mayor consumo estaban gravados con un 
27%, otros artículos diversos con un 32% y que esas 
cuotas subían a 333%, 40 y 4614% cuando se tomaba 
en cuenta el cambio de la moneda. Y entonces se- 
ñala cómo, desechando las importaciones de lujo que 
tienen escasa importancia, pero teniendo en cuenta 
para las operaciones consiguientes lo que llama “capita- 
les importados” de las otras dos categorías, o sea, el va- 
lor de las importaciones de artículos de mayor consumo 
y de los demás, salvo los de lujo, y relacionándolas con 
los antedichos porcentajes, llega a “una primera base de 
arancel de 24.11% que viene a convertirse en 34,349” 
cuando se toma en cuenta para agregarlos “23 centési- 
miso que resultan del Derecho Diferencial impuesto a 
los artículos importados en buques de naciones extran- 
jeras que carecían de Tratados”. Es decir, que teniendo 
en cuenta todos los derechos, éstos aumentaban en un 
34,340 el precio de costo de las mercancías. 

La forma en que de Briceño mismo explica su modo 
de proceder para llegar a esa conclusión es un poco más 
compleja, pero lo dicho bastará para dar una idea gene- 
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ral del asunto. Y sobre todo para indicar que las bases 
provenían, como es lógico, de un intento de dejar esta- 
blecido el grado en que los derechos de aduana encare- 
cían la mercadería importada. Habiendo naturalmente 
de tomarse en cuenta a tal efecto los derechos adiciona- 
les que antes señalamos. 


Provistas estas explicaciones, reproduzcamos su inte- 
resante “Tabla de base de arancel” que si alguna utili- 
dad tiene es precisamente la de comprobar la trayecto- 
ria ascendente que, salvo excepción, tuvieron siempre 
los derechos arancelarios; y que los conservadores no pu- 
dieron, sobre todo por motivo de índole fiscal, llevar a 
la práctica sus intenciones libre-cambistas: 


He aquí la tabla del Sr. de Briceño: 


Base 

Total 
En 1830.-—Primera Base de Arancel 34,11 .......... 34,34 
En 1834. —Segunda Base de Arancel 34,11 .......... 34,34 
De 35 a 36 en adelante .............oo.o.ooooooo.o.. 34,68 
De 36 a 37 en adelante ..........o..ooooooooooo... 38,09 
De 41 a 42.—Tercera Base de Arancel 44 .......... 50,16 
De 47 a 48 en adelante ........o.ooooommmommmo... 48,40 
De 49 a 50 en adelante .............ooo.ooooo.ooo co 52,80 
De 53 a 54 en adelante ...........oooooooommooo oso. 52,62 
De 54 a 55 en adelante ........o......o.ooooooo.os. 54,56 
De 56 a 57.—Cuarta Base de Arancel 60,28 ........ 74,74 
VEDA 79,56 
De 58 a 59.—Quinta Base de Arancel 55 ........... 72,60 
En bla 82,50 
En 62 1... cocoa 96,25 
En 63 10. 110.— 


A la tabla indicada pueden formularse unos breves 
comentarios que nos harán revisar el sentido de las mo- 
dificaciones de tarifas, ya aludido indirectamente cuando 
nos ocupamos de la cuestión de la base del impuesto. 


La primera base, la de 1830, corresponde, como lo 
vimos, a la tarifa ad-valorem de ese año más el derecho 
diferencial impuesto a los artículos importados en bu- 
ques que no tuvieron tratado con Venezuela. El autor 
no hace diferencia para 1834 y establece su segunda 
base igual a la primera porque estima que si bien la 
modificación de ese año fue liberal (al mismo tiempo 
que se implantaba el sistema específico, se ponía en la 
lista de libres a numerosos artículos), la elevación del 
Derecho Diferencial a 10% compensó esa ventaja has- 
ta anularla. El uno por ciento subsidiario creado en 
1835 es responsable por el alza de base a 34,68 en los 
años de 1835 a 1836 (De Briceño incluso corrige en una 
nota esa base para llevarla a 35,34) y el 10% de con- 
tribución extraordinaria establecido en 1836 es lo que 
hace subir la base en el año económico 1836-37 a 38,09. 
La base de 50,16 fijada por De Briceño como culmina- 
ción de la reforma arancelaria de 1841, no hay que to- 
marla en cuenta pues inexplicablemente aparece en la 
tabla, ya que el autor confiesa en el texto que, por 
diversas razones que hacen muy difícil fijarla, se absten- 
drá de “aventurar cálculo alguno sobre el punto”. (Di- 
ce así De Briceño: “¿Cuál fue la base de este arancel? 
Nuestra diligencia no ha podido averiguarla en las Me- 
morias oficiales del ramo. Los comerciantes consultados 
sobre el punto, han carecido de datos para responder 
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satisfactoriamente a la pregunta. ..”). Nuestro estudio 
de la historia económica del país ha cubierto más o me- 
nos hasta los años anotados y será prudente, por lo tan- 
to, detenernos allí por los momentos. Sólo destacaremos 
que la tendencia ascendente tiene un leve retroceso en 
47-48 pero que bajo la propia Oligarquía Liberal reco- 
mienza el ascenso y no se detiene sino un instante de 
1858 a 1859; y así también que las alzas de toda la re- 
vuelta época que va de la intentona continuista de José 
Tadeo Monagas a la Dictadura Paecista (1861-1863) se 
explican más que todo por el esfuerzo desesperado de 
sacar de cualquier parte dinero para las continuas gue 
rras civiles y para el exhausto Tesoro Público. 


Otra observación fundamental que cabe hacer es que, 
relativamente, los derechos se mantuvieron más bajos 
durante el período específicamente conservador, el de 
la República Oligarca. La base dada 1841-1842 mostra- 
ría que para el fin del período de la Oligarquía hubo 
un fuerte ascenso pero ya sabemos cómo, según el pro- 
pio De Briceño, no hay que tomar muy en cuenta la 
“base” de ese año. 


b) Los derechos de exportación 


No es posible darnos cuenta de la orientación de la 
política comercial y económica de la época de que nos 
ocupamos, sin atender a la cuestión de los derechos de 
exportación. Como Jo recuerda Gil Fortoul*% este im- 
puesto tiene su origen en los viejos tributos coloniales 


288. Op. cit., Tomo 11. p. 74. 
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que pechaban tanto las mercancías que salían del país 
como las que entraban (almojarifazgo, alcabala de mar, 
armadilla). En el arancel de 1830 se fijaron los dere- 
chos en una tarifa de 4 a 14% ad-valorem según los 
productos, amén de gravámenes específicos para la ex- 
portación de animales, con vistas a proteger la cría que 
pasaba entonces por una crisis; estorbábase así con $ 16 
de derechos por animal la salida de mulas, con $ 4 la 
de reses y con $ 2 la de burros. En 1833 llegó a esta- 
blecerse una prohibición absoluta de exportar caballos, 
yeguas y vacas. El mismo año se rebajaron en general 
los derechos de exportación, pero se fijaron en 30 
centavos según el puerto de embarque. En 1836 se veri- 
ficó una modificación consistente en unificar a 70 cen- 
tavos el impuesto pagado para el cacao que saliera por 
cualquier puerto. 


De 1836 en adelante y hasta 1841 la exportación tu- 
vo que soportar el impuesto extraordinario de 10% 
que gravaba todo comercio exterior. Un Decreto de 10 
de mayo de 1841 suprimió los derechos de exportación 
a los frutos. A los datos antes mencionados hay que 
añadir que los derechos de exportación fueron restable- 
cidos en 1849, año en que se restableció por dos años 
la contribución extraordinaria a la importación y a la 
exportación, constituyendo tal medida una de las que 
fue preciso tomar para remediar las consecuencias del 
desorden administrativo de la llamada “Oligarquía Li- 


beral”. 


Continuando hasta el fin la historia de los derechos 
de exportación, recordaremos que Veloz observa que en 
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1861-62 la dictadura paecista los aumentó en un 75% 
y que así mismo los de importación fueron aumentados 
en un 25%; según Gil Fortoul, en cambio,*2 serían los 
derechos extraordinarios a la importación los que ha- 
brían sido llevados en 1862 a 75% después de haber 
recargado los ordinarios en 50% el año anterior; y a 
los de exportación solo se les había elevado en 25% 
en abril del año siguiente, lo que es más creíble 
pues siempre se ha gravado más fuertemente a la 
introducción de artículos importados que a la salida 
de nuestros productos de exportación. Las contri- 
buciones extraordinarias de Páez fueron  abolidas 
por Falcón. En 1902-1903, al aumentar en 30% los de- 
rechos de importación como contribución extraordina- 
ria de guerra ,se impusieron derechos de exportación al 
café, al cacao y a los cueros, dichos derechos de ex- 
portación fueron suprimidos en 19 de mayo de 1910. 
La Ley de Arancel de 1936 en su famoso artículo 21 ha 
dejado abierta la puerta para el establecimiento de un 
derecho de exportación que nunca ha llegado a aplicar- 
se; y en los Presupuestos se ha venido colocando una 
partida teórica de Bs. 1.000 para corresponder a la exis- 
tencia teórica de ese impuesto. 


Revisada en su conjunto brevemente cuestión tan im- 
portante como la de los derechos de exportación, veri- 
fiquemos algunas observaciones adicionales sobre las 
tarifas de importación de la época conservadora. Para 
observar en primer término que, si bien la contradic- 


229. Op cit., Tomo II p. 209. 
230. Cf. Ramón Veloz. Revista de Hacienda N?* 5 p. 103. 
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ción entre el teoricismo libre-cambista de los conserva- 
dores y el nivel relativamente alto de sus tarifas se 
explica suficientemente, como ya insistimos, por el he- 
cho de constituir la Renta Aduanera la principal y casi 
única fuente de ingresos, debe recordarse también que 
existieron, con todo, un número de derechos protecto- 
res sobre una serie de artículos que se producían en el 
país. Ya aludimos a este asunto, pero vale la pena de 
regresar por un momento al mismo a fin de ofrecer da- 
tos concretos al respecto, citando al propio Michelena 
en la Memoria de 1831. 


Según el hombre de estado conservador existían para 
entonces derechos protectores sobre la suela, el bece- 
rrillo, el aguardiente (se pechaba el de uva), el jabón, 
las velas, el sebo, la harina. Y, todavía, después de la 
reforma de 1834 efectuada por Michelena, nos dice 
Gallegos (Memoria de 1837) que subsistían derecchos 
exorbitantes para proteger la harina, las velas o sebo 
manufacturado, el jabón y que estaba prohibido en abso- 
luto no sólo la entrada de sal (prohibición que, a su 
juicio, es la sola que debía mantenerse) sino que tam- 
bién la de cacao, tabaco en rama, azúcar, mieles, aguar- 
diente de caña, algodón, akil. Explica Gallegos esos 
altos derechos y esas prohibiciones atribuyéndolas a 
“un celo mal entendido en favorecer las producciones 
de la misma especie en el país”. 


c) La cuestión doctrinaria 


Todavía dentro de este amplio problema del nivel de 
las tarifas y de su orientación, vale la pena considerar 
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más amplia y directamente los pronunciamientos doc- 
trinarios de los políticos y hombres de estado de en- 
tonces sobre tema tan debatido como el que tratamos. 


El punto de vista libre-cambista jamás ha sido ex- 
puesto en el país con tanta brillantez y persistencia co- 
mo por Santos Michelena. Sea suficiente recordar los 
siguientes párrafos de la Memoria de 1831 que vienen 
a continuación de sus observaciones sobre los inconve- 
nientes de la tarifa ad-valorem existente: 


““pero no es éste el sólo defecto de que adolece: se 
han colocado en estas clases y en la de 22% artículos 
que aunque de lujo, deberían estar en la ínfima clase, 
porque por ser de algún valor y de poco volumen pue- 
den ser introducidos clandestinamente, tales como los 
bordados de oro y plata, chales de encaje de hilo o 
seda, espoletas y charreteras, galón y bordados de oro 
y plata, encajes y relojes de faltriquera, etc. Además 
han quedado comprendidos en efectos no detallados y 
por consiguiente sujetos al 32% de derechos algunos 
artículos de consumo industrial, como la suela y el be- 
cerrillo que deberían hallarse en la primera o en la se- 
gunda clase, para que los artefactos de que son parte 
pudieran concurrir con los extranjeros. La brea, el al. 
quitrán, la jarcia, los cables y todos los artículos que son 
necesarios para la construcción y el aparejo de buques, 
han sido gravados con un derecho tan alto, que parece 
que se ha querido prohibir la construcción de nuestros 
puertos e impedir el fomento de la marina nacional de 
guerra y mercante. En los específicos hemos fijado so- 
bre los aguardientes de uva y sus compuestos, el jabón, 
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las velas, el sebo, la harina, un derecho casi prohibiti- 
vo, como si tuviéramos en nuestro país iguales produc- 
tos que proteger contra la invasión de los extranjeros; 
como si en las actuales circunstancias y bajo la latitud 
en que nos hallamos, sin capitales, sin genio ni conoci- 
miento adecuado, fuese posible por meros estímulos le- 
gislativos, cultivar la viña y el trigo y manufacturar los 
otros artículos a tan bajo precio como en los lugares 
donde nos proveemos; o, en fin, como si la riqueza de 
un pueblo consistiese en poseer éste o el otro género 
de industrias a favor de la ley y a expensas de los con- 
sumidores o en producir la mayor cantidad posible de 
productos exportables de la tierra o de las fábricas”. 


“Una experiencia incontestable de todos los pueblos 
comerciantes ha demostrado que la extrema elevación 
de los derechos disminuye el consumo, perjudica a la 
agricultura, y en último resultado atenúa los ingresos 
que se esperaban de ellos. Y esta experiencia la haremos 
también, si no adoptamos un sistema en que se combi- 
nen los intereses del comercio con los del erario, en que 
no haya estímulo para el fraude”. 


Refiérese en seguida Michelena extensamente a la 
cuestión que será objeto próximo de nuestra atención, a 
la del contrabando. Habla de las facilidades que a éste 
proveen la extensión, situación y configuración de nues- 
tras costas y, sobre todo, la existencia de las cercanas 
posiciones coloniales extranjeras insulares que “son otros 
tantos depósitos que se alimentan de este tráfico”. Ob- 
serva que un sistema eficaz de represión del fraude cos- 
taría tanto que “no debe esperarse que esto mejoraría 
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al erario, pues las rentas por cuantiosas que sean las 
absorberá semejante establecimiento”. Y añade de se- 
guida, planteando claramente la necesidad del estableci- 
miento de derechos moderados, “por todas estas consi- 
deraciones, me atrevo a proponer la adopción del siste- 
ma contrario, como único que aliviaría la suerte de los 
consumidores, fomentará la agricultura, dará impulso 
al comercio, preservará la moral de los empleados y de 
los comerciantes y aumentará los ingresos de las adua- 
nas”. En fin, con ocasión de referirnos a los puntos de 
vista de Michelena en la Memoria citada, es oportuno 
observar que una cuestión muy discutida en estos días, 
la abordaba clarividentemente en la forma siguiente: 
““...El establecimiento de depósitos contribuiría muy 
eficazmente a la prosperidad del comercio y al fomento 
de la marina nacional”. Ciento y tantos años después 
(1944) se hace patente la misma necesidad porque el 
problema de los depósitos y silos está en idéntico punto. 


Que el sistema implantado por Michelena mismo en 
1834 no correspondió del todo a sus propósitos libera- 
les, nos lo dice el subsiguiente Secretario de Hacienda, 
Gallegos, al lamentarse, como lo vimos, de una serie 
de derechos proteccionistas y de prohibiciones con el 
mismo fin, subsistentes en 1837 en virtud (repetimos la 
frase de Gallegos) “de un celo mal entendido en favo- 
recer las producciones de la misma especie en el país”. 


Lo cierto parece ser que sin desmentir su contradic- 
toria actitud intervencionista (opuesta a su calificación) 
el Partido Liberal, o por lo menos los hombres que lo 
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representaron ante la opinión, limitaron ese interven- 
cionismo a cuestiones de economía interna como la pro- 
tección a los deudores morosos y jamás se colocaron en 
lu teórico frente a frente del libre-cambismo doctrinal 
de sus adversarios. Ello no obstó para que, como lo ve- 
remos en seguida, asumieran una actitud moderadamen- 
te proteccionista en algunas ocasiones y para que más 
luego, cuando obtuvieron el Poder definitivamente, los 
liberales llevaran hasta el cielo los derechos arancelarios 
por motivos predominante y hasta podemos decir exclu- 
sivamente fiscales, 


Los Secretarios de Hacienda de la Oligarquía Liberal 
estuvieron particularmente preocupados, como ya lo ha- 
bían estado algunos de sus antecesores godos, por la 
cuestión del contrabando y por el hecho de la influencia 
desfavorable que habría podido tener en ese sentido la 
creación de nuevos puertos habilitados para el comercio 
exterior y del influjo favorable que podía derivarse del 
establecimiento de resguardos marítimos y del fortale- 
cimiento de éstos. La única Memoria del período que se 
ocupa extensamente de la cuestión del libre-cambio y 
proteccionismo es la de 1856, está suscrita por Jacinto 
Gutiérrez, quien se columpia de una a otra doctrina y 
expone las ventajas y desventajas de cada una en la for- 
ma más objetiva del mundo. Insinúa, así, que ciertas 
producciones nacionales deben continuar protegidos, pe- 
ro pasa en seguida a indicar en general que el derecho 
no debe ser tan alto que se acerque mucho al precio 
de costo del artículo porque se estimularía el contra- 


bando. 
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Una revisión de tal Memoria permite contemplar la 
habilidad con que Gutiérrez, sin comprometerse dema- 
siado, iba de una doctrina a la otra, examinándolas am- 
bas y concluyendo, sin embargo, en la admisión de cier- 
tos derechos protectores dentro de un sistema mayor- 
mente orientado al libre-cambismo, o sea, a un protec- 
cionismo que no difería sino en el modo de justificarlo 
del adoptado y hecho aprobar por el mismo Michelena 
en 1834 después de su pronunciamiento libre-cambista 


de 1831. 


Comienza Gutiérrez con las siguientes consideracio- 
nes críticas acerca del sistema de derechos específicos 
vigentes, impuestos por Michelena, y de esencia liberal, 
como sabemos. Ello no le impide concluir haciendo re- 
saltar los resultados contradictorios del proteccionismo. 


“Muchas son las reclamaciones que se han hecho con- 
tra el arancel vigente en los catorce años que cuenta de 
existencia. Adolece de notables defectos, y es tan ut- 
gente su reforma como graves los malos que está cau- 
sando”. 


“En la necesidad de establecer impuestos o contribu- 
ciones para soportar las cargas del Estado ha de encon- 
trarse sin duda el origen de la institución aduanera, 
cobrándose un derecho de todos los productos importa- 
dos de extranjero; pero más tarde, y en la época en que 
dominara el sistema prohibitivo, quísose convertir 
aquella institución en una medida protectora para cler- 
tas industrias, alejando por medio de gravámenes más 
o menos fuertes las concurrencias extranjeras”. 
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“Condiciones son éstas que hasta cierto punto se ex- 
cluyen, porque o predomina el principio fiscal, y enton- 
ces se disminuyen los derechos hasta nivelarlos con lo 
que un económico servicio requiere, promoviéndose al 
mismo tiempo los consumos, y con ellos el acrecenta- 
miento de la riqueza pública, o se prefiere el sistema 
proteccionista, y en este caso el alza de los derechos 
produce efectos diametralmente opuestos”. 


Empieza luego a exponer la conveniencia de mante- 
ner una protección para ciertas industrias: 


“Muchos y muy célebres son los partidarios del co- 
mercio libre, y que destruye trabas, provoca la concu- 
rrencia y con ella la abundancia v baratura de los ar- 
tículos necesarios, útiles y agradables al hombre; pero 
no falta escritores de no menor valía que sostienen la 
conveniencia de imponer un fuerte derecho a determi- 
nados artículos extranjeros, cuya importación produci- 
ría el efecto de ahogar en su cuna una industria naciente 
y débil a pesar de las ventajas locales que excitarán su 
desarrollo, y que le darían más tarde la fortaleza nece- 
saria para sostener la competencia con los productos si- 
milares en los mercados extranjeros”. 


“Cierto que la división del trabajo en su mayor es- 
cala, signo inequívoco de los adelantos de un pueblo, 
es una fuente inagotable de riqueza, porque dependien- 
do la carestía o baratura de un artículo del mayor o 
menor costo de su producción, cuando una nación cam- 
bia los productos exóticos por los indígenas y adquiere 
aquéllos al precio de éstos, obtiene el mismo resultado 
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que si se dedicase a producir los primeros en condicio- 
nes más favorables a su desarrollo”. 


“Pero tampoco hay duda que sería prueba de poca 
cordura, despreciar los elementos productivos de la na- 
ción y no aclimatar una industria que más después ha- 
bría de proporcionarle renta considerable, sólo que ne- 
cesitase en su origen la protección transitoria del Go- 
bierno. Si un país carece de capitales y tiene escasa 
población, mientras los primeros no abundan y la segun- 
da no se multiplique, a pesar de todas las ventajas que 
le brinde la feracidad del terreno, sus productos no po- 
drán competir con los similares extranjeros, obtenidos 
quizás en condiciones menos favorecidas por la natura- 
leza; pero suficientemente compensados por el benéfico 
influjo que allí ejercen el trabajo y la economía”. 


Por último, en el terreno de la práctica y aparte de 
dejar la puerta abierta con las citadas declaraciones a 
algunos derechos protectores, Gutiérrez se decide por 
la “moderación de los derechos de entrada para algunos 
artículos exóticos inconsultamente recargados”” y parte 
de allí a la justificación paulatina pero completa de de- 
rechos bajos que no representen sino una pequeña frac- 
ción del valor del artículo importado de suerte que no 
se estimule el contrabando. Dice así el célebre Ministro 
de Monagas: 


“Ahora bien, si de la región de las teorías se descien- 
de al terreno de las aplicaciones, encontramos que en 
la reforma del arancel que discuten las Cámaras, debe 
adaptarse por regla general la moderación en los dere- 
chos de entrada respecto a algunos artículos exóticos 
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inconsultamente recargados, tomando por base el valor 
real de ellos en el lugar de su producción, el gasto pro- 
bable de transporte, la mayor o menor extensión del 
consumo y el uso más o menos útil a que deben ser des- 
tinados; conservándose no obstante y sólo como excep- 
ción de la regla general, derechos prudencialmente cal. 
culados respecto a aquellos artículos que produciéndose 
en nuestro suelo, necesitan el apoyo de una protección 
pasajera para entrar luego robustos en la lid de la con- 
currencia”. 


“Uno de los graves defectos del arancel vigente, 
es el de no haberse consultado para la imposición 
del derecho específico, el valor de los artículos en el 
país de su producción, sino al que tuviera en el lugar 
de consumo. Ha provenido de aquí que a medida que 
su costo es menor, mayor es el derecho con que ha 
sido gravado. La creencia de que la baratura de una 
mercadería cualquiera permite que se le imponga una 
fuerte contribución, es un error de trascendencia y quizás 
el que ha causado mayores males a la República cerce- 
nando las contribuciones aduaneras, únicas con que el 
Estado cuenta para atender a sus necesidades siempre 
crecientes”. 


“El motivo que estimula al introductor a defraudar 
las rentas, depende más de la proporción que existe en- 
tre el impuesto y el valor real del artículo gravado, que 
de su valor en cambio y de la gravedad del mismo im- 
puesto. De manera que cuanto mayor sea aquella dife- 
rencia, mayor será el estímulo para la comisión del con- 
trabando. Supóngase que en una pieza de género gra- 
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vada a su importación con un peso, cueste en la fábrica 
diez; el motivo que en este caso estimule al contraban- 
dista será el de un diez por ciento y el de veinte por 
ciento si el derecho fue de dos pesos. Ahora bien: si el 
mismo artículo costó cinco pesos y subsiste la contri- 
bución de un peso, el motivo que seduce al contraban- 
dista es de veinte por ciento en lugar de diez que era 
antes; y con un impuesto de dos pesos sobre el propio 
objeto, que ha reducido su valor a la mitad, el estímulo 
para la comisión del contrabando será de cuarenta por 
ciento”. 


“Téngase, pues, muy presente esta demostración en 
la reforma del arancel, porque mientras las Honorables 
Cámaras no se persuadan de lo indispensable que es en 
estas materias observar las reglas que suministra la cien- 
cia, inútiles serán todas las prohibiciones, ineficaces y 
ridículas todas las penas que se establezcan. Para des- 
terrar el contrabando el remedio más fácil y menos 
costoso es disminuir el cebo de la ganancia, y este ob- 
jeto se consigue por la moderación de las tarifas en 
armonía con los principios sentados”. 


“Disminuir el recargo de los objetos de general con- 
sumo, facilitando su adquisición para mayor número de 
personas por la rebaja que sufren los precios, es también 
de una importancia grande; pues que la disminución 
que por tal respecto hubieran de experimentar las ren- 
tas, queda ampliamente compensada con la extensión 
de la demanda. Fuera de que la baratura de las sustan- 
cias, además de ser un estímulo poderoso para el au- 
mento de la población, facilita la acumulación de capita- 
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les, hace menos costosa la mano de obra con la altera- 
ción que produce en la cuota de los salarios, y dismi- 
nuyendo el costo de los productos nacionales, los pone 
en capacidad de sostener con ventaja la competencia de 
los similares extranjeros, así en los mercados interiores 
como en los exteriores”. 


La conclusión a que puede arribarse es que los libe- 
rales, aunque no se pronunciaron por el liberalismo 
manchesteriano, y por su aplicación libre-cambista tan 
neta y decididamente como sus adversarios los conser- 
vadores, lo profesaban también en lo teórico y apenas 
se diferenciaban de los últimos en que se arriesgaban 
a formular vergonzantes declaraciones de proteccionis- 
mo moderado, disimuladas en medio de pronunciamien- 
tos que en el fondo continuaban siendo manchesteria- 
nos. Situación que posee cierta lógica, si se piensa que, 
a pesar de las contradicciones en que a otros respectos 
(y a ese mismo más luego en la práctica) se vio envuelto 
el Partido Liberal, no podía menos de rendir homenaje 
a lo que era en ese tiempo una doctrina económica pre- 
dominante e indiscutida por lo menos en el terreno de 
la política comercial. 


42 El problema del contrabando 


La cuarta cuestión que constituye preocupación per- 
manente en la Memoria de Hacienda de la época es el 
contrabando. 


Conocemos las causas que lo habían originado y con- 
formado desde la Colonia, el desenvolvimiento que tu- 
vo entonces y los conflictos a que dio lugar. Depons, 
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por su parte, en su célebre obra suministra datos e in- 
formaciones interesantes sobre el modo como se llevaba 
a cabo el contrabando en la época colonial 


Las cosas no mejoraron con el advenimiento de la 
República y en diciembre de 1826 podía escribir el Li- 
bertador al General Urdaneta: “en este país está pro- 
hibido el comercio ilícito, y sus habitantes no son más 
que contrabandistas y los empleados del Tesoro bode- 
gueros...” Y decía el mismo Bolívar a Salom, refirién- 
dose a Puerto Cabello: “Es escandaloso el contrabando 
que se hace por este puerto y por todas las costas inme- 
diatas especialmente por el río Tocuyo. Tome usted in- 
mediatamente medidas para impedirlo”.?% 


En las numerosas referencias a las Memorias de Ha- 
cienda vale la pena destacar las que insisten en los 
motivos de la extensión y permanencia del contrabando 
y las que recomiendan medidas para sofocarlo o por lo 
menos refrenarlo. No hay que descuidar, por supuesto, 
tampoco las alusiones a las desastrosas consecuencias 
que tenía para el Fisco y para la economía la introduc- 
ción clandestina de mercadería desde el exterior. 


Concretándonos ante todo al primer punto, citaremos 
las siguientes expresiones de las Memorias de Hacienda 
del período histórico que nos ocupa: 


231. A falta de la obra de Depons, consultar a la Monografía 
del Ministerio de Hacienda Datos sobre el contrabando 
en Venezuela Editorial Bolívar 1940. En su página 7 se 
resumen las observaciones del ilustre viajero francés. 


232. Datos sobre el contrabando en Venezuela. Ministerio de 
Hacienda. 1940. p. 8 y 9. 
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“Venezuela con una vasta costa segura de navegación 
y acceso y con una extensa navegación interna, ofrece 
las mayores facilidades para el comercio ilegal; facilida- 
des que aumentan por su proximidad de una multitud 
de islas, de las cuales la más lejana apenas dista cuatro 
días de travesía y que son otros tantos depósitos que 
se alimentan de este tráfico. Si se quiere, pues, llevar 
adelante el sistema de cobrar altos desproporcionados 
derechos, es de absoluta necesidad cubrir nuestras fron- 
teras marítimas con una doble línea de guardias, readop- 
tar las guías y todas las demás precauciones inventadas 
para prevenir el fraude; pero no debe esperarse que por 
esto mejorará el erario, pues las rentas por cuantiosas 
que sean las absorberá semejante establecimiento”. 


“Situada Venezuela al frente del archipiélago de las 
Antillas poseídas por diferentes naciones europeas, que 
casi desde el tiempo de la conquista están haciendo el 
contrabando, a favor de los ríos caudalosos que desem- 
bocan en el mar, de las calas, fondeaderos y ensenadas 
de muy fácil acceso, diseminadas en el vasto litoral que 
comprende, no es posible evitar aquel tráfico ilícito, por 
más que se multipliquen las precauciones y las vigilan- 
cias. Pretender aniquilarlo enteramente sería un impo- 
sible en el orden natural de las cosas, porque el interés 
individual siempre en pugna con el general, refina sus 
ardides para sustraerse hasta al más pequeño derecho, 
y sólo podría cesar el contrabando cesando de haber 
impuesto. Su disminución, pues, es lo único que puede 
aspirarse, mediante la cooperación enérgica de algunas 
providencias que correspondan a su objeto” (Memoria 
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de Hacienda de 1834, presentada por el Secretario de 
Hacienda, Pedro Pablo Díaz). 


No de otro modo piensa el Secretario de Hacienda, 
Aranda, quien en 1842 observa que “si por un momen- 
to se medita sobre la situación en Venezuela que pre- 
senta al frente de las Antillas, puntos todos de libre 
tráfico, una inmensa extensión de costas, con innumera- 
bles puertos, bahías y radas accesibles más o menos po- 
bladas, desguarnecidas en su mayor parte... se deduci- 
rá necesariamente que la facilidad para el contrabando 
es grande...” 


A las causas naturales hay que añadir por supuesto 
las de índole económica y fiscal residentes particular- 
mente en tiempos de la colonia en el “Monopolio Espa- 
ñol” que, por su existencia y juego, lógicamente hacía 
muy fructífero al contrabando como todo sistema pro- 
hibicionista; y en la época republicana producían aná: 
logo efecto los altos derechos arancelarios que se man- 
tenían para que diese rendimiento apreciable la más im- 
portante y casi exclusiva fuente de los ingresos públicos. 


Con la alusión a las altas tarifas como causa de contra- 
bando estamos mencionando ya uno de los remedios 
postulados de continuo por los Secretarios de Hacienda 
de la época conservadora y que, como sabemos, jamás 
llegó a ser aplicable de lleno: la baja de los aforos hasta 
el extremo en que hicieran mayor el riesgo del contraban- 
do que su producto, posición que adoptarán más luego 
los autores que se hace colaborar en “La Gran Cuestión 
Fiscal” y cuyo empeño principal es precisamente demos- 
trar que el contrabando se nutre de los altos aforos. 
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Santos Michelena, partidario desde la memoria de 
1831 de “la adopción del sistema contrario”, esto es, 
del libre-cambista, coloca en primer término, entre las 
medidas que deben tomarse para poner coto al contra- 
bando, la rebaja de la tarifa. Exprésase así en la Memo- 
ria de 1833: 


“La disminución del contrabando no puede lograrse 
si no se aminora la tentación, y se aumentan las dificul- 
tades de hacerlo. Con el primer objeto no he cesado de 
solicitar del Congreso la baja de los derechos, la más 
exacta proporción de las cuotas con las especies de mer- 
cancías, y el arreglo del despacho de las aduanas, de ma- 
nera que evite vejaciones y molestias a los comercian- 
tes; y con el segundo, el establecimiento de un resguar- 
do marítimo, la simplificación de los juicios de comiso, 
la facultad de separar el Ejecutivo a los empleados prin- 
cipales y éstos a los subalternos que sean justamente 
sospechados de connivencia en los fraudes, penas pro- 
porcionadas a los delitos y recompensas a las diligencias 
de los que los descubren”. 


El Secretario de Hacienda siguiente, Pedro Pablo 
Díaz, como ya se vio, también sitúa a la cabeza de los 
remedios la baja de los derechos. Son así mismo suyas 
las siguientes expresiones, relativas a medidas contra el 
contrabando: “En la Memoria del año pasado se han 
enumerado las siguientes: la baja de los derechos; la 
más exacta proporción de las cuotas con las especies de 
mercancías; el arreglo del Despacho de las Aduanas; el 
establecimiento de un resguardo marítimo; la simplifi- 
cación de los juicios de comiso; y la facultad de separar 
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el Ejecutivo a los empleados principales, y éstos a los 
subalternos, declarándose en comisión todos los em- 
pleos”. (Memoria de 1834). 


Los subsiguientes titulares del Despacho de Hacienda 
no piensan de otra manera. Para Aranda (Memoria de 
1842) “no queda duda de que el contrabando crece a 
medida que aumentan sus lucros...” y Manrique nos 
dice en la Memoria de 1854 que un medio esencial de 
acabar con el contrabando es “la baja de los derechos de 
importación a tal grado que el costo y riesgo del contra- 
bando sea mayor que el importe de los derechos”. 


Responder a la pregunta de por qué no se empleó ese 
remedio si todos estaban de acuerdo en su eficacia, se- 
ría volver a repetir una cosa que mil veces hemos re- 
cordado. Basta al efecto citar de nuevo una frase dei 
mismo Manrique que viene enseguida de la antedicha: 
“reducido nuestro Tesoro, con imprudencia acaso, a sólo 
o casi sólo el producto de nuestras aduanas, en mucho 
tiempo no podrá rebajarse a aquel grado el derecho de 
importación que es en verdad su principal ingreso...” 


De ahí que se pensara en otros medios, como la in- 
tensificación de la vigilancia y en consecuencia se pidie- 
se a menudo en las Memorias los resguardos marítimos 
que apenas existían o no existían del todo. Caballero en 
la Memoria de 1849 expone que las leyes han creado 
dos clases de resguardos, el de tierra y el de mar, pero 
que el primero es el único que ha estado en servicio, ya 
que el segundo aún no ha podido establecerse. Indica 
la conveniencia de una mejor organización del resguardo 
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terrestre que atendía a todos los menesteres* y así mis- 
mo de otorgar una remuneración más satisfactoria para 
los empleados que lo integraban, del establecimiento 
de más y mejor dotados Consulados en el extranjero, 
de la organización también del personal de aduanas y, 
sobre todo, de la eliminación del procedimiento de la 
habilitación de puertos. 


El último asunto, el de la habilitación, dio lugar a 
mucha discusión. En realidad, en todas partes del país 
se deseaban facilidades para comerciar con el extranjero 
y era lógico que aunque los Ministros de Hacienda —o 
Secretarios, como se les llamaba— viesen claro en la 
influencia nefasta que la “habilitación” tenía sobre el 
contrabando, no se alcanzase, por motivos políticos, la 
abolición del sistema.** 


La fisonomía de la cuestión se nos presentará en for- 
ma a la vez precisa y breve, citando sobre el particular 
a dos Secretarios de Hacienda. 


Aranda en la Memoria de 1844 se expresa de esta 
manera: 


“En la constitución de nuestras aduanas hay tres cla- 
ses, de las cuales, una lejos de ser útil, ni aún goza de 
la opinión de los mismos a quienes se ha pretendido 


233. Manrique en 1845 insiste en que la vigilancia se efectúe 
por medio de buques de vapor. 

234. Una cosa similar ocurre ahora con la solicitud del esta- 
blecimiento de zonas libres desde Margarita y otros luga- 
res marítimos de la República. A los gobiernos y a los 
sectores políticos no se les oculta cuales serán sus efectos 
pero no osan rehusarlos para no incurrir en impopula- 


ridad. 
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favorecer con ella. Aduanas habilitadas para la importa- 
ción y exportación sin restricciones, aduanas para la ex- 
portación solamente, aduanas para la exportación e im- 
portación de las mercancías para sólo el consumo del 
lugar en que está situada. Me he contraído a estas últi- 
mas. En ellas no puede evitarse el contrabando o, lo 
que es lo mismo, la transgresión del precepto legal. No 
puede impedirse que lo que ha entrado en un lugar se 
lleve a otro y se interne y se consuma en cualquier pun- 
to de la República, y es lo que está sucediendo contra la 
letra y espíritu de la Ley. Nada sería esto si todo lo 
que se introduce pagara los correspondientes derechos; 
pero no es así. Estas aduanas como menos importantes 
en la apariencia y en el rango que les da la ley han reci- 
bido una organización débil, a medias, y no pueden es- 
tar bien servidas; pequeños sueldos; un resguardo insig- 
nificante, falto a la vez de la dotación para remunerar 
un trabajo constante y activo y del número necesario de 
empleados para todas las atenciones del servicio. Mas 
no por esto el comercio es limitado a la importancia de 
aquellas oficinas, sino que es siempre todo lo que puede 
ser y todo el que se aumenta por la facilidad de evitar 
el pago de los derechos. Tales aduanas por donde se 
introduce todo lo que se quiere con permiso de la Ley 
son puertos francos para el comercio ilícito”. 


Y Jacinto Gutiérrez, por su parte, se refiere en 1850 
de este modo a la Ley de Habilitación de Puertos de 5 
de mayo de 1849 y a sus consecuencias: 


“Ley de Habilitación de Puertos.— La Ley de 5 de 
mayo de 1849 que derogó la del 3 de junio de 1846 so- 
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bre habilitación de puertos, se puso en práctica abriendo 
los diferentes puertos que ella dispuso. En consecuencia 
quedaron libremente habilitados para la importación y 
exportación el de Barrancas en la Provincia de Cumaná, 
Soledad en la de Barcelona, Higuerote en la de Cara- 
cas, Colombia en la de Aragua, Juan Griego y Pampatar 
en la de Margarita; se habilitó para la importación de 
sólo su consumo y para la exportación el de Río Caribe 
en la Provincia de Cumaná, y para la exportación los 
de Zazárida, Adícora y Cumarebo en la de Coro”. 


“El establecimiento de estas nuevas oficinas con sus 
administradores, interventores, resguardos, falúas y uten- 
silios necesarios, ha ocasionado a la República algunos 
gastos, como es de presumirse. La obediencia de la Lev 
y la esperanza de aumentar los ingresos nacionales, obli- 
garon al gobierno a proceder con la más grande activi- 
dad en la habilitación de estos puertos. Pero, ¿cuál ha 
sido el resultado? Gastos y atenciones multiplicadas, un 
producto mezquino, y el fomento inevitable del tráfico 
ilícito. Puede asegurarse que ellos serán poco fructuo- 
sos para la Hacienda Pública por lo exiguo de sus ingre- 
sos y que han de convertirse necesariamente en vehícu- 
los de contrabando, porque si en otro tiempo los buques 
temían acercarse a esos puntos, en que desde luego ha- 
bría de considerárselos como contrabandistas, pues no 
tenían para qué ir a estos lugares, hoy llegarán impune- 
mente a cualquiera de nuestras costas porque en todas 
ellas hay puertos que sirven de pretexto para acercarse 
y casi sin riesgo a hacer el contrabando que antes algún 
resguardo velador podía impedir”. 
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La última de las cuestiones que toca tratar en rela- 
ción con el contrabando, su" influencia desastrosa en lo 
económico y en lo fiscal, ya la hemos aludido al citar, 
por uno u otro motivo, el folleto “La Gran Cuestión 
Fiscal”. Los Secretarios de Hacienda mismos no puede 
decirse que fueran moderados en la evalución de las pér- 
didas fiscales por causas de contrabando. Gallineau, por 
ejemplo, las cifra para 1852 en cinco o seis millones de 
pesos anuales (Cf. Memoria de Hacienda de 1852). Pér- 
dida ya muy considerable si se toma en cuenta que los 
presupuestos de entonces eran sumamente modestos 
comparados con los de ahora (si nos atenemos a las ci- 
fras de Veloz en la Revista de Hacienda N? 5, la recau- 
dación de 1850-51, año a que corresponde la Memoria 
citada, habría sido una cifra equivalente a 20.583.000 
bolívares y de allí Bs. 10.172.000 sería el producto de 
los Derechos de Importación. Como la unidad moneta- 
ria era entonces el peso fuerte, equivalente a cinco bo- 
lívares, la pérdida aludida por Gallineau correspondería 
a veinticinco o treinta millones de bolívares, es decir, 
a mucho más de la entrada regular total). 


Iribarren, uno de los críticos más fuertes del contra- 
bando y de la organización fiscal, estima la pérdida en 
1847 en algo menos. Desde luego que dice que los de- 
rechos de aduana “bien pudieran dar tres millones de 
pesos si la corrupción no hubiera llegado a su colmo”. 
Tres millones de pesos corresponden a quince millones 
de bolívares y como Veloz da una entrada de Bs. 
74.629.476,30 para los derechos de importación del de- 
cenio 1840-41 a 1850-57, el promedio sería de Bs. 
7,400.00 por año y la pérdida por contrabando de más 
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oO menos otro tanto de lo que se recaudaba. De todos 
modos, ateniéndose a la cifra más moderada de Iriba- 
rren de $ 1.500.000 al año, la pérdida de ingresos fisca- 
les era para la época un asunto de consideración, pues 
que las recaudaciones totales difícilmente alcanzaban 
más allá del triple de esa suma y provenían en su mayor 
parte de los ingresos de aduana. 


Nos faltaría sólo por considerar el efecto sobre la eco- 
nomía nacional. Cuestión ésta que en realidad hemos te- 
nido oportunidad de revisar cuando nos detuvimos en 
el tema del posible estado de la balanza de pagos para la 
época y de la influencia que el contrabando ejercía so- 
bre las salidas subrepticias de numerario que conduje- 
ron a una significante escasez de circulante. Lo confuso 
e impreciso de los datos disponibles sobre el particular, 
incluso los contenidos en “La Gran Cuestión Fiscal” 
impide llegar a conclusiones concretas al respecto. SÍ 
se puede, sin embargo, observar que los críticos de 
la política fiscal llegaron a estimar, como puede cons- 
tatarse.en “La Gran Cuestión Fiscal”, en cifra incluso 
superior a los doscientos millones de pesos el contra- 
bando que se desenvolvió de 1820 al fin de la primera 
mitad del siglo. Recordemos, además, que por contra- 
bando no entendían ellos solamente la importación de 
mercancías que no se verificaba a través de las Adua- 
nas, sino también el que se efectuaba en estas mismas. 


La Junta de Hacienda de Barcelona, en su famoso in- 
forme de 1848, cifra las pérdidas fiscales por contra- 
bando en seis millones de pesos anuales y de ellos esti- 
ma que sólo dos millones corresponden al “contraban- 
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do aventurado” (introducción clandestina de mercancías, 
verificada fuera de las aduanas) y que tres millones co- 
rresponden al “contrabando de connivencia o malversa- 
ción con participación de utilidades o gratuitamente que 
es el que se hace por las Aduanas, con conocimiento de 
sus mismos empleados...” El otro millón proviene de 
otras clases de contrabando de menos importancia que 
son: a) el de artificio, que entra también por las adua- 
nas y consiste en la ocultación que se hace de ciertos 
artículos y mercaderías de más valor, en los falsos o se- 
cretos de los baúles, en el fondo de los toneles y cajas, 
al favor del descuido y negligencia de los jefes de adua- 
nas. Agrégase: “Entran también en el contrabando de 
artificio ciertas falsificaciones que se hacen en las fábri- 
cas, o en los grandes almacenes de Europa por órdenes 
expresas de algunos comerciantes por mayor de Vene- 
zuela; para introducir holandesas, estipillas y otros lien- 
zos finos, y en grandes rollos o piezas, como género de 
inferior calidad, para lo que vienen arregladas las mar- 
cas y estampillas de las piezas”. b) En el camino de iden- 
tificar los diferentes tipos de contrabando se señalan, 
en seguida, el de canoas o alijos al servicio de la adua- 
na, asimilable al de connivencia y llevado a cabo por los 
botes que efectúan la carga y descarga de los buques con 
la complicidad de empleados o dependientes de las mis- 
mas aduanas. Y, en fin, el de encomiendas, también asi- 
milable al de connivencia porque consiste en encomien- 
das o encargos que hacen los empleados a los importa- 
dores y que generalmente no pagan derechos. 
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CAPITULO XVI 


ASPECTOS ORIGINALES DE LA ECONOMIA 
AGRO-ARTESANAL ANTERIOR A LA 
EXPLOTACION PETROLERA 


Con el anterior bosquejo histórico queda reseñada la 
evolución de la economía nacional desde el estado primi- 
tivo en que la encontró el Conquistador hasta su trans- 
formación, a raíz de la independencia política del país, 
en economía libre agro-artesanal y exportadora de fru- 
tos tropicales, dependiente particularmente, para su 
prosperidad o decaimiento, de los precios del café, prin- 
cipal producto de exportación. 


Esa forma o estructura de la economía venezolana va 
a durar hasta el primer cuarto de este siglo. Será ya en 
los últimos años de ese primer cuarto de centuria que 
la aparición y la expansión de la explotación petrolera, 
van a dar vuelco, todavía más decisivo que el anterior, 
a la economía nacional, convirtiéndola en una economía 
minera en cuanto, si bien parte determinante de la po- 
blación continúa como antes empleaba en las labores del 
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agro, está supeditada la vida económica del país a los 
altibajos de la industria petrolera. 


La trayectoria histórica reseñada y la que todavía 
debería revisarse señalan con relativa precisión que el 
país, desde la economía natural encontrada por el Con- 
quistador, ha ido pasando por las siguientes etapas eco- 
nómicas, cuya existencia no es desmentida por la impre- 
cisión de fronteras entre cada una de ellas, natural en 
los períodos de transición: 


Una primera etapa de economía minera (solicitud de 
metales preciosos) fracasada. 


Una segunda etapa de economía agraria iniciada para 
el auto-abastecimiento de la Colonia en productos agrí- 
colas esenciales y derivada lógica y forzosamente de la 
anterior. Expándese después del fallido intento de mi- 
nería, pero su aparición en el tiempo queda situada 
dentro del período anterior en que tuvo origen. Predo- 
minan cultivos como la caña y el trigo y se desarrolla 
la cría. 


Una tercera etapa ya en desenvolvimiento para el 
momento de la llegada de la Guipuzcoana y que ésta 
no inició pero sí impulsó. Corresponde este período a 
la “factoría colonial” abastecedora de materias primas y, 
particularmente en nuestro caso, de frutos tropicales a 
los países industrializados, o en vías de industrializa- 
ción, de la zona templada norte. Llegó a tener desarro- 
llo mediocre en Venezuela por causas que hemos visto 
y entre las cuales se destaca como factor de retraso el 
propio sistema mercantilista español con sus infinitas 
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trabas. Predominan en esta época los cultivos para la 
exportación y sobre todo el cacao y el añil. 


Una cuarta etapa en que la antigua y semi-frustrada 
factoría colonial, convertida en República independien- 
te, se apresta a llenar mejor —sin el obstáculo del “mo- 
nopolio español”— su papel de provisora de frutos tro- 
picales a las economías complementarias del Hemisfe- 
rio Norte. Sobreviene, con la Independencia y por ra- 
zón de la separación de la Madre Patria, la consiguiente 
liberación de las restantes trabas mercantilistas al libre 
comercio y la integración de nuestra economía dentro 
del sistema mundial, liberal y capitalista del siglo xtx 
determinado por la Revolución Industrial. Corresponde 
este período de nuestra vida económica al predominio 
del café como producto de exportación y como eje de la 
propia vida económica. 


La quinta etapa la estamos viviendo. Es la del predo- 
minio del petróleo, o lo que es lo mismo, del capital 
financiero extranjero que explota el más rico de nues- 
tros recursos naturales y ejerce honda influencia, a me- 
nudo no muy favorable, sobre nuestro desarrollo eco- 
nómico. 


La cuarta etapa antedicha fue una de las de más im- 
portancia y consecuencia en la vida económica nacional 
y por eso vale la pena otorgarle atención especial al pe- 
ríodo histórico en que se inició y a algunos de los pro- 
blemas que desde entonces vienen planteándose a la 
economía nacional. 


¿Cuál era la fisonomía de conjunto y cuáles los ras- 
gos esenciales de esa economía? 
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La economía de la Venezuela que va desde los co- 
mienzos de la Tercera República hasta el auge de la ex- 
plotación petrolera era, como la hemos definido, una 
economía agro-artesanal desde que, por una parte, la 
agricultura no sólo constituía, como sigue constituyen- 
do (1944), la actividad económica a que se dedicaba 
una mayoría abrumadora de la población sino que, ade- 
más derivábase de ella, mal que bien, la parte más sus- 
tancial de la renta macional de conjunto; y, por otra 
parte, era nula la industrialización del país y predomi- 
naba de modo abosluto en las ciudades y villas, como 
actividad económica, siguiente en importancia a la agri- 
cultura, la labor artesanal llevada a cabo por un buen 
número de trabajadores independientes, dueños de su 
pequeño taller y que subvenían con su producción a unas 
tantas de las necesidades contemporáneas. 


Es difícil trazar el desarrollo del artesano en Vene- 
zuela porque datos concretos al respecto o no existen 
o no daría con ellos el investigador sino después de bús- 
queda especial y minuciosa. 


En los historiadores y comentaristas más citados en- 
contramos huellas en la Colonia de la importancia que 
llegó a alcanzar el artesano que, por fuerza, era un in- 
teresante factor de producción en aquella economía ru- 
dimentaria. 


Las labores artesanales estaban en la época desempe- 
ñadas ora por blancos pobres, pero sobre todo y más 
particularmente por mestizos y mulatos ya que, como 
nos lo recuerda Baralt y así todos los historiadores, el 
español y su descendiente tenían a menos el trabajo y 
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sobre todo el desempeño de ciertas tareas que dejaban 
a los sectores nacionales por ellos considerados como 
inferiores... La famosa acta del Ayuntamiento de Ca- 
racas de 14 de abril de 1796 ya citada es sumamente 
instructiva al respecto.% Baste recordar que en ella, 
aparte de exponer el antedicho criterio de los blancos 
mantuanos sobre el artesano y en general sobre los 
otros: componentes raciales de la sociedad colonial, se 
provee el dato sumamente interesante para nuestro pro- 
pósito de que los pardos “*.. .de las ciudades y villas se 
dedican a oficios de herreros, carpinteros, plateros, sas- 
tres, albañiles, zapateros, carniceros, matarifes y otros 
mecánicos...” Más luego, nos habla Codazzi% de la 
existencia (1841) de “Talleres de sastrería y zapatería, 
herreros, carpinteros, albañiles, plateros, ebanistas, ho- 
jalateros. . .”%1l Por último, para nuestros tiempos, en 
que, por supuesto, el artesano tiene importancia menor 
pero siempre considerable dentro de la vida económica 


219. Gil Fortoul. Op. cit., Tomo 1. p. 79 y sig. 
220. Op. cit., Tomo ll. p. 123. 


221. Antes y después de esta cita el mismo autor, hace refe- 
rencia, sin discriminación estricta y dentro de lo que 
generícamente llama “industria”, lo mismo a la agricul- 
tura y a pequeñas industrias de ella derivadas, con ella 
íntimamente ligadas y generalmente explotadas en forma 
artesanal (tejidos de mantas, chinchorros, hamacas, som- 
breros de diferentes fibras, fabricación de alpargatas, etc.,) 
de los mismos que a explotaciones industriales como 
la fabricación de jabón o de velas, tenerías “de suela 
y cordobán”, fábricas de dulces. De donde resulta difícil 
una separación entre lo que estrictamente puede consi- 
derarse artesanal y lo que no lo es. Siendo de todos 
muy recomendable una lectura general de las páginas en 
cuestión de Codazzi para poseer una idea general sobre 
el asunto. 
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nacional, nos dice Luis E. Monsanto en su opúsculo 
“Los artesanos y nuestra economía”: “En lo que con- 
cierne a Venezuela, puede decirse que los oficios arte- 
sanales son los siguientes: Mecánicos, joyeros, talabar- 
teros, alfareros, panaderos, carniceros, fabricantes de 
sombreros de mujer, peluqueros, zapateros, fabricantes 
de marcos, hojalateros, tejeros, relojeros, pequeños im- 
presores, costureras, albañiles, electricistas, pintores, fo- 
tógrafos, encuadernadores, sastres, tintoreros...” 


Toda agrupación de la índole tiene por fuerza que 
ser un poco arbitraria. Piénsese sólo en que en ma- 
teria de zapatería, por ejemplo, habría que hacer una 
serie de distinciones: fuera del artesano zapatero existe: 
1) el industrial capitalista que generalmente dirige una 
industria a máquina o por lo menos una zapatería gran- 
de a mano; 2) el pequeño industrial a mano con obreros 
que generalmente trabajan a destajo en su casa; 3) el 
obrero de fábrica de la zapatería en grande a máquina; 
4) el obrero cortador, costurero o montador de zapate- 
ría a mano que sigue siendo obrero aun cuando, como 
sucede a menudo en los dos últimos casos, trabaje en 
su casa y lleve la obra hecha al patrón que le ha dado 
los materiales y que le pagará un precio a destajo. La 
enumeración sirve para indicarnos que sólo merece el 
nombre de artesano en esta industria el pequeño pro- 
ductor que pone el material, hace él mismo la obra, y la 
vende por su propia cuenta al público. Caso ya general- 
mente raro en el país. 


De todos modos, el artesano, que ocupa hoy lugar 
menos considerable pero todavía de importancia en 
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nuestra economía, asumía papel muy destacado en la 
economía de hace un siglo y es lástima que no se dis- 
ponga de elementos históricos más concretos para desen- 
trañar la trayectoria del artesano dentro del desenvol- 
vimiento de nuestra economía. 


Y resulta cierto así mismo que, como ya lo expre- 
samos, al lado del artesanado, y como factor todavía 
más decisivo de la economía, la agricultura para la ex- 
portación constituía la actividad económica absoluta- 
mente predominante de la Venezuela de entonces. Sin 
que pueda ser suficiente a desmentir tal criterio los oca- 
sionales períodos de prosperidad que el auge pasajero 
de una producción determinada (cría en los llanos; ex- 
plotación de oro en Guayana, por ejemplo) trajera a 
una región igualmente determinada. 


Productividad de la economía agro-artesanal 
basta mediados del Siglo x1x 


Resulta prácticamente imposible medir el grado en 
que la economía agro-artesanal a que nos estamos refi- 
riendo lograba satisfacer las necesidades de los contem- 
poráneos y hasta dónde podría decirse que, comparán- 
dola con la actual economía dependiente de la explota- 
ción petrolera, era aquella economía auto-suficiente y 
efectivamente rendidora. 


La dificultad reside no sólo en la escasez y poca con- 
fianza de los datos con que se cuenta sino, además, en 
que, para ese mismo período, la pasión política alcanzó 
tal intensidad que sería enormemente arriesgado tomar 
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como buenos los puntos de vista encontrados que, sin 
datos suficientes en apoyo, se arrojan a la cara unos a 
otros los contrincantes, los liberales para demostrar que 
los conservadores habían conducido al país a la ruina y 
la miseria, los conservadores para demostrar lo contra- 
rio, o, por lo menos, que los males económicos existen- 
tes no eran intensos y no se debían en todo caso a la 
gestión del Partido en el Gobierno y a culpa de la clase 
gobernante. 


Dos puntos valdría la pena investigar, uno hasta 
dónde la economía de tiempos de los conservadores 
abastecía el consumo interno en artículos esenciales más 
cabalmente que la agricultura actual; otro, la situación 
de la balanza de pagos y el modo como se equilibraba 
o, dicho en otras palabras, si la economía que estudia- 
mos alcanzaba a producir suficientes bienes económicos 
exportables con que ofrecer una balanza comercial nor- 
mal que no obligara, en un país que no tenía otro modo 
de equilibrar la balanza de pagos, a salidas de metal 
precioso que a lo largo acarrearan una crisis interna de 
circulante y un desequilibrio tremendo en las relaciones 
de comercio exterior. 


222. Se admite que lo expresado corresponde a un plantea- 
miento quizás en exceso teórico. Ál no existir un siste- 
ma bancario y de crédito siquiera de relativa organicidad, 
los desequilibrios de la balanza de pagos no se compensa- 
ban con el descenso de una reserva aurífera o, en general, 
de reservas internacionales para entonces inexistentes. Se 
producía de todos modos la restricción del circulante, pe- 
ro con origen, principalmente, en el crédito otorgado por 
las grandes casas exportadoras o importadoras, directa o 
indirectamente, a los hacendados así como a través de re- 
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Luego de maduro examen y reflexión sobre los datos 
disponibles, todo parece indicar que no estamos en si- 
tuación de responder definitivamente a la primera pre- 
gunta, pero que hay información, de valor relativo pero 
evidente, para darnos aproximadamente cuenta de lo 
que pasaba el segundo respecto. 


Es pertinente considerar en primer término la cues- 
tión de la productividad para el consumo interno. ¿Se 
autoabastecía o no más satisfactoriamente que en el 
presente la economía estudiada? 


En favor de una respuesta positiva hay, por un lado, 
multitud de informes indirectos, bastante inseguros por 
lo demás, de gentes que vivieron esa época y que toda- 
vía existían hace unos años. Nos hablaban esos viejos 
compatriotas de una vida más fácil y donde abundaba 
no el confort ni la comodidad pero sí los artículos ali- 
menticios de primera necesidad. Se cuenta, por el otro, 
con dos series de datos; en primer lugar, con los provis- 
tos por escritores como Codazzi que pretenden existía 
un consumo per capita de producciones nacionales me- 
dianamente satisfactorio; en segundo, por otro, con da- 
tos sobre exportación en las Memorias de Hacienda que 
parecen indicar que el país exportaba pequeños exce- 


ducción real de los gastos públicos. En relación al último 
hecho podría acaecer que existiera divergencia entre la 
apariencia y la realidad por motivo de pérdida de valor 
de la moneda como consecuencia de las crisis atravesadas. 
Es decir, un Presupuesto podría aparecer más alto de lo 
que realmente sería si se apreciaba su poder adquisitivo 
a precios constantes y no en la moneda posiblemente 
devaluada en que aparecía. 
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dentes de ciertos productos elementales y necesarios 
para la vida, de los cuales no hay ahora exportación 
grande ni chica porque su producción no alcanza a cu- 
brir el consumo interno. 


Los datos de Codazzi tienen, sin embargo, la aparien- 
cia, por el modo en que son presentados, de no pasar 
de ser meras hipótesis sin mayor valor científico, no 
importa el mérito a que es acreedor el ilustre geógrafo 
italo-venezolano por los trabajos propios de su especia- 
lización. Es difícil, por ejemplo, admitir que sea un mé- 
todo seguro para averiguar el valor de las producciones 
agrícolas, deducir éste, un poco a la buena de Dios, del 
número de brazos útiles existentes en cada provincia los 
que, a su vez, se han calculado deduciéndolos en forma 
igualmente arbitraria del número de habitantes en que 
se ha estimado, previamente, sin labor censal seria en 
apoyo, la población de cada una. Lo mismo puede de- 
cirse del procedimiento de extraer la producción de ca- 
cería y de pescado y su consumo de la adjudicación de 
10 onzas diarias de esos alimentos por persona, en los 
lugares donde se estima que la población se alimenta 
predominantemente de los productos en cuestión. En 
virtud de lo cual parece lo más adecuado no utilizar los 
datos de Codazzi sobre cuestiones económicas sino cuan- 
do provienen de fuentes oficiales o cuando, como en el 
caso de la exportación de antes de 1810, la información 
se ve aproximadamente confirmada por otras fuentes. 


La censura que efectuaron los contemporáneos, sobre 
todo aquellos a quienes animaba la pasión política, con- 
tra los datos de Codazzi, es infinitamente más severa. 
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Para M. de Briceño (La Gran Cuestión Fiscal) los 
cálculos de Codazzi “carecen de todo fundamento ra- 
cional”. Se fundan, para los consumos, “en una escala 
imaginaria cuyos términos progresan desde uno hasta 
ciento con arbitrarias diferencias”. 


Por su lado, Iribarren, en una carta reproducida en 
el Apéndice del mismo folleto de Briceño, tras de esfor- 
zarse en demostrar lo que califica de “absurda inexacti- 
tud de los cálculos curiosos y minuciosos del geógrafo 
venezolano”, se expresa en tales términos contra Co- 
dazzi, que el lector objetivo tiene por fuerza que con- 
venir en que lo cegaba el apasionamiento político al 
juzgar al hombre, a su obra y a la situación. Así, para 
Iribarren, como ya se anotó, tanto la Historia como la 
Geografía del hombre eminente a quien hoy rinde ho- 
menaje merecido la posteridad, habrían tenido por obje- 
to ““.. correr con la mano de un supuesto sabio, un 
velo por encima de las verdaderas imágenes de la polí- 
tica y la economía de Venezuela”. Y en seguida, luego de 
admitir forzosamente que Codazzi si era capaz de pro- 
veer “relaciones exactas sobre el estado de Venezuela”, 
y añadir que no lo hacía “porque no convenía a los fines 
de sus obras”, agrega, como ya lo señalamos, con ahin- 
cada intención política, “en la parte estadística de la 
Geografía de Codazzi cree pues que no conviene decir 
que en la pobre Venezuela había ya los robustos princi- 
pios de la abominable corrupción que da por resultado 
contrabando, peculado, escándalo y ruina” . 


El antedicho folleto de Briceño y los escritos de Iri- 
barren, Brandt, etc., que lo completan, formulan más 
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concreta y directamente todavía un punto de vista pesi- 
mista sobre la situación económica, es decir, presentan 
un panorama económico totalmente diferente del que 
podría deducirse de las Memorias de Codazzi, al susten- 
tar el criterio de que Venezuela “...nada puede decir 
que se produce”, expresándose de esta manera Iribarren 
que escribía en 1847: 


“No produce ni las grasas, ni los granos suficientes 
para la comida de sus habitantes. Apenas se puede citar 
industria nativa, por primitiva, por sencilla, por grosera 
que sea, que no haya sucumbido bajo los pies de la usu- 
ra, de la indolencia, de los hábitos de distracción y de 
disipación. En el país de los llanos se introduce cola, 
suela, sebos. A la capital, a la región de los Valles de 
Aragua, y del Tuy, vemos entrar arroz de Italia y de 
las Carolinas granos de todas clases, pabilo, manteca, 
mantequilla y queso, etc...., se introduce todo... En 
fin, cualquiera de estas cuestiones, luego que uno las 
mira y pretende examinar en sus contornos, se eleva a 
la tremenda magnitud de la cuestión Venezuela: enton- 
ces sus límites se dilatan hasta lo infinito, y lo que se 
alcanza a ver, asombra, indigna y conmueve el ánimo 
más concentrado. Es la portada de una región tenebrosa, 
aterradora, mortífera...” 


Ánte opiniones tan encontradas resultaría difícil orien- 
tarse si por fuerza se hubiese de escoger entre dos cri- 
terior perfectamente antitéticos: el de la ruina de Ve- 
nezuela causada por la mala política de los conservado- 
res como lo aseguraban sus adversarios, o la otra fábula 
de una Venezuela feliz que sólo existió en nuestra His- 
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toria durante el predominio de la oligarquía. Por for- 
tuna, no está obligado a tomar uno u otro camino el 
investigador objetivo de la historia económica del país. 


Si recordamos las conclusiones a que nos permitió lle- 
gar el estudio de la economía nacional, vale decir, las 
enormes deficiencias de ésta y las causus a que pudimos 
atribuirlas —<onfirmadas en las expresiones de Baralt 
y de tantos otros autores— debemos concluir en que 
la economía del período histórico que ahora reseña-- 
mos no podía haber remontado la corriente en tan 
pocos años por tres buenas razones: primero, el pro- 
pio hecho de que apenas había ocurrido escaso tiem- 
po desde la separación de España para que esa 
separación pudiera producir sus enteros resultados 
benéficos (por ejemplo, para que rindiese su completo 
resultado la desaparición de las trabas al comercio exte- 
rior); en segundo lugar, porque, como hemos tenido 
ocasión de constatarlo, la guerra de Independencia ha- 
bía agotado al país tremendamente y dejado descala- 
brada toda su vida económica y social; y, por último, 
y sobre todo, en tercer lugar porque subsistían unas 
cuantas de las causas más poderosas que habían impe- 
dido el progreso de la economía nacional. 


Respecto al último particular baste recordar que si, 
por una parte, la paulatina liberación de los esclavos 
por medio de la manumisión, que pronto había de con- 
vertirse en definitiva con el Decreto de Emancipación, 
y por otro el establecimiento de la libertad de comercio 
con el extranjero, implicaban la desaparición de dos de 
los obstáculos fundamentales que encontraba en su des- 
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arrollo la economía venezolana, habían permanecido, 
sin embargo, incólumes o poco menos otros factores im- 
portantes de retroceso. La propiedad latifundista no ha- 
bía hecho sino cambiar de manos en algunos casos e 
incluso en otros había permanecido en poder de los des 
cendientes de sus antiguos propietarios. Los rudimenta- 
rios procedimientos de cultivo; la falta de vías de co- 
municación entre las zonas agrícolas del interior y los 
puertos de la costa; el crédito caro y escaso; el dominio 
absoluto del negocio del comercio exterior por unas 
cuantas casas exportadoras que imponían condiciones a 
los agricultores, con la consecuencia de disminuir enotr- 
memente las ganancias de éstos e infundirles desaliento; 
la persistencia, en la práctica, del monopolio de la cul- 
tura por una escasa minoría, con el consiguiente resul- 
tado de nula capacidad técnica y bajo rendimiento ge- 
neral de la casi totalidad de la población. A eso había 
que añadir que en esas circunstancias tenía que ser for- 
zosamente muy difícil enrumbar bien el Estado nuevo, 
donde todo tenía que crearse, particularmente después 
de la terrible guerra ocurrida, y que nacía a la vida con 
la carga de la deuda externa e interna que había sido 
preciso contraer para llevar a cabo la Emancipación .?% 


223. Los ingresos públicos de 1830-31 ascendieron a $ 
1.438.051 o sea unos Bs. 5.752.206,49, lo que implicaría 
una carga fiscal por habitante de Bs. 6,93 a base de una 
población aproximada de 830.000 en comparación con la 
carga de Bs. 73,14 que había para 1939-1940, según nues- 
tro trabajo “Tributación por habitante” publicado en la 
Revista de Hacienda N?* 12. En 1840-41 los ingresos 
provenientes de contribuciones pagadas por el contribu- 
yente nacional fueron de $ 2.623.587.71 o sea Bs. 
10.454.350.92 de donde se deduce sobre la base de una 
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Como nos lo demuestra la crisis económica de 1843, 
la economía de entonces estaba lejos de ser una econo- 
mía sólida y grandemente rendidora. Había de bastat 
un descenso acentuado de los precios del café para que 
entrara en crisis y precisa insistir en ello, en una crisis 
que se anticipó a la mundial de la época. 

En la vida precaria de esa economía hemos, por fuer- 
za, de encontrar en gran parte si no el origen mismo el 
factor determinante inmediato de las grandes convulsio- 
nes políticas que muy pronto tuvieron lugar. Pese a 
cuanto parezcan implicar en contrario autores tan serios 
como Adriani*% quien otorga demasiada importancia 
en un momento dado al monto de la producción 
de café y escaso al valor del fruto y a las crisis 
que la caída del precio ocasionaba, la verdad está, en 
nuestro sentir, no en la afirmación de que el país tenía 
o ha tenido una economía inestable y poco productiva 
por razón de las continuas convulsiones políticas; simo 
que el cuadro ha de mirarse a la inversa y admitir que 
los continuos disturbios, sólo dignos del nombre de gue- 
rra civil en regla a raíz del estallido de la Revolución 
Federal, tenían su origen en las perturbaciones de la 


población de 1.100.000, una tributación “per cápita” de Bs. 
9,54. Añadiendo las percepciones no provenientes del con- 
tribuyente (impuesto de tránsito hacia Colombia, venta 
de propiedades nacionales, etc.) los ingresos fueron 
$ 3.286.164.9 en el último año nombrado, o sea de poco 
más de trece millones de Bs. en comparación con ingre- 
sos fiscales superiores a trescientos millones de Bs. de 
1937 y 1938 en adelante, (los de 193940 fueron de 
Bs. 353.548.070.65 y los de 1941-42 de Bs. 325.287.387.09. 


224. Labor Venezolanista. p. 203. Tipografía de la Nación, 
Caracas, 1937. ” 
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vida económica y en el hecho mismo de que permane- 
cieran sin solución los más angustiosos problemas eco- 
nómicos y sociales y, en particular, el de la tierra. 


En conclusión y como bosquejo de conjunto, sobre 
la economía cafetalera que se afianzó y logró predomi- 
nio en la vida del país en la época que reseñamos, puede 
decirse lo siguiente, no sólo de su estado para entonces 
y de su productividad en el período historiado, sino en 
sentido general y en referencia ya al siglo de vida na- 
cional que estuvo bajo su égida: 


El hecho de que la Oligarquía conservadora mane- 
jase, en relación con lo que había de venir luego, con 
relativa seriedad y orden la cosa pública y particular- 
mente las finanzas; la cuestión, así mismo, de que, con 
todas las críticas de que fue objeto, la economía nacio- 
nal para el consumo interno fuese posiblemente más 
equilibrada que la de ahora, no debe hacernos perder 
de vista lo fundamental en el caso. O sea, que, de acuer- 
do con indicaciones precisas ——y que es de interés se- 
guir examinando—, considerada la economía cafetalera 
del período que termina en 1920-25 en su carácter esen- 
cial de economía productora de frutos tropicales y ma- 
terias primas para la exportación, fue siempre inestable 
y de pobre rendimiento. 


El descenso ocasional de los precios de café la arro- 
jaba de continuo a períodos de crisis profunda en que 
el suelo parecía faltar bajo los pies de los venezolanos. 
Intensificábase en esas ocasiones el perenne problema, 
todavía insoluto, de la deuda agraria. Vivía el agricul- 
tor bajo la continua amenaza de la ejecución de la hipo- 
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teca por parte del acreedor que muy a menudo era un 
comerciante exportador que había efectuado al hacen- 
dado “adelantos” para limpiar las haciendas y recoger 
la cosecha, los cuales créditos, ante la imposibilidad de 
pago por parte del deudor, habían sido luego garantiza- 
dos hipotecariamente ofreciendo al fundo como garantía. 


Cabe añadir, refiriéndonos siempre al siglo cafetale- 
ro en su conjunto, que los períodos de bonanza del 
fruto no eran sino muy parcial y escasamente aprove- 
chados por los hacendados para “salir de abajo” y sal. 
dar sus compromisos. Fuese por la alta carga de intere- 
ses de las deudas anteriores y las nuevas deudas nece- 
sarias para la cosecha en curso; por los excesivos pre- 
cios a que el comerciante cargaba las mercancías impor- 
tadas que suministraba; por la candidez del agricultor 
que, en tiempos de café al alza, aceptaba que el comer- 
ciante le hiciese llevar a crédito cuanto cachivache y cuan- 
ta novedad inútil tenía en la tienda. Sin olvidar así mis- 
mo que el hacendado, con la característica imprevisión 
propia de la gente nuestra, llevaba regularmente una vida 
dispendiosa en las épocas de buen precio del café. Era 
el momento de enviar los varones a estudiar a Trinidad 
y a las hijas a Colegios de Curazao, y no habría sido 
objetable ese empleo útil de las ganancias, si a su lado 
no hubiera siempre, en la buena época, el abuso de la 
botella de brandy para sí y para los amigos de visita 
y la determinación, siempre presta, de jugarse cuanto se 


225. Todavía dura, en casos, ese complejo de inferioridad hacia 
países menos avanzados que el nuestro. 
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tenía en el bolsillo “a paro o pinto” o “a la pata de 
un gallo”. 


Lo esencial, sin embargo, como causa de estanca- 
miento, parecían ser los factores de atraso a que tantas 
veces hemos aludido: bajo rendimiento por hectárea 
y por mata propio de la propiedad latifundista e inten- 
sificado por el atraso de las comunicaciones y el consi. 
guiente alto costo de los fletes, etc., sin que por ello no 
haya de señalarse igualmente como una causa decisiva 
de retroceso el ya aludido de que los hacendados no 
aprovechasen debidamente los períodos de alza de pre- 
cios del cofé para saldar sus compromisos y sanear sus 
propiedades. 
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ESTE LIBRO SE TERMINO DE 
IMPRIMIR EN LOS TALLERES 
DE CROMOTIP, EN CARACAS, 
EL 29 DE AGOSTO DE 1980. 


Carlos D'Ascoli, desde su juventud, asumió convicciones 
democráticas ejemplares y en el voluntario exilio que eligió 
hasta la muerte del dictador, en 1936, adhirió a las 
organizaciones que aspiraban af r una Venezuela mejor, 
como al histórica A “RDI, fondeo en 1931 por Mariano 
Picón- Salas. Una vez regresado al país militó como 
directivo en D. R. V, E., en el Partido Democrático 
Nacional (R.D.V.), núcleo germinal de Acción Democrática, 
de la cual fue dirigente apreciado: y honestísimo. Cuando 
el período de transición de la Jubek Revolucionaria de 
Gobierno (1945-1948) desempeñó la cartera de Hacienda. 
D'Ascoli, nacido en Caracas, en 1899, estudió inicialmente 
en Cumaná y terminó sus estudios en los Estados Unidos 4 


S . Francia, centrados estos en finanzas y Derecho Público. 


profesor titular de la Universidad Central y ejerció la 
docencia en universidades de Panamá y Guatemala. Trabajó 
cuatro años en la CEPAL, en México. Fue columnista 
económico de Abora entre los años de 1935 y 1937. Su 
bibliografía básica comprende Moneda, Comercio Exterior y 
otros ensayos, Los instrumentos de la política comercial 

¿y este libro ya clásico que lleva tres ediciones y que | 
Monte Avila integra a su fondo con el sugerente título : 

', Del mito de El Dorado a la Economía del café. Esta obra 


Y / ¿expone un períódo fundamental de la vida de Venezuela y 
"constituye uma fuente indispensable de información para. los Ps 


estudiantes de Economía. 
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